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lel SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 8 de octubre de 1969 

Materia: Comercial 

Recurrente: Honorio González, C. por A. 
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez 

Recurrido: Murray y Rymland y la Confort Spring Corporation. 
Abogado: Dr. Rafael Lolet Santamaría 

Di'as, Pr.trin y Libertad 
Repúbl iC2, Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ru'z Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asist:dos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del 
mes de marzo del año 1970, años 1279  de la Independen-
cia y 1079  de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Honorio 
González, C. por A., con su domicilio principal en la Ave-
nida Mella No. 15 de esta capital, contra la sentencia dic-
tada en fecha 8 de octubre de 1969 en sus atribuciones co-
merciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo se transcribe más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Bienvenido Canto Rosario, cédula 16776, 

serie 47, en representación del Dr. Ramón Pina Acevedo y 
Martínez, cédula No. 43139, serie ira., abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Manfredo A. Moore, en representación del 
Dr. Rafael Lolet Santamaría, cédula 4455, serie 65, abo-
gado de los recurridos, en la lectura de sus conclusiones; 
recurridos que son Murray J. Rymland, norteamericano, in-
dustrial e inventor, domiciliado en Baltimore, Estado de 
Maryland, Estados Unidos de América, y la Confor Spring 
Corporation empresa mercantil, de igual domicilio, repre-
sentada por el mismo Murray J. Rymland; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de mayo de 
1969, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan, contra la sentencia impugnada, los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 18 de julio de 
1969, suscrito por el abogado de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den.: 
berado, y vistos los artículos 1ro. y siguientes de la Ley 
sobre Exequátur de Profesionales citada por la recurren-
te; 302 a 323 y 429 a 431 del Código de Procedimiento Ci-
vil; 42, párrafo 7, del Código Penal; y 1, 20 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de una demanda de los actuales recurridos con-
tra la actual recurrente en cobro de dinero por razón de 
negocios comerciales, la Cámara Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 8 de noviembre 
de 1966 una sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el  

de la ahora impugnada; b) que, sobre apelación de los ac-
tuales recurridos, intervino el 8 de octubre de 1969 la sen-
tencia que ahora se impugna, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación interpuesto en fecha 
trece (13) de diciembre de 1966, por el Sr. Murray J. Rym-
land y la Confort Spring Corporaticn; contra la sentencia 
dictada en fecha 8 de noviembre de 1966, por la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge en 
parte las conclusiones de la parte demandante, Murray J. 
Rymland y Confort Spring Corporation y de la parte de-
mandada, Honorio González, C. por A., y en consecuencia: 
a) Ordena la exhibición de los libros de comercio de la de-
mandada, Honorio González, C. por A., a fin de determinar 
el monto y volumen de las ventas realizadas por esa em-
presa de los productos que le fueron suministrados por la 
parte demandante y a fin de determinar la cuantía de pro-
ductos que le fueron suministrados por esta última a la 
demandada, desde el día en que ésta suspendió el pago de 
sus obligaciones; b) Ordena la exhibición de los libros de 
comercio de los demandantes, Murray J. Rymland y Con-
fort Spring Corporation, a fin de determinar el volumen 
de suministros de material realizados por -éstos a la deman-
da, desde el día en que esta última suspendió el pago de 
sus obligaciones; Segundo: Ordena, de oficio ,Un Informa-
tivo Testimonial sumario prra que por ese medio los deman-
dantes Murray J. Rymland y Confort Spring Corporation, 
hagan la prueba complementaria de lbs hechos alegados en 
sus conclusiones y en el acto introductivo de su instancia 
de que se trata; Reservando a la demandada, Honorio Gon-
zález, C. por A., por ser de derecho la prueba contraria me-
diante el contrainformativo correspondiente; Tercero: Or-
dena, la comparecencia personal de los señores Murray J. 
Rymland y Confort Spring Corporation, ésta representada 
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por el primero, según se determina en el acto introductivo 
de instancia, y de la Honorio González, C. por A., repre-
sentada por su presidente, Honorio González, a fin de que 
se expliquen sobre cada uno de los puntos del contrato 
suscrito entre ellos y sujetos a controversia, así como sobre 
cada uno de los puntos de la demanda; Cuarto: Fija la 
audiencia pública que celebrará este Tribunal, en atribu-
ciones comerciales, el día quince 15) del mes de diciembre 
del año en curso, 1966, a las 9 a.m. en la cual habrá de 
tener lugar, previo cumplimiento de las formalidades lega-
les del caso; la verificación de las medidas ordenadas por 
esta sentencia; Quinto: Reserva las costas de este incidente 
para que sigan la suerte de lo principal"; SEGUNDO: Re-
voca la antes expresada sentencia en todas sus partes; TER-
CERO: Ordena que la Honorio González, C. por A., exhi-
ba sus libros de comercio a fin de que se determine median-
te compulsa de los mismos el volumen de las ventas hechas 
por la indicada empresa relativas a productos en los cua-
les se hayan empleados los accesorios de la marca Latch 
Loe y Delta Loc; CUARTO Se designa para las operacio-
nes de compulsa a la firma Price Waterhouse; QUINTO: 
Condena a la Honorio González, C. por A., al pago de las 
costas del presente incidente y ordena su distracción en fa-
vor del Licenciado Héctor Sánchez Morcelo, abogado de la 
parte demandante, quien ha afirmado haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando, que, contra la última sentencia citada 
la recurrente invoca los siguientes medios de casación: Pri-
mer Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de base 
legal.— Contradicción entre los motivos y el dispositivo. 
Segundo Medio: Falta absoluta de motivos en la sentencia 
impugnada. Tercer Medio: Violación de la Ley No. 111 so-
bre Exequátur de Profesionales.— Violación de ias reglas 
que rigen el juicio pericial. Cuarto Medio: Insuficiencia de 
motivos en la sentencia impugnada en todos sus aspectos; 

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua ha 
incurrido en una desnaturalización de los hechos al revocar 
la parte de la sentencia de primera instancia que había 
dispuesto una información testimonial, al fundar esa re-
vocación en que no se puede probar por testigos contra los 
documentos escritos; que también desnaturaliza los hechos 
y comete notoria injusticia cuando dispone la exhibición 

' de los libros de comercio de la recurrente, sin obligar a lo 
mismo a los recurridos; pero, 

Considerando, que, para rechazar el pedimento de in-
formativo que hizo la actual recurrente, la Corte a-qua de-

, ciará en su sentencia entre otras cosas, que tal medida era 
frustratoria, en la especie; que al ordenar, como lo hizo, un 
experticio sobre el estado de cuentas por razón de los ne-
gocios convenidos entre la actual recurrente y los actuales 
recurridos, que era obviamente la'cuestión de hecho a esta-
blecer para apreciar si la demanda contra la recurrente 
estaba bien o mal fundada, la Corte a-qua dispuso la me-
dida de instrucción adecuada al caso en lugar do la infor-
mación testimonial; que, por tanto, el primer aspecto del 
primer medio que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado, con salvedad de lo que se decide más 
adelante en relación con la firma designada para efectuar 
el experticio; que, en lo que concierne al segundo aspecto 
del primer medio procede indicar que en la sentencia im-
pugnada se hace referencia al contrato existente entre la 
recurrente y los recurridos, y se señala que conforme a és-
te, la recurrente se obliga a asentar de un modo especial 
en sus libros todas las operaciones relativas a sus nego-
cios con los recurridos, indicación y señalamiento que esta 
Suprema Corte estima como motivación implícita suficien-
te para limitar el examen de los libros a la recurrente; que 
por tanto, el segundo aspecto del primer medio carece tam-
b:én de fundamento y debe ser desestimado, con la misma 
salvedad anunciada al ponderarse el primer aspecto; 



396 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 397 

por el primero, según se determina en el acto introductivo 
de instancia, y de la Honorio González, C. por A., repre-
sentada por su presidente, Honorio González, a fin de que 
se expliquen sobre cada uno de los puntos del contrato 
suscrito entre ellos y sujetos a controversia, así como sobre 
cada uno de los puntos de la demanda; Cuarto: Fija la 
audiencia pública que celebrará este Tribunal, en atribu-
ciones comerciales, el día quince 15) del mes de diciembre 
del año en curso, 1966, a las 9 a.m. en la cual habrá de 
tener lugar, previo cumplimiento de las formalidades lega-
les del caso; la verificación de las medidas ordenadas por 
esta sentencia; Quinto: Reserva las costas de este incidente 
para que sigan la suerte de lo principal"; SEGUNDO: Re-
voca la antes expresada sentencia en todas sus partes; TER-
CERO: Ordena que la Honorio González, C. por A., exhi-
ba sus libros de comercio a fin de que se determine median-
te compulsa de los mismos el volumen de las ventas hechas 
por la indicada empresa relativas a productos en los cua-
les se hayan empleados los accesorios de la marca Latch 
Loc y Delta Loc; CUARTO Se designa para las operacio-
nes de compulsa a la firma Price Waterhouse; QUINTO: 
Condena a la Honorio González, C. por A., al pago de las 
costas del presente incidente y ordena su distracción en fa-
vor del Licenciado Héctor Sánchez Morcelo, abogado de la 
parte demandante, quien ha afirmado haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando, que, contra la última sentencia citada 
la recurrente invoca los siguientes medios de casación: Pri-
mer Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de base 
legal.— Contradicción entre los motivos y el dispositivo. 
Segundo Medio: Falta absoluta de motivos en la sentencia 
impugnada. Tercer Medio: Violación de la Ley No. 111 so-
bre Exequátur de Profesionales.— Violación de ias reglas 
que rigen el juicio pericial. Cuarto Medio: Insuficiencia de 
motivos en la sentencia impugnada en todos sus aspectos; 

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua ha 
incurrido en una desnaturalización de los hechos al revocar 
la parte de la sentencia de primera instancia que había 
dispuesto una información testimonial, al fundar esa re-
vocación en que no se puede probar por testigos contra los 
documentos escritos; que también desnaturaliza los hechos 
y comete notoria injusticia cuando dispone la exhibición 

" de los libros de comercio de la recurrente, sin obligar a lo 
mismo a los recurridos; pero, 

Considerando, que, para rechazar el pedimento de in-
formativo que hizo la actual recurrente, la Corte a-qua de-
claró en su sentencia entre otras cosas, que tal medida era 
frustratoria, en la especie; que al ordenar, como lo hizo, un 
experticio sobre el estado de cuentas por razón de los ne-
gocios convenidos entre la actual recurrente y los actuales 
recurridos, que era obviamente la'cuestión de hecho a esta-
blecer para apreciar si la demanda contra la recurrente 
estaba bien o mal fundada, la Corte a-qua dispuso la me-
dida de instrucción adecuada al caso en lugar de la infor-
mación testimonial; que, por tanto, el primer aspecto del 
primer medio que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado, con salvedad de lo que se decide más 
adelante en relación con la firma designada para efectuar 
el experticio; que, en lo que concierne al segundo aspecto 
del primer medio procede indicar que en la sentencia im-
pugnada se hace referencia al contrato existente entre la 
recurrente y los recurridos, y se señala que conforme a és-
te, la recurrente se obliga a asentar de un modo especial 
en sus libros todas las operaciones relativas a sus nego-
cios con los recurridos, indicación y señalamiento que esta 
Suprema Corte estima como motivación implícita suficien-
te para limitar el examen de los libros a la recurrente; que 
por tanto, el segundo aspecto del primer medio carece tam-
bién de fundamento y debe ser desestimado, con la misma 
salvedad anunciada al ponderarse el primer aspecto; 



398 	 BOLETIN JUDICIAL 

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega en síntesis que la Corte a-qua en 
la sentencia impugnada no ha dado motivos paiticulares 
para justificar la revocación de la comparecencia personal 
de las partes dispuesta por la sentencia de primera instan-
cia; pero, 

Considerando, que, al disponer la Corte a-qua un ex-
perticio de cuentas mediante el examen de los libros de la 
recurrente, y dar motivos, como lo hizo, para destacarse 
que era esa la medida que procedía por la naturaleza de la 
demanda y la existencia del contrato a que ya se ha hecho 
referencia a propósito del primer medio, obviamente en 
preferencia a la información testimonial y a la compare-
cencia personal de las partes, carece de relevancia que no 
diera motivos particulares sobre la última cuestión indica-
da, sobre todo cuando, según consta en la sentencia im-
pugnada, la recurrente no hizo ante la Corte a-qua ningún 
pedimento especial en relación con las medidas de instruc-
ción que no fueron acordadas, pues la recurrente se limitó 
a pedir que se rechazera la apelación; que, por tanto, el 
segundo medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado, con la salvedad que ya ha sido anunciada; 

Considerando, que, en el cuarto medio de su memorial 
la recurrente alega, en síntesis, que la sentencia impugna-
da incurre en el vicio de insuficiencia de motivos en todos 
sus aspectos; pero, 

Considerando, que lo que, en definitiva, alega en ese 
medio la recurrente, no es sino una reiteración abreviada 
de alegatos que ya han sido examinados y ponderados, por 
lo cual el cuarto medio debe ser desestimado, salvo lo que 
se decide a continuación acerca de la firma designada para 
el experticio; 

Considerando, que, en el tercer medio de su memorial, 
la recurrente alega, en definitiva, que la Corte a-qua al 
designar en su sentencia a la "firma Price Waterhouse" pa- 
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ra proceder a la compulsa de sus libros de comercio, ha in-
currido en una violación de la ley dominicana, entre otras 
razones por la de que esa operación constituye un experti-
cio y según las leyes el o los expertos que se designen por 
la justicia para esa med:da de instrucción, deben ser perso-
nas físicas, y nunca firmes como ocurre en el caso de la de-
signada; 

Considerando, que, según resulta de la sentencia im-
pugnada, la operación encargada a la "firma Price Water-
house" es un experticio, aunque la haya llamado una com-
pulsa de libros; que, aunque la recurrente en su memorial 
no haya citado los textos legales en que funda su recurso, 
en cuanto al punto que se examina, alude obviamente a los 
que en nuestro régimen legal se refieren al experticio y a 
les expertos, que san principalmente los artículos 302 a 323 
y 429 a 431 del Código de Procedimiento Civil, apiicables en 
los litigios comerciales, y el artículo 42 párrafo 7mo. del 
Código Penal; que del contexto de esas disposiciones lega-
les, resulta incuestionable que los peritos o expertos que ac-
túen como auxiliares de la justicia en los litigios que en 
ella se ventilen, deben ser personas físicas, aunque estén 
asociados profesionalmente, pues sólo siendo personas fí-
sicas pueden realizar el acto de conciencia que representa 
la prestación directa de un juramento, lo que no puede ocu-
rrir cuando se trata de razones sociales; que esa condición 
sólo puede dejar de existir cuando se trata de actuaciones 
de tipo administrativo, o entre los particulares, pero no 
cuando los informes de los peritos o expertos deban dirigir-
se a los jueces, por disposición de la ley, para edificarlos so-
bre cuestiones técnicas, aunque sin que los jueces tengan 
que atenerse a esos informes; que, por ló expuesto, la sen-
tencia que se impugna debe ser casada en el punto que se 
examina, sin necesidad de ponderar los demás alegatos que 
hace la recurrente en cuanto a la designación de la "firma 
Price Waterhouse" como experto; 
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Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega en síntesis que la Corte a-qua en 
la sentencia impugnada no ha dado motivos particulares 
para justificar la revocación de la comparecencia personal 
de las partes d:spuesta por la sentencia de primera instan-
cia; pero, 

Considerando, que, al disponer la Corte a-qua un ex-
perticio de cuentas mediante el examen de los libros de la 
recurrente, y dar motivos, como lo hizo, para destacarse 
que era esa la medida que procedía por la naturaleza de la 
demanda y la existencia del contrato a que ya se ha hecho 
referencia a propósito del primer medio, obviamente ezi 
preferencia a la información testimonial y a la compare-
cencia personal de las partes, carece de relevancia que no 
diera motivos particulares sobre la última cuestión indica-
da, sobre todo cuando, según consta en la sentencia im-
pugnada, la recurrente no hizo ante la Corte a-qua ningún 
pedimento especial en relación con las medidas de instruc-
ción que no fueron acordadas, pues la recurrente se limitó 
a pedir que se rechazi-ra la apelación; que, por tanto, el 
segundo medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado, con la salvedad que ya ha sido anunciada; 

Considerando, que, en el cuarto medio de su memorial 
la recurrente alega, en síntesis, que la sentencia impugna-
da incurre en el victo de insuficiencia de motivos en todos 
sus aspectos; pero, 

Considerando, que lo que, en definitiva, alega en ese 
medio la recurrente, no es sino una reiteración abreviada 
de alegatos que ya han sido examinados y ponderados, por 
lo cual el cuarto medio debe ser desestimado, salvo lo que 
se decide a continuación acerca de la firma designada para 
el experticio; 

Considerando, que, en el tercer medio de su memorial, 
la recurrente alega, en definitiva, que la Corte a-qua al 
designar en su sentencia a la "firma Price Waterhouse" pa- 

ra proceder a la compulsa de sus libros de comercio, ha in-
currido en una violación de la ley dominicana, entre otras 
razones por la de que esa operación constituye un experti-
cío y según las leyes el o los expertos que se designen por 
la justicia para esa medida de instrucción, deben ser perso-
nas físicas, y nunca firmes como ocurre en el caso de la de- 
signada; 

Considerando, que, según resulta de la sentencia im-
pugnada, la operación encargada a la "firma Price Water-
house" es un experticio, aunque la haya llamado una com-
pulsa de libros; que, aunque la recurrente en su memorial 
no haya citado los textos legales en que funda su recurso, 
en cuanto al punto que se examina, alude obviamente a los 
que en nuestro régimen legal se refieren al experticio y a 
los expertos, que son principalmente los artículos 302 a 323 
y 429 a 431 del Código de Procedimiento Civil, aplicables en 
los litigios comerciales, y el artículo 42 párrafo 7mo. del 
Código Penal; que del contexto de esas disposiciones lega-
les, resulta incuestionable que los peritos o expertos que ac-
túen como auxiliares de la justicia en los litigios que en 
ella se ventilen, deben ser personas físicas, aunque estén 
asociados profesionalmente, pues sólo siendo personas fí-

sicas pueden realizar el acto de conciencia que representa 
la prestación directa de un juramento, lo que no puede ocu-
rrir cuando se trata de razones sociales; que esa condición 
sólo puede dejar de existir cuando se trata de actuaciones 
de tipo administrativo, o entre los particulares, pero no 
cuando los informes de los peritos o expertos deban dirigir-
se a los jueces, por disposición de la ley, para edificarlos so-
bre cuestiones técnicas, aunque sin que los jueces tengan 
que atenerse a esos informes; que, por lo expuesto, la sen-
tencia que se impugna debe ser casada en el punto que se 
examina, sin necesidad de ponderar los demás alegatos que 
hace la recurrente en cuanto a la designación de la "firma 
Price Waterhouse" como experto; 
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Considerando, que, conforme al artículo 131 del Códi-
go de Procedimiento Civil, aplicable en casación según el 
artículo 65 de la ley que rige ese recurso, se pueden compen-
sar las costas en todo o en parte cuando los litigantes su-
cumben respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 8 de octubre de 1969 por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en sus atribuciones comerciales, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, 
en el No. 4 de su dispositivo que designa a la firma Price 
Waterhouse para la compulsa de los libros de la recurren-
te; y envía el asunto, así delimitado, a la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación de la Honorio González, C. por A., contra la misma 
sentencia, en los demás aspectos; Tercero: Compensa las 
costas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez. — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 17 de febrero de 1969 

)(ateria: Civil 

Recurrente: La Empacadora Dominicana de Carnes, C. por A. 

Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

Recurrido: Manuel de Ovín Filpo (Defecto) 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma- - 
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del mes 
de marzo del año 1970, años 127 9  de la Independencia y 

;110-, 107° de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de cesación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Empa-
cadora Dominicana de Carnes, C. por A., sociedad comer-
cial con su domicilio en Piedra Blanca, Distrito Municipal 
de Bajos de Haina, contra la sentencia de fecha 17 de fe-
brero de 1969, dictada, en atribuciones civiles, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo será 
copiado más adelante; 
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Considerando, que, conforme al artículo 131 del Códi-
go de Procedimiento Civil, aplicable en casación según el 
artículo 65 de la ley que rige ese recurso, se pueden compen-
sar las costas en todo o en parte cuando los litigantes su-
cumben respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 8 de octubre de 1969 por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en sus atribuciones comerciales, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, 
en el No. 4 de su dispositivo que designa a la firma Price 
Waterhouse para la compulsa de los libros de la recurren-
te; y envía el asunto, así delimitado, a la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación de la Honorio González, C. por A., contra la misma 
sentencia, en los demás aspectos; Tercero: Compensa las 
costas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

,entencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 17 de febrero de 1969 

'■Iateria: Civil 

Recurrente: La Empacadora Dominicana de Carnes, C. por A. 

abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

LE.» 

Recurrido: Manuel de Ovín Filpo (Defecto) 

Dios, Patria y Libertad 
República. Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma- -
miel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del mes 
de marzo del año 1970, años 127 9  de la Independencia y 
107° de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de cesación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Empa-
cadora Dominicana de Carnes, C. por A., sociedad comer-
cial con su domicilio en Piedra Blanca, Distrito Municipal 
de Bajos de HaMa, contra la sentencia de fecha 17 de fe-

brero de 1969, dictada, en atribuciones civiles, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo será 
copiado más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 21 de abril 
de 1969, suscrito por el Doctor M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, abogado de la recurrente; memorial que 
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia en esa misma fecha y en el que es invocado el me-
dio que luego se indica; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 14 de agosto de 1969, que pronuncia el defecto 
del recurrido Manuel de Ovín Filpo, Ingeniero, cédula No. 
74524, serie lra., domiciliado y residente en la casa No. 
18 de la calle Casimiro de Moya, de esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 75, 130 y 133 del Código de 
Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un embargo ejecutivo practicado por Manuel 
de Ovín Filpo, contra la Empacadora Dominicana de Car-
nes, C. por A., esta entidad comercial formuló una deman-
da a breve término por ante la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, a los fines de que se decla-
rara la nulidad de todo el procedimiento de embargo reali- 
zado 

 
 con poster:oridad a la ordenanza No. 8, del año 1968, 

dictada por el Juez de los referimientos; b) que con fecha 
17 de octubre de 1968, la citada Cámara dictó, actuando --- 
en atribuciones civiles, una sentencia cuyo dispositivo está ': 
transcrito en el del fallo ahora impugnado; c) que sobre 
apelación contra la indicada sentencia, intervino el fallo 
actua'mente impugnado, cuyo d:spositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela- 

ción interpuesto por el señor Manuel de Ovín Filpo, en fe-
cha treinta (30) del mes de octubre del año mil novecien-
tos sesenta y ocho (1968), contra sentencia de fecha dieci-
siete (17) del mes de octubre de 1968, dictada por la Pri-
mera Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, y cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Re-
chaza el medio de incompetencia propuesto por el deman-
dado Manuel de Ovín Filpo, por improcedente y mal fun-
dado; Segundo: Acoge las conclusiones formuladas en au-
diencia por la razón social La Empacadora Dominicana de 
Carnes, C. por A., parte demandante y, en consecuencia, 
declara nulos y sin ningún valor ni efecto, los actos de pro-
cedimiento tendientes a la continuación del embargo ejecu-
tivo realizado por el dicho demandado Manuel de Ovín 
Filpo, con posterioridad a la ,Ordenanza del Juez de los 
Referimientos, de fecha 8 de agosto de 1968; Tercero: Con-
dena a Manuel de Ovín Filpo, parte demandada que sucum-
be, al pago de las costas de la presente instancia con dis-
tracción de las mismas en provecho del abogado Doctor M. 
A. Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte", por haber sido hecho de conformidad con las dis-
posiciones de la ley que rige la materia; "SEGUNDO: Re-
chaza las conclusiones de la parte intimada Empacadora 
Dominicana de Carnes, C. por A., en el sentido de declarar 
nulo el acto recordatorio o avenir, por improcedente y mal 
fundado: TERCERO: Revoca la sentencia apelada, en todas 
sus partes y en consecuencia declara la incompetencia del 
Juzgado de Primer Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Dis-
trito Nacional, para conocer de la demanda a breve térmi-

k no intentada por la Empacadora Dominicana de Carnes, C. 
por A.; CUARTO: Condena a la Empacadora Dominicana 
C. por A., que sucumbe, al pago de las costas, ordenando 
su distracción en provecho del abogado de la parte intiman-
te Dr. Rafael Rodríguez Peguero, quien afirma haberlas 
avanzado en todas sus partes"; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 21 de abril 
de 1969, suscrito por el Doctor M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, abogado de la recurrente; memorial que 
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia en esa misma fecha y en el que es invocado el me-
dio que luego se indica; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia. 
de fecha 14 de agosto de 1969, que pronuncia el defecto 
del recurrido Manuel de Ovín Filpo, Ingeniero, cédula No. 
74524, serie lra., domiciliado y residente en la casa No. 
18 de la calle Casimiro de Moya, de esta. ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 75, 130 y 133 del Código de 
Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un embargo ejecutivo practicado por Manuel 
de Ovín Filpo, contra la Empacadora Dominicana de Car-
nes, C. por A., esta entidad comercial formuló una deman-
da a breve término por ante la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, a los fines de que se decla-
rara la nulidad de todo el procedimiento de embargo reali-
zado con posterioridad a la ordenanza No. 8, del año 1968, 
dictada por el Juez de los referimientos; b) que con fecha 
17 de octubre de 1968, la citada Cámara dictó, actuando 
en atribuciones civiles, una sentencia cuyo dispositivo está 
transcrito en el del fallo ahora impugnado; c) que sobre 
apelación contra la indicada sentencia, intervino el fallo 
actua'mente impugnado, cuyo dspositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela- 

ción interpuesto por el señor Manuel de Ovín Filpo, en fe-
cha treinta (30) del mes de octubre del año mil novecien-
tos sesenta y ocho (1968), contra sentencia de fecha dieci-
siete (17) del mes de octubre de 1968, dictada por la Pri-
mera Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, y cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Re-
chaza el medio de incompetencia propuesto por el deman-
dado Manuel de Ovín Filpo, por improcedente y mal fun-
dado; Segundo: Acoge las conclusiones formuladas en au-
diencia por la razón social La Empacadora Dominicana de 
Carnes, C. por A., parte demandante y, en consecuencia, 
declara nulos y sin ningún valor ni efecto, los actos de pro-
cedimiento tendientes a la continuación del embargo ejecu-
tivo realizado por el dicho demandado Manuel de Ovín 
Filpo, con posterioridad a la ,Ordenanza del Jaez de los 
Referimientos, de fecha 8 de agosto de 1968; Tercero: Con-
dena a Manuel de Ovín Filpo, parte demandada que sucum-
be, al pago de las costas de la presente instancia con dis-
tracción de las mismas en provecho del abogado Doctor M. 
A. Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte", por haber sido hecho de conformidad con las dis-
posiciones de la ley que rige la materia; "SEGUNDO: Re-
chaza las conclusiones de la parte intimada Empacadora 
Dominicana de Carnes, C. por A., en el sentido de declarar 
nulo el acto recordatorio o avenir, por improcedente y mal 
fundado: TERCERO: Revoca la sentencia apelada, en todas 
sus partes y en consecuencia declara la incompetencia del 
Juzgado de Primer Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Dis-
trito Nacional, para conocer de la demanda a breve térmi-
no intentada por la Empacadora Dominicana de Carnes, C. 
por A.; CUARTO: Condena a la Empacadora Dominicana 
C. por A., que sucumbe, al pago de las costas, ordenando 
su distracción en provecho del abogado de la parte intiman-
te Dr. Rafael Rodríguez Peguero, quien afirma haberlas 
avanzado en todas sus partes"; 
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Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: Violación del artículo 75 
del Código de Procedimiento Civil por falsa aplicación; 

Considerando que en el desarrollo de ese único medi 
de su memorial, la Compañía recurrente alega, en síntesis, 
que el acto recordatorio o avenir que le notificó, fechad« 
el día 20 de noviembre de 1968, el Doctor Rafael Rodri-
guez Peguero, es nulo porque este abogado no fue el cons-
tituido en el acto relativo al recurso de apelación que in-
terpuso Manuel de Ovín Filpo, ahora recurrido, contra la' 
sentencia que en fecha 17 de octubre de 1968 dictó la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, y porque Manuel de Ovín Filpo 
cuando interpuso el indicado recurso de apelación consti-
tuyó como abogado al Doctor Abel Fernández Mejía, "lo 
que por aplicación del artículo 75 del Código de Pi ocedi-
miento Civil hacía caer en nulidad dicho acto recordatorio, 
ya que el recurrente en apelación no había notificado la 
revocacIón de su abogado originario como prevé el texto 
que fundamenta el presente medio, pues solamente el abo-
gado constituído en el recurso de apelación podía válida-
mente notificar el acto recordatorio para comparecer a la 
audiencia en justicia y para la discusión de su i ccurso de 
apelación"; pero, 

Considerando, que el artículo 75 del Código 
antes citado, establece, que la constitución del aboga-
do por parte del demandado debe hacerse por acto de 
abogado a abogado, y el apelante Ovín Filpo conservaba en 
apelación su condición de demandado originario, per lo cual 
nada se oponía a que un abogado determinado se constitu-
yera en su nombre, y lo notificara. así al abogado de la 
otra parte, aún cuando esto ocurriera en el acto de avenir 
sustituyendo al abogado primeramente constituido; que, 
además, una correcta interpretación del artículo 75 del 
Código de Procedimiento Civil, conduce a admitir, en inte-
rés de una buena administración de justicia, que el acto  

recordatorio llamando a audiencia, notificado al abogado 
de una de las partes en causa, por otro abogado que hasta 
ese momento no había figurado, pero que afirma estar 
constituido para representar a la persona en cuyo prove-
cho e interés actúa, implica necesariamente la sustitución 
del abogado anteriormente constituído por dicha parte, aún 
cuando ésto último no haya sido dicho en forma expresa, 
y s'ir que sea preciso, como lo sostiene la recurrente, que 
se haya notificado previamente un acto de revocación del 
abogado anterior, ya que ello resulta obviamente del hecho 
de constituírse un nuevo abogado; que esto es necesaria-
mente así, puesto que el artículo 75, antes citado, lo que 
dispone es "que ni el demandante ni el demandado podrán 
revocar su respectivo abogado sin constituir otro", por lo 
cual, en la espeele, los jueces del fondo pudieron admitir 
como lo hicieron, que el acto recordatorio notificado por 
el abogado Dr. Rodríguez Peguero, llamando al abogado 
de la hoy recurrente en casación para discutir el caso pen-
diente en apelación, implicaba una sustitucicón del abogado 
Dr. Fernández Mejía en cuyo lugar actuaba; y dejaba sa-
t.  sfecho así el voto de la ley; independientemente, desde 
luego, de las accicnes a que pudiese tener derecho el abo-
gado sustituStIo; que, por consiguiente, la Corte a-qua, al re-
solver el caso de ese modo no incurrió en la violación que 
se denuncia, por lo cual el medio propuesto, único en que 
se fundamenta el recurso de casación que se examina, ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el presente caso no ha lugar a 
estatuir sobre la condenación en costas del recurrente que 
sucumbe, debido a que la parte recurrida hizo defecto en 
la presente instancia y porque tal condenación no puede 
ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por La Empacadora Dominicana de Carnes, C. 
por A., contra la sentencia de fecha 17 de febrero de 1969, 
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Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: Violación del artículo 75 
del Código de Procedimiento Civil por falsa aplicación; 

Considerando que en el desarrollo de ese único medio 
de su memorial, la Compañía recurrente alega, en síntesis, 
que el acto recordatorio o avenir que le notificó, fechado 
el día 20 de noviembre de 1968, el Doctor Rafael Rodrí-
guez Peguero, es nulo porque este abogado no fue el cons-
tituído en el acto relativo al recurso de apelación que in-
terpuso Manuel de Ovín Filpo, ahora recurrido, contra la' 
sentencia que en fecha 17 de octubre de 1968 dictó la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Primera Chrunscrip. 
ción del Distrito Nacional, y porque Manuel de Ovín Filpo 
cuando interpuso el indicado recurso de apelación consti-
tuyó como abogado al Doctor Abel Fernández Mejía, "lo 
que por aplicación del artículo 75 del Código de Procedi-
miento Civil hacía caer en nulidad dicho acto recordatorio, 
ya que el recurrente en apelación no había notificado la 
revocación de su abogado originario como prevé el texto 
que fundamenta el presente medio, pues solamente el abo-
gado constituído en el recurso de apelación podía válida-
mente notificar el acto recordatorio para comparecer a la 
audiencia en justicia y para la discusión de su i ccurso de 
apekción"; pero, 

Considerando, que el artículo 75 del Código 
antes citado, establece, que la constitución del aboga-
do por parte del demandado debe hacerse por acto de 
abogado a abogado, y el apelante Ovín Filpo conservaba en 
apelación su condición de demandado originario, por lo cual 
nada se oponía a que un abogr.do determinado se constitu-
yera en su nombre, y lo notificara. así al abogado de la 
otra parte, aún cuando esto ocurriera en el acto de avenir 
sustituyendo al abogado primeramente constituido; que, 
además, una correcta interpretación del artículo 75 del 
Código de Procedimiento Civil, conduce a admitir, en inte-
rés de una buena administración de justicia, que el acto  

recordatorio llamando a audiencia, notificado al abogado 
de una de las partes en causa, por otro abogado que hasta 
ese momento no había figurado, pero que afirma estar 
constituido para representar a la persona en cuyo prove-
cho e interés actúa, implica necesariamente la sustitución 
del abogado anteriormente constituído por dicha parte, aún 
cuando ésto último no haya sido dicho en forma expresa, 
y s . n que sea preciso, como lo sostiene la recurrente, que 
se haya notificado previamente un acto de revocación del 
abogado anterior, ya que ello resulta obviamente del hecho 
de constituírse un nuevo abogado; que esto es necesaria-
mente así, puesto que el artículo 75, antes citado, lo que 
dispone es "que ni el demandante ni el demandado podrán 
revocar su respectivo abogado sin constituir otro", por lo 
cual, en la espetle, los jueces del fondo pudieron admitir 
como lo hicieron, que el acto recordatorio notificado por 
el abogado Dr. Rodríguez Peguero, llamando al abogado 
de la hoy recurrente en casación para discutir el caso pen-
diente en apelación, implicaba una sustitucicón del abogado 
Dr. Fernández Mejía en cuyo lugar actuaba; y dejaba sa-
t .  sfecho así el voto de la ley; independientemente, desde 
luego, de las accicnes a que pudiese tener derecho el abo-
gado sustituido; que, por consiguiente, la Corte a-qua al re-
solver el caso de ese modo no incurrió en la violación que 
se denuncia, por lo cual el medio propuesto, único en que 
se fundamenta el recurso de casación que se examina, ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el presente caso no ha lugar a 
estatuir sobre la condenación en costas del recurrente que 
sucumbe, debido a que la parte recurrida hizo defecto en 
la presente instancia y porque tal condenación no puede 
ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por La Empacadora Dominicana de Carnes, C. 
por A., contra la sentencia de fecha 17 de febrero de 1969, 
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dictada, en atribuciones civiles, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
del presente fallo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche H.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar. 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ic s 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1,, 
audiencia púbica del día, mes y año en él expresados 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretar:o General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrit' Nacional, 

de fecha 8 de abril de 1969 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Ramón E. Conde Mario 
Abogado: Dr. Rafael Rodriguez Peguero 

Recurrido: Dr. Rafael A. Sierra Cabrera 
Abogado: Drec. Rafael A. Sierra Cabrera, Tomás Mejía Portes Y 

Francisco Chía Troncoso 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

Se 

En Nombre de la Repúbl!ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nue7! D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pid'o Beras, Joaquín M. Alvarez Pere'ló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 2 del mes de marzo de 1970, años 
127 de la Independenc .a. y 1079  de la Restauración, dicta en 
audlencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
E. Conde Mario, comerciante, cédula personal de identidad 
No. 19650, serie 47, dom:ci:iado y residente en la casa No. 
43 de la calle "Leopoldo Navarro" de esta ciudad, contra 
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dictada, en atribuciones civiles, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
del presente fallo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche H. 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar „– 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lcs 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en h 
audiencia púb -ica del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretar:o General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 8 de abril de 1969 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Ramón E. Conde Mario 
Abogado: Dr. Rafael Rodríguez Peguero 

Recurrido: Dr. Rafael A. Sierra Cabrera 
Abogado: Dres. Rafael A. Sierra Cabrera, Tomás Mejía Portes Y 

Francisco Chía Troncoso 

Dice, Patri? y Libertad 
República, Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel. D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pido Beras, Joaquín M. Alvarez Pere'ló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 2 del mes de marzo de 1970, años 
127 de la Independenc'a y 107 9  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
E. Conde Mario, comerciante, cédula personal de identidad 
No. 19650, serie 47, domiciliado y residente en la casa No. 
43 de la calle "Leopoldo Navarro" de esta ciudad, contra 
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la sentencia de fecha 8 de abril de 1969, dictada por la Co... 
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula No. 

12935, serie 1 1, abogado del recurrente en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, cédula 19047, 
serie 2, por sí y por los Doctores Tomás Mejía Portes, cé-
dula 9629, serie 27, y Francisco L. Chía Troncoso, cédula 
44919, serie 31, abogados del recurr:do Dr. Rafael A. Sie-
rra Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado, abogado, 
portatdor de la cédula No. 19047, serie 2, domiciliado y 
residente en la casa No. 138 de la calle Benito González de 
esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación, depcsitado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 7 de 
julio de 1969 y el de ampliación de fecha 23 de dic'em-
bre de 1969, suscritos por el abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 1ro. de agosto 
de 1969, suscrito por los abogados del recurrido; y el de ré-
plica de fecha 14 de enero de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6 y 8, de la Ley No. 302, 
de 1964; 1315 del Código Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: Qi.'e con motivo 
de un estado de costas aprobado por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional a cargo del hoy recurrente 
en casación, el cual fue impugnado por dicho recurrente,  

la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 
8 de abril de 1969, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
“nssue"se: Primero: AdmIte la presente impugnación del 
Estado de Gastos y Honorarios aprobado en favor del Dr. 
Rafael A. Sierra C., por el Juez de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, causado con motivo de la sentencia de fe-
cha 2 de julio de 1968, dictada por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional en la litis entre Ramón E. 
Conde Mario y Elpidio Almonte y aprobado por auto del 
Juzgado de Paz de Trabajo de fecha 5 de noviembre del 
1968 por la suma de RD$330.96; Segundo: Se modifica di-
cho Estado y se aprueba por la suma de RD$295.96 (dos-
cientos noventicinco pesos con noventiséis centavos); Ter-
cero: Condena al señor Ramón E. Conde Mario al pago de 
las costas del presente procedimiento de conformidad con 
los articules 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 
1964, ordenando su distracción en favor del Dr. Refael A. 
Sierra C., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artícu'o 6 de la Ley No. 302, de 1964 y del derecho de 
defensa; Segundo Medio: Violac'én del artículo 8 de la ci-
tada Ley No. 302, apartado 23-H; Tercer Medio: Viola-
ción en otro aspecto del artículo 8 de la citatda Ley No. 
302; y violación del artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio de 
su recurso, sosfene un síntesis el recurrente que se lesio-
nó su derecho de defensa porque la Cámara 2,-qua no cum-
plió con lo dispuesto por la ley No. 302, pues ésta en su 
artículo 6 determina que dentro de los dos días siguientes 
a la impugnación, el Secretario del. Tribunal citará a las par-
tes fijándoles la feche. de la comparecencia; que en la espe-
cie el día 10 de marzo de 1969 el Juez dictó un Auto fi-
jando la audeencia del siguiente día, 11, a la cual sólo com-
pareció su contra-parte, ya que él (el recurrente) "no podía 
concurrir a defenderse, porque, ni el Secretario de la Cá- 
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la sentencia de fecha 8 de abril de 1969, dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula No. 

12935, serie 1 1, abogado del recurrente en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, cédu'a 19047, 
serie 2, por sí y por los Doctores Tomás Mejía Portes, cé-
dula 9629, serie 27, y Franc:sco L. Chía Troncoso, cédula 
44919, serie 31, abogados del recurrido Dr. Rafael A. Sie-
rra Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado, abogado, 
portatdor de la cédula No. 19047, serie 2, domiciliado y 
residente en la casa No. 138 de la calle Benito González de 
esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el d'etamen del magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 7 de 
julio de 1969 y el de ampliación de fecha 23 de dic'em-
bre de 1969, suscritos por el al ogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 521  

Visto el Memorial de Defensa de fecha 1ro. de agosto 
de 1969, suscrito por los abogados del recurrido; y el de ré-
plica de fecha 14 de enero de 1970; 

La Suprema Corte de Just'cia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6 y 8, de la Ley No. 302, 
de 1964; 1315 del Código Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: Que con motiva 
de un estado de costas aprobado por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nac'onal a cargo del hoy recurrente 
en casación, el cual fue impugnado por dicho recurrente, 
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la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 
8 de abril de 1969, una sentencia cuyo dispositivo d'ce así: 
,TJ:fiue ve: Primero: Adm:te la presente impugnación del 
Estado de Gastos y Honorarios aprobado en favor del Dr. 
Rafael A. Sierra C., por el Juez de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, causado con motivo de la sentencia de fe-
cha 2 de julio de 1968, dictada por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional en la litis entre Ramón E. 
Conde Mario y Elpidio Almonte y aprobado por auto del 
Juzgado de Paz de Trabajo de fecha 5 de noviembre del 
1968 por la suma de RD$330.96; Segundo: Se modifica di-
cho Estado y se aprueba por la suma de RD$295.96 (dos-
cientos noventicinco pesos con noventiséis centavos); Ter-
cero: Condena al señor Ramón E. Conde Mario al pago de 
las costas del presente procedimiento de conformidad con 
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 
1964, ordenando su distracción en favor del Dr. Rafael A. 
Sierra C., qu'.en afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artícu'o 6 de la Ley No. 302, de 1964 y del derecho de 
defensa; Segando Medio: Violz.'c'en del artículo 8 de la ci-
tada Ley No. 302, apartado 23-H; Tercer Medio: Viola-
ción en otro aspecto del artículo 8 de la citatda Ley No. 
302; y violación del artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio de 
su recurso, sost'ene un síntesis el recurrente que se lesio-
nó su derecho de defensa porque la Cámara a„-qua no cum-
plió con lo dispuesto por la ley No. 302, pues ésta en su 
artículo 6 determina que dentro de los dos días siguientes 
a la impugnación, el Secretario del. Tribunal citará a las par-
tez fijándoles la feche. de la comparecencia; que en la espe-
cie el día 10 de marzo de 1969 el Juez dictó un Auto fi-
jando la aud'encia del siguiente día, 11, a la cual sólo com-
pareció su contra-parte, ya que él (el recurrente) "no podía 
concurrir a defenderse, porque, ni el Secretario de la Cá- 
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mara de Trabajo, y menos aún, el Dr. Rafael A. Sierra Ca-
brera, apelado, notificaron al señor Conde Mario ni cita-
ción a dicha audiencia, nietampoco el referido auto por el 
cual el Magistrado Juez la había fijado, expresamente, pa-
ra el referido día 11 de marzo de 1969"; que, por todo ello, 
estima el recurrente que se violó su derecho de defensa; 

Considerando que el artícu'o 11 de la Ley No. 302, de 
1964, que es el texto al cual obviamente alude el recurren-
te, aunque señalara erradamente el artículo 6 de la misma 
ley, dice así: "cuando haya motivos zde quejas respecto de 
una liquidación de honorarios o de gastos y honorarios, se 
recurrirá por medio de instancia al tribunal inmediato su-
perior, pidiendo la reforma de la misma. La impugnación 
de los causados ante la Suprema Corte de Justicia, se hará 
por ante esa Corte en pleno. El Secretario del tribunal apo-
derado, a más tardar a los dos días de haber sido deposita-
da la instancia, citará a las partes por correo certificado, 
para que el diferendo sea conocido en Cámara de Consejo 
por el Presidente del Tribunal o Corte correspondiente, 
quien deberá conocer del caso en los diez días que sigan a 
la citación. Les partes producirán sus argumentos y con-
clusiones y el asunto será fallado sin más trámites ni di-
latorias dentro de los diez días que sigan al conocimiento 
del asunto. La decisión que intervenga no será susceptible 
de oposición, será ejecutoria inmediatamente y tendrá la 
misma fuerza y valor que tienen el estado de honorarios 
y el estado de gastos y honorarios debidamente aprobados 
conforme al artículo 9"; 

Considerando que el fallo impugnado después de dejar 
constancia de que la impugnación al estado de costas fue 
hecha el 3 de febrero de 1969 revela, según resulta de su 
examen, que en el primer Resultado del mismo se expresa: 
"Que por Auto de fecha 10 de marzo de 1969, el Juez Pre-
sidente de este Tribunal fijó la audiencia del 11 de marzo 
de 1969, para conocer en Cámara de Consejo, la menciona- 

da impugnación"; que si bien el recurrido en casación sos-
tiene en su Memorial de Defensa que ese es un error ma-
terial de la sentencia, pues la citación la hizo el Secretario 
desde el día 5 de marzo, es lo cierto que la copia por él 
presentada del oficio de citación lo que dice es lo siguien-
te: "Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 

del Distrito Nacional, Santo Domingo, D. N., 5 de marzo 
de 1969. A los señores: Dr. Rafael Rodríguez Peguero. 
Asunto: Recurso de impugnación de Costas y Honorarios 
aprobado en favor del Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, cau-
sado con motivo de la sentencia dictada por el Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de ju-
lio d..e 1968, en la litis Ramón E. Conde Mario y Elpidio 
Almonte. Señores: Se les comunica que ha sido fijada la 
audiencia del día once (11) de marzo de 1969, a las 9:00 
de la mañana, que celebrará este tribunal en Cámara de 
Consejo para conocer de la referida impugnación. Atenta-
mente le saluda, Miledy Araújo de Reyes, Secretaria-inte-
rina". 

Considerando que la copia qe acaba de transcribirse 
no da constancia de que se dictara el día 5 de marzo de 
1969, el Auto a que se refiere el artículo 11 de la Ley No. 
302, así como tampcco expresa que el Secretario enviara 
dicha citación con tiempo suficiente por correo certificado, 
a fin de que las partes pudieran comparecer a producir 
"sus argumentos y conclusiones", como lo exige el mismo 
texto legal citado; que, en tales condiciones, y como la 
sentencia impugnada no ofrece dato alguno con respecto a 
sí se observó para la citación el procedimiento ? . equerido 

por la ley No. 302, de 1964, en el Artículo 11 precedente-
mente transcrito, es claro que la Suprema Corte de Jus-
ticia no está en condiciones, al e 4,ercer su poder de control, 
de comprobar si el derecho de defensa del hoy recurrente 
en casación fue o no lesionado, por lo cual el fallo impug-
nado carece de base legal en cuanto al punto que se exami-
na, y debe ser casado, motivo éste de casación que puede 
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mara de Trabajo, y menos aún, el Dr. Rafael A. Sierra Ca-
brera, apelado, notificaron al señor Conde Mario ni cita-
ción a dicha audiencia, nietampoco el referido auto por el 
cual el Magistrado Juez la había fijado, expresamente, pa-
ra el referido día 11 de marzo de 1969"; que, por todo ello, 
estima el recurrente que se violó su derecho de defensa; 

Considerando que el articu'o 11 de la Ley No. 302, de 
1964, que es el texto al cual obviamente alude el recurren-
te, aunque señalara erradamente el artículo 6 de la misma 
ley, dice así: "cuando haya motivos,de quejas respecto de 
una liquidación de honorarios o de gastos y honorarios, se 
recurrirá por medio de instancia al tribunal inmediato su-
perior, pidiendo la reforma de la misma. La impugnación 
de los causados ante la Suprema Corte de Justic'a, se hará 
por ante esa Corte en pleno. El Secretario del tribunal apo-
derado, a más tardar a los dos días de haber sido deposita-
da la instancia, citará a las partes por correo certificado, 
para que el diferendo sea conocido en Cámara de Consejo 
por el Presidente del Tribunal o Corte correspondiente, 
quien deberá conocer del caso en los d:ez días que sigan a 
la citación. Las partes producirán sus argumentos y con-
clusiones y el asunto será fallado sin más trámites ni di-
latorias dentro de los diez días que sigan al conocimiento 
del asunto. La decisión que intervenga no será susceptible 
de oposición, será ejecutoria inmediatamente y tendrá la 
misma fuerza y valor que tienen el estado de honorarios 
y el estado de gastos y honorarios debidamente aprobados 
conforme al artículo 9"; 

Considerando que el fallo impugnado después de dejar 
constancia de que la impugnación al estado de costas fue 
hecha el 3 de febrero de 1969 revela, según resulta de su 
examen, que en el primer Resultado del mismo se expresa: 
"Que por Auto de fecha 10 de marzo de 1969, el Juez Pre-
sidente de este Tribunal fijó la audiencia del 11 de marzo 
de 1969, para conocer en Cámara de Consejo, la menciona- 

da impugnación"; que si bien el recurrido en casación sos-
tiene en su Memorial de Defensa que ese es un error ma-
terial de la sentencia, pues la citación la hizo el Secretario 
desde el día 5 de marzo, es lo cierto que la copia por él 
prezentada del oficio de citación lo que dice es lo siguien-
te: "Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, Santo Domingo, D. N., 5 de marzo 
de 1969. A los señores: Dr. Rafael Rodríguez Peguero. 
Asunto: Recurso de impugnación de Costas y Honorarios 
aprobado en favor del Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, cau-
sado con motivo de la sentencia dictada por el Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de ju-
lio de 1968, en la litis Ramón E. Conde Mario y Elpidio 
Almonte. Señores: Se les comunica nue ha sido fijada la 
audiencia del día once (11) de marzo de 1969, a las 9:00 
de la mañana, que celebrará este tribunal en Cámara de 
Consejo para conocer de la referida impugnación. Atenta-
mente le saluda, Miledy Araújo de Reyes, Secretaria-inte-
rina". 

Considerando que la copia qe acaba de transcribirse 
no da constancia de que se dictara el día 5 de marzo de 

1969, el Auto a que se refiere el artículo 11 de la Ley No. 
302, así como tampcco expresa aue el Secretario enviara 
dicha citación con tiempo sufic'ente por correo certificado, 
a fin de que las partes pudieran comparecer a producir 
"sus argumentos y conclusiones", como lo exige el mismo 
texto legal citado; que, en tales condiciones, y como la 

sentenc . a impugnada no ofrece dato alguno con respecto a 
sí se observó para la citación el procedimiento ,equerido 
por la ley No. 342, de 1964, en el Artículo 11 precedente-
mente transcrito, es claro que la Suprema Corle de Jus-
ticia no está en condiciones, al Oercer su poder de control, 
de comprobar si el derecho de defensa del hoy recurrente 
en casación fue o no lesionado, por lo cual el fallo impug-
nado carece de base legal en cuanto al punto que se exami-
na, y debe ser casado, motivo éste de casación que puede 
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ser suscitado de oficio, y lo que hace innecesario ponderar 
los otros medios del recurso; 

Considerando que según el Artículo 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, las costas pueden ser com-
pensadas cuando un fallo es casado por falta de base le-
gal, y además, el recurrente en sus conclusiones ha pedido 
la compensación; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de fecha 
8 de abril de 1969, dictada por la Cámara de Trabajo de' 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el 
Juzgado de Pr;mera Instancia de San Cristóbal, en sus atri-
buciones de tribunal de segundo grado; Segundo: Compensa 
las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche Heri-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

Sentencie impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 17 de enero de 1969 

Materia: correccional 

Recurrente: Félix Arredondo Soto, Estado Dominicano y la Com 

pañia de Seguros San Rafael, S. por A. 

Abogado: Lic. Barón T. Sánchez L„ y Francisco A. Mendoza 

Castillo 

Interviniente: Francisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy de Ruiz 
Ahogado: Dres. Bruno Rodríguez Gonell y Euclides García Aquino 

Dios, Patria. y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 2 de marzo del año 1970, años 1279 de 
la Independencia y 1079  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Arre-
dondo Soto, dominicano, mayor de edad, chofer, domicilia-
do en la casa No. 242 de la calle Francisco Henríquez y 
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ser suscitado de oficio, y lo que hace innecesario ponderar 
los otros medios del recurso; 

Considerando que según el Artículo 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, las costas pueden ser com-
pensadas cuando un fallo es casado por falta de base le-
gal, y además, el recurrente en sus conclusiones ha pedido 
la compensación; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de fecha 
8 de abril de 1969, dictada por la Cámara de Trabajo de: 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el 
Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal, en sus atri-
buciones de tribunal de segundo grado; Segundo: Compensa 
las costas. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE MARZO DE 1970 

sentencie,  Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 17 de enero de 1969 

Materia: correccional 

recurrente: Félix Arredondo Soto, Estado Dominicano y la Com 
pafiia de Seguros San Rafael, S. por A. 

abogado: Lic. Barón T. Sánchez L„ y Francisco .A. Mendoza 

Castillo 

Intervinlente: Francisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy de Ruiz 

Abogado: Dres. Bruno Rodriguez Gonell y Euclides García Aquino 

Dios, Patria y Libertad 
República, Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
-Nacional, hoy día 2 de marzo del año 1970, arios 127 9  de 

la Independencia y 1079  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Arre-
dondo Soto, dominicano, mayor de edad, chofer, domicilia-
do en la casa No. 242 de la calle Francisco Henríquez y 
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Carvajal de esta ciudad, el Estado Dominicano y la com 
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domicilio en 
la Ave. Tiradentes, esquina a Rafael Augusto Sánchez, de 
esta ciudad, contra la sentencia dictade, en fecha 17 de ene-
ro de 1969, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en atribuc'ones correccionales, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Bruno Rodríguez Gonell, cédula No. 40106, 

serie 31, por sí y por el Dr. Euclides García Aquino, cédu-
la No. 3893, serie 11, abogados de los intervinientes, Fran-
cisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy de Ruiz, cédulas Nos. 
2764, y 2789, ser:es 5 y 1, respectivamente, dominicanos, 
mayores de edad, casados, domiciliados en esta ciudad, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Lic. 
Barón T. Sánchez L., cédula No. 4263, serie 1ra., en fechas 
31 de enero y 10 de abril de 1969, actuando a nombre de 
Félix Arredondo Soto, la Compañía San Rafael, C. por A., 
y el Estado Dominicano, en las cuales no se invocan nin-
gún medio determinado de casación; 

Vista el acta de desistimiento levantada en la Secre-
taría de la Corte 2,qtra, en fecha 6 de febrero de 1969, a re-
querimiento de Félix Arredondo Soto; 

Vistos los memoriales de casación, suscritos en fechas 
21 de noviembre y 1ro. de diciembre de 1969, por los abo-
gados de los recurrentes, Lic. Barón T. Sánchez L. y Fran-
cisco A. Mendoza Castillo, en los cuales se invocan los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el escrito firmado por los abogados de los inter-
vinientes, en fecha lro. de diciembre de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vstos los artículos 1ro. y siguientes de la Ley 
5771 de 1961; la Ley 241 de 1967; y el artículo 10 de la Ley 
4117 de 1955; 1983 y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nrcional, dictó en fecha 28 de octubre 
de 1968, una sentencia, cuyo dispositivo se copia en el de 
la sentencia impugnada; b) que sobre recurso de apelación 
del prevenido, el Estado Dominicano y las partes civiles 
constituídas, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación interpuestos en fechas 6 de noviembre, 30 de 
octubre y 12 de noviembre de 1968, por el prevenido Fé-
lix Arredondo Soto, el Estado Dominicano y por las partes 
civiles constituídas, Lic. Francisco Ruiz Pimentel y Mila-
gros Poy de Ruiz, respectivamente, contra sentencia dicta-
da en fecha 28 de octubre de 1968, por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-
ro: Se declara al nombrado Félix Arredondo Soto, de gene-
rales que constan, culpable de haber violado el artículo 49 
de la ley 241, y en consecuencia, se condena en virtud a lo 
establecido por el ordinal lro. del artículo citr do, al pago 
de una multa de trescientos pesos oro (RD$300.00) y cos-
tas penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Se declara buena y regular en la forma y 
justa en el fondo, las constituciones en partes civiles, hecha 
por los señores Francisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy 
de Ruiz, contra el Estado Dominicano, por haberlo hecho 
de conformidad con la ley, y en consecuencia se declara al 
Estado Dominicano, la persona civilmente responsable de 
los daños y perjuicios, tanto morales como materiales, cau- 
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Carvajal de esta ciudad, el Estado Dominicano y la corra 
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domicilio en 
la Ave. Tiradentes, esquina a Rafael Augusto Sánchez, de 
esta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 17 de ene. 
ro  de 1969, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Bruno Rodríguez Gonell, cédula No. 40106, 

serie 31, por sí y por el Dr. Euclides García Aquino, cédu-
la No. 3893, serie 11, abogados de los intervinientes, Fran-
cisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy de Ruiz, cédulas Nos. 
2764, y 2789, ser:es 5 y 1, respectivamente, dominicanos, 
mayores de edad, casados, domiciliados en esta ciudad, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Lic. 
Barón T. Sánchez L., cédula No. 4263, serie lra., en fechas 
31 de enero y 10 de abril de 1969, actuando a Alambre de 
Félix Arredondo Soto, la Compañía San Rafael, C. por A., 
y el Estado Dominicano, en las cuales no se invocan nin-
gún medio determinado de casación; 

Vista el acta de desistimiento levantada en la Secre-
taría de la Corte 2,-qua, en fecha 6 de febrero de 1969, a re-
querim:ento de Félix Arredondo Soto; 

Vistos los memoriales de casación, suscritos en fechas 
21 de noviembre y 1ro. de diciembre de 1969, por los abo-
gados de los recurrentes, Lic. Barón T. Sánchez L. y Fran-
cisco A. Mendoza Castillo, en los cuales se invocan los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el escrito firmado por los abogados de los inter-
vinientes, en fecha lro. de diciembre de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vstos los artículos 1ro. y siguientes de la Ley 
5771 de 1961; la Ley 241 de 1.967; y el artículo 10 de la Ley 
4117 de 1955; 1983 y 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nr:cional, dictó en fecha 28 de octubre 
de 1968, una sentencia, cuyo dispositivo se copia en el de 
la sentencia impugnada; b) que sobre recurso de apelación 
del prevenido, el Estado Dominicano y las partes civiles 
constituidas, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación interpuestos en fechas 6 de noviembre, 30 de 
octubre y 12 de noviembre de 1968, por el prevenido Fé-
lix Arredondo Soto, el Estado Dominicano y por las partes 
civiles constituidas, Lic. Francisco Ruiz Pimentel y Mila-
gros Poy de Ruiz, respectivamente, contra sentencia dicta-
da en fecha 28 de octubre de 1968, por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-
ro: Se declara al nombrado Félix Arredondo Soto, de gene-
rales que constan, culpable de haber violado el artículo 49 
de la ley 241, y en consecuencia, se condena en virtud a lo 
establecido por el ordinal lro. del artículo c:trdo, al pago 
de una multa de trescientos pesos oro (RD$300.00) y cos-
tas penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Se declara buena y regular en la forma y 
justa en el fondo, las constituciones en partes civiles, hecha 
por los señores Francisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy 
de Ruiz, contra el Estado Dominicano, por haberlo hecho 
de conformidad con la ley, y en consecuencia se declara al 
Estado Dominicano, la persona civilmente responsable de 
los daños y perjuicios, tanto morales como materiales, cau- 
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sados por su empleado Félix Arredondo Soto, al producir-
le la muerte al menor Ignacio Edelmiro Ruiz Poy, con la 
conducción de un vehículo de motor, y en tal virtud, se 
condena al Estado Dominicano, a pagar la suma de trece 
mil pesos oro (RD$13,000.00) a cada una de las partes ci-
viles constituídas, señores Francisco Ruiz Pimentel y Mila-
gros Poy de Ruiz, padres del referido, a título de indemni-
zación por los daños y perjuicios sufridos por éstos, más 
los intereses legales de la cantidad de veintiseis mil pesos 
oro (RD$26,000.03), a título de indemnización complemen-
taria, a partir del día 18-6-68, fecha en que se consumó el 
hecho; Tercero: Se condena además al Estado Dominicano, 
en su aludida calidad, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de estas en provecho de los doctores E. Euclides 
García Aquino y Bruno Rodríguez Gonell, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara la 
presente sentencia oponible a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora 
del mencionado vehículo, hasta el límite de la póliza de se-
guros; Quinto: Se ordena la suspensión de la licencia, que 
para conducir vehículos de motor, posee el prevenido, por 
un período de un (1) año a partir de la extinción de la pena 
impuéstale por ésta sentencia"; por haber sido interpuestos 
de acuerdo con las prescripciones legales que regulan la 
matera; SEGUNDO: Declara al prevenido Félix Arredon-
do Soto, culpable de haber cometido el delito de homicidio 
involuntatrio con el manejo de un vehículo de motor, en 
perjuicio del menor Ignacio Ruiz Pay, y en consecuencia, 
lo condena a pagar la cantidad de cien pesos oro (RDS-
100.00) de multa y al pago de las costas penales, acogien-
do en su provecho circunstancias atenuantes, modificando 
el ordinal primero de la sentencia recurrida; TERCERO: 
Declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil aperada por los señores Francisco Ruiz 
Pimentel y Milagros Poy de Ruiz, en sus calidades de pa-
dres del menor accidentado, Ignacio Edelmiro Ruiz Poy, 
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contra el Estado Dominicano, persona puesta en causa co 
mo civilmente responsable, confirmando en este aspecto 
el ordinal segundo de la sentencia recurrida; CUARTO: 
Condena al Estado Dominicano, en su calidad de persona 
civilmente responsable, a pagar una indemnización de diez 
mil pesos oro (RD$10,000.00) a favor de las parte sciviles 
constituidas señores Francisco Ruiz Pimentel y Milagros 
Poy de Ruiz (cinco mil pesos cada uno (RD$5,000 03), co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales 
sufridos con motivo de la muerte de su hijo Ignacio Edel-
miro Ruiz Poy, modificando en este aspecto el ordinal se-
gundo de la sentencia recurrida; QUINTO: Revoca el ordi-
nal segundo de la sentencia apelada en lo que dispuso con-
denar al Estado Dominicano a pagar los intereses legales 
de la suma acordada a título de indemnización complemen-
taria, a partir de la demanda, por improcedente; SEXTO: 
Confirma los ordinales tercero, cuarto y Tinto de la sen-
tencia recurrida: y SEPTIMO: Condena al recurrente Félix 
Arredondo Soto, al pago de las costas penales de la pre-
sente alzada; y OCTAVO: Condena al Estado Dominicano, 
al pago de las costas civiles de la presente alzada y orde-
na su distracción en provecho de los doctores E. Euclides 
García Aquino y Bruno Rodríguez Gonell, abogados de las 
partes civiles constituidas, por afirmar haberlas avanzado 

■ en su totalidad"; 
Considerando que los recurrentes invocan en sus me-

moriales de casación los siguientes medios: Violación del 
artículo 1 de la Ley 5771.— Falta de base legal.— Insu-
ficiencia de motivos; 

Considerando que los recurrentes el Estado Dominica-
no y la Compañía Aseguradora, en sus respectivos memoria-
les, en el desarrollo de sus medios, que por su relación se 
reúnen para su examen, alegan en afntesis lo siguiente: a) 
que aunque ellos aceptan tamo ciertos los hechcs estable-
cidos por la Corte a,-qua., entienden, que el derrumbamien-
to de la pared medianera que separaba el taller-garage, de 
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sados por su empleado Félix Arredondo Soto, al producir-
le la muerte al menor Ignacio Edelmiro Ruiz Poy, con la 
conducción de un vehículo de motor, y en tal virtud, se 
condena al Estado Dominicano, a pagar la suma de trece 
mil pesos oro (RD$13,000.00) a cada una de las partes ci-
viles constituidas, señores Francisco Ruiz Pimentel y Mila-
gros Poy de Ruiz, padres del referido, a título de indemni-
zación por los daños y perjuicios sufridos por éstos, más 
los intereses legales de la cantidad de veintiseis mil pesos 
oro (RD$26,000.00), a título de indemnización complemen-
taria, a partir del día 18-6-68, fecha en que se consumó el 
hecho; Tercero: Se condena además al Estado Dominicano, 
en su aludida calidad, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de estas en provecho de los doctores E. Euclides 
García Aquino y Bruno Rodríguez Gonell, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara la 
presente sentencia oponible a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora 
del mencionado vehículo, hasta el límite de la póliza de se-
guros; Quinto: Se ordena la suspensión de la licencia, que 
para conducir vehículos de motor, posee el prevenido, por 
un período de un (1) año a partir de la extinción de la pena 
impuéstale por ésta sentencia"; por haber sido interpuestos 
de acuerdo con las prescripciones legales que regulan la 
materia; SEGUNDO: Declara al prevenido Félix Arredon-
do Soto, culpable de haber cometido el delito de homicidio 
involuntatrio con el manejo de un vehículo de motor, en 
perjuicio del menor Ignacio Ruiz Poy, y en consecuencia, 
lo condena a pagar la cantidad de &en pesos oro (RD$-
100.00) de multa y al pago de las costas penales, acogien-
do en su provecho circunstancias atenuantes, modificando 
el ordinal primero de la sentencia recurrida; TERCERO: 
Declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil operada por los señores Francisco Ruiz 
Pimentel y Milagros Poy de Ruiz, en sus calidades de pa-
dres del menor accidentado, Ignacio Edelmiro Ruiz Poy, 
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contra el Estado Dominicano, persona puesta en causa co 
mo civilmente responsable, confirmando en este aspecto 
el ordinal segundo de la sentencia recurrida; CUARZO: 
Condena al Estado Dominicano, en su calidad de persona 
civilmente responsable, a pagar una indemnización de diez 
mil pesos oro (RD$10,000.00) a favor de las parte sciviles 
constituídas señores Francisco Ruiz Pimentel y Milagros 
Poy de Ruiz (cinco mil pesos cada uno (RD$5,000 03), co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales 
sufridos con motivo de la muerte de su hijo Ignacio Edel-
miro Ruiz Poy, modificando en este aspecto el ordinal se-
gundo de la sentencia recurrida; QUINTO: Revoca el ordi-
nal segundo de la sentencia apelada en lo que dispuso con-
denar al Estado Dominicano a pagar los intereses legales 
de la suma acordada a título de indemnización complemen-
taria, a partir de la demanda, por improcedente; SEXTO: 
Confirma los ordinales tercero, cuarto y quinto de la sen-
tencia recurrida: y SEPTIMO: Condena al recurrente Félix 
Arredondo Soto, al pago de las costas penales de la pre-
sente alzada; y OCTAVO: Condena al Estado Dominicano, 
al pago de las costas civiles de la presente alzada y orde-
na su distracción en provecho de los doctores E. Euclides 
García Aquino y Bruno Rodríguez Goneil, abogados de las 
partes civiles constituidas, por afirmar haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan en sus me-
moriales de casación los siguientes medios: Violación del 
artículo 1 de la Ley 5771.— Falta de base legal.— Insu-
ficiencia de motivos; 

Considerando que los recurrentes el Estado Dominica-
no y la Compañía Aseguradora, en sus respectivos memoria-
les, en el desarrollo de sus medios, que por su relación se 
reúnen para su examen, alegan en s.fntesis lo siguiente: a) 
que aunque ellos aceptan temo ciertos los hechcs estable-
cidos por la Corte a-aua, entienden, que el derrumbamien-
to de la pared medianera que separaba el taller-garage, de 
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la propiedad de Ruiz Pimentel, y que ocasionó al caer, la 
muerte del menor Edelmiro Ruiz Poy, no se debió al golpe 
de por sí muy leve, que le dió el Jeep a la guagua que se 
encontraba estacionada allí, sino a que dicha pared no te-
nía varillas y a la pobre calidad del material que se uti-
lizó en la construcción de la misma; que el prevenido Fé-
lix Arredondo Soto, no estaba en condiciones de preever el 
vicio oculto contenido en la pared, que causó con su des-
plome la muerte del menor mencionado, y por lo mismo 
no le era imputable ninguna imprevisión dolosa; b) que 
al deberse la muerte de la víctima ,al derrumbe de la pa-
red, como se ha dicho, era inap'icable al caso la ley 5771 
en vigor en ese entonces, y la Corte a-qua, al decidir que 
en el caso, se encontraban reunidos los elementos constitu-
tivos de golpes involuntarios, que produjeron la muerte, 
causados con el manejo de un vehículo de motor, hizo una 
errónea calificación de los hechos y una mala aplicación 
del derecho; c) que por otra parte, el Jeep no fue que chocó 
contra la pared, produciendo el derrumbe de ésta, sino la 
guagua que estaba inmovilizada en el garaje; y como Fé-
lix Arredondo Soto, manejaba el Jeep y no la guagua, re-
sultaba impropio declarar que éste causó la muerte del me-
nor Edelmiro Ruiz Poy, con el manejo de un vehículo de 
motor, no siéndole imputable, torpeza, imprudencia, etc.. 
d) que la Corte a-qua no ponderó si la guagua que se en-
contraba allí estacionada, desde ha cía ya algún tiempo, ha-
bía sido rodeada de todas las medidas de precaución, ne-
cesarias para evitar que se movilizara sin la intervención 
de alguna persona, ni precisa en su fallo, que las circuns-
tancias del hecho ev:denciaban que se había movilizado por 
la falta del prevenido; que al no establecer la relación de 
causa a efecto, entre la pretendida falta de dicho prevenido 
y la muerte del menor, la Suprema Corte de Justicia no 
está eh condiciones de verificar si en el caso, se hizo o no 
una correcta aplicación de la Ley; que por todas esas ra-
zones sostienen los recurrentes, que la sentencia impugna-
da debe ser casada; pero, 

Considerando qte la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba, que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dió por 
establecidos los siguientes hechos"; a) que el día 18 del 
mes de junio de 1968, mientras el prevenido Félix Arredon-
do Soto iba a dejar guardado el vehículo que conducía, pro-
piedad de la Procuraduría General de la República, en el 
taller Rasukm sito en la calle San Juan Bosco esquina San 
Francisco de Macorís, al tratar de colocar el referido ve-
hículo en el lugar donde iba a estacionarlo, le produjo un 
impacto violento a la guagua Volkswagen que se encontra-
ba allí estacionada próxima a una pared construida de 
blocks que separaba el mencionado taller del patio de la 
residencia del señor Francisco Ruiz Pimentel; b) aue con 
el impacto recibido por la guagua Volkswagen de parte del 
vehículo conducido por el prevenido (jeep placa 3480) ésta 
chocó contra la pared de blocks a que se ha hecho refe-
rencia y derrumbó una parte de ella.; y c)) que próximo a la 
pared de block ya mencionada, que separaba al tatller re-
ferido del patio de la casa o residencia del señor Rafael 
Ruiz Pimentel en la fecha del accidente, se hallaba jugan-
do el menor Edelmiro Ruiz Poy, en el momento en que aque-
lla se desplomó, lo que dió por resultado que los blocks de 
la parte de la pared destruida, le cayera encima, produ-
ciéndole golpes de tal gravedad que le ocasionaron la 
muerte"; 

Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes, de los hechos así establecidos y los demás por-
menores que constan en la sentenciaimpugnada, se des-
prende: a) que el prevenido Félix Arredondo Soto, come-
tió una falta inicial al tratar de guardar el jeep que ma-
nejaba, propiedad del Estado, en el taller-garage, donde se 
produjo el accidente de que se trata, sin tomar las precau-
ciones necesarias, chocando así, por la parte trasera a la 
guagua que hacía algún tiempo se encontraba allí guarda-
da; b) que la causa generadora de la movilización de la 

i. 
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el impacto recibido por la guagua Volkswagen de parte del 
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chocó contra la pared de blocks a que se ha hecho refe-
rencia y derrumbó una parte de ella.; y c)) que próximo a la 
pared de block ya mencionada, que separaba al tatller re-
ferido del patio de la casa o residencia del señor Rafael 
Ruiz Pimentel en la fecha del accidente, se hallaba jugan-
do el menor Edelmiro Ruiz Poy, en el momento en que aque-
lla se desplomó, lo que dió por resultado que los blocks de 
la parte de la pared destruida, le cayera encima, produ-
ciéndole golpes de tal gravedad que le ocasionaron la 
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Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes, de los hechos así establecidos y los demás por-
menores que constan en la sentencia` impugnada, se des-
prende: a) que el prevenido Félix Arredondo Soto, come-
tió una falta inicial al tratar de guardar el jeep que ma-
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guagua, que al chocar contra la pared, la derribó en parte, 
ocasionando dicho derrumbe, la muerte del menor Edelmj.. 
ro Ruiz Poy, obedeció exclusivamente al impacto violento 
que le produjo el jeep, manejado con imprudencia por el 
prevenido; c) que mediante una visita a los lugares, se 
comprobó que la pared que separaba el garage de la pro-
piedad de Ruiz Pimentel, y que tenía bastante tiempo de 
construida, sólo fue derribada en el espacio en que la gua-
gua quedó incrustada en la misma ,manteniéndose intacta 
toda la otra parte, lo que descarta que la muerte del menor 
pueda atribuirse, como lo han pretendido los recurrentes, 
a vicios de consrucción de dicha pared, y no al manejo 
imprudente de un vehículo de motor, como ocurrió en el 
presente caso ;que en tales circunstancias, es preciso admi-
tir que la Corte a-qua al fallar como lo hizo, lejos de ha-
ber incurrido en las violaciones señaladas por los recurren-
tes, hizo una correcta aplicación de la ley, por lo que los' 
medios que se examinan, carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que habiendo el prevenido desistido re-
gularmente de su recurso de casación, procede que sea aco-
gido su desistimiento; 

Por tales motivos, Primero: Da acta del desistimiento 
hecho por Félix Arredondo Soto del recurso de casación 
por él interpuesto contra la sentencia correccional dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 17 
de enero de 1969, cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Admite como intervinien-
tes a Francisco Ruiz Pimentel y Milagros Poy de Ruiz; Ter-
cero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Es-
tatdo Dominicano y la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., contra la indice .da sentencia; Cuarto: Conde-
na al Estado Dominicano y la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., recurrentes, al pago de las costas civiles, 
distrayéndolas en favor de los Dres. Bruno Rodríguez Go- 

neil y Euclides García Aquino, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f:guran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. 
de Peravia, de fecha 25 de septiembre de 1969 

Materia: Correccional 
Recurrente: Luis Alberto Díaz Ruiz 

Dios. Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Rave'o de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala dcnde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 4 de marzo de 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Al-
berto Díaz Ruiz, dominicano, mayor de edad, soltero, em-
pleado público, domiciliado y res . dente en la casa número 
12 de la calle 4 del Ensanche "30 de Mayo" de la ciudad 
de Baní, Provincia de Peravia, portador de la cédula de 
Identificación Personal No. 14237, serie 3ra., contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Peravia, en atribuciones correcciona-
les, de fecha 25 de septiembre de 1969, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla: Primero: Se Declara el Defecto contra el 
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nombrado Luis Alberto Díaz Ruiz, por no haber compare-
cido no obstante haber sido legalmente citatdo; Segundo: 
Se rechazan las conclusiones incidentales del Dr. Carlos 
Manuel Peña Lara, abogado constituido del inculpado Luis 
Alberto Díaz Ruiz, por improcedentes y mal fundadas; Ter-
cero: Se Declara: Bueno y Válido el recurso de apelación 
interpuesto por la nombrada Nieves de Regla Peña, contra 
sentencia No. 1363 de fecha 28 de noviembre del año 1967 

dictada por el Juzgado de Paz de Baní, que le fijó una pen-
sión de Diez Pesos Oro (RD$10.00) a favor de Nieves de 
Regla Peña, por haberlo hecho conforme a la Ley; Cuarto: 
Se confirma la sentencia recurrida en el aspecto civil, y 
el aspecto penal, obrando por propio imperio, se le conde-
na a sufrir Dos (2) arios de prisión correccional en caso de 
incumplimiento; Quinto: Se condena al pago de las costas"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el escrito elevado a esta Suprema Corte de Jus-
ticia por el Dr. Carlos Manuel Peña Lara, abogado del re-
currente, de fecha 3 de octubre de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950, y, 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de Prisión Correccional, no 
podrán recurrir en Casación, si no estuvieren presos, o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de Prisión Correccional; que no se ha esta-
blec'do que esté en prisión, ni tampoco nue haya obtenido 
su libertad provisional bajo' fianza, o la suspensión de la 
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Recurrente: Luis Alberto Díaz Ruiz 
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món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Rave'o de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Visto el escrito elevado a esta Suprema Corte de Jus-
ticia por el Dr. Carlos Manuel Peña Lara, abogado del re-
currente, de fecha 3 de octubre de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950, y, 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de Prisión Correccional, no 
podrán recurrir en Casación, si no estuvieren presos, o en 
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Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de Prisión Correccional; que no se ha esta-
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ejecución de la pena que le fue impuesta, de conformidad 
con lo.s artícuYos 7 y 8 de la Ley 2492; que por tanto el re-
curso de casación debe ser declarado inadmisible sin nece-
sidad de ponderar los medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis Alberto Díaz Ruiz 
contra la sentencia correccional dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia de fecha 
25 de septiembre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpldio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló. — Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DE 970 

Sentencla impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 12 de diciembre de 1967 

Materia: Confiscaciones 

Recurrente: Edalia Balbuena y compartes 
Abogado: Dr. Rhadamés A. Rodríguez Gómez 

Recurrido: Aguedo Urefla 
Abogado: Dr. Julio C. Brache y Lic. Pablo A. Pérez 

Dios, Patria y Lilcertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la•Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudd de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de marzo del año 
1970, años 1279 de la Independencia y 107 de la Restaura-
ción, dieta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edalia 
Balbuena, dominicana, mayor de edad, soltera, de queha-
ceres domésticos, domiciliada en la Sección de Magante, 
del Municipio de Gaspar Hernández, cédula No. 3346, serie 
61; Mrrgarita Balbuena, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada en Magante, del 
Municipio de Gaspar Hernández, cédula No. 2138. serie 51; 

la 
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ejecución de la pena que le fue impuesta, de conformidad 
con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402; que por tanto el re-
curso de casación debe ser declarado inadmisible sin nece-
sidad de ponderar los medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis Alberto Díaz Ruiz 
contra la sentencia correccional dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia de fecha 
25 de septiembre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y, Segando: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló. — Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DE 970 

Sentene!a impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 12 de diciembre de 1967 

gatería: Confiscaciones 

Recurrente: Edalia Balbuena y compartes 
Abogado: Dr. Rhadamés A. Rodríguez Gómez 

Recurrido: Aguedo Urefia 
Abogado: Dr. Julio C. Brache y Lic. Pablo A. Pérez 

Dios, Patria y Litertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la•Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudd de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de marzo del año 
1970, años 1279 de la Independencia y 107 de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edalia 
Balbuena, dominicana, mayor de edad, soltera, de queha-
ceres domésticos, domiciliada en la Sección de Magante, 
del Municipio de Gaspar Hernández, cédula No. 3346, serie 
61; Mrrgarita Balbuena, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada en Magante, del 
Municipio de Gaspar Hernández, cédula No. 2138. serie 51; 
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Zacarías Balbuena, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado en Magante, cédula No. 96, serie 61, 
Bonifacia Balbuena de Polanco, dominicana, mayor de edad, 
casada ,de quehaceres domésticos, domiciliada en la pobla-
ción de Gaspar Hernández, cédula No. 2622, serie 61; Ino-
cencia Balbuena, dominicana, mayor de edad, .soltera, de 
quehaceres domésticos, domiciliada en Magante, cédu:a No. 
1842, serie 61, y Altagracia Balbuena, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada en 
Magante,cédula No. 191, serie 61, contra la sentencia in-
cidental dictada en sus funciones de Tribunal de Confisca-
ciones por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 12 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rhadamés A. Rodríguez Gómez, cédula No. 

25843, serie 26, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Julio C. Brache, cédula No. 21229, serie 47, 
por sí y por el Lic. Pablo A. Pérez, cédula No. 3662, serie 31, 
en la lectura de sus conclusiones como abogados del recu-
rrido Aguedo Ureña, dominicano, mayor de edad, agrIcul-
tor, domiciliado en la ciudad de Puerto Plata, cédula No. 
86, serie 61; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 6 de marzo de 1968, y en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Aguedo 
Ureña, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5924, de 1962; 141, 153, 154, 263, 264, 265, 266 y 364 del 
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Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
24 de noviembre de 1966, los actuales recurrentes, en su ca-
lidad de sucesores de Juan Pablo Balbuena, elevaron una 
instancia a la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Confiscaciones, la cual termina 
así: "PRIMERO: Que declaréis nula la venta de los dere-
chos sucesorales de los sucesores de Juan Pablo Balbuena, 
realizada por Carolina Amaro Vda. Balbuena en provecho 
de Aguedo Ureña SEGUNDO: Ordenar la devo:ución de las 
parcelas Nos. 11 y 53 del D. C. No. 5 del sitio de Magante, 
Municipio de Gaspar Hernández a los señores Margarita, 
Zacarías, Bonifac'a, Inocencia, Edalia, Altagracia, Ramón 
y Juan Balbuena, por su condición de herederos de Juan 
Pablo Balbuena; TERCERO: Que en caso de no acoger las 
conclusiones indicadas en los ordinales PRIMERO y SE-
GUNDO, ccndenéis a Carolina Vda. Balbuena y a Ague-
do Ureña, al pago solidario de la suma de Doscientos mil 
pesos oro (RD$200,000.00) como reparación por los daños 
y perjuicios que con su hecho le ocasionaron a los deman-
dantes; CUARTO: Que en caso de no acoger ninguno de 
los pedimentos precedentes, ordenéis de conformidad con 
el Art. 33 de la ley 5924, sobre Confiscr.ción General de 
Bienes, la anulación de la sentencia, Decreto de Registro 
y Cert:ficado de Títulos, emanados del Tribunal de Tierras 
en relación con las parcelas 11 y 53 del D. C. No. 5 del si-
tio de Magante, Municipio de Gaspar Hernández y decla-
réis "nula la convención litigiosa por vicio de consenti-
miento"; b) que a la audiencia del 2 de febrero de 1967, 
fijada' por la referida Corte, sólo compareció la parte de-
mandante, y concluyó de la siguiente manera: "que antes 
de conocer sobre el fondo de la demanda, ordenéis por sen-
tencia: PRIMERO: la celebración de un informativo a car-
go de los demandantes a fines de probar mediante el mis- 
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Zacarías Balbuena, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado en Magante, cédula No. 96, serie 61, 
Bonifacia Balbuena de Polanco, dominicana, mayor de edad, 
casada ,de quehaceres domésticos, domiciliada en la pobla-
ción de Gaspar Hernández, cédula No. 2622, serie 61; Ino-
cencia Balbuena, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
quehaceres domésticos, domiciliada en Magante, cédu:a No. 
1842, serie 61, y Altagracia Balbuena, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada en 
Magante,cédula No. 191, serie 61, contra la sentencia in-
cidental dictada en sus funciones de Tribunal de Confisca-
ciones por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 12 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rhadamés A. Rodríguez Gómez, cédula No. 

25843, serie 26, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Julio C. Brache, cédula No. 21229, serie 47, 
por sí y por el Lic. Pablo A. Pérez, cédula No. 3662, serie 31, 
en la lectura de sus conclusiones como abogados del recu-
rrido Aguedo Ureña, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, domiciliado en la ciudad de Puerto Plata, cédula No. 
86, serie 61; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 6 de marzo de 1968, y en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Aguedo 
Ureña, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5924, de 1962; 141, 153, 154, 263, 264, 265, 266 y 364 del 

 

Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
24 de noviembre de 1966, los actuales recurrentes, en su ca-
lidad de sucesores de Juan Pablo Balbuena, elevaron una 
instancia a la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Confiscaciones, la cual termina 
así: "PRIMERO: Que declaréis nula la venta de los dere-
chos sucesorales de los sucesores de Juan Pablo Balbuena, 
realizada por Carolina Amaro Vda. Balbuena en provecho 
de Aguedo Ureña SEGUNDO: Ordenar la devo:ución de las 
parcelas Nos. 11 y 53 del D. C. No. 5 del sitio de Magante, 
Municipio de Gaspar Hernández a los señores Margarita, 
Zacarías, Bonifac'a, Inocencia, Edalia, Altagracia, Ramón 
y Juan Balbuena, por su condición de herederos de Juan 
Pablo Balbueua; TERCERO: Que en caso de no acoger las 
conclusiones indicadas en los ordinales PRIMERO y SE-
GUNDO, ccndenéis a Carolina Vda. Balbuena y a Ague-
do Urdía, al pago solidario de la suma de Doscientos mil 
pesos oro (RD$200,000.00) como reparac:ón por los daños 
y perjuicios que con su hecho le ocasionaron a los deman-
dantes; CUARTO: Que en caso de no acoger ninguno de 
los pedimentos precedentes, ordenéis de conformidad con 
el Art. 33 de la ley 5924, sobre Confiscación General de 
Bienes, la anulación de la sentencia, Decreto de Registro 
y Cert .  ficado de Títulos, emanados del Tribunal de Tierras 
en relación con las parcelas 11 y 53 del D. C. No. 5 del si-
tio de Magante, Municipio de Gaspar Hernández y decla-
réis "nula la convención litigiosa por vicio de consenti-
miento"; b) que a la audiencia del 2 de febrero de 1967, 
fijada por la referida Corte, sólo compareció la parte de-
mandante, y concluyó de la siguiente manera: "que antes 
de conocer sobre el fondo de la demanda, ordenéis por sen-
tencia: PRIMERO: la celebración de un informativo a car-
go de los demandantes a fines de probar mediante el mis- 
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mo, los actos de abuso de poder cometidos por el deman-
dado los cuales justifican la presente demanda"; e) que el 
17 de febrero de 1967, la indicada Corte dictó una senten-
cia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PREFIERO: 
Pronuncia el defecto contra los demandados Carolina Ama-
ro Viuda Balbuena y Aguedo Ureña, por falta de compare-
cer; SEGUNDO: Ordena un informativo sumario a fin de 
que la parte demandante, Sucesores del finado Juan Pablo 
Balbuena prueben los hechos demostrativos de los actos de 
abuso de poder cometidos en su contra que alegan como 
fundamento de su demanda; TERCERO: Fija la audiencia 
pública que celebrará esta Corte de Apelación en funcio-
nes de Tribunal de Confiscacicnes, el día jueves, seis (6) 
del mes de abril del año en curso, 1970, a las nueve horas 
de la mañana, pare realizar el informativo ordenado, de-
biendo dicha parte demandante notificar tres días francos, 
por lo menos, la lista de los testigos que vaya a hacer oír; 
CUARTO: Reserva el derecho de verificar el contra-infor-
mativo a los demandados Caro'ina Amaro Viuda Balbuena 
y Aguedo Ureña, como cuestión de derecho; QUINTO: Co-
misiona al alguacil de Estrados de esta Corte, Rafael A. 
Chevalier V., a los demandados Carolina Amaro Vda. Bal-
buena y Aguedo Ureña, la presente sentencia; y SEXTO: 
Reserva las costas"; d) que en la indicada audiencia del 6 
de abril de 1967, los demandantes concluyeron en el sentido 
de que se aplazara la realización del informativo, a lo cual 
no se opuso el demandado Ureña, sino que pidió la celebra-
ción del contra-informativo; que la Corte fijó la audiencia 
del 5 de junio de 1967 para la realización de tales medidas 
de instrucción; e) que en la audiencia del 5 de junio de 
1967, los demandantes concluyeron en el sentido de que se 
prorrogara nuevamente la realización del informativo en 
vista de que uno de los testigos no estaba en el país; que 
a ese pedimento no se opuso el demandado Ureña; f) que 
en fecha 20 de septiembre de 1967, la Corte a-qua dictó 
una sentencia ordenando una nueva pórroga para la reali- 

zación de las referidas medidas de instrucción, y fijando la 
audiencia del 6 de noviembre de 1967, para esos fines; g) 
que en la indicada audiencia del 6 de noviembre de 1967, 
los demandantes concluyeron así: "El abogado que suscri-
be, actuando en representación de los Sucesores de Juan 
Pablo Balbuena, os solicita autorización a fin de que de-
pongan como testigos en el informativo que habéis orde-
nado, los señores: Víctor Vidal Santana y Rafael A. León, 
en razón de que los testigos originales, se niegan a deponer 
en el juicio.— Todo de conformidad con las disposiciones 
de los Arts. 409 del Código de Proc. Civil y 20 de la Ley de 
Confiscaciones"; h) que el demandado Ureña concluyó de la 
manera siguiente: "PRIMERO:— Que declaréis cerrado el 
informativo; SEGUNDO: Que procedáis inmediatamente a 
la apertura del contra- informativo, si lo consideráis pro-
cedente; y TERCERO: Que condenéis a los demr.ndantes al 
pago de las costas en provecho de los infrascritos aboga-
dos"; 1) que el día 12 de diciembre de 1967, la Corte a-qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones 
de la parte demandante en el sentido de que se prorrogue 
la fecha del informativo que fue ordenado y se autorice 
la audición de nuevos testigos; SEGUNDO: Se Rechazan 
las conclusiones de la parte demandada en el sentido de 
que se proceda a la celebración del contra-informativo que 
fue ordenado, por improcedente; TERCERO: Declara clau-
surado el informativo ordenado en virtud de la sentencia 
dictada en fecha 17 de febrero del año 1967, por esta Cor-
te; y CUARTO: Compensa las costas entre las partes en 
causa"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
marjal de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Falta de motivos; Segundo Medio: Violación de los artícu-
los 364 y 266 del Código de Procedimiento Civil; y Tercer 
Medio: Violación de los artículos 153 y 154 del Código de 
Procedimiento Civil; 
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mo, los actos de abuso de poder cometidos por el deman-
dado los cuales justifican la presente demanda"; e) que el 
17 de febrero de 1967, la indicada Corte dictó una senten-
cia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRDIERO: 
Pronuncia el defecto contra los demandados Carolina Ama-
ro Viuda Balbuena y Aguedo Ureña, por falta de compare-
cer; SEGUNDO: Ordena un informativo sumario a fin de 
que la parte demandante, Sucesores del finado Juan Pablo 
Balbuena prueben los hechos demostrativos de los actos de 
abuso de poder cometidos en su contra que alegan como 
fundamento de su demanda; TERCERO: Fija la audiencia 
pública que celebrará esta Corte de Apelación en funcio-
nes de Tribunal de Confiscac:cnes, el día jueves, seis (6) 
del mes de abril del año en curso, 1970, a las nueve horas 
de la mañana, para,  realizar el informativo ordenado, de-
biendo dicha parte demandante notificar tres días francos, 
por lo menos, la lista de los testigos que vaya a hacer oír; 
CUARTO: Reserva el derecho de verificar el contra-infor-
mativo a los demandados Caro:ina Amaro Viuda Balbuena 
y Aguedo Ureña, como cuestión de derecho; QUINTO: Co-
misiona al alguacil de Estrados de esta Corte, Rafael A. 
Chevalier V., a los demandados Carolina Amaro Vda. Bal-
buena y Aguedo Ureña, la presente sentencia; y SEXTO: 
Reserva las costas"; d) que en la indicada audiencia del 6 
de abril de 1967, los demandantes concluyeron en el sentido 
de que se aplazara la realización del informativo, a lo cual 
no se opuso el demandado Ureña, sino que pidió la celebra-
ción del contra-informativo; que la Corte fijó la audiencia 
del 5 de junio de 1967 para la realización de tale -3 medidas 
de instrucción; e) que en la audiencia del 5 de junio de 
1967, los demandantes concluyeron en el sentido de que se 
prorrogara nuevamente la realización del informativo en 
vista de que uno de los testigos no estaba en el Dais; que 
a ese pedimento no se opuso el demandado Ureña; f) que 
en fecha 20 de septiembre de 1967, la Corte a-qua dictó 
una sentencia ordenando una nueva pórroga para la reali- 

zación de las referidas medidas de instrucción, y fijando la 
audiencia del 6 de noviembre de 1967, pera esos fines; g) 
que en la indicada audiencia del 6 de noviembre de 1967, 
los demandantes concluyeron así: "El abogado que suscri-
be, actuando en representación de los Sucesores de Juan 
Pablo Balbuena, os solicita autorización a fín de que de-
pongan como testigos en el informativo que habéis orde-
nado, los señores: Víctor Vidal Santana y Rafael A. León, 
en razón de que los testigos originales, se niegan a deponer 
en el juicio.— Todo de conformidad con las disposiciones 
de los Arts. 409 del Código de Proc. Civil y 20 de la Ley de 
Confiscaciones"; h) que el demandado Ureña concluyó de la 
manera siguiente: "PRIMERO:— Que declaréis cerrado el 
informativo; SEGUNDO: Que procedáis inmediatamente a 
la apertura del contra- informativo, si lo consideráis pro-
cedente; y TERCERO: Que condenéis a los demandantes al 
pago de las costas en provecho de los infrascritos aboga-
dos"; i) que el día 12 de diciembre de 1967, la Corte a-qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones 
de la parte demandante en el sentido de que se prorrogue 
la fecha del informativo que fue ordenado y se autorice 
la audición de nuevos testigos; SEGUNDO: Se Rechazan 
las conclusiones de la parte demandada en el sentido de 
que se proceda a la celebración del contra-informativo que 
fue ordenado, por improcedente; TERCERO: Declara clau-
surado el informativo ordenado en virtud de la sentencia 
dictada en fecha 17 de febrero del año 1967, por esta Cor-
te; y CUARTO: Compensa las costas entre las partes en 
causa"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Falta de motivos; Segundo Medio: Violación de los artícu-
los 364 y 266 del Código de Procedimiento Civil; y Tercer 
Medio: Violación de los artículos 153 y 154 del Código de 

Procedimiento Civil; 
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Considerando que el recurrido Ureña propone la inad-
misión del presente recurso sobre la base de que la senten-
cia impugnada es preparatoria y no se puede recurrir con-
tra ese tipo de sentencia sino conjuntamente con el recurso 
que se interponga contra la sentencia que se dicte sobre 
el fondo, como lo exige el artículo 5 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; pero, 

Considerando que como la sentencia impugnada decla-
ró clausurado el informativo ordenado, es obvio que deci-
dió definitivamente el incidente relativo a las prórrogas 
solicitadas, por lo cual dicho fallo no es preparatorio y po-
día, por tanto, ser impugnado en casación, antes de que 
interviniera la sentencia al fondo; que, en consecuencia, el 
medio de inadmisión propuesto carece de fundamento; 

Considerando que en sus tres medios de casación, re-
unidos, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: a) 
que la Corte a-qua antes de declarar cerrado el informa-
tivo, debió pronunciar, de oficio, por ser de orden público, 
la multa que dispone el artículo 263 del Código de Proce-
dimiento Civil para los testigos no comparecientes; b) que 
los demandados ante los jueces del fondo fueron Carolina 
Amaro Vda. Balbuena y Aguedo Ureñr.; que la primera no 
compareció a las audiencias de la Corte a-qua; que el Co-
demandado Ureria debió solicitar el defecto contra la viu-
da y acumular el mismo en beneficio de la causa; que tal 
formalidad no se cumplió ni la Corte a-qua ordenó de ofi-
cio, la reparación de esa omisión, como debió hacerlo; que 
en esas condiciones, en la sentencia impugnada se han vio-
lado las disposiciones de los artículos 153 y 154 del Código 
de Procedimiento Civil; c)que la Corte a-qua no da razo-
nes válidas para declarar cerrado el informativo, limitán-
dose a indicar mediante un análisis subjetivo, que la solici-
tud de prórroga y audición de nuevos testigos era un subter-
fugio o táctica dilatoria; pero, 

Considerando a) que el artículo 263 del Código de Pro-
cedimiento Civil no hace obligatoria la imposición de una  

multa al testigo no compareciente; pues la redacción de 
dicho artículo expresa "se les podrá condenar además, por 
el mismo auto, a una multa que no podrá exceder de vein-
te pesos"; lo que evidencia que esa disposición no es de or-
den público, sino que se deja a la facultad del juez encar-
gado de la realización del informativo; 

Considerando b) que el demandante aue comparece a 
todas las audiencias no puede prevalerse de que se haya 
omitido el cumplimiento de las formalidades relativas a 
la acumulación del defecto de uno de los demandados en 
beneficio de la causa, pues tal omisión no le ha causado a 
él ningún agravio; 

Considerando c) que los jueces del fondo pueden si no 
hay oposición de la otra parte, acordar o rehusar los apla-
zamientos que se soliciten para la realización de las infor-
maciones testimoniales; 

Considerando que en la especie, los jueces del fondo 
después de haber concedido a los demandantes noy recu-
rrentes, "La serie de prórrogas a que seha hecho referen-
cia, expusieron en la sentencia impugnada, para rechazar 
una nueva solicitud, de prórroga, lo siguiente, que "es evi-
dente que sólo se trata de medidas dilatorias con la fina-
lidad de suspender indefinidamente el conocimiento del fon-
do de la litis"; 

Considerando que al fallar de ese modo los jueces del 
fondo, frente a un nuevo pedimento de prórroga del infor-
mativo, que fue objeto de oposición por la contraparte, hi-
cieron uso, al negarlo, de las facultades que le acuerda la 
ley en esa materia, por lo cual dicha sentencia ,en ese pun-
to que escapa al control de la casación, no puede .ser cri-
ticada; 

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, los medios que se examinan carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en virtud del artículo 22 de la Ley 
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sobre Confiscación General de Bienes, las costas pueden 
Ser compensadas en los casos civiles; 

° Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Edalia, Margarita, Zacarías, Inocen-
cia y Altagracia Balbuena, y Bonifacia Balbuena de Polan-
co, contra la sentencia incidental dictada en sus funciones 
de Tribunal de Confiscaciones, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 12 de diciembre de 1967, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente . = Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienc:a pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra- 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La- 
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be- 
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al- 
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien- 
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 4 de marzo del año 1970, años 127° de la 
Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en audien- 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Georgen 
G. Moller, danés, mayord e edad, empleado de comercio, do- 
miciliado en la casa No. (—) de la calle 22 del Ensanche 
Naco, de esta ciudad, cédula No. 67622, serie lra., contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la Cor- 



                      

                      

                      

           

432 	 BOLETIN JUDICIAL 

  

BOLETIN JUDICIAL 	 433 

 

                     

          

sobre Confiscación General de Bienes, las costas pueden 
ser compensadas en los casos civiles; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Edalia, Margarita, Zacarías, Inocen-
cia y Altagracia Balbuena, y Bonifacia Balbuena de Polan-
co, contra la sentencia incidental dictada en sus funciones 
de Tribunal de Confiscaciones, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 12 de diciembre de 1967, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente . = Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras .— Juan Bautista Rojas Almánzar .— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienc:a pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DE 1970 

  

             

          

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 2 
de octubre de 1968 

 

          

:Ilateria: Civil 

      

                  

          

Recurrente: Georgen G. Moller 
Abogado: Dres. Juan Manuel Pellerano Gómez, e Hipólito Herrera 

Pellerano. 

 

           

           

                  

          

Recurrido: La San Rafael, C. por A., y compartes 
Abogado: Licdos Ramón Tapia Espinal, Luis R. Mercado y Joaquín 

Ricardo Balaguer 

 

           

           

Dios, Patria y Libertad 
República Domilnicana, 

  

             

             

          

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra- 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La- 
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be- 
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al- 
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien- 
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 4 de marzo del año 1970, años 127° de la 
Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en audien- 
cia pública, como corte de. casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Georgen 
G. Moller, danés, mayord e edad, empleado de comercio, do- 
miciliado en la casa No. (—) de la calle 22 del Ensanche 
Naco, de esta ciudad, cédula No. 67622, serie lra., contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la Cor- 

 

           

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

                     

                     

                     

                     

                     

                     

                     

                     

                     



DOLETIN JUDICIAL 	 435 434 	 DOLETIN JUDICIAL 

te de Apelación de La Vega, en fecha 2 de octubre de 1968, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula No. 

49307, serie ira., por sí y por el Dr. Hipólito Herrera Pe-
llerano, cédula No. 69898, serie lra., abogados del recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550, 
serie 47, por sí y por Luis R. Mercado, cédula No. 2119, se-
rie 31 y Joaquín Ricardo Balaguer, cédula No. 39035, en 
la lectura de sus conclusiones, como abogados de los re-
curridos la San Rafael C. por A., sociedad de comercio, do-
mici:iada en esta ciudad y Darío, Ramón Antonio, Vicente, 
Luz María, Ana Idelca, Eva Lourdes y Carmen Mercedes 
Ovalles; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
pTema Corte de Justicia, en fecha 5 de mayo de 1969, 
en el cual se invoca el medio que luego se indica; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos antes 
indicados, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 455 del 
Código de Procedimiento Criminal citados por el recurren-
te; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
doctimentos a que ella se refiere, consta: a) que el 24 de 
diciembre de 1961 ocurrió en la ciudad. de Santo Domin-
go, una colisión entre el automóvil placa No. 11005 propie-
dad del Dr. Domingo Ovalle (manejado en el momento del 
accidente por el Dr. Arturo Blas Polanco) y el automóvil 
placa No. 8863, conducido por su propietario Georgen G. 

Moller, vehículo este último que resultó con abolladuras y 
otros desperfectos; b) que en fecha 24 de febrero de 1962, 
Moller intimó a la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
por A., para que en su condición de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del Dr. Ovalle, tomara a su cargo la re-
paración del vehículo deteriorado; c) que en fecha 24 de 
mayo del mismo año, Moller demandó al Dr. Domingo Ova-
lle, por ante la Cámara Civil y Comercial de San Francis-
co de Macorís, lugar de su domicno, en su condición de 
guardián del automóvil placa 11005, a fin de que se oyera 
condenar solidariamente con la asegurada, también puesta 
en causa, a las correspondientes reparaciones pecuniarias y 
costas procedimentales; d) que posteriormente, o sea el 17 
de diciembre de 1962, demandó también, a iguales fines, 
al Dr. Blas Polanco, en su condición de "presunto guardián" 
de la cosa inanimada y en virtud de su hecho personal"; 
e) que en relación con las anteriores demandas, la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, dictó en fecha 8 de abril de 
1964 una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: que debe Declarar y Declara, extinguida por pres-
cripción la acción civil en reparación de daños y perjui-
cios, intentada por Georgen G. Moller, contra el Dr. Arturo 
Blas Polanco; Segundo: que debe Ordenar y Ordena un In-
formativo Testimonial a fin de que los demandados Dr. Do-
mingo Antonio Ovalle y la Compañía Nacional de Segu-
ros San Rafael C. por A., prueben los siguientes hechos: a) 
que el Dr. Arturo Blas Polanco no era en el momento del 
accidente, ni en ningún otro momento, preposé del deman-
dado Dr. Dom.ingo Antonio Ovalle, para los fines de demos-
trar que la guarda del automóvil de que se trata no era 
mantenida por éste último ni siquiera en virtud del lazo 
de la comitencia; b) que el día del accidente el referido 
automóvil había sido prestado al Doctor Arturo Blas Po-
lanco y que consiguientementela guarda había sido despla-

' zada del propietario al prestatario, quien lo conducía en 
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ese momento; Tetrcero: que debe Condenar y Condena al 
señor Georgen G. Moller al pe.go de las costas causadas con 
motivo de su acción contra el Dr. Arturo Blas Polanco, or-
denando la distracción de las mismas en provecho del Dr. 
O. M. Sócrates Peña López, quien afirma haberlas avan-
zado; Cuarto: que debe Reservar y Reserva las costas en lo 
que respecta a la demanda intentada por el mismo Georgen 
G. Moller, contra el Dr. Domingo Antonio Ovalle y la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., para deci-
dirla conjuntamente con el fondo; Quinto: Que debe Fijar 
y Fija la audiencia para conocer dicho informativo el día 10 
(diez) del mes de junio del año mil novecientos sesenta y 
cuatro (1964), a las 10 horas de la mañana"; f) que sobre 
apelación interpuesta por el ahora recurrente en casación, 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó 
en fecha 27 de mayo de 1966, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación intenta-
do por el señor Georgen G. Moller, contra sentencia de la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha ocho (8) 
del mes de abr0 del año mil novecientos sesenta y cuatro 
(1964) ; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones, tanto prin-
cipales como subsidiarias, del apelante, por improcedentes 
e infundadas; TERCERO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia objetodel presente recurso de apelación; y, 
CUARTO: Condena a Georgen G. Moller, parte que sucum-
be, al pago de las costas, ordenando su distracción en fa-
vor de los Doctores O. M. Sócrates Peña López, Francisco 
Augusto Lora y Amiris Díaz, en la proporción que les co-
rresponda, por afirmar estarlas avanzando en su mayor 
parte"; g) que sobre el recurso de casación interpuesto con-
tra ese fallo, la Suprema Corte de Justicia dictó el día 4 
de agosto de 1967, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: 'Primero: Casa la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en mis atribu- 

ciones civiles, en fecha 27 de mayo de 1966, cuyo dispositi-
vo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La 
Vega; Segundo: Compensa las costas"; h) que la indicada 
Corte de envío dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se decla-
ra regular en la forma, el recurso de apelación del señor 
Georgen G. Moller, contra sentencia de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, fechada 8 de abril del 1964, por haber-
se formulado de conformidad con las exigencias legales; 
SEGUNDO: Se sobresee el fallo sobre el fondo de esta litis, 
hasta tanto el señor Georgen G. Moller, aporte la prueba 
de que la sentencia penal de fecha 16 de febrero del 1962, 
del Juzgado de Paz para asuntos penales del Distrito Na-
cional, ha adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemen-
te Juzgada; TERCERO: Se reesrvan las costas para ser fa-
cedimiento Criminal.— Falta de bese legal; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: Violación de los artículos 
1315 y siguientes del Código Civil, y 455 del Código de Pro-
cedimiento Criminal.— Faltat de base legal; 

Considerando que en su único medio de casación el re-
currente alega en síntesis que la sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia del 4 de agosto de 1967 que ordenó el 
envío a la Corte a-qua dispuso "que los jueces del fondo 
establecieran si la acción pública había sido extinguida o 
no, con sentencia que adquiriera la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada"; que para probar que en la ac-
tualidad no existe ante los tribunales penales ningún pro-
ceso a cargo del Dr. Blas Arturo Polanco en relación con 
la colisión antes referida, el recurriente aportó varias certi-
ficaciones de los distintos Juzgados de Paz del Distrito Na-
cional, de otros tribunales y de la Suprema Corte de Jus-
ticia, documentos que no fueron ponderados en todo su al- 
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Augusto Lora y Amiris Díaz, en la proporción que les co-
rresponda, por afirmar estarlas avanzando en su mayor 
parte"; g) que sobre el recurso de casación interpuesto con-
tra ese fallo, la Suprema Corte de Justicia dictó el día 4 
de agosto de 1967, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
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cedimiento Criminal.— Falta de bese legal; 
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canee, pues si no hay proceso alguno pendiente de juicio 
ante ningún tribunal penal sobre el caso, es prueba suficien 
te de que la acción pública en la especie quedó extinguida 
máxime, cuando el hecho ocurrió el 24 de diciembre d 
1961, y si la única actuación cierta con ese motivo, fue el 
acta de sometimiento de la Policía de esa misma fecha, es 
evidente que por haber transcurrido más de 7 años, la ac-
ción pública en el caso que es de 3 años ha quedado extin-
guida; que en esas condiciones, la Corte a-qua no podía so-
breseer el conocimiento de la litis como lo hizo, sobre la 
base de que no se había aportado la prueba de la extinción 
de la acción pública; que al fallar de ese modo incurrió en 
la sentencia impugnada en los vicios y violaciones denun-
ciados; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto qUe la Corte a-qua para ordenar el. 
sobreseimiento expuso lo siguiente: "que los abogados 
del demandante original señor Moller, so pretexto de que 
al desaparecer el referido Juzgado de Paz, así como sus 
archivos, no se ha podido aportar la prueba de dicha deci-
sión penal condenatoria, por cuanto se han concretado a de-
positar sendas certificaciones de los Juzgados de Paz, Cá-
maras Penales del Distrito Nacional, y de la Suprema Cor-
te de Justicia, donde consta que ante ellos no existe nin-
gún expediente abierto sobre el caso dO que se trata"; que, 
además, en dicho fallo se expresa que las certificaciones de 
los referidos tribunales, aportadas todas por el hoy recu-
rrente y en las cuales consta "que ante ellas no existe nin-
gún expediente abierto sobre el caso de que se trata"... 
"no es la forma de justificar legalmente que la acción pú-
blica ha quedado extinguida como consecuencia de que la 
dicha condenación penal impuesta al Dr. Arturo Blas Po-
lanco, es definitiva"; 

Considerando que por lo que se acaba de transcribir 
se advierte que los jueces del fondo decidieron, en defini-
tiva, que esas Certificaciones no eran eficaces para probar  

la inexistencia de condenación penal contra el Dr Arturo 
Blas Polanco; que al fallar de ese modo los referidos jueces 
no ponderaron en todo su sentido y alcance como era su 
deber, lbs documentos aportados, por lo cual, la sentencia 
impugnada debe ser casada; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tatles motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de 
1,a Vega, en fecha 2 de octubre de 1968, cuyo dispositivo 
;e ha copiado en parte anterior del presente fallo; y envía 
, ,1 asunto ante la Corte de Apelación de Santiago; y, Se-
zundo: Compensa las costas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dcmingd, d e 

 fecha 9 de enero de 1969 

Materia: Civil 

Recurrente: Dr. José Antonio Martínez Muñiz 
Abogado: Dres. Bienvenido Mejía y Mejía y Lupo Hernández 

Rueda 

Recurrido: Casa Gerardino, C. por A. 

Abogado: Lic. José Manuel Machado 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, ,Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 4 de marzo del año 1970, años 127Q de la Indepen-
dencia y 107 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Doctor 
José Antnio Martínez Muñiz, dominicano, mayor de edad, 
médico, soltero, domiciliado en la casa No. 34 altos de la 
Avenida Pasteur, de esta ciudad, cédula No. 59121, serie 
1ra., contra la sentencia dictada en atribuciones comercia-
les, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha  

9 de enero de 1969, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. José Manuel Machado, cédula No. 1754, 

serie lra., en la lectura de sus conclusiones, en representa-
ción de la recurrida Casa Gerardino, C. por A., sociedad 
comercial domiciliada en la casa No. 84 de la calle El Con-
de de esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito 
por sus abogados Bienvenido Mejía y Mejía, cédula No. 
16688, serie lra., y Lupo Hernández Rueda, cédula No. 
52000, serie ira., y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 17 de abril de 1969; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito 
por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 832, 1220, 1399, 1491 del Có-
digo Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en rendición de cuentes intentada por 
el hoy recurrente contra la recurrida, la Cámara Civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, dictó en sus atribuciones comerciales, en fecha 18 de 
mayo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo se transcri-
be más adelante; b) que sobre la apelación interpuesta por 
Martínez Muñiz contra ese fallo, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es él siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara, bueno y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. José Antonio Martínez Muñiz, 
en fecha diez (10) del mes de agosto de mil novecientos 
sesentisiete (1967), contra la sentencia de fecha dieciocho 

4 
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(18) del mes de mayo de mil novecientos .sesentisiete 
(1967), dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Pretero: Declara inadmisible la demanda en rendición 
de cuentas incoada por el Dr. José Antonio Martínez Muñiz 
contra la Casa Gerardino, C. por A., según acto de fecha 
cuatro (4) del mes de noviembre de 1966, instrumentado 
por el alguacil Rafael A. Chevalier V.; Segundo: Condena 
al Dr. José Antonio Martínez Muñiz, Parte demandante que 
sucumbe, al pago de las costas de la presente instancia 
distraídas en provecho del abogado Licenciado José Manuel 
Machado, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad". 
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la parte intiman-
te por improcedente y mal fundada, y en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la antes expresada sentencia. 
TERCERO: Condena al Dr. José Antonio Martínez Muñiz, 
parte intimante que sucumbe al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del Lic. José Manuel Ma-
chado, abogado de la parte intimada, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
de la Regla del derecho "el interés es la medida de la ac-
ción". Violación de los Arts. 883 y 1220 del Código Civil. La 
condición de copropietario de las acciones indivisas y acree-
dor por la mitad de los dividendos producidos por dichas ac-
ciones, justifica la demanda en rendición de cuentas. Se-
gundo Medio: Falta de Base Legal. Desconocimiento y Omi-
sión de la prueba aportada al debate. Violación de los prin-
cipios y reglas de la prueba. Falta de Motivos. Violación 
del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Tercer Me-
dio. Omisión de estatuir sobre Pedimentos precisos de las 
conclusiones del apelante. Violación del Art. 832 del Có-
digo Civil. Desnaturalización de los hechos y documentos  

de la causa. Cuarto Medio: Falsa aplicación de los Arts. 
1399 y 1491 del Código Civil"; 

Considerando que en su primer medio de casación, el 
recurrente alega en síntesis, lo siguiente: que tan pronto 
corno quedó disuelta la comunidad matrimonial existente 
`entre él y esposa, ellos se hicieron copropietarios de los 
bienes que forman el acerbo de dicha comunidad; que entre 
esos bienes figuran acciones de la empresa comercial re-
currida; que el recurrente en su calidad de co-propietario 
de esas acciones tiene derecho e interés en pedir a la refe-
rida entidad que le rinda cuenta del destino de esas acciones 
y de los dividendos producidos, máxime cuando dicha com-
pañía ha estado entregando a la otra copropietaria fuertes 
sumas de dinero, como se comprueba por documentos que 
fueron depositados ante los jueces del fondo y que éstos no 
ponderaron; que cualquiera de esos dos co-propietarios in-
divisos puede pedir la rendición de cuentas a la compañía 
detentadora y depositaria de dichos dividendos, aún cuando 
no se haya operado la partición de la indivisión existente; 
que la Corte a-qua al rechazar la demanda en rendición 
de cuentas sobre la base de que el recurrente no tenía ca-
lidad para intentarla en vista de la ausencia de partición, 
incurrió en los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que en la especie, son hechos definitiva-
mente establecidos, los siguientes: a) que en fecha 24 de 
junio de 1959, contrajeron matrimonio el Dr. Josc.1  Antonio 
Martínez Muñiz y Julia Dolores Gerardino Román; b) que 
ese matrimonio se celebró al amparo del régimen de la co-
munidad legal de bienes; c) que el 17 de abril de 1963 ese 
matrimonio quedó disuelto por el divorcio; d) que en el 
acerbo de la comunidad matiimonial existen acciones de la 
compañía de comercio Casa Gerardino, C. por A. e) que por 
sentencia del 21 de septiembre de 1966, la Suprema Corte 
de Justicia rechazó el recurso de casación interpuesto por 
Julia Dolores Gerardino, contra la sentencia del 16 de fe- 
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recurrente alega en síntesis, lo siguiente: que tan pronto 
como quedó disuelta la comunidad matrimonial existente 
entre él y esposa, ellos se hicieron copropietarios de los 
bienes que forman el acerbo de dicha comunidad; que entre 
esos bienes figuran acciones de la empresa comercial re- , 

'I-  currida; que el recurrente en su calidad de co-propietario 
de esas acciones tiene derecho e interés en pedir a la refe-
rida entidad que le rinda cuenta del destino de esas acciones 
y de los dividendos producidos, máxime cuando dicha com-
pañía ha estado entregando a la otra copropietaria fuertes 

■ sumas de dinero, como se comprueba por documentos que 

lo
fueron depositados ante los jueces del fondo y que éstos no 
ponderaron; que cualquiera de esos dos co-propietarios in-

' divisos puede pedir la rendición de cuentas a la compañía 
detentadora y depositaria de dichos dividendos, aún cuando 
no se haya operado la partición de la indivisión existente; 

I que la Corte a-qua al rechazar la demanda en rendición 
de cuentas sobre la base de que el recurrente no tenía ca-

►  lidad para intentarla en vista de la ausencia de partición, 
incurrió en los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que en la especie, son hechos definitiva-
mente establecidos, los siguientes: a) que en fecha 24 de 
junio de 1959, contrajeron matrimonio el Dr. José Antonio 
Martínez Muñiz y Julia Dolores Gerardino Román; b) que 
ese matrimonio se celebró al amparo del régimen de la co-
munidad legal de bienes; e) que el 17 de abril de 1963 ese 
matrimonio quedó disuelto por el divorcio; d) que en el 
acerbo de la comunidad matiimonial existen acciones de la 
compañía de comercio Casa Gerardino, C. por A. el que por 
sentencia del 21 de septiembre de 1966, la Suprema Corte 
de Justicia rechazó el recurso de casación interpuesto por 
Julia Dolores Gerardino, contra la sentencia del 16 de fe- 
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brero de 1965 de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
que ordenó la partición y liquidación de los bienes de la re-
ferida comunidad; f) que la indicada comunidad no ha sido 
objeto de partición entre los co-propietarios Dr. Martínez 
Muñiz y Julia Dolores Gerardino Román; 

Considerando que las acciones de una compañía de co-
mercio son bienes muebles que entran en la comunidad ma-
trimonial; que después de la disolución de dicha comuni-
dad y antes de la partición de la misma, los ex-cónyuges 
son los co-propietarios de tales bienes indivisos; 

Considerando que la rendición de cuentas es una me-
dida que puede ser ordenada a pedimento de alguna parte 
con interés y calidad; 

Considerando que cuando en el acerbo de una comu-
nidad matrimonial existen acciones de compañías de co-
mercio a nombre de uno de los cónyuges, si dicha comuni-
dad se disuelve, el otro co-propietario indiviso de esas ac-
ciones, tiene interés y calidad en solicitar o demandar en 
el curso de la partición de la comunidad o después de or-
denada ésta a la entidad social donde figuran esas acciones 
a fin de que dicha empresa rinda cuenta a ese co-propieta-
rio, de todo lo relativo a tales acciones y a los dividendos 
que hayan podido producir; que esa solución se impone a 
fin de que el co-propietario tenga conocimiento del valor 
actual de tales acciones y sus dividendos si los hay, lo 
que eventualmente podría servir para la determinación de 
los lotes en la futura liquidación de los bienes a partir; 

Considerando que la Corte a-qua rechazó la demanda 
de que se trata sobre la base de que como no se había ope-
rado la partición, el recurrente no tenía calidad para in-
tentarla; que al fallar de ese modo la referida Corte in-
currió en la violación del artículo 1220 del Código Civil, 
por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin 
que sea necesario ponderar los demás medios de casación;  
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 9 de enero de 1969, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís; Segundo: Condena a la recurrida al pago de las 
costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho de 
los Dres. Lupo Hernández Rueda y Bienvenido Mejía y Me-
jía, abogados del recurrente, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani 
Manuel A. Amiama.— Fre,ncisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. 

4 

445 



444 	 BOLETIN JUDICIAL 

brero de 1965 de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
que ordenó la partición y liquidación de los bienes de la re-
ferida comunidad; f) que la indicada comunidad no ha sido 
objeto de partición entre los co-propietarios Dr. Martínez 
Muñiz y Julia Dolores Gerardino Román; 

Considerando que las acciones de una compañía de co-
mercio son bienes muebles que entran en la comunidad ma-
trimonial; que después de la disolución de dicha comuni-
dad y antes de la partición de la misma, los ex-cónyuges 
son los co-propietarios de tales bienes indivisos; 

Considerando que la rendición de cuentas es una me-
dida que puede ser ordenada a pedimento de alguna parte 
con interés y calidad; 

Considerando que cuando en el acerbo de una comu-
nidad matrimonial existen acciones de compañías de co-
mercio a nombre de uno de los cónyuges, si dicha comuni-
dad se disuelve, el otro co-propietario indiviso de esas ac-
ciones, tiene interés y calidad en solicitar o demandar en 
el curso de la partición de la comunidad o después de or-
denada ésta a la entidad social donde figuran esas acciones 
a fin de que dicha empresa rinda cuenta a ese co-propieta-
rio, de toda lo relativo a tales acciones y a los dividendos 
que hayan podido producir; que esa solución se impone a 
fin de que el co-propietario tenga conocimiento del valor 
actual de tales acciones y sus dividendos si los hay, lo 
que eventualmente podría servir para la determinación de 
los lotes en la futura liquidación de los bienes a partir; 

Considerando que la Corte a-qua rechazó la demanda 
de que se trata sobre la base de que como no se había ope-
rado la partición, el recurrente no tenía calidad para in-
tentarla; que al fallar de ese modo la referida Corte in-
currió en la violación del artículo 1220 del Código Civil, 
por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin 
que sea necesario ponderar los demás medios de casación; 
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 9 de enero de 1969, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís; Segundo: Condena a la recurrida al pago de las 
costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho de 
los Dres. Lupo Hernández Rueda y Bienvenido Mejía y Me-
jía, abogados del recurrente, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 3 de febrero de 1969 

Materia: Comercial 

Recurrente: Pascual de Jesús Veras Caba y la San Rafael C. por A 
Abogado: Dr. César A. Ramos F, 

Recurrido: Angel Félix Ramírez 
Abogado: Lic Angel S. Canó Pelletier 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de marzo 
del año 1970, años 127° de la Independencia y 107v de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pas-
cual de Jesús Veras Caba, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, domiciliado en Moca, cédula No. 27338, serie 54, y 
la "San Rafael, C. por A.", sociedad comercial por accio-
nes constituida de acuerdo con las leyes dominicanas, con 
su domicilio en la Avenida "Tiradentes" esquina "Rafael 

Augusto Sánchez", de esta ciudad, contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus atri-
buciones comerciales, el tres (3) de febrero de 1969, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula No. 334, 

serie 10, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones, recurrido que es Angel Félix Ramírez, dominica-
no, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado en San 
Juan de la Maguana, cédula No. 2417, serie 17; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 15 de 
abril de 1969 por el abogado de los recurrentes, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el Lic. An-
gel Salvador Canó Pelletier, abogado del recurrido, de fe-
cha 6 de mayo de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y 1, 5, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una colisión entre el camión placa No. 
56409, propiedad del señor Pascual de Jesús Veras Caba, 
conducido por José Altagracia Ferreira Martínez, y la gua-
gua placa No. 46729, ocasionándole a ésta desperfectos con-
sistentes en abolladuras en el boneta y el bombillo de la 
luz direccional del lado izquierdo delantero, y desperfectos 
en la bocina; b) que, sometido el caso a la acción de la 
justicia, el Juzgado de Paz de San Juan de la Maguana, 
dictó, una sentencia por la cual condenó al chofer José Al-
tagracia Ferreira Martínez ál pago de la suma de Cinco 
(RD$5.00) de multa y costas; c) que, por acto de fecha seis 
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cha 6 de mayo de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y 1, 5, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una colisión entre el camión placa No. 
56409, propiedad del señor Pascual de Jesús Veras Caba, 
conducido por José Altagracia Ferreira Martínez, y la gua-
gua placa No. 46729, ocasionándole a ésta desperfectos con-
sistentes en abolladuras en el boneta y el bombillo de la 
luz direccional del lado izquierdo delantero, y desperfectos 
en la bocina; b) que, sometido el caso a la acción de la 
justicia, el Juzgado de Paz de San Juan de la Maguana, 
dictó, una sentencia por la cual condenó al chofer José Al-
tagracia Ferreira Martínez ál pago de la suma de Cinco 
(RD$5.00) de multa y costas; e) que, por acto de fecha seis 
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Recurrido: Angel Félix Ramírez 
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Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
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Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pas-
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448 	 BOLETIN JUDICIAL SOLETIN JUDICIAL 	 449 

Er  
1 

(1) de julio de 1964 notificado por el ministerial Arturo 
Alfonso y Quezada, Alguacil de Estrados del Juzgado de 
Primera, Instancia del Distrito Judicial de Moca, el señor 
Angel Félix Ramírez, emplazó al señor Pascual de Jesús 
Veras Caba, por ante la Cámara de lo Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en atribuciones comerciales 
a los fines indicados en el emplazamiento; d) que, por ac-
to de fecha siete (7) de julio de 1964, y notificado por el 
ministerial Miguel Angel Rodrigo, alguacil ordinario de la 
Suprema Corte de Justicia, el señor Angel Félix Ramírez 
emplazó a la San Rafael, C. por A., para que comparecie-
ra por ante la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en sus atribuciones comerciales, a fines 
de "Declarar que la sentencia a intervenir le es oponible a 
la San Rafael, C. por A."; e) que la Cámara de lo Civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 8 
de noviembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; f) Que sobre recurso de Pascual de Je-
sús Veras Caba y de la San Rafael, C. por A., la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 31 de julio de 
1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Declara, regular y válido en la forma como en 
el fondo, el recurso de apelación interpuesto en fecha quin-
ce (15) de diciembre de 1966, por el señor Pascual de Je-
sús Veras Caba, contra sentencia de fecha ocho (8) de no-
viembre de 1966, dictada por la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones co-
merciales, y cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Ratifi-
ca el defecto pronunciado en audiencia contra la San Ra-
fael, C. por A., co-demandada, por no haber comparecido 
a concluir sobre el fondo de la demanda de que se trata; 
Segundo: Rechaza las conclusiones formuladas en audien- 

cia por Pascual de Jesús Veras Caba; co-demandado, por 
improcedentes e infundadas; Tercero: Acoge las conclusio-
nes formuladas en audiencia por Angel Félix Ramírez, par-
te demandante, y en consecuencia Condena a dicho Pascual 
de Jesús Veras Caba a pagarle al mencionado Angel Félix 
Ramírez; a) la suma de Cuatro Mil Pesos Oro (RD$4,000.- 
00) , a título de reparación por los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por dicho demandante como con-
secuencia del accidente de circulación ocasionado con un 
vehículo de motor propiedad del mencionado demandado; 
b) los intereses legales sobre esa suma a contar de la fe-
cha de la demanda; c) las costas de esta instancia, con dis-
tracción de las mismas en provecho del abogado Lic. Angel 
S. Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad, y Cuarto: Declara la presente sentencia Oponible 
a la Compañía Nacional de Seguros, "San Rafael, C. por 
A."; Por haber sido conforme las prescripciones legales; Se-
gundo: Acoge, en todas sus partes las conclusiones de la par-
te intimate Pascual de Jesús Veras Caba y "San Rafael, C. 
por A."; Tercero: Revoca, la sentencia de fecha ocho (8) 
de noviembre de mil novecientos sesentiséis (1966), dicta-
da por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en atribuciones comerciales,, y actuando por 
contrario imperio; Declara nulo, sin valor ni efecto jurídi-
co alguno, los actos de emplazamiento con todas sus conse-
cuencias; Cuarto: Condena al señor Angel Félix Ramírez, 
parte intimada que sucumbe al pago de las costas rlistrayén-
dolas en favor del abogado de los intimantes, Dr. César A. 
Ramos, por afirmar estarlas avanzando"; g) Que sobre re-
curso de casación interpuesto por Angel Félix Ramírez, la 
Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 14 de agosto de 
1968 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Por 
tales motivos, Primpro: Casa la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones 
comerciales, en fecha 31 de julio de 1967, cuyo dispositivo 
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curso de casación interpuesto por Angel Félix Ramírez, la 
Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 14 de agosto de 
1968 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Por 
tales motivos, Primpro: Casa la sentencia dictada por la 
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comerciales, en fecha 31 de julio de 1967, cuyo dispositivo 
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ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristó-
bal; Segundo: Compensa las costas"; h) que la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, como corte de envío, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es ol siguien-
te: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma los recursos de apelación interpuestos por Pascual 
de Jesús Veras Caba y la Compañía San Rafael, C. por A.; 
Segundo: Rechaza las conclusiones presentadas por Pascual 
de Jesús Veras Caba, por improcedentes e infundadas; Ter-
cero: Acoge las conclusiones formuladas por Angel Félix 
Ramírez, parte demandante, y en consecuencia, condena a 
Pascual de Jesús Veras Caba, a pagar la cantidad de Mil 
Pesos Oro (RD$1,000.00) al señor Angel Félix Ramírez, por 
concepto de daños ocasionados con motivo de la colisión y 
perjuicios de su vehículo, originado con el vehículo del de-
mandado Pascual de Jesús Veras Crba; y además al pago 
de los intereses legales a partir de la demanda; Cuarto: 
Condena a dicho demandado al pago de las costas y ordena 
la distracción de éstas en provecho del Lic. Angel Salva-
dor Canó Pelletier, quien ha afirmado haberlas avanzado 
en su totalidad; Quinto: Declara la.presente sentencia opo-
nible a la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C.  
por A."; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguientes 
medios de casación: Primero: Falta de base legal; Segun-
do: Insuficiencia de motivos; Tercero: La naturaleza de la 
demanda la rige el acto, no la persona; 

En cuanto a la inadmisibilidad del recurso 

Considerando, que el recurrido, en su memorial de de-
fensa sostiene que los recurrentes han violado el artículo 
5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, al no pun-
tualizar los medios en que fundan su recurso; por lo cual 
estima que el recurso es inadmisible; pero, 
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Considerando que, como se verá más adelante, los re-
currentes han formulado los medios en que fundan su re-
curso y han expuesto los alegatos que lo sustentan, por lo 
cual, la inadmisibilidad alegada carece de fundamento y 
debe ser desestimada; 

Considerando que los recurrentes alegan en el primer 
1410' y segundo medios, que el poder soberano de los Jueces del 

fondo para fijar el monto de la indemnización a pagar por 
concepto de daños y perjuicios, es relativo cuando se trata 
de daños materiales a un vehículo que son de fácil compro-
bación por estado, muy distinto a las lesiones personales en 
que el factor moral, "pretium doloris" juega un papel tan 
importante; opinamos, dicen los recurrentes, que la Corte 
de Casación tiene un control para apreciar el uso hecho 
por los Jueces inferiores del poder soberano de apreciación; 
en este caso no hay daños morales, como expresa la sen-
tencia impugnada, y si el demandante original justificó un 
daño que según él mismo sólo ascendía a RD$350.00, la Cor-
te a-qua no ha justificado ni explicado por qué ella lo hace 
elevar a la suma de RD$1,000.00 admitiendo "daños mora-
les" que no existen en la especie; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua no ha incurrido 
en los vicios de falta de base legal e insuficiencia de moti-
vos alegados por los recurrentes; pues, para justificar los 
daños y perjuicios sufridos por el recurrido, se ha fundado 
en un recibo firmado por Juan María Díaz, por la suma de 
RD$350.00 como pago de la mano de obra de los desperfec-
tos sufridos por el vehículo de dicho recurrido, recibo que 
no fue objeto de discusión por parte de los recurrentes, y 
los perjuicios sufridos por el demandante al quedar priva-
do del uso del vehículo durante un mes; que esos hechos 
fueron debidamente comprobados por la Corte a-qua y ex-
plícitamente consignados en el sexto Considerando de la 
sentencia impugnada, y motivados en el undécimo conside- 
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en este caso no hay daños morales, como expresa la sen-
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plícitamente consignados en el sexto Considerando de la 
sentencia impugnada, y motivados en el undécimo conside- 
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rando qne dice así: "que la cantidad de mil pesos oro (RD$- 
1,000.00) es una suma equitativa y justa, según estima esta 
Corte, para reparar los daños materiales y morales, causa-
dos al propietario del vehículo chocado, tomando en cuen-
ta los desperfectos ocasionados ha dicho vehículo, y los 
perjuicios sufridos por el demandante, en cuestión, al que-
dar privado durante determinado tiempo del uso de su ve-
hículo"; que, si ciertamente, en este último considerando 
la Corte usa el término "daños morales", en adición de los 
daños materiales, no es menos cierto, que ella no fundó 
su apreciación en esos daños, sino en los daños materiales 
sufridos y comprobados y aceptados por las partes y en el 
perjuicio sufrido por el dueño del vehículo (una guagua), 
que tuvo fuera de servicio durante un mes, que razonable-
mente, la Corte a-qua estimó en la suma de: RD$650.00; 
que, por todo lo expuesto, resulta que los medios invocados 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que los recurrentes alegan en el tercero 
y último medio, que: "La naturaleza de la demanda rige 
el acto, no la persona; poco importa que una persona sea 
o no comerciante; es el acto (en este caso la colisión) el 
que determina el procedimiento civil o comercial", pero, 

Considerando que los tribunales comerciales"„son_com-
petentes ara conocer de las litis sur id s entre c& -reibian-
tes; que el de 1 o o cursi-delito cometido por un comer-
ciante en el ejercicio de su comercio debe ser considerado 
como un hecho relacionado con su actividad comercial, bien 
que el comerciante lo haya cometido en persona o por un 
empleado de quien él sea civilmente responsable; que, se-
gún lo admiten los recurrentes, tanto Pascual de Jesús Ve-
ras Caba, como la San Rafael, C. por A., son comerciante, 
y que, también admiten que, el primero es civilmente res-
ponsable de los daños causados por su vehículo a la guagua 
propiedad de Angel Félix Ramírez, parte civil constituida Y 
recurrido en casación; pero lo que, es evidente, que éste úl- 

timo, al demandar por ante el Tribunal de Comercio, tal 
como lo establece la Corte a-qua, apoderó al Tribunal com-
petente, y esta última, al declarar la competencia Comer-
cial, no ha incurrido en el vicio denunciado; en consecuen-
cia, procede rechazar el medio invocado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pascual de Jesús Veras Caba y la 
"San Rafael,C. por A.", contra la sentencia de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, dictada en sus atribuciones co-
merciales, el tres (3) de febrero de 1969, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, or-
denando su distracción en provecho del Licenciado Angel 
S. Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 

Juzgado de ira. Instancia del D. J. de La Vega, de fech 

23 de julio de 1968 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Francisco y Ramón Antonia Rodriguez 
Abogado: Dres. M. A. Báez Brito y F. A. García Tineo 

Recurrido: Molinos Moronta, C. por A. 
Abogado: Dr Hugo Francisco Alvarez V. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de marzo 
del año 1970, arios 127 9  de la Independencia y 1074  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Rodríguez y Ramón Antonio Rodríguez, dominicanos, 
mayores de edad, solteros, obreros agrícolas, domiciliados 
y residentes en la casa No. 6 de la calle 1 de la ciudad de La 
Vega, cédulas No. 13870, serie 58, el primero; y cédula No. 
44081, serie 47 el segundo, contra la sentencia de fecha 23  

de julio de 1968, dictada por la Cámara Civil, Comercial y 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, en funciones de Tribunal de Segundo 
Grado en Materia Laboral, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez V., cédula No. 

20267, serie 47, abogado de la recurrida, Molinos Moronta 
C. por A., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación de los recurrentes, sus-
crito por sus abogados Dr. M. A. Báez Brito, y Dr. F. A. 
García Tineo, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 24 de junio de 1969; 

Visto el Memorial de Defensa de la recurrida, suscrito 
por su abogado Dr. Hugo Francisco Alvarez V., de fecha 
14 de julio de 1969; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 10 y 77 del Código de Trabajo, 
21 del reglamento 7676 de 1951, 1315 del Código Civil, y 
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral, la cual no pudo ser conci-
liada, intentada por Francisco Rodríguez y Ramón Antonio 
Rodríguez, contra "Molinos Moronta, C. por A.", el Juz-
gado de Paz de la Segundo Circunscripción de La Vega dic-
tó en fecha 28 de febrero de 1968 una sentencia, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que acoge tanto en 
la forma como en el fondo la demanda sustentada por los 
demandantes Francisco Rodríguez y Ramón Antonio Rodrí-
gue, por haber sido despedido por Los Molinos Moronta, 
C. por A., sin causa justificada; SEGUNDO: Que debe, con- 
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14 de julio de 1969; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
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vo de una reclamación laboral, la cual no pudo ser conci-
liada, intentada por Francisco Rodríguez y Ramón Antonio 
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denar y condena, a Los Molinos Moronta, C. por A., a pagar 
los salarios y prestaciones en forma inmediata, que le co-
rrespondan a los hermanos Rodríguez, Francisco y Ramón 
Antonio, conforme las prescripciones de Ley y de confor-
midad al Art. 84, de acuerdo a las partes 2da. y 3ra. del 
mencionado artículo, del Código de Trabajo, cuyo monto 
se determinará por la tarifa de rigor usada en estos casos; 
TERCERO: Se condena además a los Molinos Moronta, C. 
por A., al pago de las costas del procedimiento, distrayén-
dose los mismos en favor de los demandantes, por haberlos 
ellos aportado en su totalidad"; b) que sobre apelación de 
"Molinos Moronta", C. por A.", la Cámara Civil, Comercial 
y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, dictó en fecha 23 de julio de 1968, 
la sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma el presente recurso de apelación; SE-

GUNDO: En cuanto al fondo revoca la sentencia apelada, 
dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción del Municipio de La Vega, de fecha 28 de febrero del 
año 1968, por improcedente e infundada y en consecuen-
cia descarga a Los Molinos Moronta, C. por A., de las con-
denaciones impuéstales"; 

Considerando que los recurrentes invocan ea su me-

morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación por desconocimiento del artículo 10 del Código 

de Trabajo; falta de base legal y desnaturalización de los 
hechos de la causa; Segundo Medio: Violación por descono-
cimiento, del ordinal 21 del Reglamento 7676 Para la apli-
cación del Código de Trabajo y Errónea aplicación del ar-
tículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
sus medios, que por su relación se reúnen para su examen 
alegan en síntesis: a) que el Juez a-quo incurrió en la viola-
ción por desconocimiento del artículo 10 del Código de Tra- 

bajo, al decir en su fallo, que los actuales recurrentes no 
aportaron la prueba de que el contrato, o lazo laboral que 
los ligaba, a "Molinos Moronta, C. por A.", actuales recu-
rridos, era de tipo indefinido, prueba ésta necesaria para 
fundamentar el despido injustificado, cuando resultaba es-
tablecido Por la misma declaración hecha por éstos en el 
acta de no acuerdo, levantada en la conciliación por ante 
la Oficina de Trabajo, que eran trabajadores temporeros; 
que, además, al decir que los demandantes, eran trabajado-
res móviles, haciendo una interpretación errónea de dicha 
acta, sometida a debate, se incurrió en el vicio de desnatu-
ralización, y de falta de base legal; b) que por otra parte, 
en la sentencia impugnada también se incurrió en la vio-
lación del ordinal 21 del Reglamento 7676 (Código de Tra-
bajo) y se hizo una errónea aplicación del artículo 1315 del 
Código Civil, al admitir en la misma, como prueba adicio-
nal, de que en la especie se trataba de trabajadores móvi-
les, una certificación del Instituto Dominicano de Seguros 
Sociales, que obra en el expediente, lo que equivalía a •u-
torizar al patrono a fabricar su Propia prueba; 

Considerando que cuando surge contención entre las 
partes acerca de la clasificación que corresponde al contra-
to de trabajo, los jueces del fondo están en el deber de con-
signar en la sentencia, con exactitud, los hechos en que se 
han fundado para incluirlo en una categoría determinada, 
a fin de que la Suprema Corte de Justicia esté en condicio-
nes de verificar si al contrato discutido se ha atribuído la 
calificación que le corresponde; 

Considerando que en la sentencia impugnada no se es-
tablecen con la debida precisión los hechos y circunstan-
cias de la causa que indujeron al tribunal a-quo a declarar 
en su último Considerando que los demandantes eran tra-
bajadores móviles sin describir la clase de trabajo que rea-
lizaban en Los Molinos Moronta, C. por A., lo que era in-
dispensable para que esta Suprema Corte pudiera compro- 
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denar y condena, a Los Molinos Moronta, C. por A., a pagar 
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bar si hubo o no un verdadero despido, ya que si había lle-
gado el término del contrato, el hecho del despido era irre-
levante; que en esas condiciones el fallo impugnado carece 
de base legal y debe ser casado, sin que sea necesario exa-
minar los demás alegatos del recurrente; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
salta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
funciones de Tribunal de Segundo Grado en Materia Labo-
ral, de fecha 23 de julio de 1968; y envía el asunto por ante 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Moca; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmada) Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Criminal 

r Recurrente: La Compañía Suc. de Melitón Gómez, C. por A. 
Abogado: Dr. Víctor E Almonte J. 

Recurrido: Eufemia Martínez y compartes. 
Abogado: Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía 

;„, 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo del año 
1970, años 1279 de la Independencia y 107 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Sucs. de J. Melitón Gómez, C. por A., empresa or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, con su domicilio social establecido en la casa No. 98 
de la calle Beller de la ciudad de Puerto Plata, contra la 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-
tiago, en sus atribuciones criminales, en fecha 23 de julio 
de 1969, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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bar si hubo o no un verdadero despido, ya que si había lle-
gado el término del contrato, el hecho del despido era irre-
levante; que en esas condiciones el fallo impugnado carece 
de base legal y debe ser casado, sin que sea necesario exa-
minar los demás alegatos del recurrente; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
palta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
funciones de Tribunal de Segundo Grado en Materia Labo-
ral, de fecha 23 de julio de 1968; y envía el asunto por ante 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Moca; Segundo: Compensa las costas. 
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E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmada) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelción de Santiago, de fecha 23 
de julio de 1969 

Materia: Criminal 

Recurrente: La Compañía Suc. de Melitón Gómez, C. por A. 
Abogado: Dr. Víctor E Almonte J. 

Recurrido: Eufemia Martínez y compartes. 
Abogado: Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra- 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La- 

, marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be- 

, ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo del año 
1970, años 127° de la Independencia y 107 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Sucs. de J. Melitón Gómez, C. por A., empresa or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, con su domicilio social establecido en la casa No. 98 
de la calle Beller de la ciudad de Puerto Plata, contra la 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-
tiago, en sus atribuciones criminales, en fecha 23 de julio 
de 1969, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Víctor E. Almonte J., cédula No. 39782, 

serie 1ra., abogado de la compañía recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía, cédula No. 
54394, serie lra., abogado de Eufemia Martínez, soltera, 
cédula No. 18454, serie 37; Elena Martínez, soltera, cédu-
la No. 14537, serie 37; Cristino Martínez, soltero, cédula 
No. 23442, serie 37, y Virginia Martínez, casada, cédula No. 
14094, serie 37, todos dominicanos, mayores de edad, do-
miciliados y residentes la primera en la Atravesa y los 
tres últimos en Madre Vieja, ambas secciones del Distrito 
Municipal de Sosúa, intervinientes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de agosto de 
1968, a requerimiento del Dr. Víctor E. Almonte J., aboga-
do de la parte recurrente, en la cual se invocan los medios 
que se expresan más adelante; 

Visto el memorial de casación de fecha 6 de febrero 
de 1970, suscrito por el abogado de la parte recurrente, en 
el cual se invocan específicamente los medios que también 
se indican más adelante; 

Visto el escrito de los intervinientes, de fecha 6 de 
febrero de 1970, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 270 y 271 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 46, 319 y 320, 1382 y 1384 del Código 
Civil; 15 de la Ley No. 1014 de 1935; y 1, 38 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, tonta: a) que con motivo 
de la muerte violenta de Santiago Martínez, ocurrida el 5 
de septiembre de 1965, en la Sección de "Madre Vieja", del 
Municipio de Puerto Plata, en el cual hecho recibió una 
herida German Gómez, el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Puerto Plata, requirió del Magistra-
do Juez de Instrucción de ese Distrito Judicial la instruc-
ción de la sumaria correspondiente; b) que dicho Magis-
trado, en fecha 17 de septiembre de 1964, dictó una Provi-
dencia calificativa, cuyo dispositivo dice así: "DECLARA-
MOS: PRIMERO: que existen cargos e indicios suficientes 
de culpabilidad para considerar al nombrado Juan de la 
Cruz, como autor del Crimen de "Homicidio Voluntario" 
en la persona de quien se llr.mó Santiago Martínez y b) 
a Cristino Martínez del delito de ',Herida Voluntaria, que 
curó menos de diez (10) días salvo complicaciones, sin de-
jar ninguna lesión permanente, en agravio de Germán Gó-
mez, escapando este último hecho de nuestra competencia; 
y SEGUNDO: que No Ha Lugar a la prosecución de las 
actuaciones a cargo del nombrado Germán Gómez Torres, 
por no haber cometido en el proceso de que tratamos, ni 
crimen, ni delito, ni contravención; y en consecuencia: 
Mandamos y Ordenamos: PRLMERO: que los prenombra-
dos Juan de la Cruz (a) Moro y Cristino Martínez, cuyas• 
generales constan, sean enviados por ante el Tribunal Cri-
minal de este Distrito Judicial de Puerto Plata, en razón 
de la conexidad, de los hechos e indivisibilidad de los pro-
cedimentos en el caso de la especie, para que allí se les juz-
gue con arreglo a la ley; y que las actuaciones de la ins-
trucción, el acta extendida acerca del cuerpo del delito y 
un estado de los documentos y objetos que hayan de obrar 
como fundamento de la convicción, sean transmitidos al 
Magistrado Procurador Fiscal para los fines de ley. Que, 
en cuanto al inculpado Germán Gómez, de generales tam-
bién expresadas, de hallarse preso, a no ser que lo estuvie- 
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1 bién expresadas, de' hallarse preso, a no ser que lo estuvie- 
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re por una causa ajena al proceso de que tratamos, sean 
puestos inmediatamente en libertad, por no haber lugar 
a proseguir a su respecto"; c) que regularmente apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia de Puerto Plata, 
dictó en fecha 11 de febrero de 1965, una sentencia inci-
dental cuyo dispositivo se copia más adelante; tl) que lue-
go, en fecha 14 de marzo de 1967, el citado Juzgado dictó 
sobre el fondo de la causa, otra sentencia cuyo dispositivo 
al igual que el anterior se transcribe más adelante; e) que 
sobre recurso de las personas constituidas en , parte civil, 
la Corte de Apelación de Santiago, dictó en fecha 23 de 
julio de 1969, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, 
en la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. 
Heliópolis Chapuseaux Mejía, quien actúa a nombre y re-
presentación de los señores Eufemia Martínez, Cristino 
Martínez, Virginia Martínez de Silverio y Elena Martínez, 
partes civiles constituidas, contra sentencias de fechas 11 
de febrero del añ o 1965 y 14 de marzo del año 1967, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, cuyos dispositivos dicen así: respec-
tivamente: Sentencia del 11 de febrero de 1965: "Falla: 
Que debe acoger y acoge el incidente propuesto por los abo-
gados del acusado, de que se rechace como un fin de no 
recibir la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por Eufemia Martínez, Virginia Martínez de Silverio, Ele-
na Martínez y Cristino Martínez, en su alegada calidad de 
hermanos de la víctima Santiago Martínez, por mediación 
de su abogado, el Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía, contra 
el acusado, la Compañía Sucesores de J. Melitón Gómez, 
C. por A., y el señor Germán Gómez, por no haber proba-
do en forma legal su alegada calidad de hermanos de di-
cha víctima; y se ordena la continuación de la causa"; Sen-
tencia del 14 de marzo del 1967; "Primero: que debe de-
clarar y declara al nombrado Juan de la Cruz (a) Moro, 
de generales anotadas, culpable del crimen de homicidio  

voluntario en la persona de quien en vida respondía al 
nombre de Santiago Martínez, y, en consecuencia, lo con-
dena a sufrir la pena de Tres Años de trabajos públicos, y 
al pago de las costas; y Segundo: En cuanto a la constitu-
ción en parte civil de los señores Elena Martínez y com-
partes, se abstiene de decidir en razón de que su alegada 
calidad de hermanos de la víctima, fue negada por sentencia 
de este juzgado de fecha once de febrero del año mil no-
vecientos sesenta y cinco, sentencia contra la cual, dicha 
parte civil recurrió en apelación, y cuya decisión está pen-
diente en espera de que se resuelva el fondo de la causa"; 
SEGUNDO: Se declara buena y válida en cuanto a la for-
ma la constitución en parte civil hecha por los señores Eu-
femia Martínez, Cristino Martínez, Virginia Martínez de 
Silverio y Elena Martínez, contra el acusado Juan de la 
Cruz y contra la Compañía Sucesores de J. Melitón Gómez, 
C. por A., y, en cuanto al fondo, acoge dicha constitución 
en parte civil por haber ésta demostrado legalmente ante 
esta Corte, su condición de hermanos de la víctima San-
tiago Martínez; TERCERO: Como consecuencia„ esta Cor-
te, juzgando Por propia autoridad y contrario imperio re-
voca la sentencia apelada de fecha 11 de febrero del año 
1965 y el ordinal Segundo de la sentencia de fecha 14 de 
marzo del año 1967, dictada por el.Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Platat; CUARTO: 
Admitiendo que los señores Eufemia Martínez, Cristino 
Martínez, Virginia Martínez de Silverio y Elena Martínez 
han experimentado un perjuicio moral con la muerte de 
su dicho hermano, señor Santiago Martínez. Se condena a 
los señores Juan de la Cruz y Compañía Sucesores de J. 
Melitón Gómez, C. por A., a pagarle solidariamente a los 
señores Eufemia Martínez, Cristino Martínez, Virginia Mar-
tínez de Silverio y Elena Martínez la suma de RD$2,000.00 
(Dos 'Mil Pesos Oro), a cada uno de los reclamantes a tí-
tulo de indemnización; QUINTO: Se condena a] acusado 
Juan de la Cruz y Compañía Sucesores de J. Melitón Gó- 
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re por una causa ajena al proceso de que tratamos, sean 
puestos inmediatamente en libertad, por no haber lugar 
a proseguir a su respecto"; c) que regularmente apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia de Puerto Plata, 
dictó en fecha 11 de febrero de 1965, una sentencia inci-
dental cuyo dispositivo se copia más adelante; d) que lue-
go, en fecha 14 de marzo de 1967, el citado Juzgado dictó 
sobre el fondo de la causa, otra sentencia cuyo dispositivo 
al igual que el anterior se transcribe más adelante; e) que 
sobre recurso de las personas constituidas en parte civil, 
la Corte de Apelación de Santiago, dictó en fecha 23 de 
julio de 1969, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, 
en la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. 
Heliópolis Chapuseaux Mejía, quien actúa a nombre y re-
presentación de los señores Eufemia Martínez, Cristino 
Martínez, Virginia Martínez de Silverio y Elena Martínez, 
partes civiles constituídas, contra sentencias de fechas 11 
de febrero del añ o 1965 y 14 de marzo del año 1967, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, cuyos dispositivos dicen así: res-pec-
tivamente: Sentencia del 11 de febrero de 1965: "Falla: 
Que debe acoger y acoge el incidente propuesto por los abo-
gados del acusado, de que se rechace como un fin de no 
recibir la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por Eufemia Martínez, Virginia Martínez de Silverio, Ele-
na Martínez y Cristino Martínez, en su alegada calidad de 
hermanos de la víctima Santiago Martínez, por mediación 
de su abogado, el Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía, contra 
el acusado, la Compañía Sucesores de J. Melitón Gómez, 
C. por A., y el señor Germán Gómez, por no haber proba-
do en forma legal su alegada calidad de hermanos de di-
cha víctima; y se ordena la continuación de la causa"; Sen-
tencia del 14 de marzo del 1967; "Primero: que debe de-
clarar y declara al nombrado Juan de la Cruz (a) Moro, 
de generales anotadas, culpable del crimen de homicidio  

voluntario en la persona de quien en vida , respondía al 
nombre de Santiago Martínez, y, en consecuencia, lo con-
dena a sufrir la pena de Tres Años de trabajos públicos, y 
al pago de las costas; y Segundo: En cuanto a la constitu-
ción en parte civil de los señores Elena Martínez y com-
partes, se abstiene de decidir en razón de que su alegada 
calidad de hermanos de la víctima, fue negada por sentencia 
de este juzgado de fecha once de febrero del año mil no-
vecientos sesenta y cinco, sentencia contra la cual, dicha 
parte civil recurrió en apelación, y cuya decisión está pen-
diente en espera de que se resuelva el fondo de la causa"; 
SEGUNDO: Se declara buena y válida en cuanto a la for-
ma la constitución en parte civil hecha por los señores Eu-
femia Martínez, Cristino Martínez, Virginia Martínez de 
Silverio y Elena Martínez, contra el acusado Juan de la 
Cruz y contra la Compañía Sucesores de J. Melitón Gómez, 
C. por A., y, en cuanto al fondo, acoge dicha constitución 
en parte civil por haber ésta demostrado legalmente ante 
esta Corte, su condición de hermanos de la víctima San-
tiago Martínez; TERCERO: Como consecuencia„ esta Cor-
te, juzgando per propia autoridad y contrario imperio re-
voca la sentencia apelada de fecha 11 de febrero del año 
1965 y el ordinal Segundo de la sentencia de fecha 14 de 
marzo del año 1967, dictada por el. Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Platat; CUARTO: 
Admitiendo que los señores Eufemia Martínez, Cristino 
Martínez, Virginia Martínez de Silverio y Elena Martínez 
han experimentado un perjuicio moral con la muerte de 
su dicho hermano, señor Santiago Martínez. Se condena a 
los señores Juan de la Cruz y Compañía Sucesores de J. 
Melitón Gómez, C. por A., a pagarle solidariamente a los 
señores Eufemia Martínez, Cristino Martínez, Virginia Mar-
tínez de Silverio y Elena Martínez la suma de RD$2,000.00 
(Dos 'Mil Pesos Oro), a cada uno de los reclamantes a tí-
tulo de indemnización; QUINTO: Se condena al acusado 
Juan de la Cruz y Compañía Sucesores de J. Melitón Gó- 



464 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 465 

mez, C. por A., solidariamente al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Heliópo-
lis Chapuseaux Mejía, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que la parte recurrente en casación, al 
declarar su recurso, invocó los siguientes medios: "Ausen-
cia de motivos, falta de los mismos por insuficiencias, fal-
ta de base legal, violación a las normas de procedimiento, y 
por no estar conforme los recurrentes en ninguno de los 
puntos de la sentencia de la Corte de Apelación ante des-
crita en fecha 23 de julio de 1968"; y luego, en su memorial 
de casación, ha invocado dicha parte, además de los vicios 
y violaciones señalados en el acta, lo siguiente: "Falta de 
motivos, falta de base legal, violación al .art. 270, del Có-
digo de Procedimiento Criminal, y 271 del mismo Código, 
violación al art. 15, tle la Ley 1014, modificado por la Ley 
No. 58, violación a la esencia del art. 38 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, violación del art. 46 del Có-
digo Civil, así como del art. 319 del mismo Código, viola-
ción del art. 20, del Código Civil de la República Domini-
cana, y falsa aplicación de la doctrina jurisprudencial so-
bre el art. 319"; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, sostiene en síntesis la parte recurrente: a) que se 
violó el artículo 270 del Código de Procedimiento Criminal 
porque como se trataba de una causa criminal la Corte 
a-qua "no tenía capacidad para enviar el fallo para una 
próxima audiencia"; b) que se violó el artículo 271 del 
mismo Código porque la Corte a-qua no hizo comparecer 
al acusado ".a la audiencia en la que iba a pronunciar la 
sentencia, ni tampoco leyó los textos de ley aplicables"; c) 
que se violó el artículo 15 de la Ley No. 1014, porque si 
bien ese texto permite dictar las sentencias en dispositivo 
en materia penal, es a condición de que se motiven luego 
dentro de los 15 días de su pronunciamiento, y en la espe- 

cie la Corte a-qua dejó vencer ese plazo pues pasó casi un 
año para hacer la motivación; d) que se violó el artículo 
38 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, pues ha-
biéndose declarado el recurso de casación el 13 de agosto 
de 1968, el Secretario —por la tardanza de la Corte a-qua 
en• motivar la sentencia— no pudo enviar el expediente a 
la Suprema Corte de Justicia dentro de los diez días a que 
se refiere el texto citatdo; e) que se violó el artículo 46 del 
Código Civil porque la Corte a-qua en la especie no podía 
aplicar ese artículo para establecer la calidad de las perso-
nas constituidas en parte civil, porque "en Puerto Plata no 
se han perdido los registros"; y que se violó también el 
artículo 319 del mismo Código, que es aplicable sólo a los 
hijos legítimos, y no para probar la filiación de un hijo na-
tural, como era la especie; ;y que con ello se violó el artícu-
lo 320 del mismo Código Civil, "que se refiere exclusiva-
mente a la poseción de estado de los hijos legítimos y nun-
ca a los hijos naturales"; y, f) que la sentencia está ca-
rente de motivos porque en el expediente no figura certi-
ficado médico "sobre la magnitud de las heridas que sufrie-
ra Santiago Martínel, ni tampoco certificado de defun-
ción"; y que esta última pieza era esencial para poder de-
terminar "categóricamente que el muerto Santiago Mar-
tínez correspondía dentro de la identidad establecida por 
el Certificado de defunción al Santiago Martínez que ale-
gan las partes civiles que son hermanos"; y que en tales 
condiciones la Corte a-qua estaba en la obligación de de-
cir "cuáles fueron los motivos suficientes para establecer 
la identidad del muerto"; pero, 

Considerando -que si bien el artículo 270 del Código 
de Procedimiento Criminal establece que en materia cri-
minal una vez comenzados los debates deberán continuarse 
sin interrupción y sin ninguna comunicación en el exterior, 
esa formalidad que tiende a proteger el derecho de la de-
fensa del acusado, es preciso admitir que no puede exten- 
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mez, C. por A., solidariamente al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Heliópo.. 
lis Chapuseaux Mejía, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que la parte recurrente en casación, al 
declarar su recurso, invocó los siguientes medios: "Ausen-
cia de motivos, falta de los mismos por insuficiencias, fal-
ta de base legal, violación a las normas de procedimiento, y 
por no estar conforme los recurrentes en ninguno de los 
puntos de la sentencia de la Corte de Apelación ante des-
crita en fecha 23 de julio de 1968"; y luego, en su memorial 
de casación, ha invocado dicha parte, además de los vicios 
y violaciones señalados en el acta, lo siguiente: "Falta de 
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digo Civil, así como del art. 319 del mismo Código, viola-
ción del art. 20, del Código Civil de la República Domini-
cana, y falsa aplicación de la doctrina jurisprudencial so-
bre el art. 319"; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, sostiene en síntesis la parte recurrente: a) que se 
violó el artículo 270 del Código de Procedimiento Criminal 
porque como se trataba de una causa criminal la Corte 
a-qua "no tenía capacidad para enviar el fallo para una 
próxima audiencia"; b) que se violó el artículo 271 del 
mismo Código porque la Corte a-qua no hizo comparecer 
al acusado ".a la audiencia en la que iba a pronunciar la 
sentencia, ni tampoco leyó los textos de ley aplicables"; c) 
que se violó el artículo 15 de la Ley No. 1014, porque si 
bien ese texto permite dictar las sentencias en dispositivo 
en materia penal, es a condición de que se motiven luego 
dentro de los 15 días de su pronunciamiento, y en la espe- 

cie la Corte a-qua dejó vencer ese plazo pues pasó casi un 
año para hacer la motivación; d) que se violó el artículo 
38 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, pues ha-
biéndose declarado el recurso de casación el 13 de agosto 
de 1968, el Secretario —por la tardanza de la Corte a-qua 
en• motivar la sentencia— no pudo enviar el expediente a 
la Suprema Corte de Justicia dentro de los diez días a que 
se refiere el texto citatdo; e) que se violó el artículo 46 del 
Código Civil porque la Corte a-qua en la especie no podía 
aplicar ese artículo para establecer la calidad de las perso-
nas constituidas en parte civil, porque "en Puerto Plata no 
se han perdido los registros"; y que se violó también el 
artículo 319 del mismo Código, que es aplicable sólo a los 
hijos legítimos, y no para probar la filiación de un hijo na-
tural, como era la especie; ;y que con ello se violó el artícu-
lo 320 del mismo Código Civil, "que se refiere exclusiva-
mente a la poseción de estado de los hijos legítimos y nun-
ca a los hijos naturales"; y, f) que la sentencia está ca-
rente de motivos porque en el expediente no figura certi-
ficado médico "sobre la magnitud de las heridas que sufrie-
ra Santiago Martíne-z, ni tampoco certificado de defun-
ción"; y que esta última pieza era esencial para Poder de-
terminar "categóricamente que el muerto Santiago Mar-
tínez correspondía dentro de la identidad establecida por 
el Certificado de defunción al Santiago Martínez que ale-
gan las partes civiles que son hermanos"; y que en tales 
condiciones la Corte a-qua estaba en la obligación de de-
cir "cuáles fueron los motivos suficientes para establecer 
la identidad del muerto"; pero, 

Considerando -que si bien el artículo 270 del Código 
de Procedimiento Criminal establece que en materia cri-
minal una vez comenzados los debates deberán continuarse 
sin interrupción y sin ninguna comunicación en el exterior, 
esa formalidad que tiende a proteger el derecho de la de-
fensa del acusado, es preciso admitir que no puede exten- 
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derse al caso en que la Corte de Apelación está apoderada 
únicamente del aspecto civil del proceso, por haberse con-
formado el acusado y el ministerio público, al no apelar, 
con lo decidido en primera instancia sobre el aspecto penal; 
que, en la especie, la Corte a-qua estaba apoderada única-
mente del recurso de apelación de las partes civiles cons-
tituidas, ya que ni el acusado ni el ministerio público ha-
bían recurrido contra dicha sentencia, por lo cual el as-
pecto penal estaba definitivamente resuelto; que, en tales 
condiciones, el reenvío para otra audiencia dispuesto por 
la Corte a-qua a fin de decidir el aspecto civil del proce-
so, después de pasada la causa y de recibidas las conclu-
sionse de las partes, no puede conducir, en las circunstan-
cias preanalizadas, a la invalidación del fallo dictatdo; que, 
asimismo, y por similitud de razonamiento, la omsión de 
la lectura de los textos de ley aplicados, y el hecho de que 
la sentencia se pronunciara sin la comparecencia del acu=- 
sado, tampoco puede conducir a invalidarla, hábida cuen-
ta de que para los fines de los intereses civiles bastaba 
con su notificación a fin de poner a correr el plazo de la 
casación; que en cuanto a la violación de la Ley No. 1014, 
si bien dicha ley al permitir que las sentencias en materia 
penal se dicten en dispositivo, exije que sean motivadas 
en el plazo de 15 días, dicho plazo es conminatorio, pero 
su inobservancia no puede conducir por sí sola a la ca-
sación de las sentencias, siempre que al decidirse el re-
curso ya estén motivadas, y puedan conocerse en hecho 
y en derecso sus fundamentos, como ocurrió en la especie; 
que, en cuanto a la violación del artículo 38 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, texto que exige que al 
cumplirse los diez días que siguen a la declaración del re-
curso de casación, el secretario envíe el expediente a la 
Secretaría de la ~rema Corte de Justicia, tal disposición 
no es a pena de nulidad, pues su incumplimiento sólo po-
día dar lugar a sanciones disciplinarias contra el secreta-
rio actuante; por lo cual esos alegatos carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto a la alegada violación del ar-
tículo 46 del Código Civil, el examen del fallo impugnado 
pone de manifiesto que las conclusiones de la parte hoy 
recurrente en casación, producidas por sus abogados, y se-
gún figura en las páginas 14 y 15 de dicho fallo, fueron 
las siguientes: "Ratificamos en todas sus partes nuestras 
conclusiones de fecha 4 de diciembre de 1967.. ." (Estas 
últimas conclusiones son del tenor siguiente: "que no pro-
cede el conocimiento del fondo de la petición de' RD$20,- 
000.00 que hacen los demandantes Eufemia Martínez y 
compartes, puesto que el Juez a-quo no produjo sentencia 
sobre el particular, lo que equivaldría privar a la conclu-
yente de un grado de jurisdicción; y en forma subsidiaria; 
Declaréis que Eufemia Martínez y compartes no han pro-
bado su calidad ante la Corte ni por el acto de notoriedad 
levantado ante el Juez de Paz del municipio de Puerto Pla-
ta en fecha 18 de noviembre de 1964, ni por el acta de de-
claración tardía realizada ante el Oficial del Estado Civil 
del Municipio de Sosúa de fecha 19 de febrero de 1965 
por falta de eficacia jurídica de ambas piezas, que en cual-
quiera de los casos condenéis a la parte civil constituida al 
pago de las costas con distracción de las mismas en prove-
cho de los abogados que os dirigen la palabra por haber-
las avanzado en su mayor parte"); agregando subsidiaria-
mente lo siguiente: "Que para el improbable caso de que 
admitáis probar la calidad de la parte civil constituida, 
rechacéis en cuanto al fondo el pedimento de Veinte Mil 
Pesos de indemnización, por no haber probado las partes 
reclamante una relación real y vendría (sic) de dependen-
cia económica entre los reclamantes y la víctima'; 

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se 
advierte qtie no fue planteada ante la Corte a-qua por me-
dio de conclusiones formales el rechazamiento de las actas 
de estado civil que para probar su calidad presentaran las 
personas constituidas en parte civil, en base dicho pedi-
mento a que hubiesen sido expedidas sin cumplirse los re- 
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derse al caso en que la Corte de Apelación está apoderada 
únicamente del aspecto civil del proceso, por haberse con-
formado el acusado y el ministerio público, al no apelar, 
con lo decidido en primera instancia sobre el aspecto penal; 
que, en la especie, la Corte a-qua estaba apoderada única-
mente del recurso de apelación de las partes civiles cons-
tituidas, ya que ni el acusado ni el ministerio público ha-
bían recurrido contra dicha sentencia, por lo cual el as-
pecto penal estaba definitivamente resuelto; que, en tales 
condiciones, el reenvío para otra audiencia dispuesto por 
la Corte a-qua a fin de decidir el aspecto civil del proce-
so, después de pasada la causa y de recibidas las conclu-
sionse de las partes, no puede conducir, en las circunstan-
cias preanalizadas, a la invalidación del fallo dictatdo; que, 
asimismo, y por similitud de razonamiento, la omsión de 
la lecture, de los textos de ley aplicados, y el hecho de que 
la sentencia se pronunciara sin la comparecencia del acu- - 

 sado, tampoco puede conducir a invalidarla, hábida cuen-
ta de que para los fines de los intereses civiles bastaba 
con su notificación a fin de poner a correr el plazo de la 
casación; que en cuanto a la violación de la Ley No. 1014, 
si bien dicha ley al permitir que las sentencias en materia 
penal se dicten en dispositivo, exije que sean motivadas 
en el plazo de 15 días, dicho plazo es conminatorio, pero 
su inobservancia no puede conducir por sí sola a la ca-
sación de las sentencias, siempre que al decidirse el re-
curso ya estén motivadas, y puedan conocerse en hecho 
y en derecso sus fundamentos, como ocurrió en la especie; 
que, en cuanto a la violación del artículo 38 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, texto que exige que al 
cumplirse los diez días que siguen a la declaración del re-
curso de casación, el secretario envíe el expediente a la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, tal disposición 
no es a pena de nulidad, pues su incumplimiento sólo po-
día dar lugar a sanciones disciplinarias contra el secreta-
rio actuante; por lo cual esos alegatos carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 
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Considerando en cuanto a la alegada violación del ar-
tículo 46 del Código Civil, el examen del fallo impugnado 
pone de manifiesto que las conclusiones de la parte hoy 
recurrente en casación, producidas por sus abogados, y se-
gún figura en las páginas 14 y 15 de dicho fallo, fueron 
las siguientes: "Ratificamos en todas sus partes nuestras 
conclusiones de fecha 4 de diciembre de 1967.. ." (Estas 
últimas conclusiones son del tenor siguiente: "que no pro-
cede el conocimiento del fondo de la petición de RD$20,- 
000.00 que hacen los demandantes Eufemia Martínez y 
compartes, puesto que el Juez a-quo no produjo sentencia 
sobre el particular, lo que equivaldría privar a la conclu-
yente de un grado de jurisdicción; y en forma subsidiaria; 
Declaréis que Eufemia Martínez y compartes no han pro-
bado su calidad ante la Corte ni por el acto de notoriedad 
levantado ante el Juez de Paz del municipio de Puerto Pla-
ta en fecha 18 de noviembre de 1964, ni por el acta de de-
claración tardía realizada ante el Oficial del Estado Civil 
del Municipio de Sosúa de fecha 19 de febrero de 1965 
por falta de eficacia jurídica de ambas piezas, que en cual-
quiera de los casos condenéis a la parte civil constituída al 
pago de las costas con distracción de las mismas en prove-
cho de los abogados que os dirigen la palabra por haber-
las avanzado en su mayor parte"); agregando subsidiaria-
mente lo siguiente: "Que para el improbable caso de que 
admitáis probar la calidad de la parte civil constituída, 
rechacéis en cuanto al fondo el pedimento de Veinte Mil 
Pesos de indemnización, por no haber probado las partes 
reclamante una relación real y vendría (sic) de dependen-
cia económica entre los reclamantes y la víctima'; 

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se 
advierte qtie no fue planteada ante la Corte a-qua por me-
dio de conclusiones formales el rechazamiento de las actas 
de estado civil que para probar su calidad presentaran las 
personas constituídas en parte civil, en base dicho pedi-
mento a que hubiesen sido expedidas sin cumplirse los re- 
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quisitos exigidos por el artículo 46 citados, o sea, que "los 
registros no existan o se hayan perdido"; que, por tanto, 
en tales condiciones los jueces no tenían que responder a 
esa especie, y ello no puede suscitarse por primera vez en 
casación; y, en cuanto a la violación de los artículos 319 
y 320 del Código Civil, el alegato que al respecto se for-
mula carece de pertinencia, pues la calidad invocada que-
dó establecida ante los jueces del fondo por medio de las 
actas de nacimiento de las personas constituidas en parte 
civil, que aunque hechas tardíamente eran suficientes para 
establecerla; y, acerca de lo cual dió una solución correcta 
la Corte a-qua, dejando constancia, además, en la página 
17 del fallo impugnado de que la declaración tardía de San-
'tiago Martínez fue ratificada por sentencia del Juzgado de 
Puerto Plata de fecha 18 de marzo de 1965, y esa acta, y 
las otras de las demás personas constituídas en parte civil 
quedaron robustecidas en su contenido por el acta de noto-
riedad presentada como prueba corroborativa, todo lo cual 
era suficiente en la especie que se debatía, encaminada só-
lo a obtener una reparación civil en un proceso penal, pa-
ra establecer —como lo admitieron en hecho los jueces del 
fondo— la calidad que se invocaba, pues además, y esen-
cialmente, el fallo impugnado revela que Juan de Sena 
reconoció como hijos suyos a los reclamantes; y, finalmen-
te, no se trataba de hacer comprobaciones relativas a 
cuestiones de estado, ya que la litis no iba encaminada 
directamente a esos fines; que, por tanto, esos alegatos ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, finalmente, es irrelevante el alegato,  
de que en el expediente no existe un certificado médico 
que compruebe la magnitud de las heridas que sufriera 
Santiago Martínez, la víctima, pues todo el expediente re-
vela (y ello no fue objeto de discusión) que murió a con-
secuencia de las heridas recibidas; por lo cual para el caso 
carecía de todo interés determinar la magnitud de las he- 

ridas; que, asimismo era innecesario que en el expediente 
figuraba el certificado de defunción para determinar, co-
mo lo pretende la parte hoy recurrente en casación, "la 
identidad" de la víctima, con el Santiago Martínez de quien 
"alegan las partes civiles que son hermanos", pues no hay 
constancia en el fallo impugnado de que tal identidad 
fuese objeto de controversia ante los jueces del fondo, y ello 
no puede proponerse por primera vez en casación; que, 
además, en el punto que se examina, y en los demás pun-
tos a que el fallo citado se contrae, la sentencia impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes y una relación 
de los hechos de la causa que permite apreciar que la ley 
fue bien aplicada, por todo lo cual los medios propuestos 
deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Compañía "Sucesores de J. Melitón 
Gómez, C. por A.", contra la sentencia dictada en atribu-
ciones criminales por la Corte de Apelación de Santiago, 
en fecha 23 de julio de 1969, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a la parte recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción en favor del Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.  

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupáni.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

Lá presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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quisitos exigidos por el artículo 46 citados, o sea, que "los 
registros no existan o se hayan perdido"; que, por tanto, 
en tales condiciones los jueces no tenían que responder a 
esa especie, y ello no puede suscitarse por primera vez en 
casación; y, en cuanto a la violación de los artículos 319 
y 320 del Código Civil, el alegato que al respecto se for-
mula carece de pertinencia, pues la calidad invocada que-
dó establecida ante los jueces del fondo por medio de las 
actas de nacimiento de las personas constituídas en parte 
civil, que aunque hechas tardíamente eran suficientes para 
establecerla; y, acerca de lo cual dió una solución correcta 
la Corte arqua, dejando constancia, además, en la página 
17 del fallo impugnado de que la declaración tardía de San-
'tiago Martínez fue ratificada por sentencia del Juzgado de 
Puerto Plata de fecha 18 de marzo de 1965, y esa acta, y 
las otras de las demás personas constituídas en parte civil 
quedaron robustecidas en su contenido por el acta de noto-
riedad presentada como prueba corroborativa, todo lo cual 
era suficiente en la especie que se debatía, encaminada só-
lo a obtener una reparación civil en un proceso penal, pa-
ra establecer —como lo admitieron en hecho los jueces del 
fondo— la calidad que se invocaba, pues además, y esen-
cialmente, el fallo impugnado revela que Juan de Sena 
reconoció como hijos suyos a los reclamantes; y, finalmen-
te, no se trataba de hacer comprobaciones relativas a 
cuestiones de estado, ya que la litis no iba encaminada 
directamente a esos fines; que, por tanto, esos alegatos ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, finalmente, es irrelevante el alegato 
de que en el expediente no existe un certificado médico 
que compruebe la magnitud de las heridas que sufriera 
Santiago Martínez, la víctima, pues todo el expediente re-
vela (y ello no fue objeto de discusión) que murió a con-
secuencia de las heridas recibidas; por lo cual para el caso 
carecía de todo interés determinar la magnitud de las he- 

ridas; que, asimismo era innecesario que en el expediente 
figuraba el certificado de defunción para determinar, co-
mo lo pretende la parte hoy recurrente en casación, "la 
identidad" de la víctima, con el Santiago Martínez de quien 
"alegan las partes civiles que son hermanos", pues no hay 
constancia en el fallo impugnado de que tal identidad 
fuese objeto de controversia ante los jueces del fondo, y ello 
no puede proponerse por primera vez en casación; que, 
además, en el punto que se examina, y en los demás pun-
tos a que el fallo citado se contrae, la sentencia impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes y una relación 
de los hechos de la causa que permite apreciar que la ley 
fue bien aplicada, por todo lo cual los medios propuestos 
deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Compañía "Sucesores de J. Melitón 
Gómez, C. por A.", contra la sentencia dictada en atribu-
ciones criminales por la Corte de Apelación de Santiago, 
en fecha 23 de julio de 1969, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a la parte recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción en favor del Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupáni.— Manuel A. Amiama .— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

Lá presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

I certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MAZO DE 1970 

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 21 de febrero de 1969 

Materia: Criminal 

Recurrente: Bienvenido Ogando Matos 
Abogado: Dr. Quintino Ramírez Sánchez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad .de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 9 de marzo del 1970, años 1279 de 
la Independencia y 107^ de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Ogando Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, 
ex-militar, domiciliado y residente en la Nicolás de Ovan-
do No. 451, de esta ciudad, cédula No. 8649, serie 11, con-
tra la sentencia de fecha 21 de febrero de 1969, dictada en 
sus atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 26 de febrero de 
1969, a requerimiento del Dr. Quintino Ramírez Sánchez, 
cédula 22979, serie 18, abogado del acusado recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código Pe-
nal; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que cnn motivo 
de la muerte violenta de Carmen Francisca Almonte Lora 
y José Antonio Ramírez, acaecida el 18 de agosto de 1967 en 
la ciudad de "Santo Domingo, el Magistrado Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, requirió del Juez de Instruc-
ción de la Primera Circunscripción, la instrucción de la 
sumara correspondiente, y este Magistrado en fecha 30 de 
octubre de 1967, rindió una Providencia Calificativa, con 
el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Primero: Declarar, 
como al efecto Declaramos, que hay cargos e indicios sufi-
cientes, para sindicar y enviar ante el Tribunal Criminal, 
al nombrado Bienvenido Ogando Matos (preso) como au-
tor del crimen de Hocimidio Voluntario, en perjuicio de la 
que en vida se llamó Carmen F. Almonte Lora y de heridas 
que causaron la muerte, en perjuicio del que también en 
vida respondía al nombre de José Alt. Ramírez y Ramírez; 
Hecho previsto y penados por los Arts. 295, 304 párrafo II 
y 309 del Código Penal; Segundo: Ordenar, como al efecto 
Ordenamos, que las actuaciones de Instrucción así como 
un estado de los documentos y objetos que han de obrar 
como elementos de convicción, sean transmitidos por nues-
tro Secretario; inmediatamente después de expirado el pla-
zo del recurso de apelación a que es susceptible esta Provi-
dencia, al Magistrado Procurador Fiscal del D. N. para los 
fines de ley correspondientes .. . "; b) Que regularmente 
apoderado del caso la Sexta Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fe- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 26 de febrero de 
1969, a requerimiento del Dr. Quintino Ramírez Sánchez, 
cédula 22979, serie 18, abogado del acusado recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código Pe-
nal; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de la muerte violenta de Carmen Francisca Almonte Lora 
y José Antonio Ramírez, acaecida el 18 de agosto de 1967 en 
la ciudad de Santo Domingo, el Magistrado Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, requirió del Juez de Instruc-
ción de la Primera Circunscripción, la instrucción de la 
sumara correspondiente, y este Magistrado en fecha 30 de 
octubre de 1967, rindió una Providencia Calificativa, con 
el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Primero: Declarar, 
como al efecto Declaramos, que hay cargos e indicios sufi-
cientes, para sindicar y enviar ante el Tribunal Criminal, 
al nombrado Bienvenido Ogando Matos (preso) como au-
tor del crimen de Hocimidio Voluntario, en perjuicio de la 
que en vida se llamó Carmen F. Almonte Lora y de heridas 
que causaron la muerte, en perjuicio del que también en 
vida respondía al nombre de José Alt. Ramírez y Ramírez; 
Hecho previsto y penados por los Arts. 295, 304 párrafo II 
y 309 del Código Penal; Segundo: Ordenar, como al efecto 
Ordenamos, que las actuaciones de Instrucción así como 
un estado de los documentos y objetos que han de obrar 
como elementos de convicción, sean transmitidos por nues-
tro Secretario; inmediatamente después de expirado el pla-
zo del recurso de apelación a que es susceptible esta Provi-
dencia, al Magistrado Procurador Fiscal del D. N. para los 
fines de ley correspondientes .. ."; b) Que regularmente 
apoderado del caso la Sexta Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fe- 
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Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustitúto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupa.ni, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad_de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 9 de marzo del 1970, arios 127Q de 
la Independencia y 107" de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Ogando Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, 
ex-militar, domiciliado y residente en la Nicolás de Ovan-
do No. 451, de esta ciudad, cédula No. 8649, serie 11, con-
tra la sentencia de fecha 21 de febrero de 1969, dictada en 
sus atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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cha 23 de octubre de 1968 una sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado en el de la ahora impugnada; c) Que sobre 
recursos del acusado y del Ministerio Público, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, rindió en fecha 21 de febre- , 
ro de 1969, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regulares 
y válidos en cuanto a la forma, los recursos de apelación 
interpuestos en fecha 23 de octubre de 1968, por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Nacional y el 
acusado Bienvenido Ogando Matos, contra sentencia dicta-
da en la misma fecha y año antes indicados, por la Sexta 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Se declara a Bienvenido Ogando Matos, de gene-
rales que constan, culpable del crimen de homicidio volun-
tario, en perjuicio de quien en vida se llamó Carmen Al-
monte Lora y del crimen de heridas voluntarias que cau-
sexon la muerte en perjuicio de quign en vida se llamó José 
Antonio Ramírez y Ramírez, y en consecuencia lo condena 
a sufrir veinte años de trabajos públicos; Segundo: Lo con-
dena además al pago de las costas"; por haberlos interpues-
tos de acuerdo con las prescripciones legales que regulan 
la materia; Segundo: Declara al acusado Bienvenido Ogan-
do Matos, culpable de haber cometido simultáneamente los 
crímenes de homicidios voluntarios, en perjuicio de los que 
en vida respondían a los nombres de Carmen Francisco Al-
monte Lora (menor de edad) y José Antonio Ramírez y Ra-
mírez, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de 
veinte años (20) de trabajos públicos, y al pago de las 
costas acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, mo-
dificando la sentencia apelada; Tercero: Condena a dicho 
acusado Bienvenido Ogando Matos, al pago de las costas 
penales de la presente alzada"; 

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dió por establecido los  

siguientes hechos: "a) que el día 18 de agosto de 1967, 
alrededor de las ocho de la noche mientras el nombrado 
José Antonio Ramírez se encontraba bailando con la menor 
Carmen Francisca Almonte Lora en una pequeña "barra" 
propiedad de la nombrada Antonia del Carmen García, se 
presentó allí el Raso de la Policía Nacional Bienvenido 
Ogando. Matos y disparó voluntatriamente con un revólver 
sobre la referida menor y luego contra su acompañante, Jo-
sé Antonio Ramírez; y b)— que como consecuencia de las 
heridas recibidas, tanto la menor como su acompañante 
fallecieron en el hospital "Salvador B. Gautier", donde fue-
ron conducidos después de recibir las heridas"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran los elementos constitutivos del crimen de homicidio vo-
luntario, seguido de otro homicidio voluntario, hecho pre-
visto por el artículo 295 del Código Penal, y sancionado por 
el artículo 304 del mismo Código, con la pena de treinta 
años de trabajos públicos; que, en consecuencia, al conde-
nar al acusado, después de declararlo culpable a veinte años 
de trabajos públicos, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada 
a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bienvenido Ogando Matos contra la 
sentencia de fecha 21 de febrero de 1969, dictada en sus 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al acusado re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen- 
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cha 23 de octubre de 1968 una sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado en el de la ahora impugnada; e) Que sobre 
recursos del acusado y del Ministerio Público, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, rindió en fecha 21 de febre-
ro de 1969, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regulares 
y válidos en cuanto a la forma, los recursos de apelación 
interpuestos en fecha 23 de octubre de 1968, por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Nacional y el 
acusado Bienvenido Ogando Matos, contra sentencia dicta-
da en la misma fecha y año antes indicados, por la Sexta 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Se declara a Bienvenido Ogando Matos, de gene-
rales que constan, culpable del crimen de homicidio volun-
tario, en perjuicio de quien en vida se llamó Carmen Al-
monte Lora y del crimen de heridas voluntarias que cau-
saron la muerte en perjuicio de quien en vida se llamó .  José 
Antonio Ramírez y Ramírez, y en consecuencia to condena 
a sufrir veinte años de trabajos públicos; Segundo: Lo con-
dena además al pago de las costas"; por haberlos interpues-
tos de acuerdo con las prescripciones legales que regulan 
la materia; Segundo: Declara al acusado Bienvenido Ogan-
do Matos, culpable de haber cometido simultáneamente los 
crímenes de homicidios voluntarios, en perjuicio de los que 
en vida respondían a los nombres de Carmen Francisco Al-
monte Lora (menor de edad) y José Antonio Ramírez y Ra-
mírez, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de 
veinte años (20) de trabajos públicos, y al pago de las 
costas acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, mo-
dificando la sentencia apelada; Tercero: Condena a dicho 
acusado Bienvenido Ogando Matos, al pago de las costas 
penales de la presente alzada"; 

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dió por establecido los  

siguientes hechos: "a) que el día 18 de agosto de 1967, 
alrededor de las ocho de la noche mientras el nombrado 
José Antonio Ramírez se encontraba bailando con la menor 
Carmen Francisca Almonte Lora en una pequeña "barra" 
propiedad de la nombrada Antonia del Carmen García, se 
presentó allí el Raso de la Policía Nacional Bienvenido 
Ogando. Matos y disparó voluntatriamente con un revólver 
sobre la referida menor y luego contra su acompañante, Jo-
sé Antonio Ramírez; y b)— que como consecuencia de las 
heridas recibidas, tanto la menor como su acompañante 
fallecieron en el hospital "Salvador B. Gautier", donde fue-
ron conducidos después de recibir las heridas"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran los elementos constitutivos del crimen de homicidio vo-
luntario, seguido de otro homicidio voluntario, hecho pre-
visto por el artículo 295 del Código Penal, y sancionado por 
el artículo 304 del mismo Código, con la pena de treinta 
años de trabajos públicos; que, en consecuencia, al conde-
nar al acusado, después de declararlo culpable a veinte años 
de trabajos públicos, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada 
a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bienvenido Ogando Matos contra la 
sentencia de fecha 21 de febrero de 1969, dictada en sus 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al acusado re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen- 



ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras .— Joaquín M. Alvarez Pe-5 
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1970 

Sentenciaimpugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 26 de septiembre de 1969 

Materia: Criminal 

Recurrente: Justiniano del Orbe Duarte 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 9 de marzo del año 1970, años 127Q de 
la Independencia y 107 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la sigu:ente, sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Justiniano 
del Orbe Duarte, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en la Sec. El Guayabo, municipio de Na-
gua, cédula No. 5873, serie 59, contra la sentencia de fecha 
26 de septiembre de 1969, dictada en sus atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-1 
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1970 

Sentenciaimpugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 26 de septiembre de 1969 

Materia: Criminal 

Recurrente: Justiniano del Orbe Duarte 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 9 de marzo del año 1970, años 127 9  de 
la Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la sigu:ente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Justiniano 
del Orbe Duarte, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en la Sec. El Guayabo, municipio de Na-
gua, cédula No. 5873, serie 59, contra la sentencia de fecha 
26 de septiembre de 1969, dictada en sus atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de septiembre 
de 1969, en 1 a cual no se expone ningún vicio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código Pe-
nal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la muerte violenta de Ramón Solís Sánchez, acaecida 
el día,28 de noviembre de 1967 en la sección de "El Gua-
yabo", del municipio de Nagua, el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicialde María Trinidad Sánchez, re-
quirió del Juez de Instrucción del mismo, la instrucción de 
la sumara correspondiente, y éste funcionario, después de 
instruir dicha sumaria, dictó en fecha 30 de enero de 1968, 
una Providencia Calificativa, con el siguiente clispostvo: 
"RESOLVEMOS: Declarar, como al efecto Declaramos, que 
existen cargos, indicios y presunciones suficientemente gra-
ves, para inculpar al procesado Justiniano del Orbe Duar-
te (Coli), de generales anotadas, como autor del crimen de 
Homicidio Voluntario, en la persona de quien en vida res-
pondía al nombre de Ramón Solís Sánchez, hecho ocurrido 
en la Sec. El Guayabo, paraje Puerca Gorda de este mu-
nicipio, en fecha 28 de noviembre de 1967; Mandamos y Or-
denamos: Primero: Que el proceso puesto a cargo del nom-
brado Justiniano del Orbe Duarte (Coli), sea enviado por 
ante el Tribunal Criminal, para que responda de los hechos 
puestos a su cargo y allí se le juzgue conforme a la ley; 
Segundo: Que No ha lugar, en cuanto al nombrado Ercilio 
Duarte Frías (Papio), por no haber tenido participación 
alguna en dicho crimen; Tercero: Que la Presente Provi-
dencia Calificativa sea notificada por Sec. al Mag. Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial, en su Despacho, y al  

procesado Justiniano del Orbe Duarte (Coli), en nuestro 
Despacho; Cuarto: Que las actuaciones de la Instrucción y 
un estado de los documentos que integran el proceso y que 
hayan de obrar como elementos de la convicción, sean trans-
mitidos al Magistrado Procurador Fiscal, citado, para los 
fines legales correspondientes, después de expirar el plazo 
de apelación que es suceptible esta providencia"; b) Que 
el Juzgado de Primera ,Instancia del Distrito Judicial de 
Maríá Trinidad Sánchez, regularmente apoderado, dictó en 
fecha 19 de agosto de 1968, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara culpable a 
Justiniano del Orben Duarte (Coli), del crimen de homi-
cidio voluntario en la persona de Ramón Solís Sánchez, y, 
en consecuencia, se condena a sufrir la pena de diecisiete 
años de trabajos públicos y al pago de las costas penales; 
SEGUNDO: Se declara buena y válida, la constitución en 
parte civil hecha en audiencia por las señoras Rosa Tave-
ras Martínez y Cándida Damián, en representación de sus 
hijos menores, representadas por el Dr. P. Caonabo Antonio 
y Santana, contra el acusado Justiniano del Orbe Duarte 
(Coli), por ser ajustada a la Ley; TERCERO: Se condena 
a Justiniano del Orbe Duarte (Coli), al pago de una in-
demnización de Veinticinco Mil Pesos Oro en favor de la 
parte civil constituida, por los daños morales y materiales 
experimentados"; c) Que sobre recurso del acusado, la Cor-
te de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó en fe-
cha 26 de septiembre de 1969, la sentencia ahora impugna-
da en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el acusado Justiniano del Orbe Duarte (Co-
li), contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 19 
de agosto de 1968, que lo condenó a 17 años de trabajos 
públicos y al pago de una indemnización de RD25,000.00, 
en favor de la parte civil constituída, por el crimen de Ho-
micidio Voluntario en perjuicio de Ramón Solís Sánchez; 



SI 

BOLETIN JUDICIAL 	 477 

procesado Justiniano del Orbe Duarte (Coli), en nuestro 
Despacho; Cuarto: 5. 	 Que las actuaciones de la Instrucción y 
un estado de los documentos que integran el proceso y que 
hayan de obrar como elementos de la convicción, sean trans-
mitidos al Magistrado Procurador Fiscal, citado, para los 
fines legales correspondientes, después de expirar el plazo 
de apelación que es suceptible esta providencia"; b) Que 
el Juzgado de Primera ,Instancia del Distrito Judicial de 
Maríá Trinidad Sánchez, regularmente apoderado, dictó en 
fecha 19 de agosto de 1968, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara culpable a 
Justiniano del Orben Duarte (Coli), del crimen de homi-
cidio voluntario en la persona de Ramón Solís Sánchez, y, 
en consecuencia, se condena a sufrir la pena de diecisiete 
años de trabajos públicos y al pago de las costas penales; 
SEGUNDO: Se declara buena y válida, la constitución en 
parte civil hecha en audiencia por las señoras Rosa Tave-
ras Martínez y Cándida Damián, en representación de sus 
hijos menores, representadas por el Dr. P. Caonabo Antonio 
y Santana, contra el acusado Justiniano del Orbe Duarte 
(Coli), por ser ajustada a la Ley; TERCERO: Se condena 
a Justiniano del Orbe Duarte (Coli), al pago de una in-
demnización de Veinticinco Mil Pesos Oro en favor de la 
parte civil constituida, por los daños morales y materiales 
experimentados"; c) Que sobre recurso del acusado, la Cor-
te de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó en fe-
cha 26 de septiembre de 1969, la sentencia ahora impugna-
da en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el acusado Justiniano del Orbe Duarte (Co-
li), contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 19 
de agosto de 1968, que lo condenó a 17 años de trabajos 
públicos y al pago de una indemnización de RD25,000.00, 
en favor de la parte civil constituida, por el crimen de Ho-
micidio Voluntario en perjuicio de Ramón Solís Sánchez; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en 1 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de septiembr  
de 1969, en 1 a cual no se expone ningún vicio determinas. 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delito 
berado, y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código Pe-
nal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la muerte violenta de Ramón Solís Sánchez, acaecida 
el día,28 de noviembre de 1967 en la sección de "El Gua-
yabo", del municipio de Nagua, el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicialde María Trinidad Sánchez, re-
quirió del Juez de Instrucción del mismo, la instrucción de 
la sumara correspondiente, y éste funcionario, después de 
instruir dicha sumaria, dictó en fecha 30 de enero de 1968, 
una Providencia Calificativa, con el siguiente clispostvo: 
"RESOLVEMOS: Declarar, como al efecto Declaramos, que 
existen cargos, indicios y presunciones suficientemente gra-
ves, para inculpar al procesado Justiniano del Orbe Duar-
te (Coli), de generales anotadas, como autor del crimen de 
Homicidio Voluntario, en la persona de quien en vida res-
pondía al nombre de Ramón Solís Sánchez, hecho ocurrido 
en la Sec. El Guayabo, paraje Puerca Gorda de este mu-
nicipio, en fecha 28 de noviembre de 1967; Mandamos y Or-
denamos: Primero: Que el proceso puesto a cargo del nom-
brado Justiniano del Orbe Duarte (Coli), sea enviado por 
ante el Tribunal Criminal, para que responda de los hechos 
puestos a su cargo y allí se le juzgue conforme a la ley; 
Segundo: Que No ha lugar, en cuanto al nombrado Ercilio 
Duarte Frías (Papio), por no haber tenido participación 
alguna en dicho crimen; Tercero: Que la Presente Provi-
dencia Calificativa sea notificada por Sec. al Mag. Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial, en su Despacho, y al 
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SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida; TERCERO: Condena al acusado al pago de las 
costas"; 

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dió por establecido que 
el día 28 de noviembre de 1968, gl acusado Justniano del 
Orbe Duarte le infirió voluntariamente a Ramón Solís Sán-
chez, ocho heridas con el machete que portaba, como con-
secuencia de las cuales murió inmediatamente; que el he-
cho ocurrió en el paraje de "Puerca Gorda", de la sección de 
"El Guayabo" del municipio de Nagua, al encontrarse am-
bos en el camino real, y que entre ellos existía enemistad 
porque la víctima había sorprendido al acusado dentro de 
una finca de la propiedad del primero, "robándole cacao"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el crimen de homicidio voluntario, previsto por el ar-
tículo 295 del Código Penal, y sancionado por el artículo 
304 en combinación con el artículo 18 del mismo Código, 
con la pena de tres a veinte años de trabajos públicos; que, 
el  consecuencia al condenar la Corte a-qua al acusado, des-
pués de declararlo culpable, a 17 años de trabajos públicos, 
le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el crimen cometido por el acusado ocasionó da-
ños y perjuicios morales y materiales a las menores Espa-
minonda, Demóstenes Osiris y Alba Linda Anacaona Solís, 
hijas de la víctima, coostituídas en parte civil, cuyo monto 
apreció soberanamente y fijó en RD$25,000.00; que, en 
consecuencia al condenar al acusado al pago de esa suma, 
a título de indemnización, y en favor de las personas cons-
tituídas en parte civil, la Corte a-qua hizo una ajustada apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que ame-
rite su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Justniano del Orbe Duarte, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en fecha 26 de septiembre de 1969, en sus 
atribuciones criminales, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al acu-
sado recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.-- Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia Ernesto Curiel hijo, Secretario General . 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida; TERCERO: Condena al acusado al pago de las 
costas"; 

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dió por establecido que 
el día 28 de noviembre de 1968, el acusado Justniano del 
Orbe Duarte le infirió voluntariamente a Ramón Solís Sán-
chez, ocho heridas con el machete que portaba, como con-
secuencia de las cuales murió inmediatamente; que el he-
cho ocurrió en el paraje de "Puerca Gorda", de la sección de 
"El Guayabo" del municipio de Nagua, al encontrarse am-
bos en el camino real, y que entre ellos existía enemistad 
porque la víctima había sorprendido al acusado dentro de 
una finca de la propiedad del primero, "robándole cacao"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el crimen de homicidio voluntario, previsto por el ar-
tículo 295 del Código Penal, y sancionado por el artículo 
304 en combinación con el artículo 18 del mismo Código, 
con la pena de tres a veinte años de trabajos públicos; que, 
el consecuencia al condenar la Corte a-qua al acusado, des-
pués de declararlo culpable, a 17 años de trabajos públicos, 
le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el crimen cometido por el acusado ocasionó da-
ños y perjuicios morales y materiales a las menores Espa-
minonda, Demóstenes Osiris y Alba Linda Anacaona Solís, 
hijas de la víctima, constituidas en parte civil, cuyo monto 
apreció soberanamente y fijó en RD$25,000.00; que, en 
consecuencia al condenar al acusado al pago de esa suma, 
a título de indemnización, y en favor de las personas cons-
tituidas en parte civil, la Corte a-qua hizo una ajustada apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil; 
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Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que ame-
rite su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Justniano del Orbe Duarte, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en fecha 26 de septiembre de 1969, en sus 
atribuciones criminales, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al acu-
sado recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General . 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana, de fecha 20 de diciembre de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: José Ramírez 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

'En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 del mes de marzo de 1970, años 
1279 de la Independencia y 107 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
mírez, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula 
No. 12701, serie 12, residente en la calle Juan Pablo Pina 
esquina Luperón de la ciudad de San Juan de la Maguana, 
contra la sentencia de fecha 20 de diciembre de 1968, dic-
tada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 4 de febrero de 
1969, a requerimiento del Lic. Angel S. Canó Pelletier, cé-
dula No. 334, serie 10, abogado del recurrente, y en repre-
sentación de éste, en la cual no invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5771, de 1961, sobre accidente producidos con el manejo 
de vehículos de motor; 10 de la Ley No. 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de motor; 1382 y 
1384 del Código Civil; 1 y 5 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 13 de di-
ciembre de 1965, en la carretera Sánchez, en el tramo San 
Juan-Las Matas de Farfán, la Policía Nacional sometió a 
la acción de la Justicia represiva a Ramón Leandro de los 
Santos Piña y José Ramírez; b) Que apoderado regular-
mente del caso el Juzgado de Primera Instancia de San 
Juan de la Maguana, dictó en fecha 30 de enero de 1968, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero: Se de-
claran buenas y válidas en cuanto a la forma, las constitu-
ciones en parte civil, hechas por: a) Carmelina Peña, ma-
dre del difunto menor de edad Aníbal Peña; Daniela de 
Oleo, Altagracia Adames y Consuelo de los Santos, contra 
la señora María del Socorro García y la Cía. de Seguros 
"La Aguilar" S. A.; b) José Ramírez (a) Gringo contra el 
Dr. Rafael Acra Diep; c) Ana Josefa Figuereo —madre de 
la difunta Adelfa Margarita Figuereo contra el doctor Acra 
Diep, Ramón Leandro de los Santos Piña, María del Soco- 
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SENTENO!1A DE FECHA 11 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana, de fecha 20 .de diciembre de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: José Ramírez 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

'En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 del mes de marzo de 1970, años 
1279 de la Independencia y 107v de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
mírez, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula 
No. 12701, serie 12, residente en la calle Juan Pablo Pina 
esquina Luperón de la ciudad de San Juan de la Maguana, 
contra la sentencia de fecha 20 de diciembre de 1968, dic-
tada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del col; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 4 de febrero de 
1969, a requerimiento del Lic. Angel S. Canó Pelletier, cé-
dula No. 334, serie 10, abogado del recurrente, y en repre-
sentación de éste, en la cual no invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5771, de 1961, sobre accidente producidos con el manejo 
de vehículos de motor; 10 de la Ley No. 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de motor; 1382 y 
1384 del Código Civil; 1 y 5 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 13 de di-
ciembre de 1965, en la carretera Sánchez, en el tramo San 
Juan-Las Matas de Farfán, la Policía Nacional sometió a 
la acción de la Justicia represiva a Ramón Leandro de los 
Santos Piña y José Ramírez; b) Que apoderado regular-
mente del caso el Juzgado de Primera Instancia de San 
Juan de la Maguana, dictó en fecha 30 de enero de 1968, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero: Se de-
claran buenas y válidas en cuanto a la forma, las constitu-
ciones en parte civil, hechas por: a) Carmelina Peña, ma-
dre del difunto menor de edad Aníbal Peña; Daniela de 
Oleo, Altagracia Adames y Consuelo de los Santos, contra 
la señora María del Socorro García y la Cía. de Seguros 
"La Aguilar" S. A.; b) José Ramírez (a) Gringo contra el 
Dr. Rafael Acra Diep; c) Ana Josefa Figuereo —madre de 
la difunta Adelfa Margarita Figuereo contra el doctor Acra 
Diep, Ramón Leandro de los Santos Piña, María del Soco- 
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rro García, José Ramírez (a) Gringo y "La Aguilar" S. A.; 
d) Apolinar de los Santos y María Alcántara padres 
de la menor Amarisol Alcántara (a) Marisol contra 
María del Socorro García y "La Aguilar" S. A.; Se-
contra María del Socorro García y "La Aguilar" S. A.; Se-
gundo: Se declara a José Ramírez (a) Gringo, de generales 
anotadas, culpable del delito de golpes involuntarios (Vio-
lación a la Ley No. 5771), que ocasionaron la muerte a los 
que respondían a los nombres de Aníbal Peña y Adelfa 
Margarita Figuereo, y de golpes involuntarios (Violación 
Ley No. 5771), en perjuicio de Amable de los Santos, Be-
lisario Bueno, José Romero, Amarisol Alcántara (a) Mari-
sol, Damiana Ramírez, Ramón Orlando Feliz, Enércida de 
los Santos, Rubén Darío Piña, Dr. Felipe Herrera, Seno-
bia Bautista, Danelia de Oleo, Altagracia Adames, Carmen 
Luis Adames, Apolinar de los Santos, Julio C. Ramírez, 
Consuelo de los Santos; Tercero: Se condena al nombrado 
José Ramírez (a) Gringo, a Cien Pesos Oro (RD$100.00) de 
multa y costas; Cuarto: Se declara a Leandro de los Santos 
Piña, no culpable del delito que se le imputa (Violación a 
la Ley No. 5771), por insuficiencias de pruebas; Se decla-
ran de oficio las costas en cuanto a él; Quinto: a) Se con-
dena a la señora María del Socorro García, a pagar inme-
diatamente a las señoras Carmelina Peña, Danelia de Oleo, 
Altagracia Adames y Enércida de los Santos, la suma de 
RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro M-N), RD$400.00 (Cua-
trocientos Pesos Oro), RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro 
M-N) y RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro M-N) respec-
tivamente como justa reparación a los daños y perjuicios 
morales y materiales que le ha ocasionado con el presente 
hecho el nombrado José Ramírez (a) Gringo; b) Se conde- 
na a la señora María del Socorro García al pago de las 
costas civiles con distracción de las mismas en provecho 
del licenciado Angel Salvador Canó Pelletier, quien afir- 
ma haberlas avanzado en su totalidad; e) Se declara esta 
sentencia oponible a "La Aguilar" S. A.; Sexto: Se recha- 
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zan por improcedentes y mal fundados los pedimentos del 
señor José Ramírez (a) Gringo; b) Se condena al señor 
José Ramírez (a) Gringo al pago de las costas civiles del 
procedimiento y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Leo F. Nanita Cuello, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Séptimo: a) Se rechazan 
los pedimentos hechos por Ana Josefa Figuereo por impro-
cedentes y mal fundados, en lo que respecta al Dr. Rafael 
Acra Diep; b) Se condena a la señora Ana Josefa Figuereo, 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
las mismas en favor del Dr. Leo F. Nanita Cuello, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; e) Se da acta al 
Dr. Leo F. Nanita Cuello de que en el expediente no exis-
te ningún mandato otorgado por el Dr. Acra Diep al señor 
Ramón Leandro de los Santos Piña; Octavo: a) Se conde-
na a María del Socorro García, a pagar inmediatatmente a 
la señora Ana Josefa Figuereo una indemnización de Tres 
Mil Pesos Oro M-N) RD$3,000.00, como justa reparación de 
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por 
ésta con motivo de la muerte de su hija Adelfa Margarita 
Figuereo; b) Se condena a la señora María del Socorro Gar-
cía, al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho de los doctores Manuel ¿le Js. González y 
Milcíades Tejeda, quienes afirman haberlas avanzado en 
su mayor parte; c) Se declara esta sentencia oponible a la 
Cía. de Seguros "La Aguilar" S. A. en su condición de ase-
guradora del vehículo propiedad de la señora María del 
Socorro García; d) Condena a la Cía. de Seguros "La Agui-
lar" S. A. al pago de las costas civiles en provecho de los 
doctores Manuel de Js. González y Milcíades Tejeda, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte en los 
límites del contrato de seguro la oponibilidad; Noveno: a) 
Se condena a la señora María del Socorro García a pagar 
inmediatamente a Apolinar de los Santos y a María Al-
cántara una indemnización de RD$400.00 (Cuatrocientos 
Pess Oro M-N), a cada uno por los daños y perjuicios mo- 
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rro García, José Ramírez (a) Gringo y "La Aguilar" S. A.; 
d) Apolinar de los S2 ratos y María Alcántara padres 
de la menor Amarisol Alcántara (a) Marisol contra 
María del Socorro García y "La Aguilar" S. A.; Se. 
contra María del Socorro García y "La Aguilar" S. A.; Se-
gundo: Se declara a José Ramírez (a) Gringo, de generales 
anotadas, culpable del delito de golpes involuntarios (Vio-
lación a la Ley No. 5771), que ocasionaron la muerte a los 
que respondían a los nombres de Aníbal Peña ya  Aelfa 

Margarita Figuereo, y de golpes involuntarios (Violación 
Ley No. 5771), en perjuicio de Amable de los Santos, Be-
lisario Bueno, José Romero, Amarisol Alcántara (a) Mari-
sol, Damiana Ramírez, Ramón Orlando Féliz, Enércida de 
los Santos, Rubén Darío Piña, Dr. Felipe Herrera, Seno-
bia Bautista, Danelia de Oleo, Altagracia Adames, Carmen 
Luis Adames, Apolinar de los Santos, Julio C. Ramírez, 

Consuelo de los Santos; Tercero: Se condena al nombrado 
José Ramírez (a) Gringo, a Cien Pesos Oro (RD$100.00) de 
multa y costas; Cuarto: Se declara a Leandro de los Santos 
Piña, no culpable del delito que se le imputa (Violación a 
la Ley No. 5771), por insuficiencias de pruebas; Se decla-
ran de oficio las costas en cuanto a él; Quinto: a) Se con-
dena a la señora María del Socorro García, a pagar inme-
diatamente a las señoras Carmelina Peña, Danelia de Oleo, 
Altagracia Adames y Enércida de los Santos, la suma de 
RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro M-N), RD$400.00 (Cua-
trocientos Pesos Oro), RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro 
M-N) y RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro M-N) respec-
tivamente como justa reparación a los daños y perjuicios 
morales y materiales que le ha ocasionado con el presente 
hecho el nombrado José Ramírez (a) Gringo; b) Se conde-
na a la señora María del Socorro García al pago de las 
costas civiles con distracción de las mismas en provecho 
del licenciado Angel Salvador Canó Pelletier, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; c) Se declara esta 

sentencia oponible a "La Aguilar" S. A.; Sexto: Se recha- 
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zan por improcedentes y mal fundados los pedimentos del 
señor José Ramírez (a) Gringo; b) Se condena al señor 
José Ramírez (a) Gringo al pago de las costas civiles del 
procedimiento y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Leo F. Nanita Cuello, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Séptimo: a) Se rechazan 
los pedimentos hechos por Ana Josefa Figuereo por impro-
cedentes y mal fundados, en lo que respecta al Dr. Rafael 
Acra Diep; b) Se condena a la señora Ana Josefa Figuereo, 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
las mismas en favor del Dr. Leo F. Nanita Cuello, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; c) Se da acta al 
Dr. Leo F. Nanita Cuello de que en el expediente no exis-
te ningún mandato otorgado por el Dr. Acra Diep a] señor 
Ramón Leandro de los Santos Piña; Octavo: a) Se conde-
na a María del Socorro García, a pagar inmediatatmente a 
la señora Ana Josefa Figuereo una indemnización de Tres 
Mil Pesos Oro M-N) RD$3,000.00, como justa reparación de 
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por 
ésta con motivo de la muerte de su hija Adelfa Margarita 
Figuereo; b) Se condena a la señora María del Socorro Gar-
cía, al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho de los doctores Manuel de Js. González y 
Milcíades Tejeda, quienes afirman haberlas avanzado en 
su mayor parte; c) Se declara esta sentencia oponible a la 
Cía. de Seguros "La Aguilar" S. A. en su condición de ase-
guradora del vehículo propiedad de la señora María del 
Socorro García; d) Condena a la Cía. de Seguros "La Agui-
lar" S. A. al pago de las costas civiles en provecho de los 
doctores Manuel de Js. González y Milcíades Tejeda, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte en los 
límites del contrato de seguro la oponibilidad; Noveno: a) 
Se condena a la señora María del Socorro García a pagar 
inmediatamente a Apolinar de los Santos y a María Al-
cántara una indemnización de RD$400.00 (Cuatrocientos 
Pess Oro M-N), a cada uno por los daños y perjuicios mo- 
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rales y materiales que recibieron con el citado accidente, 
en el cual resultaron heridos el propio Apolinar de los 
Santos y la menor Amarisol Alcántara (a) Marisol; b) Se 
condena a María del Socorro García al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho de los 
doctor'es Máximo H. Piña Fuello y Juan Bautista López, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; c) Se 
rechazan los pedimentos en, contra de Ramón Leandro Pi-
ña; d) Se declara esta sentencia oponible a "La Aguilar" 
S. A., por estar el vehículo conducido por José Ramírez 
(a) Gringo, asegurado por esa Compañía; Décimo: Se de-
clara inadmisible por improcedente los pedimentos hechos 
por el doctor Héctor Cabral Ortega a nombre de los señores 
Amable de los Santos Piña, Ramón Leandro de los Santbs 
Piña y Rubén Darío Piña"; e) Que sobre recursos del pre-
venido José Ramírez, de María del Socorro García, perso-
na puesta en causa como civilmente responsable, y de la 
Compañía aseguradora, la Corte de Apelación de San Juan 
dictó en fecha 20 de diciembre de 198, la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular en la forma los recursos de apelación, in-
tentados por el doctor Tomán Suzaña Herrera, a nombre y 
representación de la señora María del Socorro García y 
de la Compañía de Seguros "La Aguilar" S. A. y por el 
licenciado Angel Salvador Canó Pelletier, a nombre y re-
presentación del señor José Ramírez (a) Gringo, contra 
sentencia correccional del Juzgado de Primera Instancia 
de San Juan, de fecha 30 de enero de 1968, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte de esta sentencia. Segundo: Pronun-
cia el defecto contra la señora María del Socorro García, 
por no haber comparecido a esta audiencia, para la cual 
fue legalmente citada. Tercero: Modifica la sentencia ape-
lada en cuanto al monto de la indemnización impuesta, y 
en consecuencia, condena a la señora María del Socorro 
García, en su calidad de comitente del señor José Ramírez 
(a) Gringo, a pagar una indemnización en favor de: a) Se- 

ñora Carmelina  Peña, la suma de Dos Mil Doscientos Cin-
cuenta Pesos (RD$2,250.00); b) Señora Ana Josefa Figue-
reo, la suma de Dos Mil Doscientos Cincuenta Pesos (RD$-
2,250.00); y c) Daniela de Oleo, Altagracia Mames, Enérci-
da de los Santos, María Altagracia Alcántara y Apolinar 
de los Santos, la suma de Trescientos Pesos Oro Dominica-
nos (RD$300.00), cada uno, por los daños morales y mate-
riales sufridos por ellos, declarando este monto a la Com-
pañía de Seguros "La Aguilar" S. A. Cuarto: Condena a 
la señora María del Socorro García, al pago de las costas 
civiles de la alzada, con distracción en favor de los docto-
res Manuel de Jesús González Féliz, Milcíades Tejeda, Juan 
López, Máximo Piña Puello y Licdo. Angel Salvador Canó 
Pelletier, quienes afirman, los dos primeros, haberlas avan-
zado en su mayor parte y los otros en su totalidad. Quinto: 
Se Rechazan las conclusiones presentadas por el Licdo. An-
gel Salvador Canó Pelletier, a nombre y representación 
del señor José Ramírez (a) Gringo, por improcedentes y 
mal fundadas en derecho, y condena a éste al pago de las 
costas civiles, con distracción en favor del doctor Leo F. 
Nanita Cuello abogado, que afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. Sexto: Confirma la sentencia apelada en los 
demás aspectos y hasta el límite en que ha sido apoderada 
esta Corte"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecidos 
los siguientes hechos: "a) que en fecha (13) del mes de di-
ciembre del mil novecientos sesenta y cinco (1965), mien-
tras transitaba por la carretera Sánchez, tramo compren-
dido entre San Juan de la Maguana y Las Matas de Farfán, 
en el kilómetro ocho de dicha carretera, siendo las 5:30 a. 
In., se produjo una colisión entre los carros placa privada 
No. 8418 marca Chevrolet impala conducido por Leandro 
de los Santos Piña, quien dice ser su propietario pero que en 
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rales y materiales que recibieron con el citado accidente, 
en el cual resultaron heridos el propio Apolinar de los 
Santos y la menor Amarisol Alcántara (a) Marisol; b) Se 
condena a María del Socorro García al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho de los 
doctor:es Máximo H. Piña Fuello y Juan Bautista López, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; c) Se 
rechazan los pedimentos en contra de Ramón Leandro Pi-
ña; d) Se declara esta sentencia oponible a "La Aguilar" 
S. A., por estar el vehículo conducido por José Ramírez 
(a) Gringo, asegurado por esa Compañía; Décimo: Se de-
clara inadmisible por improcedente los pedimentos hechos 
por el doctor Héctor Cabral Ortega a nombre de los señores 
Amable de los Santos Piña, Ramón Leandro de los Santbs 
Piña y Rubén Darío Piña"; e) Que sobre recursos del pre-
venido José Ramírez, de María del Socorro García, perso-
na puesta en causa como civilmente responsable, y de la 
Compañía aseguradora, la Corte de Apelación de San Juan 
dictó en fecha 20 de diciembre de 198, la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 

Declara regular en la forma los recursos de apelación, in-
tentados por el doctor Tomán Suzaña Herrera, a nombre y 
representación de la señora María del Socorro García y 
de la Compañía de Seguros "La Aguilar" S. A. y por el 

licenciado Angel Salvador Canó Pelletier, a nombre y re-
presentación del señor José Ramírez (a) Gringo, contra 
sentencia correccional del Juzgado de Primera Instancia 
de San Juan, de fecha 30 de enero de 1968, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte de esta sentencia. Segundo: Pronun-

cia el defecto contra la señora María del Socorro García, 
por no haber comparecido a esta audiencia, para la cual 
fue legalmente citada. Tercero: Modifica la sentencia ape-
lada en cuanto al monto de la indemnización impuesta, y 
en consecuencia, condena a la señora María del Socorro 
García, en su calidad de comitente del señor José Ramírez 
(a) Gringo, a pagar una indemnización en favor de: a) Se- 

ñora Carmelina Peña, la suma de Dos Mil Doscientos Cin-
cuenta Pesos (RD$2,250.00); b) Señora Ana Josefa Figue-
reo, la suma de Dos Mil Doscientos Cincuenta Pesos (RD$- 
2,250.00); y e) Daniela de Oleo, Altagracia Mames, Enérci-
da de los Santos, María Altagracia Alcántara y Apolinar 
de los Santos, la suma de Trescientos Pesos Oro Dominica-
nos (RD$300.00), cada uno, por los, daños morales y mate-
riales sufridos por ellos, declarando este monto a la Com-
pañía de Seguros "La Aguilar" S. A. Cuarto: Condena a 
la señora María del Socorro García, al pago de las costas 
civiles de la alzada, con distracción en favor de los docto-
res Manuel de Jesús González Féliz, Milcíades Tejeda, Juan 
López, Máximo Piña Fuello y Licdo. Angel Salvador Canó 
Pelletier, quienes afirman, los dos primeros, haberlas avan-
zado en su mayor parte y los otros en su totalidad. Quinto: 
Se Rechazan las conclusiones presentadas por el Licdo. An-
gel Salvador Canó Pelletier, a nombre y representación 
del señor José Ramírez (a) Gringo, por improcedentes y 
mal fundadas en derecho, y condena a éste al pago de las 
costas civiles, con distracción en favor del doctor Leo F. 
Nanita Cuello abogado, que afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. Sexto: Confirma la sentencia apelada en los 
demás aspectos y hasta el límite en que ha sido apoderada 
esta Corte"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecidos 
los siguientes hechos: "a) que en fecha (13) del mes de di-
ciembre del mil novecientos sesenta y cinco (1965), mien-tras transitaba por la carretera Sánchez, tramo compren-
dido entre San Juan de la Maguana y Las Matas de Farfán, 
en el kilómetro ocho de dicha carretera, siendo las 5:30 a. 
In., se produjo una colisión entre los carros placa privada 
No. 8418 marca Chevrolet impala conducido por Leandro 
de los Santos Piña, quien dice ser su propietario pero que en 
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la matrícula figura a nombre del Dr. Rafael A. Acra Diep, 
y el carro placa pública No. 34972 marca Chevrolet Malifud 
propiedad de María del Socorro García conducido por Jo-
sé Ramírez (a) Gringo, quien transitaba de San Juan de 
la Maguana a Las Matas de Farfán mientras el anterior 
lo hrcía de Las Matas de Farfán a San Juan de la Ma-
guana, en cuya colisión recibieron golpes que causaron la 
muerte a los que en vida respondían a los nombres de Aní-
bal Peña y Adelfa Margarita Figuereo; y golpes diversos 
a Amable de los Santos, Belisario Bueno, José Romero, 
Amarisol Alcántara (a) Marisol, Damiana Ramírez, Ramón 
Orlando Feliz, Enércida de los Santos, Rubén Darío Piña, 
Dr. Felipe Herrera, Senobia Bautista, Daniela de Oleo, Al-
tagracia Aclames, Carmen Luisa Adames, Apolinar de los 
Santos, Julio C. Ramírez y José Ramírez (a) Gringo"; b) 
Que el accidente se produjo porque José Ramírez conducía 
su vehículo a una velocidad excesiva de 75 a 80 kilómetros 
por hora; lo que no debió ser sobre todo porque la carrete-
ra era poco visible por la cantidad de neblina que caía; 
"c) Que dicho Chofer se tiró a su izquierda ocupándole com-
pletamente su derecha a Leandro de los Santos Piña; y d) 
Que el prevenido José Ramírez llevaba en su carro trece pa-
sajeros y ésto le impedía manejar el vehículo con entera li-
bertad, por lo que la Corte considera que el causante de 
dicho accidente lo fue el inculpado José Ramírez (a) 
Gringo"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de 
homicidio y golpes y heridas por imprudencia ocasionados 
con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por 
el artículo 1 de la Ley No. 51771, de 1961 vigente cuando 
ocurrió el hecho, y sancionado por el mismo texto en su pá-
rrafo lro., con la pena de dos a cinco años, y la multa de 
quinientos a dos mil pesos; que, en consecuencia, al con-
denar al acusado, después de declararlo culpable a cien pe-
sos de multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuan- 

tes, y confirmando así el fallo de primera instancia en ese 
aspecto, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el hecho cometido por el prevenido ocasionó 
daños y perjuicios, morales y materiales a las personas 
constituídas en parte civil, y cuyos nombres se indican a 
continuación, y apreció soberanamente y fijó en las sumas 
de RD$2,250.00 para Carmelina Peña; RD$2,250.00 para 
Ana Josefa Figuereo, y RD$300.00 para cada uno, en favor 
de Daniela de Oleo, Altagracia Adames, Enércida de los 
Santos, María Altagracia Alcántara y Apolinar de los San-
tos; que, en consecuencia al condenar a María del Socorro 
García, persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, al pago de esas sumas en favor respectivamente de ca-
da una de esas personas constituidas en parte civil, y a tí-
tulo de indemnización, hizo una ajustada aplicación del ar-
tículo 1384 del Código Civil; que, asimismo al hacer opo-
nibles esas condenaciones a la Compañía aseguradora, pues-
ta en causa en virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955, la citada Corte hizo una correcta aplicación de la 
misma; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido, ella no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Considerando que no procede condenar al prevenido 
recurrente al pago de las costas civiles, porque sus contra-
partes no han comparecido a esta instancia de casación a 
solicitarlo, y dicha condenación no puede pronunciarse de 
oficio; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Ramírez contra la sentencia 
de fecha 20 de diciembre de 1968, dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por la Corte de Apelación de San 
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la matrícula figura a nombre del Dr. Rafael A. Acra Diep, 
y el carro placa pública No. 34972 marca Chevrolet Malifud 
propiedad de María del Socorro García conducido por Jo-
sé Ramírez (a) Gringo, quien transitaba de San Juan de 
la Maguana a Las Matas de Farfán mientras el anterior 
lo }recia de Las Matas de Farfán a San Juan de la Ma-
guana, en cuya colisión recibieron golpes que causaron la 
muerte a los que en vida respondían a los nombres de Aní-
bal Peña y Adelfa Margarita Figuereo; y golpes diversos 
a Amable de los Santos, Belisario Bueno, José Romero, 
Amarisol Alcántara (a) Marisol, Damiana Ramírez, Ramón 
Orlando Féliz, Enércida de los Santos, Rubén Darío Piña, 
Dr. Felipe Herrera, Senobia Bautista, Daniela de Oleo, Al-
tagracia Adames, Carmen Luisa Adames, Apolinar de los 
Santos, Julio C. Ramírez y José Ramírez (a) Gringo"; b) 
Que el accidente se produjo porque José Ramírez conducía 
su vehículo a una velocidad excesiva de 75 a 80 kilómetros 
por hora; lo que no debió ser sobre todo porque la carrete-
ra era poco visible por la cantidad de neblina que caía; 
"c) Que dicho Chofer se tiró a su izquierda ocupándole com-
pletamente su derecha a Leandro de los Santos Piña; y d) 
Que el prevenido José Ramírez llevaba en su carro trece pa-
sajeros y ésto le impedía manejar el vehículo con entera li-
bertad, por lo que la Corte considera que el causante de 
dicho accidente lo fue el inculpado José Ramírez (a) 
Gringo"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de 
homicidio y golpes y heridas por imprudencia ocasionados 
con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por 
el artículo 1 de la Ley No. 51771, de 1961 vigente cuando 
ocurrió el hecho, y sancionado por el mismo texto en su pá-
rrafo lro., con la pena de dos a cinco años, y la multa de 
quinientos a dos mil pesos; que, en consecuencia, al con-
denar al acusado, después de declararlo culpable a cien pe-
sos de multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuan- 

tes, y confirmando así el fallo de primera instancia en ese 
aspecto, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 	_ 

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el hecho cometido por el prevenido ocasionó 
daños y perjuicios, morales y materiales a las personas 
constituidas en parte civil, y cuyos nombres se indican a 
continuación, y apreció soberanamente y fijó en las sumas 
de RD$2,250.00 para • Carmelina Peña; RD$2,250.00 para 
Ana Josefa Figuereo, y RD$300.00 para cada uno, en favor 
de Daniela de Oleo, Altagracia Adames, Enércida de los 
Santos, María Altagracia Alcántara y Apolinar de los San-
tos; que, en consecuencia al condenar a María del Socorro 
García, persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, al pago de esas sumas en favor respectivamente de ca-

< da una de esas personas constituidas en parte civil, y a tí-
tulo de indemnización, hizo una ajustada aplicación del ar-
tículo 1384 del Código Civil; que, asimismo al hacer opo-
nibles esas condenaciones a la Compañía aseguradora, pues-
ta en causa en virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955, la citada Corte hizo una correcta aplicación de la 
misma; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido, ella no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Considerando que no procede condenar al prevenido 
recurrente al pago de las costas civiles, porque sus contra-
partes no han comparecido a esta instancia de casación a 
solicitarlo, y dicha condenación no puede pronunciarse de 

' oficio; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Ramírez contra la sentencia 
de fecha 20 de diciembre de 1968, dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por la Corte de Apelación de San 
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Juan de la Maguana, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma..— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
ralló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada:  Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 16 de abril de 1969 

Materia: Civil 

Recurrente: La Dominicana Industrial de Calzados, C. por A. 

Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela 

Recurrido: Dr. José Antonio Matos 
Abogado: Dr. José Ant. Matos 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
ralló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-

al. 11 	la donde celebra sus audiencias, en le, ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 
de marzo de 1970, años 127° de la Independencia y 1079 de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

II.  
Sobre el recurso de casación interpuesto por la Domi-

nicana Industrial de Calzados, C. por A., compañía cons-
tituida de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, con su domicilio social y establecimiento principal en 
la casa No. 81 de la calle José de Jesús Ravelo de esta ciu-
dad, contra la sentencia de fecha 16 de abril de 1969, dic- 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada:  Tribunal Superior de Tierras, de fecha 28 
de marzo de 1969 

Materia: Tierras 

Recurrente: Yamil Boanerges Taveras Alvarez 
Abogado: Dr, Clyde E. Rosario 

Recurrido: Heráclito E. Alvarez C. y compartes 
Abogadas: Lic. Federico C. Alvarez y Dres. Federico C. Alvarez 

hijo y Pablo A. Carlo D. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 16 de marzo del año 1970, años 127v de 
la Independencia y 107 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

4111W 
 

tercia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Yamil 

Boanerges Taveras Alvarez, dominicano, mayor de edad, 
casado, empleado público, domiciliado en Villa Vásquez, cé-
dula No. 26822, serie 47, contra la sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha 28 de marzo del 1969, dicta-
da en relación con las Parcelas Nos. 10,18 y 37 del Distrito 
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modo diferente, debió someter ese medio de prueba a su 
ponderación y no lo hizo, resultando improcedente que pre-
tenda hacerlo ahora por primera vez, en casación; que, por 
tanto, en el fallo impugnado no se ha incurrido en los vicios 
y violaciones denunciados por la recurrente, por lo cual 
los medios propuestos carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Dominicana Industrial de Calza-
dos, C. por A., contra la sentencia de fecha 16 de abril de 
1969, dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago 
de las costas, con distracción en favor del Dr. José Antonio 
Matos, quien afirma haberlas avanzado totalmente. 

(Firmados) : Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Catastral No. 4 del Municipio de Dajabón, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Clyde 

Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, abogado del 
recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. José E. 
Reynoso, cédula No. 62455, serie 31, en representación del 
Lic. Federico C. Alvarez, cédula No. 4041, serie 31, Dr. 
Federico C. Alvarez hijo, cédula No. 38684, serie 31, y Dr. 
Pablo Arnulfo Carlo D., cédula No. 41445, serie 31, abo-
gados de los recurridos, que lo son Heráclito Enrique Al-
vaxez Concepción, Pericles Manuel Alvarez Concepción, Pli-
nio Israel Alvarez Concepción y Juan Luis Alvarez; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do del recurrente, de fecha 26 de mayo de 1969, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 24 de 
junio de 1969, por los abogados de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 321, 322 y 325 del Código Ci-
vil, 83 y 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Superior 
de Tierras en fecha 7 de mayo del 1967 por Yamil Boaner-
ges Taveras Alvarez, con el fin de que se le declarara hijo 
legítirrio de los finados esposos Francisco Taveras Martínez 
y Cándida Matilde Alvarez, el Juez de Jurisdicción Origi-
nal del Tribunal de Tierras designado al efecto, dictó una 
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sentencia en fecha 17 de mayo del 1968, por la cual acogió 
el pedimento del actual recurrente tendiente a los fines 
antes indicados; b) que sobre el recurso de apelación de He-
ráclito E. Alvarez y compartes intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 1.— Se 
Admite en la forma y se aboge, en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 27 de mayo de 
1968, por el Lic. Juan Pablo Ramos F., a nombre de los 
señores Heráclito E. Alvarez y Compartes, contra la De-
cisión No. 1 de fecha 17 de mayo del año 1968, dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en relación 
con las Parcelas Nos. 10, 11, 18 y 37 del Distrito Catastral 
No. 4 del Municipio de Dajabón, y Parcelas Nos. 1, 7, 8, 12 
y 16 del D. C. No. 21 del Municipio de Monte Cristy; 2.—
Se Rechaza, por improcedente e infundada, la reclamación 
hecha por el señor Yamil Boanerges Taveras Alvarez, en 
el sentido de que se le declare como hijo legítinic de los 
finados esposos Francisco Taveras Martínez y Cándida Ma-
tilde Alvarez, y que en tal virtud se incluya en la Sucesión 
del finado Lic. Luis Ismael Alvarez Cabrera, rechazáridose 
por vía de consecuencia sus conclusiones de audiencia; 3.— 
Se Revoca en todas sus partes la Decisión recurrida, y se 
mantiene en todos sus efectos, la Resolución de fecha 11 de 
diciembre del 1962, dictada por este Tribunal Superior la 
cual determinó los herederos del finado Lic. Israel Alvarez 
Cabrera"; 

Considerando, que el recurrente ha invocado en su 
memorial los siguientes medios de casación: Violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Desnatu-
ralización de los hechos; Violación del derecho de defensa, 
del artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, y de los 
artículos 321 y 322 del Código Civil; 

Considerando, que el recurrente alega en síntesis, en-
tre otras cosas, en sus medios de casación reunidos, que 
el Tribunal a-quo incurrió en la desnaturalización de los 
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Catastral No. 4 del Municipio de Dajabón, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Clyde 

Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, abogado del 
recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. José E. 
Reynoso, cédula No. 62455, serie 31, en representación del 
Lic. Federico C. Alvarez, cédula No. 4041, serie 31, Dr. 
Federico C. Alvarez hijo, cédula No. 38684, serie 31, y Dr. 
Pablo Arnulfo Carlo D., cédula No. 41445, serie 31, abo-
gados de los recurridos, que lo son Heráclito Enrique Al-
varez Concepción, Pericles Manuel Alvarez Concepción, Pli-
nio Israel Alvarez Concepción y Juan Luis Alvarez; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do del recurrente, de fecha 26 de mayo de 1969, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 24 de 
junio de 1969, por los abogados de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 321, 322 y 325 del Código Ci-
vil, 83 y 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Superior 
de Tierras en fecha 7 de mayo del 1967 por Yamil Boaner-
ges Taveras Alvarez, con el fin de que se le declarara hijo 
legítirrio de los finados esposos Francisco Taveras Martínez 
y Cándida Matilde Alvarez, el Juez de Jurisdicción Origi-
nal del Tribunal de Tierras designado al efecto, dictó una 
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sentencia en fecha 17 de mayo del 1968, por la cual acogió 
el pedimento del actual recurrente tendiente a los fines 
antes indicados; b) que sobre el recurso de apelación de He-
ráclito E. Alvarez y compartes intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 1.— Se 
Admite en la forma y se aboge, en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 27 de mayo de 
1968, por el Lic. Juan Pablo Ramos F., a nombre de los 
señores Heráclito E. Alvarez y Compartes, contra la De-
cisión No. 1 de fecha 17 de mayo del año 1968, dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en relación 
con las Parcelas Nos. 10, 11, 18 y 37 del Distrito Catastral 
No. 4 del Municipio de Dajabón, y Parcelas Nos. 1, 7, 8, 12 
y 16 del D. C. No. 21 del Municipio de Monte Cristy; 2.—
Se Rechaza, por improcedente e infundada, la reclamación 
hecha por el señor Yamil Boanerges Taveras Alvarez, en 
el sentido de que se le declare como hijo legitime de los 
finados esposos Francisco Taveras Martínez y Cándida Ma-
tilde Alvarez, y que en tal virtud se incluya en la Sucesión 
del finado Lic. Luis Ismael Alvarez Cabrera, rechazándose 
por vía de consecuencia sus conclusiones de audiencia; 3.—
Se Revoca en todas sus partes la Decisión recurrida, y ce 

mantiene en todos sus efectos, la Resolución de fecha 11 de 
diciembre del 1962, dictada por este Tribunal Superior la 
cual determinó los herederos del finado Lic. Israel Alvarez 
Cabrera"; 

Considerando, que el recurrente ha invocado en su 
memorial los siguientes medios de casación: Violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Desnatu-
ralización de los hechos; Violación del derecho de defensa, 
del artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, y de los 
artículos 321 y 322 del Código Civil; 

Considerando, que el recurrente alega en síntesis, en-
tre otras cosas, en sus medios de casación reunidos, que 
el Tribunal a-quo incurrió en la desnaturalización de los 
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hechos ya que las declaraciones de los testigos "No son el 
reflejo indiscutible de los hechos que ha apreciado el Tri-
bunal a-quo", porque no es posible que una persona pueda 
recordar con precisión un hecho que ocurrió hace 37 años, 
como lo fue el nacimiento del recurrente, sobre todo si el 
testigo no es una persona de la intimidad del hogar; que 
también se incurre en la desnaturalización de los hechos 
en la sentencia impugnada al afirmarse en dicho fallo que 
no existe en el expediente ningún elemento de prueba que 
demuestre que los esposos Taveras Alvarez no residieron en 
San Francisco de Macorís, en lo que dicho tribunal se apo-
ya para proclamar la nulidad del acta de nacimiento, cuan-
do los testigos declararon que Francisco Taveras, padre del 
recurrente, había sido Inspector de Rentas Internas, y los 
que ejercían esas funciones se les trasladaba a diversas 
regiones del país, y, por tanto, el tribunal debió investigar, 
y no lo hizo, antes de hacer esas afirmaciones, si Francis-
co Taveras había residido en San Francisco de Macorís; 
que el Ttibunal a-quo no tuvo en cuenta factores que in-
dican que era de público conocimiento que el recurrente era 
tenido y conocido como hijo de los esposos Taveras Alvarez, 
lo que viene a reafirmar su acta de bautismo en la cual 
él figura como hijo legítimo de los mencionados esposos; 

Considerando que el artículo 322 del Código Civil dice 
así: "Ninguno puede reclamar un estado contrario al que 
le dan su acta de nacimiento y la posesión conforme a 
aquel título. Por el contrario, nadie puede oponerse al es-
tado del que tiene a su favor una posesión conforme con el 
acta de nacimiento"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que el hoy recurrente en casación sometió a los jueces del 
fondo un acta de nacimiento que dice así: "En la ciudad de 
San Francisco de Macorís, República Dominicana, a los diez 
y siete días del mes de abril del año mil novecientos treinta 
y cinco ante mí, Ismael Ubaldo de Moya, Oficial del Es- 
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tado Civil de la común de San Francisco de Macorís, con 
mi domicilio en esta ciudad y mi oficina en la casa número 
sesenta y cinco de la calle El Carmen de esta ciudad; sien-
do las tres de la tarde, compareció el señor Francisco Ja-
vier Taveras Martínez de cuarenta y dos años de edad, de 
profesión carpintero, de nacionalidad dominicana, domici-
liado en esta ciudad. Y en presencia de los testigos señores 
Bartolo Aniarante, de cuarenta y cinco años de edad, de 
profesión empleado público de nacionalidad dominicana, 
domiciliado en esta ciudad, y Carlos Manuel Lithgow, de 
veinte y cuatro años de edad, de profesión agricultor, de 
nacionalidad dominicana, domiciliado en esta ciudad; me 
declaró el dicho señor Francisco Javier Taveras Martínez: 
que el día cuatro del mes de octubre del año mil novecien-
tos treinta (1930) nació en esta ciudad, en su propia casa, 
a las siete de la noche, un niño de color indio, a quien le 
han dado los nombres de Jamil Boanerges, hijo legítimo 
del declarante, y de su esposa la señora Cándida Matilde 
Alvarez de treinta y seis años de edad, casera, dominicana, 
domiciliada en esta ciudad. En consecuencia yo, Ismael 
Ubaldo de Moya, Oficial del Estado Civil, actuando en vir-
tud de lo que dispone la ley, he levantado esta acta en pre-
sencia de los mencionados testigos, acta que, después de 
leída por mí, al declarante y a los testigos, la firman los 
que saben hacerlo junto conmigo que certifico y doy fe. 
Firmados Feo, Taveras M. declarante. I. Ubaldo de Moya, 
Oficial del Estado Civil. Y además sometió su acta de bau-
tismo corroborativa del acta de nacimiento que dice así: 
"Diócesis de Santiago de los Caballeros Parroquia Ntra. 
Sra. de la Altagracia, Santiago, República Dominicana. 
Certificado de Bautismo. El infrascrito Vicario Coop. Cer-
tifica que en el Libro 40 de Bautismos, de los que se con-
servan en el Archivo de esta Parroquia, Folio 173 N 9  346. 
Se encuentra la Partida de Bautismo de Jamil Boanerges. 
Nacido el día 4 de octubre de 1930. Hijo legítimo. Padres 
Francisco Javier Taveras y Cándida Matilde Alvarez. Bau-
tizado el día 22 de junio de 1940. Padrinos Leonidas Ricar- 
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hechos ya que las declaraciones de los testigos "No son el 
reflejo indiscutible de los hechos que ha apreciado el Tri-
bunal a-quo", porque no es posible que una persona pueda 
recordar con precisión un hecho que ocurrió hace 37 años, 
como lo fue el nacimiento del recurrente, sobre todo si el 
testigo no es una persona de la intimidad del hogar; que 
también se incurre en la desnaturalización de los hechos 
en la sentencia impugnada al afirmarse en dicho fallo que 
no existe en el expediente ningún elemento de prueba que 
demuestre que los esposos Taveras Alvarez no residieron en 
San Francisco de Macorís, en lo que dicho tribunal se apo-
ya para proclamar la nulidad del acta de nacimiento, cuan-
do los testigos declararon que Francisco Taveras, padre del 
recurrente, había sido Inspector de Rentas Internas, y los 
que ejercían esas funciones se les trasladaba a diversas 
regiones del país, y, por tanto, el tribunal debió investigar, 
y no lo hizo, antes de hacer esas afirmaciones, si Francis-
co Taveras había residido en San Francisco de Macorís; 
que el T/ibunal a-quo no tuvo en cuenta factores que in-
dican que era de público conocimiento que el recurrente era 
tenido y conocido como hijo de los esposos Taveras Alvarez, 
lo que viene a reafirmar su acta de bautismo en la cual 
él figura como hijo legítimo de los mencionados esposos; 

Considerando que el artículo 322 del Código Civil dice 
así: "Ninguno puede reclamar un estado contrario al que 
le dan su acta de nacimiento y la posesión conforme a 
aquel título. Por el contrario, nadie puede oponerse al es-
tado del que tiene a su favor una posesión conforme con el 
acta de nacimiento"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que el hoy recurrente en casación sometió a los jueces del 
fondo un acta de nacimiento que dice así: "En la ciudad de 
San Francisco de Macorís, República Dominicana, a los diez 
y siete días del mes de abril del año mil novecientos treinta 
y cinco ante mí, Ismael Ubaldo de Moya, Oficial del Es- 
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tado Civil de la común de San Francisco de Macorís, con 
mi domicilio en esta ciudad y mi oficina en la casa número 
sesenta y cinco de la calle El Carmen de esta ciudad; sien-
do las tres de la tarde, compareció el señor Francisco Ja-
vier Taveras Martínez de cuarenta y dos años de edad, de 
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del declarante, y de su esposa la señora Cándida Matilde 
Alvarez de treinta y seis años de edad, casera, dominicana, 
domiciliada en esta ciudad. En consecuencia yo, Ismael 
Ubaldo de Moya, Oficial del Estado Civil, actuando en vir-
tud de lo que dispone la ley, he levantado esta acta en pre-
sencia de los mencionados testigos, acta que, después de 
leída por mí, al declarante y a los testigos, la firman los 
que saben hacerlo junto conmigo que certifico y doy fe. 
Firmados Feo, Taveras M. declarante. I. Ubaldo de Moya, 
Oficial del Estado Civil. Y además sometió su acta de bau-
tismo corroborativa del acta de nacimiento que dice así: 
"Diócesis de Santiago de los Caballeros Parroquia Ntra. 
Sra. de la Altagracia, Santiago, República Dominicana. 
Certificado de Bautismo. El infrascrito Vicario Coop. Cer-
tifica que en el Libro 40 de Bautismos, de los que se con-
servan en el Archivo de esta Parroquia, Folio 173 NQ 346. 
Se encuentra la Partida de Bautismo de Jamil Boanerges. 
Nacido el día 4 de octubre de 1930. Hijo legítimo. Padres 
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tizado el día 22 de junio de 1940. Padrinos Leonidas Ricar- 



Catastral No. 4 del Mun!cipio de Dajabón, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras. 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
NEFF los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu- 

pani.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo 

111 Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 11or los 
Heik señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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do y Bienvenida Ricardo. Ministro del Sacramento Pbro. 
Manuel de Jesús González Notas Marginales Nación en S. 
Francisco de Macorís. Dado en Santiago de los Caballeros, 
el día 21 de junio de 1967"; 

Considerando que este último documento no fue pon-
derado y su ponderación podía influir eventualmente en 
una solución distinta a la dada al caso por el Tribunal a-
guo, pues ella podría robustecer el alegato del recurrente 
de que tenía "una posesión de estado conforme al acta de 
nacimiento", según lo exige el artículo 322 del Código Ci-
vil antes citado, nacimiento que había sido declarado pre-
cisamente por el padre del recurrente; sobre todo que la 
posesión de estado no resulta, como parece entenderlo el 
Tribunal a-quo, de que se pruebe si la presunta madre 
dio o no a luz, sino de que los esposos lo hayan mantenido 
en el seno de la sociedad con la calidad de hijo legítimo, 
reputándole siempre como tal, en todos los actos de su vida; 

Considerando, además que la declaración de nacimien-
to considerada irregular por tardía por el Tribunal a-quo, 
no estaba sujeta en esa época a la ratificación por el Tri-
bunal de Primera Instancia que ahora exige la ley; 

Considerando, que por tanto, el fallo impugnado debe 
ser casado por falta de base legal, sin que sea necesario 
examinar los demás alegatos del recurso, y, de este modo 
el Tribunal Superior de Tierras, antes el que se envía el 
asunto podría, dado su poder activo, hacer una instrucción 
más completa; 

Considerando que al tenor del artículo 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación las costas pueden ser com-
pensadas cuando la sentencia es casada por falta de base 
legal; 

Por tales motivos, Primiero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, del 28 de marzo del 1969, dicta-
da en relación con las Parcelas Nos. 10, 18 y 37 del Distrito 
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SENTENCIA: DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo cel Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 20 d4 mayo de 
1969 

Materia: Trabajo 

Recurrido: Sergio Saldaña 
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda y Juan P. Espinosa 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 16 de marzo del año 1970, años 127` ) 

 de la Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Viviendas 
y Construcciones, C. por A., con su domicilio principal en 
la calle del Conde No. 47, Edificio El Palacio, apartamiento 
No. 406, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Nacional en fecha 20 de mayo de 1969, cuyo dis-
pos:tivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 24 de junio 
de 1969, suscrito por el abogado de la recurrente, Dr. Félix 
Antonio Brito Mata, cédula No. 29194, serie 47, en el cual 
se invocan contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 
21 de julio de 1969, suscrito por sus abogados, los Dres . 

Juan Pablo Espinosa y Lupo Hernández Rueda, cédulas 
Nos. 64182, serie lra. y 52000, serie ira., respectivamente; 
recurrido que es Sergio Saldaña, dominicano, mayor de 
edad, obrero, domiciliado en la calle Paraguay No. 107 de 
esta ciudad, cédula No. 62203, serie lra.; , 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda del actual recurrido con-
tra la actual recurrente, en reclamación de pago de suple-
mento de salarios, el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional dictó una sentencia en fecha 27 de agosto 
de 1968, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Rechaza en todas sus partes por improcedentes y mal fun-
dadas las conclusiones de la parte demandada, y acoge las 
del demandante, por ser justas y reposar sobre base legal; 
SEGUNDO: Condena a la compañía Viviendas y Construc-
ciones, C. por A. (Vico) a pagarle al señor Sergio Saldaña, 
la suma de RD$1,170.00, por concepto de diferencia de sa-
larios dejados de pagar; TERCERO: Condena a la Com- 

Recurrente: Viviendas y Construcciones, C por A. 
Abogado: Dr. Félix Ant. Brito Mata 
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pañía de construcciones, C. por A. (Vico), al pago de los 
intereses legales de dicha suma desde el día de la demanda 
en justicia; CUARTO: Condena a la Compañía de Construc-
ciones, C. por A., (Vico), al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en favor de los 
Dres. Lupo Hernández Rueda y Juan Pablo Espinosa, quie-
nes afirman haberles avanzado en su mayor parte"; b) que 
sobre apelación de la actual recurrente, intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación interpuesto por Vivien-
das y Construcciones, C. por A. (Vico) centra sentencia del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 
27 de agosto del 1968, dictada en favor de Sergio Saldaña, 
cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de esta 
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo Con-
firma en todas sus partes dicha decisión impugnada; TER-
CERO: Condena a la parte sucumbiente Viviendas y Cons-
trucciones, C. por A. (Vico) al pago de las costas del pro-
cedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la 
Ley No. 302 de Gastos y Honorarios y 691 del Código de 
Trabajo, ordenando su distracción en favor de los Dres. Lu-
po Hernández Rueda y Juan Pablo Espinosa, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada, la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación y falsa interpretacién del artículo 1315 del Código 
Civil. Falta de base legal; y Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos y documentos del proceso. —Falta de 
motivos y de base legal en otro aspecto; 

Considerando que, en apoyo de los medies indicados, 
que se reúnen para su examen, la recurrente expone y ale-
ga, en síntesis, lo que sigue: a) que al fallar el caso aco-
giendo la reclamación del obrero demandante sin haber és-
te probado el fundamento de su demanda, sobre la única  

base de los talonarios de pagos recibidos y del contenilo del 
acta de no conci.iación, y sin tener en cuenta, además, las 
discrepancias existentes entre dichos talonarios y lo re-
clamado por el obrero, la Cámara a-qua, ha violado la re-
gla de la carga de la prueba prescrita en el artículo 1315 
del Código Civil y dejado la sentencia sin base legal; b) 
que la sentencia ha desnaturalizado los hechos del caso al 
admitir que el obrero había realizado el envarillamiento de 
las construcciones en que trabajó en la cantidad sostenida 
por el obrero, sin tomar en cuenta los sobres de pago depo-
sitados por la recurrente, de los cuaies resultaba una can-
tidad menor de envarillamiento, correspondiente a lo debi-
damente pagado; pero, 

Considerando que según resulta de lo establecido por 
la sentencia impugnada, la recurrente, al producirse la 
controversia y realizarse la tentativa de conciliación, no 
discrepo de la reclamacién del recurrido en lo relativo a 
la cantidad de varillas colocadas por el obrero, sino que se 
limitó a sostener que lo pagado por la recurrente cubría to-
talmente los salarios que correspondían, a razón de tanto 
por día (RD$6.40); que, en las dos instancias recorridas por 
la lits, la recurrente se mantuvo en la ya indicada postura; 
que, en el informativo celebrado, 103 testimonios presenta-
dos- fueron de tal naturaleza que la Chnara e-qua pudo, co-
mo lo hizo, dentro de su poder de apreciación de los testi-
monios, estimar que el obrero había realizado la cantidad de 
envarillamiento que sostenía en su demanda, corroborada 
por la actitud de la recurrente en el acta de no concilia-
ción, y ante los jueces del fondo; que, por tanto, la Cámara 
a-que, pudo estimar correctamente, como lo hizo, que el 
obrero había probado el fundamento de su demanda, en 
lo relativo a la cantidad de trabajo realizado, conforme a 
la primera parte del artículo 1315 del Código Civil, por le 
cual les alegatos examinados carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados; 
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Considerando en cuanto al segundo aspecto de los me-
dios alegados, que una vez establecido que la cantidad de 
trabajo realizado por el obrero era realmente la que él 
sostenía en su demanda, lo que quedaba por decidir era si 
el pago hecho por la recurrente correspondía a esa canti-
dad de trabajo, parte de la prueba que incumbía a la recu-
rrente, conforme a la segunda parte del artículo 1315 del 
Código Civil .; que, para probar su total liberación, la re-
currente insistió en que el obrero trabajaba a tanto por día 
y que los sobres de pago demostraban que todos los sala-
rios habían sido pagados; que, en cuanto a este aspecto, la 
Cámara a-qua dió por establecido que el pago a que tenía 
derecho el obrero no era a tanto por día, (RD$6.40), sino 
lo fijado como mínimo por la Tarifa No. 7, del 24 de abril 
de 1963, cuya vigencia no ha discutido, según la cual Ta-
rifa el obrero debe recibir un pago de RD$2.00 por cada 
quintal de varillas que coloque en las construcciones, en 
trabajos a destajo, cual que sea el diámetro de las varillas; 
que del hecho de que los pagos que recibía el obrero no 
eran de sumas uniformes, sino variables, la Cámara a-qua, 
haciendo uso de, presunciones basadas en tal circunstancia, 
llegó a la convicción de que el salario se pagaba por ajus-
te, aunque en una suma total menor que la señalada por 
la Tarifa ya mencionada, en todo lo cual procedió dentro 
de un poder de apreciación de las pruebas que no está su-
jeta al control de la casación; que, en tales condiciones, la 
Cámara a-qua, al acoger la demanda del obrero en reclamo 
de suplemento de salario sobre la base de la indicada Ta-
rifa, cuyas disposiciones forman parte de los contratos de 
trabajo en las construcciones y no pueden ser modificadas 
en perjuicio de los correspondientes trabajadores, dando, 
como ha dado, motivos que esta Corte estima suficientes y 
pertinentes, no ha incurrido en los vicios señalados por la 
recurrente en el segundo aspecto de los medios que ha pro-
puesto, por lo que los dichos medios carecen de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Viviendas y Construcciones, C. por 
A., contra la sentencia dictada en fecha 20 de mayo de 
1969 por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, distrayéndolas en provecho de los Dres. Juan Pablo Es-
pinosa y Lupo Hernández Rueda, abogados del recurrido, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
bucc:a.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando en cuanto al segundo aspecto de los me-
dios alegados, que una vez establecido que la cantidad de 
trabajo realizado por el obrero era realmente la que él 
sostenía en su demanda, lo que quedaba por decidir era si 
el pago hecho por la recurrente correspondía a esa canti-
dad de trabajo, parte de la prueba que incumbía a la recu-
rrente, conforme a la segunda parte del artículo 1315 del 
Código Civil .; que, para probar su total liberación, la re-
currente insistió en que el obrero trabajaba a tanto por día 
y que los sobres de pago demostraban que todos los sala-
rios habían sido pagados; que, en cuanto a este aspecto, la 
Cámara a-qua dió por establecido que el pago a que tenía 
derecho el obrero no era a tanto por día, (RD$6.40), sino 
lo fijado como mínimo por la Tarifa No. 7, del 24 de abril 
de 1963, cuya vigencia no ha discutido, según la cual Ta-
rifa el obrero debe recibir un pago de RD$2.00 por cada 
quintal de varillas que coloque en las construcciones, en 
trabajos a destajo, cual que sea el diámetro de las varillas; 
que del hecho de que los pagos que recibía el obrero no 
eran de sumas uniformes, sino variables, la Cámara a-qua, 
haciendo uso de. presunciones basadas en tal circunstancia, 
llegó a la convicción de que el salario se pagaba por ajus-
te, aunque en una suma total menor que la señalada por 
la Tarifa ya mencionada, en todo lo cual procedió dentro 
de un poder de apreciación de las pruebas que no está su-
jeta al control de la casación; que, en tales condiciones, la 
Cámara a-qua, al acoger la demanda del obrero en reclamo 
de suplemento de salario sobre la base de la indicada Ta-
rifa, cuyas disposiciones forman parte de los contratos de 
trabajo en las construcciones y no pueden ser modificadas 
en perjuicio de los correspondientes trabajadores, dando, 
como ha dado, motivos que esta Corte estima suficientes y 
pertinentes, no ha incurrido en los vicios señalados por la 
recurrente en el segundo aspecto de los medios que ha pro-
puesto, por lo que los dichos medios carecen de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Viviendas y Construcciones, C. por 
A., contra la sentencia dictada en fecha 20 de mayo de 
1969 por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo; Segando: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, distrayéndolas en provecho de los Dres. Juan Pablo Es-
pinosa y Lupo Hernández Rueda, abogados del recurrido, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
bucc:a.— Ernesto Curial hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia púbica del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Cur:el hijo. 
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29 
de agosto de 1969 

Materia: Tierras 

Recurrente: Sucs. de José A. Estrella Durán, 
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Recurrido: Asociación para el Desarrollo, Inc Ce Santiago 
Abogado: Dr. Rafael Mirabal Rodriguez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República., la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus aud:encias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 de marzo del año 1970, años 1279 de la Independen-
cia y 1079  de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Suce-
sores de José A. Estrella Durán, señores Danilo Estrella, 
cédula No. 22149, serie 31; Mélida María Estrella de Cas-
tellanos, cédula 9544, serie 31, y Mireya Estrella de Jorge, 
cédula No. 579, serie 31, dominicanos, mayorse de edad, 
agricultor el primero y de quehaceres domésticos las demás, 
domiciliados y residentes en la ciudad de Santiago de los 

Caballeros, quienes actúan por sí y en representación de 
Jaime Tomás, Francisco José, Mireya Altagracia, Dulce Ma-
ría y Martha Natividad Estrella, contra la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 29 de agosto de 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula No. 

1332, serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Rafael Mirabal Rodríguez, cédula No. 
42375, serie 31, abogado de la parte recurrida "Asociación 
para el Desarrollo, Inc.", de Santiago, institución cuyas ac-
tividades no persiguen beneficios pecuniarios, organizada 
de acuerdo con la Ley 520, del 26 de julo de 1920, y sus 
modificaciones, legalmente incorporada por Decreto No. 
7979, del 6 de abril de 1962, con domicilio en la planta ba-
ja de la casa No. 58 de la calle El Sol, de aquella ciu-
dad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 21 de octu-
bre de 1969, y suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de Defensa de fecha 7 de noviembre 
de 1969, suscrito por el abogado de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 269 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 1 y 42 de la Ley No. 5924, de 1962; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de unr, instancia elevada al Tribunal de Tierras por la 
Asociación para el Desarrollo Inc.. de Santiago, a fin de 

508 
	

BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 



tyt 
SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29 

de agosto de 1969 

Materia: Tierras 

Recurrente: Sucs. de José A. Estrella Durán, 
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Recurrido: Asociación para el Desarrollo, Inc ce Santiago 
Abogado: Dr. Rafael Mirabal Rodriguez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidlo Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus aud:encias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 de marzo del año 1970, años 127 9  de la Independen-
cia y 107^ de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Suce-
sores de José A. Estrella Durán, señores Danilo Estrella, 
cédula No. 22149, serie 31; Mélida María Estrella de Cas-
tellanos, cédula 9544, serie 31, y Mireya Estrella de Jorge, 
cédula No. 579, serie 31, dominicanos, mayorse de edad, 
agricultor el primero y de quehaceres domésticos las demás, 
domiciliados y residentes en la ciudad de Santiago de los 

Caballeros, quienes actúan por sí y en representación de 
Jaime Tomás, Francisco José, Mireya Altagracia, Dulce Ma-
ría y Martha Natividad Estrella, contra la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 29 de agosto de 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula No. 

1332, serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Rafael Mirabal Rodríguez, cédula No. 
42375, serie 31, abogado de la parte recurrida "Asociación 
para el Desarrollo, Inc.", de Santiago, institución cuyas ac-
tividades no persiguen beneficios pecuniarios, organizada 
de acuerdo con la Ley 520, del 26 de julo de 1920, y sus 
modificaciones, legalmente incorporada por Decreto No. 
7979, del 6 de abril de 1962, con domicilio en la planta ba-
ja de la casa No. 58 de la calle El Sol, de aquella ciu-
dad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 21 de octu-
bre de 1969, y suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de Defensa de fecha 7 de noviembre 
de 1969, suscrito por el abogado de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 269 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 1 y 42 de la Ley No. 5924, de 1962; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Cásación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de unr, instancia elevada al Tribunal de Tierras por la 
Asociación para el Desarrollo Inc.. de Santiago, a fin de 
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que se localizaran posesiones dentro de la Parcela No. 8 
del D. C. No. 20 del Municipio de Santiago, el Juez de Juris-
d:cción Original apoderado del caso, dictó sentencia en fe-
cha 2 de julio de 1968, acogiendo la instancia y ordenando 
la localización de posesiones solicitada; b) que sobre ape-
lación que interpusieron lós sucesores de José A. Estrella 
Durán, el Tribunal Superior de Tierras, dictó en fecha 29 
de agosto de 1969, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, con el siguiente d:spositivo: "FALLA: PRIMERO: Se 
acoge en cuanto a la forma, y se Rechaza en cuanto á fon-
do, la apelación interpuesta en fecha 27 de noviembre de 
1968, por el Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, a nombre y 
en representación de los Sucesores de José Altagracia Es-
trella Durán contra la Decisión No. 1 del Tribunal dé Tie-
rras de Jurisdicción Original dictada en fecha 20 de no-
viembre de 1968, en relación con la Parcela No. 8 del Dis-
trito Catastral No. 20 del Municipio de Santiago; SEGUN-
GO: Se confirma en todas sus partes, la Decisión No. 1 dic-
tada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en 
fecha 20 de noviembre de 1963, cuyo dispositivo dice así: 
"Prmera: que debe Acoger, como al efecto Acoge, la ins-
tancia elevada por la Asociación para el desarrollo, Inc. de 
Santiago, en fecha 2 de julio de 1968; y Segundo: Que debe 
Ordenar, como al 'efecto Ordena, que la Dirección General 
de Mensuras Catastrales Procede a Realizar la localización 
de lasantiguas posesiones dentro de este. Parcela, solicitada 
por la Asociación para el Desarrollo, Inc. de Santiago, ins-
titución que ha prometido cubrir los gastos que ocasione 
esta medida"; 

Considerando que los recurrentes invocan en stt memo-
rial de casación, el siguiente medio: "Incompetencia del 
Tribunal de Tierras para conocer del caso, en virtud de los 
artículos 1ro. y siguientes de la Ley No. 5924 sobre Confis-
cación General de Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962, 
especialmente del artículo 42 de esta ley"; 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to sostienen en síntesis los recurrentes, que ellos habían 
reclamado derechos, en el saneamiento, dentro de varias 
parcelas (las Nos. 5, 6, 7, 8, 11, 12 y 13) del D. C. No. 20 
de Santiago; que esas reclamaciones les fueron rechazadas 
por el Tribunal Superior de Tierras por sentencia de fe-
cha 15 de junio de 1964; que ellos recurrieron en casación 
contra ese fallo y que la Suprema Corte de Justicia 
lo casó aunque en forma limitada, enviando el asunto 
por ante la Corte de Apelación de Santo Domingo en fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones; que ellos entienden 
que la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 
23 de junio de 1967, aunque al ordenar el envío no lo diga 
expresamente, incluyó en la casación la Parcela No. 8 ob-
jeto actualmente de su recurso, y también (agregan) la 
No. 12, puesto que el ordinal primero de la dicha stnten-
cia de la Suprema Corte de Justicia dice que "Casa" el fa-
llo del Tribunal Superior de Tierras; que en tales condi-
ciones, sostienen en definitiva los recurrentes, el Tribunal 
Superior no era competente para ordenar la localización 
de posesiones que dispuso en la Parcela No. 8, porque es-
taba pendiente de solución esa parcela ante la Corte de 
envío, pues se trata —insisten los recurrentes-- de una 
omisión de la Suprema Corte de Justicia, posibilidad de 
omisión que admite —según ellos —el Trbunal Superior 
de Tierras en la parte final del penúltimo Considerando del 
fallo dictedo, aunque declarara que no le correspondía esta-
tuir sobre esa omisión; que, por todo ello, estiman los re-
currentes, que el fallo impugnado debe ser casado pero, 

Considerando que tal como lo apreció el Tribunal Su-
perior de Tierras en la sentencia ahora impugnada cuan-
do esta Suprema Corte de Justicia por su sentencia de fe-
cha 23 de junio de 1967, casó el fallo de dicho Tribunal 
Superior de Tierras del 15 de junio de 1964, que había re-
suelto los derechos de propiedad de varias parcelas del Dis-
trito Catastral No. 20 de Santiago, lo hizo en forma limita- 
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que se localizaran posesiones dentro de la Parcela No. 8 
del D. C. No. 20 del Municipio de Santiago, el Juez de Juris-
dicción Original apoderado del caso, dictó sentencia en fe-
cha 2 de julio de 1968, acogiendo la instancia y ordenando 
la localización de posesiones solicitada; b) que sobre ape-
lación que interpusieron lbs sucesores de José A. Estrella 
Durán, el Tribunal Superior de Tierras, dictó en fecha 29 
de agosto de 1969, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se 
acoge en cuanto a la forma, y se Rechaza en cuanto ra fon-
do, la apelación interpuesta en fecha 27 de noviembre de 
1968, por el Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, a nombre y 
en representación de los Sucesores de José Altagracia Es-
trella Durán contra la Decisión No. 1 del Tribunal dé Tie-
rras de Jurisdicción Original dictada en fecha 20 de no-
viembre de 1968, en relación con la Parcela No. 8 del Dis-
trito Catastral No. 20 del Municipio de Santiago; SEGUN-
GO: Se confirma en todas sus partes, la Decisión No. 1 dic-
tada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en 
fecha 20 de noviembre de 1963, cuyo dispositivo dice así: 
"Prmera: que debe Acoger, como al efecto Acoge, la ins-
tancia elevada por la Asociación para el desarrollo, Inc. de 
Santiago, en fecha 2 de julio de 1968; y Segundo: Que debe 
Ordenar, como al efecto Ordena, que la Dirección General 
de Mensuras Catastrales Procede a Realizar la localización 
de lasantiguas posesiones dentro de este, Parcela, solicitada 
por la Asociación para el Desarrollo, Inc. de Santiago, ins-
titución que ha prometido cubrir los gastos que ocasione 
esta medida"; 

Considerando que los recurrentes invocan en sti memo-
rial de casación, el siguiente medio: "Incompetencia del 
Tribunal de Tierras para conocer del caso, en virtud de los 
artículos 1ro. y siguientes de la Ley No. 5924 sobre Confis-
cación General de Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962, 
especialmente del artículo 42 de esta ley"; 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to sostienen en síntesis los recurrentes, que ellos habían 
reclamado derechos, en el saneamiento, dentro de varias 
parcelas (las Nos. 5, 6, 7, 8, 11, 12 y 13) del D. C. No. 20 
de Santiago; que esas reclamaciones les fueron rechazadas 
por el Tribunal Superior de Tierras por sentencia de fe-
cha 15 de junio de 1964; que ellos recurrieron en casación 
contra ese fallo y que la Suprema Corte de Justicia 
lo casó aunque en forma limitada, enviando el asunto 
por ante la Corte de Apelación de Santo Domingo en fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones; que ellos entienden 
que la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 
23 de junio de 1967, aunque al ordenar el envío no lo diga 
expresamente, incluyó en la casación la Parcela No. 8 ob-
jeto actualmente de su recurso, y también (agregan) la 
No. 12, puesto que el ordinal primero de la dicha senten-
cia de la Suprema Corte de Justicia dice que "Casa" el fa-
llo del Tribunal Superior de Tierras; que en tales condi-
ciones, sostienen en definitiva los recurrentes, el Tribunal 
Superior no era competente para ordenar la localización 
de posesiones que dispuso en la Parcela No. 8, porque es-
taba pendiente de solución esa parcela ante la Corte de 
envío, pues se trata —insisten los recurrentes-- de una 
omisión de la Suprema Corte de Justicia, posibilidad de 
omisión que admite —según ellos —el Trbunal Superior 
de Tierras en la parte final del penúltimo Considerando del 
fallo dicte,do, aunque declarara que no le correspondía esta-
tuir sobre esa omisión; que, por todo ello, estiman los re-
currentes, que el fallo impugnado debe ser casado pero, 

Considerando que tal como lo apreció el Tribunal Su-
perior de Tierras en la sentencia ahora impugnada cuan-
do esta Suprema Corte de Justicia por su sentencia de fe-
cha 23 de junio de 1967, casó el fallo de dicho Tribunal 
Superior de Tierras del 15 de junio de 1964, que había re-
suelto los derechos de propiedad de varias parcelas del Dis-
trito Catastral No. 20 de Santiago, lo hizo en forma limita- 
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da, y ordenó el envío del asunto a la Corte de Apelación 
de Santo Domingo en sus funciones de Tribunal cie Confis-
caciones, envío que como es natural se concreta únicamen-
te a las parcelas objeto de la casación, y entre &las no fi-
gura incluida la Parcela No. 8, en la cual el derecho de 
propiedad quedó resuelto, y por tanto el Tribunal Superiár 
de Tierras quedó en aptitud para ordenar cualquiera me-
dida de localización de posesiones que en su interés le pi-
dieran las personas que resultaron allí reconocidas como 
prop:etrxias; que, por consiguiente, al acoger el pedimento 
que en tal sentido le hizo uno de esos interesados (la actual 
recurrida en casación) no violó can ello las reglas de su 
competencia ni mucho menos, como pretenden los recurren-
tes, la Ley sobre Confiscación General de Bienes, pues la 
Corte de Apelación de Santo Domingo solamente tiene com-
petencia en el ceso para decidir -como tribunal de confisca-
ciones- en relación con las parcelas objeto del envío limita-
do que fue dispuesto, entre las cuales parcelas como se ha 
visto no figura la Parcela 1\1 9  8; que, por otra parte, el hecho 
de que el Tribunal Superior de Tierras dijere, en la sentencia 
impugnada que de existir, como lo alegaban los hoy recu-
rrentes, una omisión material en el dispositivo de la sen-
tencia de esta Suprema Corte de Justicia de fecha 23 de 
junio de 1967 que ordenó la casación, no le correspondía 
a dicho tribunal estatuir sobre esa omisión, ello no impli-
ca en modo alguno que admitiera tal omisión, pues dicho 
Tribunal razonó dentro de esa hipótesis, y el examen de 
la sentencia de esta Suprema Corte de Justicia de fecha 
23 de junio de 1967, muestra que es claro en Su dispositi-
vo, el cual está acorde con sus motivos, y dice textualmen-
te así: "Primero: Casa, en el aspecto delimitado en la pre-
sente sentencia, la decisión de fecha 15 de junio de 1964, 
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierrarz. en rela-
ción con las Parcelas Nos. 5, 6, 7, 8, 11, 12 y 13 del Dis-
trito Catastral No. 20 del Municipio de Santiago, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo, y en- 
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vía el asunto a la Corte de Apelación de. Santo Domingo en 
sus atribuciones conferídales por la Ley 5924 'del 1962, 
limitado dicho envío en la siguiente forma: a) en la Par-
cela No. 5, la porción de 25 tareas reclamada per los Su-
cesores de José Ovino Taveras; b) toda la Parcela No. 6, 
con excepción del resto adjudicado a los Sucesores de José 
Estrella; c) toda la Parcela No. 7 excepto la porción de-
clarada comunera; d) toda la Parcela No. 12; Segundo: 
Rechaza en sus demás aspectos el recurso de casación in-
terpuesto contra dicha sentencia por José Altagracia Es-
trella Durán, sostenido por sus Sucesores o causahabientes, 
Danilo Estrella, Mélida María Estrella de Castellanos y 
Mireya Estrella de Jorge, quienes actúan por sí y en re-
presentación de Jaime Tomás, Francisco José, Mireya Al- 
tagracia, Dulce María y Martha Natividad Estrella; Ter-
cero: Compensa las costas"; 

Considerando que por todo lo expuesto en el fallo im-
pugnado no se ha incurrido en violación alguna de la ley 
ni se han violado las reglas de la competencia, razón por 
la cual el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por talel motivos, Primpro: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Sucesores de José Altagracia 
estrella Durán, señores Danilo Estrella, Mélida María Es-
trella de Castellanos y Mireya Estrella de Jorge, por sí 
y en representación de Jaime Tomás, Francisco José, Mi-
reya Altagracia, Dulce María y Martha Natividal Estre71a, 
contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de 
Tierras en fecha 29 de agosto de 1969, y en relación con 
la Parcela No. 8 del Distrito Catastral No. 20 del Municipio 
de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra parte 
del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al 
pagode las costas, con distracción de las m'smas en prove-
cho del Dr. Rafael Mirabal Rcdríguez, abogado quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 

r 
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da, y ordenó el envío del asunto a la Corte de Apelación 
de Santo Domingo en sus funciones de Tribunal de Confis-
caciones, envío que como es natural se concreta únicamen-
te a las parcelas objeto de la casación, y entre &las no fi-
gura incluida la Parcela No. 8, en la cual el derecho de 
propiedad quedó resuelto, y por tanto el Tribunal Superior 
de Tierras quedó en aptitud para ordenar cualquiera me-
dida de localización de posesiones que en su interés le pi-
dieran las personas que resultaron allí reconocidas como 
propietrxias; que, por consiguiente, al acoger el pedimento 
que en tal sentido le hizo uno de esos interesados (la actual 
recurrida en casación) no violó con ello las reglas de su 

competencia ni mucho menos, como pretenden los recurren-
tes, la Ley sobre Confiscación General de Bienes, pues la 
Corte de Apelación de Santo Domingo solamente tiene com-
petencia en el ceso para decidir -como tribunal de confisca-
ciones- en relación con las parcelas objeto del envío limita-
do que fue dispuesto, entre las cuales parcelas como se ha 
visto no figura la Parcela N 9  8; que, por otra parte, el hecho 
de que el Tribunal Superior de Tierras dijere, en la sentencia 
impugnada que de existir, como lo alegaban los hoy recu-
rrentes, una omisión material en el dispositivo de la sen-
tencia de esta Suprema Corte de Justicia de fecha 23 de 
junio de 1967 que ordenó la casación, no le correspondía 
a dicho tr:bunal estatuir sobre esa omisión, ello no impli-
ca en modo alguno que admitiera tal omisión, pues dicho 
Tribunal razonó dentro de esa hipótesis, y el examen de 
la sentencia de esta Suprema Corte de Justicia de fecha 
23 de junio de 1967, muestra. que es claro en su dispositi-
vo, el cual está acorde con sus motivos, y dice textualmen-
te así: "Primero: Casa, en el aspecto delimitado en la pre-
sente sentencia, la decisión de fecha 15 de junio de 1964, 
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras. en rela-
ción con las Parcelas Nos. 5, 6, 7, 8, 11, 12 y 13 del Dis-
trito Catastral No. 20 del Municipio de Santiago, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo, y en- 

vía el asunto a la Corte de Apelación de Santo Domingo en 
sus atribuciones conferíciales por la Ley 5924 ¡del 1962, 
limitado dicho envío en la siguiente forma: a) en la Par-
cela No. 5, la porción de 25 tareas reclamada per los Su-
cesores de José Ovino Taveras; b) toda la Parcela No. 6, 
con excepción del resto adjudicado a los Sucesore:z de José 
Estrella; c) toda la Parcela No. 7 excepto la porción de-
clarada comunera; d) toda la Parcela No. 12; Segundo: 
Rechaza en sus demás aspectos el recurso de casación in-
terpuesto contra dicha sentencia por José Altagracia Es-
trella Durán, sostenido -por sus Sucesores o causahabientes, 
Danilo Estrella, Mélida María Estrella de Castellanos y 
Mireya Estrella de Jorge, quienes actúan por sí y en re-
presentación de Jaime Tomás, Francisco José, Mireya Al-
tagracia, Dulce María y Martha Natividad Estrella; Ter-
cero: Compensa las costas"; 

Considerando que por todo lo expuesto en el fallo im-
pugnado no se ha incurrido en violación alguna de la ley 
ni se han violado las reglas de la competencia, razón por 
la cual el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Printro: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Sucesores de José Altagracia 
estrella Durán, señores Danilo Estrella, Mélida María Es-
trella de Castellanos y Mireya Estrella de Jorge, por sí 
y en representación de Jaime Tomás, Francisco José, Mi-
reya Altagracia, Dulce María y Martha Natividad Estrella, 
contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de 
Tierras en fecha 29 de agosto de 1,969, y en relación con 
la Parcela No. 8 del Distrito Catastral No. 20 del Municipio 
de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra parte 
del presente fallo; S•gunic: Condena a los recurrentes al 
pagode las costas, con distracción de las m'smas en prove-
cho del Dr. Rafael Miraba]. Rcdríguez, abogado quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Juan 
Bautista Rojas Alm*.nzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia -1:1 Distrito 
Judicial de Santiago Rodríguez, de fecha 26 de septiem-
bre de 1969 

Materia: Penal 

Recurrente: Victor Ramón Almonte 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 16 de marzo del año 1970, años 1279 de 
la Independencia y 107 9  de la Restauración, dieta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor 
111W 

	Ra- 
món Almonte, dominicano, mayor de edad, empleado públi- 
co, casado, domiciliado y residente en la calle Santiago Ro-
dríguez de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula 
No. 5115, serie 42, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go Rodríguez, en atribuciones correccionales, de lecha 26 
de septiembre de 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA- 
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés C'nupani 
Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras — Juan 
Bautista Rojas Alrn:Inzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia -1:1 Distrito 
Judicial de Santiago Rodríguez, de fecha 26 de septiem-
bre de 1969 

Materia: Penal 

Recurrente: Victor Ramón Almonte 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
I3ergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 16 de marzo del año 1970, años 1279 de 
la Independencia y 107 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor Ra- 
11111' món Almonte, dominicano, mayor de edad, empleado públi- 

co, casado, domiciliado y residente en la calle Sant iago Ro- 
dríguez de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula 
No. 5115, serie 42, contra la sentencia dictada por el Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia- 
go Rodríguez, en atribuciones correccionales, de fecha 26 
de septiembre de 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA- 



LLA: PRIMERO: R'chaza la solicitud de rebaja de pen-
sión alimenticia interpuesta por el nombrado Víctor Ramón 
Almonte; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada en ape-
lación por este tribunal en fecha 14 de agosto del año 1968, 
la cual a su vez confirmó en todas sus partes la sentencia 
del Juzgado de Paz del Municipio de Monción de fecha 29 
de julio del 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe pronunciar como al efecto pronuncia el 
defecto contra el nombrado Víctor Ramó in Almonte, de ge-
nerales ignoradas por no haber comparecido a la audiencia 
siendo legalmente citado y que se condene asimismo a dos 
años de prisión correccional y pago de las costas, fiján-
dose en RD$20.00 mensuales para la manutención de di-
chos menores, así como ropa, zapato y medicinas, de acuer-
do Arts. 1, 2 y 4 de la Ley No. 2402 y 162 del Cód. Proc. 
Criminal"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y.  1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; .  

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, dispone: "Los condenados -a una pe-
na que exceda de seis meses de Prisión Correccional, no po-
drán recurrir en casación, si no están presos, o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente Víctor Ramón Almon-
te fue condenado a la pena de dos años de prisión correc-
cional, por no atender a las necesidades de dos hijos me-
nores que tiene peocreados con Idalia Mercedes: Abreu; 
que no se ha establecido que esté en prisión, ni que haya 
obtenido su libertad provisional bajo fianza, o la suspen- 

sión de la ejecución de la pena impuesta, de conformidad 
con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402; que, por tanto, el 
presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Víctor Ramón Almon-
te contra la sentencia correccional dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago Ro-
dríguez, de fecha 26 de septiembre de 1969, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo ;y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpid'o Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló .-- Juan 
Bautista Rojas Almánzar.-- Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la eu-
d'encia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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LLA: PRIMERO: Rechaza la solicitud de rebaja de pen-
sión alimenticia interpuesta per el nombrado Víctor Ramón 
Almonte; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada en ape-
lación por este tribunal en fecha 14 de agosto del año 1968, 
la cual a su vez confirmó en todas sus partes la sentencia 
del Juzgado de Paz del Municipio de Monción de fecha 29 
de julio del 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe pronunciar como al efecto pronuncia el 
defecto contra el nombrado Víctor Ramó in Almonte, de ge-
nerales ignoradas por no haber comparecido a la audiencia 
siendo legalmente citado y que se condene asimismo a dos 
años de prisión correccional y pago de las costas, fiján-
dose en RD$20.00 mensuales para la manutención de di-
chos menores, así como ropa, zapato y medicinas, de acuer-
do Arts. 1, 2 y 4 de la Ley No. 2402 y 162 del Cód. Proc. 
Criminal"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; .  

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, dispone: "Los condenados -a una pe-
na que exceda de seis meses de Prisión Correccional, no po-
drán recurrir en casación, si no están presos, o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente Víctor Ramón Almon-
te fue condenado a la pena de dos años de prisión correc-
cional, por no atender a las necesidades de dos hijos me-
nores que tiene peocreados con Idalia Mercedes Abreu; 
que no se ha establecido que esté en prisión, ni que haya 
obtenido su libertad provisional bajo fianza, o la suspen- 
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Sión de la ejecución de la pena impuesta, de conformidad 
con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402; que, por tanto, el 
presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Víctor Ramón Almon-
te contra la sentencia correccional dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago Ro-
dríguez, de fecha 26 de septiembre de 1969, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo ;y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpid'o Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-- Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la eu-
dencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del D. J. de San-

tiago, de fecha 9 de julio de 1969 

Materia: Penal 

Recurrente: José Alberto Garcia López, La Barceló C. por A., y la 
Quisqueya S. A. 

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas 

Intervinient3: Agapito Liriano 
Abogado: Dres Clyde E. Rosario y Héctor Clive Mesa N. 

Dics. Petriri y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ra gel° de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Churani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 de marzo del año 1970, años 
1279  de la Independencia y 107 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-
berto García López, domin'cano, mayor de edad, casado, 
empleado industrial, domiciliado en la ciudad de Santiago, 
con c édula No. 12579, serie lra., La Barceló C. por A con 
domicilio social en la casa No. 20, calle Ulises Heureaux,  

de la ciudad de Santo Domingo y La Quisqueya S. A., com-
pañía de Seguros, representada por la Kettle Sánchez C. 
por A., con domicilio en la casa No. 87, de la calle Isabel 
La Católica, de la ciudad de Santo Domingo, contra la sen-
tenc:a de la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 
de Santiago, dictada en fecha 9 de julio de 1969, en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. José 

Augusto Vega Imbert, por sí, y en representación del Dr.  
Luis A. Bircann Rojas, cédula No. 43324, serie 31, aboga-
dos de los recurrentes; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Clyde E. 
Rosario, cédula No. 47910, serie 31, por sí y poi el Dr. 
Héctor Clive Mesa N., cédula No. 12020, serie 10, aboga-
dos del interviniente Agapito Liriano, cédula No. 4944, 
serie 31, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, do-
miciliado en la ciudad de Santiago; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurado: General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. 
Luis A. Bircann Rojas, actuando en representación de Jo-
sé Alberto Gag cía López, La Barceló y Co., C. por A., y 
la Quisqueya S. A., motivada como sigue: "los recurrentes 
interponen el presente recurso de Casación, contra la men-
cionada sentencia por contener esta gravísimos vicios co-
mo la condenación a multa de un inculpado cuya descargo 
en el primer grado se hizo irrevocable al no apelar el Mi-
nisterio Público; y a consecuencia de ello dictar condena-
ciones civiles contra los recurrentes; la aparente funda-
mentación de la sentencia en único testigo a cargo cuya 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del D. J. de San-

tiago, de fecha 9 de julio de 1969 

Materia: Penal 

Recurrente: José Alberto García López, La Barceló C. por A., y la 
Quisqueya S. A. 

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas 

de la ciudad de Santo Domingo y La Quisqueya S. A., com-
pañía de Seguros, representada por la Kettle Sánchez C. 
por A., con domicilio en la casa No. 87, de la calle Isabel 
La Católica, de la ciudad de Santo Domingo, contra la sen-
tenc:a de la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 
de Santiago, dictada en fecha 9 de julio de 1969, en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Intervinientn: Agap!to Liriano 
Abogado: Dres Clyde E. Rosario y Héctor Clive Mesa N. 

Dics. Petriri y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por les Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
D:strito Nacional, hoy día 18 de marzo del año 1970, años 
1279  de la Independencia y 107v de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-
berto García López, domidcano, mayor de edad, casado, 
empleado industrial, domiciliado en la ciudad de Santiago, 
con c édula No. 12579, serie 1ra., La Barceló C. por A con 
domicilio social en la casa No. 20, calle Ulises Ileureaux, 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. José 

Augusto Vega Imbert, por sí, y en representación del Dr . 

Luis A. Bircann Rojas, cédula No. 43324, serie 31, aboga-
dos de los recurrentes; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Clyde E. 
Rosario, cédula No. 47910, serie 31, por sí y poi el Dr. 
Héctor Clive Mesa N., cédula No. 12020, serie 10, aboga-
dos del interviniente Agapito Liriano, cédula No. 4944, 
serie 31, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, do-
miciliado en la ciudad de Santiago; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurado'? General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. 
Luis A. Bircann Rojas, actuando en representación de Jo-
sé Alberto Gaf cía López, La Barceló y Co., C. por A., y 
la Quisqueya S. A., motivada como sigue: "los recurrentes 
interponen el presente recurso de Casación, contra la men-
cionada sentencia por contener esta gravísimos vicios co-
mo la condenación a multa de un inculpado cuy) descargo 
en el primer grado se hizo irrevocable al no apelar el Mi-
nisterio Público; y a consecuencia de ello dictar condena-
ciones civiles contra los recurrentes; la aparente funda-
mentación de la sentencia en único testigo a cargo cuya 
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mendacidad se comprobó en el proceso, violaciones a las 
reglas de su prueba, y otros vicios que sólo pueden apare-
cer claramente cuando este Tribunal motive su sentencia, 
por lo que los recurrentes se reserva la exposición de los 
medios de Casación para desarrollarlas en sus memorias 
que se producirá en su oportunidad después que la senten-
cia sea motivada"; 

Visto el memorial suscrito en fecha 27 de octubre de 
1969, por los abogados de los recurrentes, en el cual se in-
vocan los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el escrito firmado el 16 de enero de 1970 por los 
abogados de los intervinientes; 

La Suprima Corte de. Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 241, 
de 1967; 1 y siguientes de la Ley 4117 de 1955; 1383 y 1384 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que eh la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
el 22 de marzo de 1968, en la ciudad de Santiago, en el 
cual el carro placa privada No. 14946, porpiedad de la 
Barceló Co. C. por A., manejado por José Alberto García 
López, atropelló a Agapito Liriano, el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del municipio de Santiago dict ,21 
en fecha 17 de septiembre de 1968, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FaMa: lro. que debe declarar como al 
efecto declara al nombrado José Alberto García López, de 
generales anotadas, no culpable de violar el art. lro. de 
la ley 5771 y en consecuencia se descarga por deberse el 
accidente a la falta exclusiva de la víctima, Segundo: Que 
debe declarar como al efecto declara las costas de oficio"; 
b) que sobre el recurso de apelac'ón interpuesto por Aga-
pito Liriano, parte civil constituída, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo se transcribe a con-
tnuacón: "FALLA: PRLMERO: Declara buena y válda en  

cuanto a la forma, por haberlo hecho en tiempo hábil, el re-
curso de Apelación interpuesto por el Dr. Lorenzo Raposo, 
a nombre y representación del señor Agapito Liriano, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, marcada con el No. 1067 
de fecha 7 de septiembre del año 1968, que declaró al nom-
brado José Alerto García López, No culpable áel delito 
de Violación a la Ley 241 por deberse el accidente a falta 
exclusiva de la víctima Agapito Liriano; que declaró de 
Oficio las Costas:— SEGUNDO: Revoca en cuanto al fondo 
la sentencia del Juzgado de Paz, y en consecuencia actuan-
do por propia autor:dad, y a contrario imperio, declara al 
nombrado José Alberto García López, Culpable del delito 
de Violac:ón a la Ley 241, tomando en consideración la 
falta cometida la víctima, y en consecuencia lo conde-
na al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos 
Oro) :— TERCERO: Declara Buena y Válida la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por el sefior Agapito 
Liriano, por conducto de su Abogado constituido Dr. Héctor 
Clive Mesa, contra el prevenido José Alberto García Ló-
pez, La persona Civilmente responsable La Barceló Indus-
trial C. por A., y la Compañía Aseguradora "La. Quique-
yana" S. A., por haberla hecho conforme al dei echo:— 
CUARTO: Condena al prevenido José Alberto García Ló-
pez, y .a la Compañía Barceló Indstrial y Co., C. por A., en 
su calidad de Persona Civilmente responsable al pago de 
una indemnización de RDS1,C00.00 (Un Mil Pesos Oro) en 
favor del señor Agapito Liriano Medina, como justa repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales por 
él experimentados, como consecuencia del accidente:—
QUINTO: Condena al referido prevenido y a la Barceló In-
dustrial y Co., C. por A., al pago de los intereses legales 
de' la suma acordada a partir de la fecha de la demanda, 
hasta la total ejecuc'ón de la presente sentencia, a título 
de indemnización sup:ernentaria:— SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia ejecutable y oponible con todas las conse-
cuencias legales a la Compañía Aseguradora "La Quisque- 
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mendacidad se comprobó en el proceso, violaciones a las 
reglas de su prueba, y otros vicios que sólo pueden apare-
cer claramente cuando este Tribunal motive su s_entencia, 
por lo que los recurrentes se reserva la exposición de los 
medios de Casación para desarrollarlas en sus :memorias 
que se producirá en su oportunidad después que la senten-
cia sea motivada"; 

Visto el memorial suscrito en fecha 27 de octubre de 
1969, por los abogados de los recurrentes, en el cual se in-
vocan los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el escrito firmado el 16 de enero de 19 70 por los 
abogados de los intervinientes; 

La Supre'ma Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 241, 
de 1967; 1 y siguientes de la Ley 4117 de 1955; 1383 y 1384 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 
1, 20 y 65 de la Ley sobre Precedimiento de Casación; 

Considerando que eh la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo sguiente: 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
el 22 de marzo de 1968, en la ciudad de Santiago, en el 
cual el carro placa privadr, No. 14946, porpiedad de la 
Barceló Co. C. por A., manejado por José Alberto García 
López, atropelló a Agapito Liriano, el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del municipio de Santiago dictó 
en fecha 17 de septiembre de 1968, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "F&la: lro. que debe declarar como al 
efecto declara al nombrado José Alberto García López, de 
generales anotadas, no culpable de violar el art. lro. de 
la ley 5771 y en consecuencia se descarga por deberse el 
accidente a la falta exclusiva de la víctima, Segundo: Que 
debe declarar como al efecto declara las costas de oficio"; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por Aga-
pito Liriano, parte civil constituida, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo se transcribe a con-
tnuacón: "FALLA: PRLMERO: Declara buena y válda en  

cuanto a la forma, por haberlo hecho en tiempo hábil, el re-
curso de Apelación interpuesto por el Dr. Lorenzo Raposo, 
a nombre y representación del señor Agapito Liriano, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, marcada con el No. 1067 
de fecha 7 de septiembre del año 1968, que declaró al nom-
brado José Alberto García López, No culpable c:tel delito 
de Violación a la Ley 241 por deberse el accidente a falta 
exclusiva de la víctima Agapito Liriano; que declaró de 
Oficio las Costas:— SEGUNDO: Revoca en cuanto al fondo 
la sentencia del Juzgado de Paz, y en consecuencia actuan-
do por propia ,autoridad, y a contrario imperio, declara al 
nombrado José Alberto García López, Culpable del de:ito 
de Violación a la Ley 241, tomando en consideración la 
falta cometida pa.' la víctima, y en consecuencia lo conde-
na al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos 
Oro) :— TERCERO: Declara Buena y Válida la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por el seEor Agapito 
Liriano, por conducto de su Abogado constituido Dr. Héctor 
Clive Mesa, contra el prevenido José Alb2rto García Ló-
pez, La persona Civilmente responsable La Barceló Indus-
trial C. por A., y la Compañía Aseguradora "La Quinue-
yana" S. A., por haberla hecho conforme al dci echo:— 
CUARTO: Condena al prevenido José Alberto García Ló-
pez, y a la Compañía Barceló Indstrial y Co., C. por A., en 
su calidad de Persona Civilmente responsable al pago de 
una indemnización de RD$1,C00.00 (Un Mil Pesos Oro) en 
favor del señor Agapito Liriano Medina, como justa repa-
ración por los daños y perjuicios morales y mate-iales por 
él experimentados, como consecuencia del accidente:—
QUINTO: Condena al referido prevenido y a la Barceló In-
dustrial y Co., C. por A., al pago de los intereses legales 
de' la suma acordada a partir de la fecha de la demanda, 
hasta la total ejecución de la presente sentencia, a título 
de indemnización suplementaria:— SEXTO: Declara la pre-
sento sentencia ejecutable y oponible con todas las conse-
cuencias legales a la Compañía Aseguradora "La Quisque- 
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yana" S. A., y que tendrá por tanto contra ella, autoridad 
de la cosa juzgada:— SEPTIMO:— Condena al prevenido 
José Alberto García López, a la Barceló Industrial y Co., 
C. por A. y a la "Quisqueyana" S. A., Compañía Asegura-
dora del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de las 
costas civiles, con distracción de las mismas, en favor del 
Dr. Héctor Clive Mesa, Abogado, quien afirma estarlas 
avanzando hasta su totalidad y OCTAVO: Condena al pre-
venido José Alberto García López, al pago de las costas 
penales"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación al efecto devolutivo parcial de la parte civil, li-
mitado sólo a los intereses civiles. Segundo Medio: Falta 
de motivos y de base legal.— Desnaturalización de las de-
claraciones de la parte civil y de los testigos; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su primer medio, alegan en síntesis; que el Juez a-quo, 
frente a la apelación única de Agapito Liriano, parte civil, 
en presencia de una sentencia de descargo, corno ocurrió 
en la especie, no podia, como lo hizo, imponer al inculpa-
do José Alberto García López, la pena de RD$25.00 pesos 
de multa; que al hecerlo así, la sentencia impugnada en 
ese aspecto debe ser casada; 

Considerando, que ciertamente, tal como lo alegan los 
recurrentes, la apelación de la parte civil no puede refe-
rirse sino exclusivamente a los intereses civiles, ya que lo 
contrario sería aceptar que esa parte puede ejercer la ac-
ción pública, lo cual es contrario a las reglas del derecho 
procesal penal relativas a la materia; que en consecuencia 
y puesto que la sentencia impugnada, revela que frente al 
descargo del inculpado no intervino apelación del ministe-
rio público, el Tribunal de alzada, no podía hacer otra co-
sa, que limitarse a estatuir sobre los intereses civiles; que 
al condenar al prevenido a RD$25.00 pesos de multa, violó 
reglas procesales, prescritas por la ley, a pena de nulidad,  

por lo que procede acogerse el medio de casación que se 
examina, y como no queda nada por juzgar en este aspecto, 
se casa dicha sentencia en ese punto, por vía de supresión 
y sin envío; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo medio 
los recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia impug-
nada contiene motives obscuros y contradictorios, lo que 
equiva7e a falta de motivos; que en ella se desnaturaliza y 
tergiversan las testimonios como cuando se afirma que la 
víctima Agapito Liriano se encontraba al momento del 
accidente como a un metro, o metro y medio de la acera, 
pues ello no resulta de ninguna de las declaraciones pres-
tadas en audiencia; que luego de afirmarse lo dicho inme-
ditamente se agrega que éste se encontraba parado en la 
calzada, en vez de haber estado en la acera lo que en el len-
guaje usual equiva'e a lo mismo, y lo que pone de manifies-
to una contradicción, de motivos; que se afirma que el con-
ductor del vehículo Alberto García López, dobló la esqui-
na sin tomar las precauciones del caso, pero no se dice en 
qué consistió esa falta de precaución por lo cual la senten-
cia está carente de base legal; que habiendo los recurrentes 
presentado conclusiones formales en el sentido de que se de-
clarara que las deposiciones del testigo Manuel Antonio Cor-
cino fueron contradictorias, no se contestó dicho pedimen-
to déjando el fallo cuente de motivos; 

Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes el Juez a-quo en la sentencia impugnada lejos 
de incurrir en los vicios denunciados dió motivos suficien-
tes y pertinentes, y le atribuyó a los hechos de la causa su 
verdadero sentido y alcance sin incurrir en la contradicción 
alegada, al decir que la víctima Agapito Liriano, estuvo en 
falta, cuando en vez de pararse sobre la acera se paró sobre 
la calzada como a un metro y medio de la misma, como era 
lo correcto; pues obviamente, y tal como resulta del exa-
men del fallo impugnado, ambas palabras (calzada y ace-
ra) están usadas en dicho fallo en su verdadera aceptación, 
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yana" S. A., y que tendrá por tanto contra ella, autoridad 
de la cosa juzgada:— SEPTIMO:— Condena al prevenido 
José Alberto García López, a la Barceló Industrial y Co., 
C. por A. y a la "Quisqueyana" S. A., Compañía Asegura-
dora del vehículo que ocasionó el acc:dente, al pago de las 
costas civiles, con distracción de las mismas, en favor del 
Dr. Héctor Clive Mesa, Abogado, quien afirma estarlas 
avanzando hasta su totalidad y OCTAVO: Condena al pre-
venido José Alberto García López, al pego de las costas 
penales"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación al efecto devolutivo parcial de la parte civil, li-
mitado sólo a los intereses civiles. Segundo Medio: Falta 
de motivos y de base legal.— Desnaturalización de las de-
claraciones de ]a parte civil y de los testigos; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su primer medio, alegan en síntesis; que el Juez a-quo, 
frente a la apelación única de Agapito Liriano, parte civil, 
en presencia de una sentencia de descargo, corno ocurrió 
en la especie, no podía, como lo hizo, imponer al inculpa-
do José Alberto García López, la pena de RD$25.00 pesos 
de multa; que al hacerlo así, la sentencia impugnada en 
ese aspecto debe ser casada; 

Considerando, que ciertamente, tal como lo alegan los 
recurrentes, la apelación de la parte civil no puede refe-
rirse sino exclusivamente a los intereses civiles, ya que lo 
contrario sería aceptar que esa parte puede ejercer la ac-
ción pública, lo cual es contrario a las reglas del derecho 
procesal penal relativas a la materia; que en consecuencia 
y puesto que la sentencia impugnada, revela que frente al 
descargo del inculpado no intervino apelación del ministe-
rio público, el Tribunal de alzada, no podía hacer otra co-
sa, que limitarse a estatuir sobre los intereses civiles; que 
al condenar al prevenido a RD$25.00 pesos de multa, violó 
reglas procesales, prescritas por la ley, a pena de nulidad,  

por lo que procede acogerse el medio de casación que se 
examina, y como no queda nada por juzgar en este aspecto, 
se casa dicha sentencia ,en ese punto, por vía de supresión 
y sin envío;  

Considerando que en el desarrollo de su segundo medio 
los recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia impug-
nada contiene motives obscuros y contradictorios, lo que 
equiva'e a falta de motivos; que en ella se desnaturaliza y 
tergiversan los testimonios como cuando se afirma que la 
víctima Agapito Liriano se encontraba al momento del 
accidente como a un metro, o metro y medio de la acera, 
pues ello no resulta de ninguna de las declaraciones pres-
tadas en audiencia; que luego de afirmarse lo dicho inme-
ditamente se agrega que éste se encontraba parado en la 
calzada, en vez de haber estado en la acera lo que en el len-
guaje usual equiva'e a lo mismo, y lo que pone de manifies-
to una contradicción, de motivos; que se afirma que el con-
ductor del vehículo Alberto García López, dobló la esqui-
na sin tomar las precauciones del caso, pero no se dice en 
qué consistió esa falta de precaución por lo cual la senten-
cia está carente de base legal; que habiendo los recurrentes 
presentado conclusiones formales en el sentido de que se de-
clarara que las deposiciones del testigo Manuel Antonio Cor-
cino fueron contradictorias, no se contestó dicho pedimen-
to déjando el fallo craente de motivos; 

Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes el Juez a-quo en la sentencia impugnada lejos 
de incurrir en los vicios denunciados dió motivos suficien-
tes y pertinentes, y le atribuyó a los hechos de la causa su 
verdadero sentido y alcance sin incurrir en la contradicción 
alegada, al decir que la víctima Agapito Liriano, estuvo en 
falta, cuando en vez de pararse sobre la acera se paró sobre 
la calzada como a un metro y medio de la misma, como era 
lo correcto; pues obviamente, y tal como resulta del exa-
men del fallo impugnado, ambas palabras (calzada y ace-
ra) están usadas en dicho fallo en su verdadera aceptación, 
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y no con la aceptación usual o corriente a que los recu-
rrentes parecen referirse y que tiende a hacerlas sinónimas; 
que la deducción hecha por el Juez a-quo pudo ser estable-
cida, por dicho juez, según se desprende del fallo impugna-
do, por la propia declaración del prevenido quien al refe-
rirse al sitio donde se encontraba Agapito Liriano, la víc-
tima, al momento de la ocurrencia dijo; "él estaba como a 
metro y medio parado lanzado a la calle"; y él por su pro-
pios pies se subió a la acera"; 

Considerando, que además, el Juez a-quo, dentro de 
su poder soberano de apreciación, y sin incurrir en desna-
turalización alguna, como se ha dicho, le atribuyó crédito 
a lo declarado por el testigo, Manuel Antonio Corcino, lo 
que equivalía al rechazamiento de las impugnaciones, que 
sobre la validez de sus declaraciones habían hecho los ac-
tuales recurrentes, y en base a el:o decidió sobre ese punto, 
sin que tal decisión, por ser una cuestión de hecho, pueda 
ser censurada en casación; que en tales circunstancias pu-
do apreciar el Juez a-quo, como consta en el fallo, que en-
contrándose la víctima a la vista del conductor. José Al-
berto García López, ya que no había nada que se lo impi-
diera, si éste hubiese doblado la esquina con la precaución 
aconsejable en esos casos, no se hubiese producido el ac-
cidente; que ese hecho constituye una falta del prevenido 
y de la víctima; que en consecuencia, los medios que se exa-
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, en cuanto a la comitencia, que resulta 
de la sentencia impugnada, que el vehículo que manejaba 
José Alberto García López, era propiedad de Barceló Co. 
C. por A., y que éste era Agente Vendedor de dicha razón 
social, por lo que existía en ese caso una presunción legal 
de comitencia, entre el prevenido y el dueño del vehículo, 
y correspondía a los que negaron esa relación de dependen-
cia, probar lo contrario, y no lo hicieron, por lo que este 
alegato, también carece de fundamento y debe ser deses-
timado; 

Considerando, en lo relativo al alegato de que ha-
biendo sido puesto en causa, como civilmente responsable 
la firma Barceló C. por A., la sentencia condenatoria a da-
ños y perjuicios, lo fue contra la Barceló Industria; C. por 
A., que es una firma distinta; basta el examen del expedien-
te y de la sentencia impugnada, para comprobar que se 
trata de un simple error material cometido al hacerse la 
motivación de la sentencia recurrida, error bien conocido 
de los mismos recurrentes, como se establece por sus pro-
pias conclusiones de audiencia, por la copia de la sentencia 
dada en dispositivo, y por la declaratoria de su propio re-
curso de casación, que lo fue a nombre de Barceló C. por 
A., y no a nombre de Barceló Industrial C. por A.; que en 
tales circunstancias, procede que dicho alegato sea tam-
bién desestimado; 

Considerando que el Juez a-quo, para decidir respecto 
al aspecto civil ha hecho un análisis de lbs hechos que mues-
tra la falta cometida por el, prevenido recurrente, José Al-
berto García López, en concurrencia con la falta de la 
víctima, y ha establecido  que la parte civil constituida su- í 
frió daños morales  y materiales  que dicho Juez a-quo es-
timó en RD$T,500.00; que al fijar la indemnización a pa-
gar por el prevenido y por la Barceló Co. C. por A., com-
pañía civilmente responsable, en la suma de RD$1,030.00, 
más los intereses legales de esta suma a partir de la de-
manda, teniendo en cuenta la falta común ya indicada, al 
proceder de esa manera, el Juez a-quo hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Agapito Liriano; Segundo: Acoge el recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido José Alberto García Ló-
pez y casa, por vía de supresión, y sin envío, en su aspecto 
penal, la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 
de Santiago, en fecha 9 de julio de 1969, cuyo dispositvo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y declara 
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y no con la aceptación usual o corriente a que los recu-
rrentes parecen referirse y que tiende a hacerlas sinónimas; 
que la deducción hecha por el Juez a-quo pudo ser estable-
cida, por dicho juez, según se desprende del fallo impugna-
do, por la propia declaración del prevenido quien al refe-
rirse al sitio donde se encontraba Agapito Liriano, la víc-
tima, al momento de la ocurrencia dijo; "él estaba como a 
metro y medio parado lanzado a la calle"; y él por su pro-
pios pies se subió a la acera"; 

Considerando, que además, el Juez a-quo, dentro de 
su poder soberano de apreciación, y sin incurrir en desna-
turalización alguna, como se ha dicho, le atribuyó crédito 
a lo declarado por el testigo, Manuel Antonio Corcino, lo 
que equivalía al rechazamiento de las impugnaciones, que 
sobre la validez de sus declaraciones habían hecho los ac-
tuales recurrentes, y en base a el:o decidió sobre ese punto, 
sin que tal decisión, por ser una cuestión de hecho, pueda 
ser censurada en casación; que en tales circunstancias pu-
do apreciar el Juez a-quo, como consta en el fallo, que en-
contrándose la víctima a la vista del conductor, José Al-
berto García López, ya que no había nada que se lo impi-
diera, si éste hubiese doblado la esquina con la precaución 
aconsejable en esos casos, no se hubiese producido el ac-
cidente; que ese hecho constituye una falta del prevenido 
y de la víctima; que en consecuencia, los medios que se exa-
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, en cuanto a la conitencia, que resulta 
de la sentencia impugnada, que el vehículo que manejaba 
José Alberto García López, era propiedad de Barceló Co. 
C. por A., y que éste era Agente Vendedor de clidia razón 
social, por lo que existía en ese caso una presunción legal 
de comitencia, entre el prevenido y el dueño del vehículo, 
y correspondía a los que negaron esa relación de dependen-
cia, probar lo contrario, y no lo hicieron, por lo que este 
alegato, también carece de fundamento y debe ser deses-
timado; 

Considerando, en lo relativo al alegato de que ha-
biendo sido puesto en causa, como civilmente responsable 
la firma Barceló C. por A., la sentencia condenatoria a da-
ños y perjuicios, lo fue contra la Barceló Industria; C. por 
A., que es una firma distinta; basta el examen del expedien-
te y de la sentencia impugnada, para comprobar que se 
trata de un simple error material cometido al hacerse la 
motivación de la sentencia recurrida, error bien conocido 
de los mismos recurrentes, como se establece por sus pro-
pias conclusiones de audiencia, por la copia de la 1:entericia 
dada en dispositivo, y por la declaratoria de su propio re-
curso de casación, que lo fue a nombre de Barceló C. por 
A., y no a nombre de Barceló Industrial C. por A.; que en 
tales circunstancias, procede que dicho alegato sea tam-
bién desestimado; 

Considerando que el Juez a-quo, para decidir respecto 
al aspecto civil ha hecho un análisis de lbs hechos que mues-
tra la falta cometida por el, prevenido recurrente, José Al-
berto García López, en concurrencia con la falta de la 
víctima, y ha establecido  que la parte civil constituida su- f 
frió daños morales  y materiales que dicho Juez a-quo es-
timó en RD$"1,500.00; que al fijar la indemnizacaón a pa-
gar por el prevenido y por la Barceló Co. C. por A., com-
pañía civilmente responsable, en la suma de RD$1,030.00, 
más los intereses legales de esta suma a partir de la de-
manda, teniendo en cuenta la falta común ya indicada, al 
proceder de esa manera, el Juez a-quo hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Agapito Liriano; Segundo: Acoge el recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido José Alberto García Ló-
pez y casa, por vía de supresión, y sin envío, en su aspecto 
penal, la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 
de Santiago, en fecha 9 de julio de 1969, cuyo dispositvo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y declara 
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de oficio las costas penales; Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por José Alberto García López, Barceló C. por A., 
y la Quisqueya S. A. contra la mencionada sentencia, en 
pez, Barceló C. por A., y la Quisqueye, S. A., al pago de 
de Eugenio Rosario y Héctor Clive Mesa N., quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE ECHA 18 DE MARZO DE 1970 

Materia: Penal 

Recurrente: Causa seguida a Américo Pérez Mercedes, Diputado 
al Congreso Nacional, por la Provincia de Pedernales 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel lla-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes 
de marzo de 1970, años 127 9  de la Independencia y 107u 
de la Restauración, dicta en audientia pública, en materia 
correccional, y en instancia única en virtud de las atribu-
ciones que le confiere el artículo 67 inciso 1 de la Consti-
tución la siguiente sentencia: 

En la causa correccional seguida contra Américo Pé-
rez Mercedes, Diputado al Congreso Nacional por la Pro-
vincia de Pedernales, dominicano, mayor de edad, domici-
liado en la casa No. 33 de la calle J del Ensanche Espai-
llat de esta ciudad, cédula 3924 serie 20, prevenido del de-
lito de violación de la ley 2402 de 1950 en perjuicio de sus 
hijas legítimas, menores de edad, América Amparo, Santa 
América y América Filomena, procreadas con su ex espo-
sa Blanca Estervina Féliz Acosta de Castro; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al representante del Ministerio Público en la ex-

posición de los hechos; 
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de oficio las costas penales; Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por José Alberto García López, Barceló C. por A., 
y la Quisqueya S. A. contra la mencionada sentencia, en 
pez, Barceló C. por A., y la Quisqueye, S. A., al pago de 
de Eugenio Rosario y Héctor Clive Mesa N., quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE ECHA 18 DE MARZO DE 1970 

Materia: Penal 

Recurrente: Causa seguida a Américo Pérez Mercedes, Diputado 
al Congreso Nacional, por la Provincia de Pedernales 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes 
de marzo de 1970, años 1279  de la Independencia y 107') 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, en materia 
correccional, y en instancia única en virtud de las atribu-
ciones que le confiere el artículo 67 inciso 1 de la Consti-
tución la siguiente sentencia: 

En la causa correccional seguida contra Américo Pé-
rez Mercedes, Diputado al Congreso Nacional pu la Pro-
vincia de Pedernales, dominicano, mayor de edad, domici-
liado en la casa No. 33 de la calle J del Ensanche Espai-
Ilat de esta ciudad, cédula 3924 serie 20, prevenido del de-
lito de violación de la ley 2402 de 1950 en perjuicio de sus 
hijas legítimas, menores de edad, América Amparo, Santa 
América y América Filomena, procreadas con su ex espo-
sa Blanca Estervina Féliz Acosta de Castro; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al representante del Ministerio Público en la ex-

posición de los hechos; 
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Resultando que el 9 de enero de 1967, compareció ante 
la Policía Nacional de Barahona, Blanca Ester ✓ina Feliz 
Aceeta, y presentó querella contra Américo Pérez Merce-
des por no cumplir éste sus obligaciones de padre de las 
menores antes indicadas; 

Resultando que por Oficio No. 12 del 10 de enero de 
1937, la referida acta fue enviada al Representante del Mi-
nisterio Público ante el Juzgado de Paz de Barahona; 

Resultando que por Oficio No. 27 del 9 de febrero de 
1967, el Fiscalizador del Juzgado de Paz de Barahona re-
mitió el asunto al Procurador General de la República, por 
tratarse de una prevención contra un Diputado al Con-
greso Nacional; 

Resu:tando que el 30 de junio de 1967, y previa cita-
ción, comparecieron ante el Despacho de]. Procurador Ge-
neral de la República, el prevenido y la querellante, y allí 
en dicho Despacho llegaron al siguiente acuerdo: que "Amé-
rico Pérez Mercedes tomaría a su cargo la menor América 
Amparo, de 12 años de edad, para atenderla en sus medios 
de subsistencia, educación, etc. y le pasaría como pensión 
alimenticia a la señora Féliz para subvenir a las necesi-
dades de sus otras dos hijas Santa América y América Fi-
lomena de 10 y de 6 años de edad respectivamente, la suma 
do RD$25.00 mensuales; 

Resultando que el 28 de mayo de 1969 la señora Blan-
ca Ustervina Féliz de Castro, compareció ante la Fiscalía 

Oída la lectura de las piezas del proceso, hecha por el 
Secretario; 

Oda á la querellante en su declaración; 
Oído el dictamen del representante del Ministerio Pú-

blico, que termina así: "Que se condene a dos años de pri-
sión y se le fije una pensión de RD$30.00, mensuales"; 

Vistos los Autos 

de Barahona y expuso lo siguiente: "El motivo de mi com-
parecencia por ante este Despacho Procuraduría Fiscal, es 
con el fin de presentar querella contra el nombrado Amé-
rico Pérez Mercedes, dominicano, mayor de edad, residen-
te en la calle Interior J No. 33 Ensanche Espaillat quien 
es Diputado del Congreso Nacional, por la Provincia de 
Pedernales, por el hecho de que dicho señor se niega a aten-
der a tres hijas legítimas menores de edad, procreadas con 
dicha señora, ya que es una violación a la ley No. 2402, en 
perjuicio de dichas menores"; 

Resultando que el 30 de mayo de 1969, la referida 
querella le fue trasmitida al Procurador General de la 
República; 

Resultando que el 10 de noviembre de 1969, la señora 
Féliz Acosta de Castro compareció ante el Procurador Ge-
neral de la República y expuso lo siguiente: "El motivo 
de mi comparecencia por ante este Despacho es con el fin 
de informarle que tengo tres hijas de 14, 12 y 9 años de 
edad, procreadas con el señor Américo Pérez Mercedes, Di-
putado al Congreso Nacional, residente en la calla "J" No. 
33, Ensanche Espaillat, de esta ciudad, y en razóii de que 
dicho señor no ha dado cumplimiento a una serie de pro-
mesas que ha hecho frente a mí para la manutención de 
sus hijas, solicito del Magistrado Procurador General de 
la República, muy respetuosamente, que se le dé el curso 
correspondiente a una querella que pesa en su contra por 
violación a la Ley No. 2402, a fin de que el tribunal com-
petente conozca del caso y le asigne la pensión alimenticia 
de lugar".— Nota:— Deseo hacer constancir, que mi direc-
ción correcta es: "Sección de Juan Esteban", Barahona. 

Resultando que por Oficio No. 11416 del 13 de noviem-
bre de 1969, el Procurador General de la República some-
tió al Diputado Pérez Mercedes a la Suprema Corte dé Jus-
ticia por violación de la Ley 2402 de 1950; 

Resultando que por auto del 1ro. de diciembre de 1969, 
se fijó la audiencia del 16 de enero de 1970, a las 9 de la 
mañana, para conocer de la referida causa; 
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Oída la lectura de las piezas del proceso, hecha por el 
Secretario; 

Oda á la querellante en su declaración; 
Oído el dictamen' del representante del Ministerio Pú-

blico, que termina así: "Que se condene a dos años de pri-
sión y se le fije una pensión de RD$30.00, mensuales"; 

Resultando que el 9 de enero de 1967, compareció ante 
la Policía Nacional de Barahona, Blanca Estervina Feliz 
Aco:ta, y presentó querella contra Américo Pérez Merce-
des por no cumplir éste sus obligaciones de padre de las 
menores antes indicadas; 

Resultando que por Oficio No. 12 del 10 de enero de 
1937, la referida acta fue enviada al Representante del Mi-
nistei io Público ante el Juzgado de Paz de Barahona; 

Resultando que por Oficio No. 27 del 9 de febrero de 
1967, el Fiscalizador del Juzgado de Paz de Barahona re-
mitió el asunto al Procurador General de la República, por 
tratarse de una prevención contra un Diputado al Con-
greso Nacional; 

Resu:tando que el 30 de junio de 1967, y previa cita-
ción, comparecieron ante el Despacho del Procurador Ge-
neral de la República, el prevenido y la querellante, y allí 
en dicho Despacho llegaron al siguiente acuerdo: que "Amé-
rico Pérez Mercedes tomaría a su cargo la menor América 
Amparo, de 12 años de edad, para atender9a en sus medios 
de subs'stencia, educación, etc. y le pasaría como pensión 
alimenticia a la señora Féliz para subvenir a las necesi-
dades de sus otras dos hijas Santa América y América Fi-
lomena de 10 y da 6 años de edad respectivamente, la suma 
de RD$25.00 mensuales; 

Resultando que el 28 de mayo de 1969 la señora Blan-
ca Itstervina Féliz de Castro, compareció ante la Fiscalía 

Vistos los Autos 

de Barahona y expuso lo siguiente: "El motivo de mi com-
parecencia por ante este Despacho Procuraduría Fiscal, es 
con el fin de presentar querella contra el nombrado Amé-
rico Pérez Mercedes, dominicano, mayor de edad, residen-
te en la calle Interior J No. 33 Ensanche Espaillat quien 
es Diputado del Congreso Nacional, por la Provincia de 
Pedernales, por el hecho de que dicho señor se niega a aten-
der a tres hijas legítimas menores de edad, procreadas con 
dicha señora, ya que es una violación a la ley No. 2402, en 
perjuicio de dichas menores"; 

Resultando que el 30 de mayo de 1969, la referida 
querella le fue trasmitida al Procurador General de la 
República; 

Resultando que el 10 de noviembre de 1969, la señora 
Féliz Acosta de Castro compareció ante el Procurador Ge-
neral de la República y expuso lo siguiente: "E& motivo 
de mi comparecencia por ante este Despacho es con el fin 
de informarle que tengo tres hijas de 14, 12 y 9 años de 
edad, procreadas con el señor Américo Pérez Mercedes, Di-
putado al Congreso Nacional, residente en la calle "J" No. 
33. Ensanche Espaillat, de esta ciudad, y en razó -a de que 
dicho señor no ha dado cumplimiento a una serie de pro-
mesas que ha hecho frente a mí para la manutención de 
sus hijas, solicito del Magistrado Procurador General de 
la República, muy respetuosamente, que se le dé el curso 
correspondiente a una querella que pesa en su contra por 
violación a la Ley No. 2402, a fin de que el tribunal com-
petente conozca del caso y le asigne la pensión alimenticia 
de lugar".— Nota:— Deseo hacer constancia. que mi direc-
ción correcta es: "Sección de Juan Esteban", Barahona. 

Resultando que por Oficio No. 11416 del 13 de noviem-
bre de 1969, el Procurador General de la República some-
tió al Diputado Pérez Mercedes a la Suprema Corte dé Jus-
ticia por violación de la Ley 2402 de 1950; 

Resultando que por auto del lro. de diciembre C.e 1969, 
4> 	se fijó la audiencia del 16 de enero de 1970, a las 9 de la 

mañana, para conocer de la referida causa; 
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Resultando que ese rol fue cancelado en razón de que 
el prevenido envió un Certificado Médico que indicaba que 
dicho prevenido estaba enfermo; 

Resultando que el 28 de enero de 1970, el Magistrado 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia dictó un auto 
fijando la audiencia de las 9 de la mañana del m'trtes 2 
de marzo de 1970, para conocer del hecho puesto a cargo 
del prevenido; 

Resultando que ese día tuvo lugar en audiencia públi-

ca, la vista de la causa, a la cual asistió la querellante, pero 
no el prevenido; que después de instruida la causa, se apla-
zó el fallo para una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; 

Considerando que si el prevenido no comparece, no 
obstante haber sido citado regularmente, se le juzgará en 
defecto; 

Considerando qe de conformidad con el artículo 2 de 
la Ley 2402 de 1950, "el padre o la madre que faltara a 
esas obligaciones, o se negare a cumplirlas y persista en 

su negativa después de haber sido requerido a ello, sufri-
rá la pena de dos años de prisión correccional, la cual se 
impondrá de igual modo si entre la fecha del requerimien-
to y la fecha de la audiencia correspondiente, han trans-
currido !..lás de once días"; que de esas disposiciones lega-
les se desprende que la persistencia del padre o la madre 
en no cumplir con sus obligaciones después de beber sido 
requerido a ello, es lo que constituye el delito previsto y 
sancionado en dicha ley; 

Considerando que en la instrucción de la causa quedó 
establecido que el prevenido después de haberse compro-
metido ante el Procurador General de la República a darle 
albergue a la mayor de las hijas y a pagar una pensión de  
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RD$25.00 mensuales pa ra las otras dos, entregó de nuevo 
la referida hija a su madre, persistiendo en no mantener 
tanto a dicha hija, como a las demás; 

Considerando que la suma de 15 pesos mensuales pa-
ra cada menor es la que fija esta Suprema Corte de Jus-
ticia a cargo del indicado prevenido para satisfacer las ne-
cesidades de las menores, tomando en cuenta sus emolu-
mentos y en razón de la edad de las menores y de las po-
sibilidades económicas de la madre; 

Por tales motivos, y vistos los artículos 67 inciso 1 de 
la Constitución de la República; 1 y 2 de la Ley 2402 de 
1950; 185, 189 y 190 del Código de Procedimiento Criminal 
que copiados textualmente expresan: 

Articuló 67 de la Constitución: "Corresponde erclusi-
vamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de 
las demás atribuciones que le confiere la Ley:— 1.— Cono-
cer en única instancia de las causas penales seguidas al 
Presidente y al Vicepresidente de la República, a los Sena-
dores, Diputados, Secretarios de .Estado, Subsecretarios de 
Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procura-
dor General de la República, Jueces y Procuradores Gene-
rales de las Cortes de Apelación, Abogados del Estado ame 
el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribunal Swerior de 
Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplomático, de la Jun-
ta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas'; 

Artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950; "La obliga-
ción de los padres de atender a sus hijos menares de 18 
años es de orden público y de interés social. En consecuen-
cia, el padre en primer término, y la madre, después, es-
tán obligados a alimentar, vestir, sostener, educar y pro-
curar albergue a sus hijos menores de 18 años que hayan 
nacIdo o no dentro del matrimonio, de acuerdo con las ne-
cesidades de los menores y en relación con los medios de 
que puedan disponer los padres"; "El padre o la madre que 
faltare a esas obligaciones, o se negare a cumplirlas y per- 
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Resultando que ese rol fue cancelado en razón de que 
el prevenido envió un Certificado Médico que indicaba que 
dicho prevenido estaba enfermo; 

Resultando que el 28 de enero de 1970, el Magistrado 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia dictó un auto 
fijando la audiencia de las 9 de la mañana del rn'trtes 2 
de marzo de 1970, para conocer del hecho puesto a cargo 
del prevenido; 

Resultando que ese día tuvo lugar en audiencia públi-
ca, la vista de la causa, a la cual asistió la querellante, pero 
no el prevenido; que después de instruida la causa, se apla-
zó el fallo para una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; 

Considerando que si el prevenido no comparece, no 
obstante haber sido citado regularmente, se le juzgará en 
defecto; 

Considerando qe de conformidad con el artículo 2 de 
la Ley 2402 de 1950, "el padre o la madre que faltara a 
esas obligaciones, o se negare a cumplirlas y persista en 
su negativa después de haber sido requerido a ello, sufri-
rá la pena de dos años de prisión correccional, la cual se 
impondrá de igual modo si entre la fecha del requerimien-
to y la fecha de la audiencia correspondiente, han trans-
currido más de once días"; que de esas disposiciones lega-
les se desprende que la persistencia del padre o la madre 
en no cumplir con sus obligaciones después de baber sido 
requerido a ello, es lo que constituye el delito previsto y 
sancionado en dicha ley; 

Considerando que en la instrucción de la causa quedó 
establecido que el prevenido después de haberse compro-
metido ante el Procurador General de la República a darle 
albergue a la mayor de las hijas y a pagar una pensión de 

RD$25.00 mensuales pa ra las otras dos, entregó de nuevo 
la referida hija a su madre, persistiendo en no mantener 
tanto a dicha hija, como a las demás; 

Considerando que la suma de 15 pesos mensuales pa-
ra cada menor es la que fija esta Suprema Corte de Jus-
ticia a cargo del indicado prevenido para satisfacer las ne-
cesidades de las menores, tomando en cuenta sus emolu-
mentos y en razón de la edad de las menores y de las po-
sibilidades económicas de la madre; 

Por tales motivos, y vistos los artículos 67 inciso 1 de 
la Constitución de la República; 1 y 2 de la Ley 2402 de 
1950; 185, 189 y 190 del Código de Procedimiento Criminal 
qúe copiados textualmente expresan: 

Articuló 67 de la Constitución: "Corresponde erclusi-
vamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de 
las demás atribuciones que le confiere la Ley:— 1.— Cono-
cer en única instancia de las causas penales seguidas al 
Presidente y al Vicepresidente de la República, a los Sena-
dores, Diputados, Secretarios de .Estado, Subsecretarios de 
Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procura-
dor General de la República, Jueces y Procuradores Gene-
rales de las Cortes de Apelación, Abogados del Estado ame 
el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplomático, de la Jun-
ta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas"; 

Artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950; "La obliga-
ción de los padres de atender a sus hijos menores de 18 
años es de orden público y de interés social. En consecuen-
cia, el padre en primer término, y la madre, de:pués, es-
tán obligados a alimentar, vestir, sostener, educar y pro-
curar albergue a sus hijos menores de 18 años que hayan 
nacido o no dentro del matrimonio, de acuerdo con las ne-
cesidades de los menores y en relación con los medios de 
que puedan disponer los padres"; "El padre o la madre que 
faltare a esas obligaciones, o se negare a cumplirlas y per- 



sista en su negativa después de haber sido requerido a ello, 
sufrirá la pena de dos años de prisión correccional, la cual 
se impondrá de igual modo si entre la fecha del requeri-
miento y la fecha de la audiencia correspondiente, han 
transcurrido más de once días"; 

Artículos 185, 189 y 190 del Código de Procedimiento 
Criminal: "Si el inculpado no compareciere, se le juzgará 
en defecto".— "Se hará la prueba de los delitos correccio-
nales de la manera prescrita por los artículos 154, 155 y 
156, concernientes a las contravenciones de simple policia. 
El secretario tomará nota de las declaraciones de los tes-
tigos y de las respuestas del procesado. Les notas del se-
cretario se visarán por el presidente dentro de los tres días 
del pronunciamiento de la sentencia. Las disposiciones de 
los artículos 157, 158, 159, 160 y 161, son comunes a los 
tribunales en materia correccional".— "La instrucción se-
rá pública, a pena de nulidad. El fiscal, la parte civil o su 
abogado, harán la exposición del hecho; las actas o infor-
mes, si se hubieren extendido, se leerán por el secretario; 
serán oídos los testigos a cargo y a descargo, oi hubiere 
lugar, las tachas serán propuestas y juzgadas; se presenta-
rán a los testigos y a las partes los documentos y objetos 
que puedan servir para la convicción o el descargo del pro-
cesado; se interrogará a éste, quien junto con las peisonas 
civilmente responsables, propondrá sus defensas; ;el fiscal 
resumirá el asunto y dará sus concluiones, pudiendo repli-
car el acuado y las personas civilmente responsables del 
delito"; 

FALLA: 

Primero: Declara al prevenido Américo Pérez Merce-
des, culpable del delito de violación a la Ley 2402 de 1950, 
en perjuicio de sus hijas legítimas, menores de edad, Amé-
rica Amparo, Santa América y América Filomena Pérez 
Féliz, y en consecuencia lo condena a dos años de prisión  

correccional; Segundo: Fija en la cantidad de RD$45.00 la 
pensión mensual que el prevenido debe pagar a la quere-
llante, paar la atención de las referidas menores. Tercero: 
Condena al prevenido al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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sista en su negativa después de haber sido requerido a ello, 
sufrirá la pena de dos años de prisión correccional, la cual 
se impondrá de igual modo si entre la fecha del requeri-
miento y la fecha de la audiencia correspondiente, han 
transcurrido más de once días"; 

Artículos 185, 189 y 190 del Código de Procedimiento 
Criminal: "Si el inculpado no compareciere, se le juzgará 
en defecto".— "Se hará la prueba de los delitos correccio-
nales de la manera prescrita por los artículos 154, 155 y 
156, concernientes a las contravenciones de simple policia. 
El secretario tomará nota de las declaraciones de los tes-
tigos y de las respuestas del procesado. Les notas del se-
cretario se visarán por el presidente dentro de los tres días 
del pronunciamiento de la sentencia. Las disposiciones de 
los artículos 157, 158, 159, 160 y 161, son comunes a los 
tribuna les en materia correccional".— "La instrucción se-
rá pública, a pena de nulidad. El fiscal, la parte civil o su 
abogado, harán la exposición del hecho; las actas o infor-
mes, si se hubieren extendido, se leerán por el secretario; 
serán oídos los testigos a cargo y a descargo, .i hubiere 
lugar, las tullas serán propuestas y juzgadas; se presenta-
rán a los testigos y a las partes los documentos y objetos 
que puedan servir para la convicción o el descargo del pro-
cesado; se interrogará a éste, quien junto con las pdsonas 
civilmente responsables, propondvá sus defensas; ;el fiscal 
resumirá el asunto y dará sus concluiones, pudiendo repli-
car el acuado y las personas civilmente responsables del 
delito"; 

FALLA: 

Primero: Declara al prevenido Américo Pérez Merce-
des, culpable del delito de violación a la Ley 2402 de 1950, 
en perjuicio de sus hijas legítimas, menores de edad, Amé-
rica Amparo, Santa América y América Filomena Pérez 
Féliz, y en consecuencia lo condena a dos años de prisión 
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correccional; Segundo: Fija en la cantidad de RD$45.00 la 
pensión mensual que el prevenido debe pagar a la quere-
llante, paar la atención de las referidas menores. Tercero: 
Condena al prevenido al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 19'70 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 24 de marzo de 1969 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia„ regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Preside ►lic; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuczia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de marzo de 1970, 
años 127v de la Independencia y 107" de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Aníbal Mota, dominicano, no porta Cédula, mayor de edgd, 
soltero, actualmente detenido en la Penitenciaría Nacio-
nal de La Victoria, contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de marzo 
de 1969, en atribuciones criminales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

La Suprema Corte de Justioia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379 y 384 del Código Penal; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 8 de agosto de 1967, el Juez de instrucción 
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, apo-
derado por el Ministerio Público, dictó una Providencia 
Calificativa, cuyo dispositivo es el siguiente: "Resolvemos: 
Prmero: Declarar, como al efecto Declaramos, que hay 
cargos e indicios suficientemente razonables para inculpar 
a los nombrados Ca"rlos Aníbal Mota y Miguel María En-
carnación, el primero del crimen de robo de noche en casa 
habitada y con fractura, y el segundo, como cómplice del 
mismo hecho, en perjuicio de las oficinas de la Hemphills 
Schools, según querella presentada por el señor Francisco 
Ruiz Pimentel, hechos previstos y penados por los artículos 
59, 60, 379 y 384 del Código Penal.— Segundo: Enviar, co-
mo al efecto Enviamos, por ante el Tribunal Criminal, a 
los nombrados Carlos Aníbal Mota (preso) y Miguel Ma-
ría Encarnación (L. B. F.), para que allí sean juzgados con 
arreglo a la ley por el crimen que se les imputa; Terceiro: 
Ordenar, como al efecto Ordenamos, que las actuaciones 
de instrucción así como un estadp de los documentos y ob-
jetos que han de obrar como elementos de convicción, sean 
transmitidos por nuestra Secretaría, inmediatamente des-
pués de expirado el plazo del recurso de apelaición a que 
es susceptible esta Providencia, al Magistrado Procurador 
Fiscal del D. N., para los fines die ley correspondientes"; b) 
que en fecha 6 de marzo de 1968, la Segunda Cámara Pe-
nal del Distrito Nacional, dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; e) que sobre la apelación 
interpuesta contra ese fallo, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declara s, regular y válido, en la forma, el recurso de 
apelación interpuesto por Carlos Aníbal Mota, contra sen- 

Materia: Penal 

Recurrente: Carlos Aníbal Mota 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1970 La Suprema Corte de Justioia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379 y 384 del Código Penal; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 8 de agosto de 1967, el Juez de Instrucción 
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, apo- , 
derado por el Ministerio Público, dictó una Providencia 
Calificativa, cuyo dispositivo es el siguiente: "Resolvemos: 
Armero: Declarar, como al efecto Declaramos, que hay 
cargos e indicios suficientemente razonables para inculpar 
a los nombrados Cailos Aníbal Mota y Miguel María En-
carnación, el primero del crimen de robo de noche en casa 
habitada y con fractura, y el segundo, como cómplice del 
mismo hecho, en perjuicio de las oficinas de la Hemphills 
Schools, según querella presentada por el señor Francisco 
Ruiz Pimentel, hechos previstos y penados por los artículos 
59, 60, 379 y 384 del Código Penal.— Segundo: Enviar, co-
mo al efecto Enviamos, por ante el Tribunal Criminal, a 
los nombrados Carlos Aníbal Mota (preso) y Miguel Ma-
ría Encarnación (L. B. F.), para que allí sean juzgados con 
arreglo a le, ley por el crimen que se les imputa; Tercero: 
Ordenar, como al efecto Ordenamos, que las actuaciones 
de instrucción así como un estadp de los documentos y ob-
jetos que han de obrar como elementos de convicción, sean 
transmitidos por nuestra Secretaría, inmediatamente des-
pués de expirado el plazo del recurso de apelación a que 
es susceptible esta Providencia, al Magistrado Procurador 
Fiscal del D. N., para los fines de ley correspondientes"; b) 
que en fecha 6 de marzo de 1968, la Segunda Cámara Pe-
nal del Distrito Nacional, dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; c) que sobre la apelación 
interpuesta contra ese fallo, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declara r  regular y válido, en la forma, el recurso de 
apelación interpuesto por Carlos Aníbal Mota, contra sen- 

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 24 de marzo de 1969 

Materia: Penal 

Recurrente: Carlos Anibal Mota 

   

   

   

    

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia„ regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de marzo de 1970, 
años 127v de la Independencia y 107" de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 4  
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Aníbal Mota, dominicano, no porta Cédula, mayor de edad, 
soltero, actualmente detenido en la Penitenciaría Nacio-
nal de La Victoria, contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de marzo 
de 1969, en atribuciones criminales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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tencia dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 
6 de marzo de 1968, cuyo dispositivo copiado textualmente 
dice así: "Falla:— Primero: Declara al nombrado Carlos 
Aníbal Mota, culpable del crimen de robo de noche en ca-
sal habitada, con fracturas, en perjuicio de la oficina de la 
"Hemphill School" radicada en la calle Arz. Mariño No. 44 
y en consecuencia lo condena a sufrir Ocho Años (8) de 
Trabajos Públicos, por violación a los arts. 379 y 384 del 
Código Penal así como también al pago de las costas, con-
forme al Art. 277 del Código de Procedimiento Criminal; 
Segundo: Desglosa el expediente e,n cuanto a Miguel Ma-
ría Encarnación para ser juzgado posteriormente". por ha-
berlo interpuesto en tiempo hábil; Segundo: En cuanto al 
fondo, se modifica la sentencia apelada en el sentido de re-
bajar la pena a tres (3) años de Trabajos Públicos; Terce-
ro: Condena a dicho recurrente al pago de las costas de la 
presente alzada"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la cansa, la Corte a-qua dió por establecido 
que la noche del día 3 de julio de 1967, Carlos Aníbal Mo-
ta sustrajo fraudulentamente 4e1 local de la "Hemphil 
School" varios efectos de la propiedad del Lic. Francisco 
Ruiz Pimentel; y que para realizar el robo violentó las puer-
tas de lá casa, la cual estaba habitada; 

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen el crimen de robo de noche con fractura previsto por 
el artículo 384 del Código Penal, y sancionado por ese mis-
mo texto con penas de 5 a 20 años de trabajos públicos; 
que en el presente caso, la Corte a-qua al imponer aj recu-
rrente 3 años de trabajos públicos, rebajando la pena de 8 
años que le había sido impuesta en primera Instancia, so-
bre su apelación, le aplicó una pena ajustada a la ley, sal-
vo lo que se dirá más adelante; 

Considerando que no habiendo la Corte a-qua acogido 
circunstancias atenuantes no podía rebajar la pena a me-
nos de cinco años en conformidad al artículo 384 del Có-
digo Penal citado, pues estimó que había por lo menos una 
agravante de las previstas en el artículo 381, inciso 4to. del 
citado Código Penal; pero como el acusado es el único 
recurrente, su situación no puede ser agravada, por lo cual 
el fallo impugnado no puede ser invalidado por ese motivo; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés del 
recurrente, vicio alguno que adnerite su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Aníbal Mota, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de 

I .  Apelación de Santo Domingo, de fecha 24 de marzo de 
1969, cuyo dispositivo hal sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Mrliuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago. Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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tencia dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 
6 de marzo de 1968, cuyo dispositivo copiado textualmente 
dice así: "Falla:— Primero: Declara al nombrado Carlos 
Aníbal Mota, culpable del crimen de robo de noche en ca-
sal habitada, con fracturas, en perjuicio de la oficina de la 
"Hemphill School" radicada en la calle Arz. Meriño No. 44 
y en consecuencia lo condena a sufrir Ocho Años (8) de 
Trabajos Públicos, por violación a los arts. 379 y 384 del 
Código Penal así como también al pago de las costas, con-
forme al Art. 277 del Código de Procedimiento Criminal; 
Segundo: Desglosa el expediente e,n cuanto a Miguel Ma-
ría Encarnación para ser juzgado posteriormente". por ha-
berlo interpuesto en tiempo hábil; Segundo: En cuanto al 
fondo, se modifica la sentencia apelada en el sentido de re-
bajar la pena a tres (3) años de Trabajos Públicos; Terce-
ro: Condena a dicho recurrente al pago de las costas de la 
presente alzada"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la catisa, la Corte a-qua dió por establecido 
que la noche del día 3 de julio de 1967, Carlos Aníbal Mo-
ta sustrajo fraudulentamente del local de la "Hemphil 
School" varios efectos de la propiedad del Lic. Francisco 
Ruiz Pimentel; y que para realizar el robo violentó las puer-
tas de hl casa, la cual estaba habitada; 

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen el crimen de robo de noche con fractura previsto por 
el artículo 384 del Código Penal, y sancionado por ese mis-
mo texto con penas de 5 a 20 años de trabajos públicos; 
que en el presente caso, la Corte a-qua al imponer aj recu-
rrente 3 años de trabajos públicos, rebajando la pena de 8 
años que le había sido impuesta en primera Instancia, so-
bre su apelación, le Aplicó una pena ajustada a la ley, sal-
vo lo que se dirá más adelante; 

Considerando que no habiendo la Corte a-qua acogido 
circunstancias atenuantes no podía rebajar la pena a me-
nos de cinco años en conformidad al artículo 384 del Có-
digo Penal citado, pues estimó que había por lo menos una 
agravante de las previstas en el artículo 381, inciso Oto. del 
citado Código Penal; pero como el acusado es el único 
recurrente, su situación no puede ser agravada, por lo cual 
el fallo impugnado no puede ser invalidado por ese motivo; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés del 
recurrente, vicio alguno que amerite su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Aníbal Mota, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, de fecha 24 de marzo de 
1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Melluel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago. Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARO DE 1970 

 

go, en fecha 6 de junio de 1969, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Darío O. Fernández Espinal, por sí y por 

el Dr. Rafael M. Luciano, cédulas Nos. 21669 y 8868, series 
37 y 34, respectivamente, abogados del recurrido, que lo es 
el Instituto Nacional de la Vivienda, entidad aiutónoma del 
Estado Dominicano, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. M. 
A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie 26, depositado en la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 18 de 
junio de 1969, y en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican, y el escrito de ampliación del mismo, 
de fecha 12 de agosto del mismo año; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido en fechq 17 de julio de 1969, y la ampliación 
del mismo en fecha 23 del mismo mes y año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 165 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en daños y perjuicios in-
tentada por el Dr. Miguel Antonio Báez Brito y Contra el 
Instituto Nacional de la Vivienda, la Cámara Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia 
en fecha 29 de septiembre del 1966, cuyo dispostiivo se co-
pia más adelante; b) que sobre el recurso de apelación del 
referido Instituto, la Corte de Apelación de Santo Domin-
go dictó una sentencia en fecha 24 de mayo del 1967, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Ins- 

   

Sentencie O impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 6 de junio de 1969 

   

Materia: Civil 

     

   

Recurrente: Dr. Miguel Antonio Báez Brito 

Ahogado: Dr. M A Báez Brito 

 

      

   

Recurrido: Instituto Nacional de la Vivienda 
Ahogado: Dres. Rafael Ml. Luciano P y Darlo O. Fernández Es 

pinal 

  

   

   

Dios, Patrio) y Libertad 
República Dominicana 

 

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiahna, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló,‘Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 20 de marzo del año 1970, años 127° de la Indepen-
dencia y 107v de la Restauración, dicta en audiencia, pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Mi-
guel Antonio Báez Brito, dominicano, mayor de edad, casa-
do, abogado, domiciliado en el apartamiento No. 306 del 
edificio No. 35 de la calle El Conde de esta ciudad, cédula 
No. 31853, serie 26, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones civiles, por la Corte de Apelación de Santo Domin- 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 6 de junio de 1969 

Materia: Civil 

Recurrente: Dr. Miguel Antonio Báez Brito 

Abogado: Dr. M A Báez Brito 

Recurrido: Instituto Nacional de la Vivienda 
Abogado: Dres. Rafael Ml. Luciano P y Darlo O Fernández Es 

pinal 

Dios, Patrio/ y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiakna, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló;Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 20 de marzo del año 1970, años 127^ de la Indepen-
dencia y 1079  de la Restauración, dicta en audiencia, pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Mi-
guel Antonio Báez Brito, dominicano, mayor d,e edad, casa-
do, abogado, domiciliado en el apartamiento No. 306 del 
edificio No. 35 de la calle El Conde de esta ciudad, cédula 
No. 31853, serie 26, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones civiles, por la Corte de Apelación de Santo Domin- 
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go, en fecha 6 de junio de 1969, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Darío O. Fernández Espinal, por sí y por 

el Dr. Rafael M. Luciano, cédulas Nos. 21669 y 8868, series 
37 y 34, respectivamente, abogados del recurrido, que lo es 
el Instituto Nacional de la Vivienda, entidad autónoma del 
Estado Dominicano, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. M. 
A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie 26, depositado en la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 18 de 
junio de 1969, y en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican, y el escrito de ampliación del mismo, 
de fecha 12 de agosto del mismo año; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido en fechq 17 de julio de 1969, y la ampliación 
del mismo en fecha 23 del mismo mes y año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 165 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en. la  sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en daños y perjuicios in-
tentada por el Dr. Miguel Antonio Báez Brito y Contra el 
Instituto Nacional de la Vivienda, la Cámara Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera. Instancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia 
en fecha 29 de septiembre del 1966, cuyo dispostiivo se co-
pia más adelante; b) que sobre el recurso de apelación del 
referido Instituto, la Corte de Apelación de Santo Domin-
go dictó una sentencia en fecha 24 de mayo del 1967, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Ins- 
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tituto Nacional de la Vivienda contra sentencia dictada por 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional de fecha veintinueve (29) de Septiembre de mil no-
vecientos sesentiséis (1966), cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Desestima las conclusiones presentadas en audien-
cia por el Intituto Nacional de la Vivienda (INVI) sobre 
incompetencia, según las razones expuestas en el cuerpo de 
esta sentencia; Segundo: Pronuncia el Defecto contra dicha 
institución demandada ya mencionada, por no haber con-
cluido respecto al fondo de la presente demanda; Tercero: 
Acoge las conclusiones formuladas en audiencia por el Dr. 
Miguel Antonio Báez Brito, parte demandante y, en conse-
cuencia, Condena al Instituto Nacional de la, Vivienda (IN-
VI), a pegarle al mencionado demandante a) la suma de 
Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00), moneda de curso legal, 
a título de reparación de los daños y perjuicios morales y 
materiales sufridos por el referido demandante con la res-
cisión del contrato de que se trata, más los intereses legales 
a título de indemnización suplementaria por el retardo en 
que pueda incurrir; y b) todas las Costes causadas y por 
causarse en la presente instancia"; por haber sido inter-

- puesto de conformidad con las prescripciones legales; SE-
GUNDO Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia con-
tra. el Dr. M. A. Báez Brito, por falta de concluir; TERCE-
RO: Revoca, en todris sus partes, la sentencia apelada y 
obrando por propia autoridad y contrario imperio, declara 
la incompetencia de los Tribunales de derecho común para 
conocer y fallar el litigio de que se trata; CUARTO: Con-
dena al Dr. M. A. Báez Brito, parte que sucumbe al pago 
de las costas, distrayéndola s en provecho de los ahogados 
de la parte intimante Dres. Rafael Manuel Luciano Pichar-
do y Darío O. Fernández Espinal, quienes declaran haberlas 
avanzado en su totalidad"; c) que sobre el recurso de opo-
sición del Dr. Miguel Antonio Báez Brito, intervino una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 

  

  

oposición interpuesto por la parte demandejnte, Dr. Miguel 
Antonio Báez Brito, contra la sentencia dictada en defecto, 
en fecha 24 de mayo de 1967, por esta Corte de Apelación, 
por haber sido interpuesto en la forma y dentro del plazo 
prescrito por la Ley; SEGUNDO: Anula la antes expresa-
dr4 sentencia; TERCERO: Revoca en todas sus partes la sen-
tencia apelada, dictada en fecha 29 de septiembre de 1966, 
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Desestima las conclusiones presentadas en audiencia 
por el Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) sobre in-
competencia, según las razones expuestas en el cuerpo de 
esta sentencia; Segundo: Pronuncia el Defecto contra dicha 
Institución demandada ya mencionada, por no haber con-
cluido respecto al fondo de la presente demanda; Tercero: 
Acoge las conclusiones formuladas en audiencia por el Dr. 
Miguel Antonio Báez Brito, parte demandante, y, en con-
secuencia, Condena al Instituto Nacional de la Vivienda 
(INVI), a pagarle al mencionado demandante: a) la suma 
de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) moneda de curso 
legal, a título de reparación de los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por el referido demandante con 
la rescisión del contrato de que se trata, más los intereses 
legales al título de indemnización suplementaria por el re-
tardo en que pueda incurrir; y b) todas las Costas causadas 
y por causarse en la presente instancia"; y Rechaza la de-
manda en Daños y Perjuicios intentada por el Dr. Mi-
guel Antonio Báez Brito, contra el Instituto Nacional de 
la Vivienda por improcedente; y CUARTO: Condena al de-
mandante Dr. Miguel .  Antonio Báez Brito al pago de las 
costas del procedimiento y ordena su distracción en favor 
de los Doctores Rafael Ml. Luciano P., y Darío O. Fernán-
dez E., por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte"; 
d) que sobre el recurso de casación interpuesto por el ac-
tual recurrente Báez Brito, contra la anterior sentencia, la 
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tituto Nacional de la Vivienda contra sentencia dictada por 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional de fecha veintinueve (29) de Septiembre de mil no-
vecientos sesentiséis (1966), cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Desestima las conclusiones presentadas en audien-
cia por el Intituto Nacional de la Vivienda (INVI) sobre 
incompetencia, según las razones expuestas en el cuerpo de 
esta sentencia; Segundo: Pronuncia el Defecto contra dicha 
institución demandada ya mencionada, por no haber con-
cluido respecto al fondo de la presente demanda; Tercero: 
Acoge las conclusiones formuladas en audiencia por el Dr. 
Miguel Antonio Báez Brito, parte demandante y, en conse-
cuencia, Condena al Instituto Nacional de la t  Vivienda (IN-
VI), a pagarle al mencionado demandante a) la suma de 
Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00), moneda de curso legal, 
a título de reparación de los daños y perjuicios morales y 
materiales sufridos por el referido demandante con la res-
cisión del contrato de que se trata, más los intereses legales 
a título de indemnización suplementaria por el retardo en 
que pueda incurrir; y b) todas las Costas causadas y por 
causarse en la presente instancia"; por haber sido inter-
puesto de conformidad con las prescripciones legales; SE-
GUNDO Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia con-
tra el Dr. M. A. Báez Brito, por falta de concluir; TERCE-
RO: Revoca, en todas sus partes, la sentencia apelada y 
obrando por propia autoridad y contrario imperio, declara 
la incompetencia de los Tribunales de derecho común para 
conocer y fallar el litigio de que se trata; CUARTO: Con-
dena al Dr. M. A. Báez Brito, parte que sucumbe al pago 
de las costas, distrayéndola s en provecho de los abogados 
de la parte intimante Dres. Rafael Manuel Luciano Pichar-
do y Darío O. Fernández Espinal, quienes declaran haberlas 
avanzado en su totalidad"; c) que sobre el recurso de opo-
sición del Dr. Miguel Antonio Báez Brito, intervino una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 

  

 

oposición interpuesto por la parte demanda te, Dr. Miguel 
Antonio Báez Brito, contra la sentencia dictada en defecto, 
en fecha 24 de mayo de 1967, por esta Corte de Apelación, 
por haber sido interpuesto en la forma y dentro del plazo 
prescrito por la Ley; SEGUNDO: Anula la antes expresa-
d9 sentencia; TERCERO: Revoca en todas sus partes la sen-
tencia apelada, dictada en fecha 29 de septiembre de 1966, 
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Desestima, las conclusiones presentadas en audiencia 
por el Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) sobre in-
competencia, según las razones expuestas en el cuerpo de 
esta sentencia; Segun,do: Pronuncia el Defecto contra dicha 
Institución demandada ya mencionada, por no haber con-
cluido respecto al fondo de la presente demanda; Tercero: 
Acoge las conclusiones formuladas en audiencia por el Dr. 
Miguel Antonio Báez Brito, parte demandante, y, en con-
secuencia, Condena al Instituto Nacional de la Vivienda 
(INVI), a pagarle al mencionado demandante: a) la suma 
de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) moneda de curso 
legal, a título de reparación de los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por el referido demandante con 
la rescisión del contrato de que se trata, más los intereses 
legales al título de indemnización suplementaria por el re-
tardo en que pueda incurrir; y b) todas las Costas causadas 
y por causarse en la presente instancia"; y Rechaza la de-
manda en Daños y Perjuicios intentada por el Dr. Mi-
guel Antonio Báez Brito, contra el Instituto Nacional de 
la Vivienda por improcedente; y CUARTO: Condena al de-
mandante Dr. Miguel Antonio Báez Brito al pago de las 
costas del procedimiento y ordena su distracción en favor 
de los Doctores Rafael Ml. Luciano P., y Darío O. Fernán-
dez E., por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte"; 
d) que sobre el recurso de casación interpuesto por el ac-
tual recurrente Báez Briba contra la anterior sentencia, la 

      

      



542 	 130LETLN JUDICIAL isotzrrN JUDICIAL 	 543 

Suprema Corte de Justicia dictó en fecha. 16 de mayo de 
1969 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero: 
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Dr. Mi-
guel Antonio Báez Brito, contra el ordinal Oto. de la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 
en fecha 29 de abril del 1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción en 
provecho de los abogados del recurrido, Dres. Rafael Ma-
nuel Luciano P., y Darío O. Fernández E., quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; e) que en fecha 6 
d,e junio de 1969, la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisi-
ble el recurso de oposición interpuesto en fecha tres (3) de 
julio de mil novecientos sesenta y ocho (1968), por el Doc-
tor Miguel Ant. Báez Brito contra la sentencia dictada con-
tradictoriamente por esta Corte de Apelación en fecha vein-
tinueve (29) de abril del mismo año, (1968), cuyo disposi-
tivo se halla copiado en el cuerpo de la presente decisión; 
SEGUNDO: Condena al Doctor Miguel Ant. Báez Brito al 
pago de las costas y ordena su distracción en favor de los 
Doctores Rafael Manuel Luciano P., y Darío O. Fernández 
E., quienes han afirmado haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que en apoyo de su recurso el recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falta de mo-
tivos y violación de las reglas que gobiernan la inmutaibi-
lidad del proceso; Segundo Medio: Motivos falsos y desna-
turalización de los hechos de la causa; Tercer Medio: Vio-
lación por desconocimiento del artículo 165 del Código de 
Procedimiento Civil y Falta de Base Legal; 

Considerando que en apoyo de los dos primeros medios 
de su recurso, a cuyo examen se procederá conjuntamente, 
el recurrente alega, en síntesis, que la Corte agua, al dic-
tar su decisión del 29 de abril de 1968, que anuló la dictada  

por la misma Corte, en defecto, en fecha 24 de mayo de 
1967 cuyo ordinal tercero dispuso la revocación de la dicta-
da en primera instancia, en favor del actual recurrente, di-
cha Corte excedió sus poderes, pues las partes solamente 
estaban ligadas al recurso de oposición interpuesto por la 
recurrente contra la sentencia del 24 de mayo de 1967, 
por lo que, para conocer y juzgar el fondo de la apelación, 
precisaba que, después de pronunciada la nulidad de la 
sentencia ya mencionada, se fijara una nueva audiencia, a 
fin de que ambas partes concluyeran al fondo, no pudiendo 
quedar apoderada a tales fines, solamente por las conclu-
siones presentadas por su contra parte en tal sentido; que 
en las expresadas circunstancias procesales, es preciso admi-
que lo decidido en cuanto al fondo del litigio por el ordi-
nal tercero de la sentencia del 29 de abril de 1968, lo fue 
en defecto con respecto al actual recurrente, y, en conse-
ruencia admisible su recurso de oposición, contrariamente 
a lo decidido por la sentencia ahora imtugnada; que, por 
otra parte, la Corte a-qua, para considerar inadmisible el 
recurso de oposición intentado por el actual recurrente, con-
tra el expresado ordinal tercero de la sentencia del 29 de 
abril de 1968, varias veces citada, se funda en que ambas 
partes concluyeron al fondo del derecho discutido, incu-
rriendo así en una flagrante desnaturalización de sus con-
clusiones, pues el actual recurrente se concretó, como se 
comprueba consultando la sentencia correspondiente, a pe-
dir, pura y simplemente, la nulidad de la decisión del 24 
de mayo de 1967, tomada en defecto en su contra, pedi-
mento que fue acogido, debido a que no le había sido noti-
ficado, previamente a la audiencia de la apelación, el acto 
recordatorio correspondiente; pero, 

Considerando que la oposición interpuesta contra una 
sentencia dictada en defecto, en grado de apelación, no cons-
tituye una instancia independiente de dicha apelación, con-
tinuando, por lo tanto, los jueces de la alzada, en capacidad 
de resolver en la medida de su apoderamiento, del expresa- 
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Suprema Corte de Justicia dictó en fecha. 16 de mayo de 
1969 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero: 
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Dr. Mi-
guel Antonio Báez Brito, contra el ordinal 4to. de la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 
en fecha 29 de abril del 1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción en 
provecho de los abogados del recurrido, Dres. Rafael Ma-
nuel Luciano P., y Darío O. Fernández E., quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; e) que en fecha 6 
d,e junio de 1969, la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisi-
ble el recurso de oposición interpuesto en fecha tres (3) de 
julio de mil novecientos sesenta y ocho (1968), por el Doc-
tor Miguel Ant. Báez Brito contra.11a sentencia dictada con-
tradictoriamente por esta Corte de Apelación en fecha vein-
tinueve (29) de abril del mismo ario, (1968), cuyo disposi-
tivo se halla copiado en el cuerpo de la presente decisión; 
SEGUNDO: Condena al Doctor Miguel Ant. Báez Brito al 
pago de las costas y ordena su distracción en favor de los 
Doctores Raf alai Manuel Luciano P., y Darío O. Fernández 
E., quienes han afirmado haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que en apoyo de su recurso el recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falta de mo-
tivos y violación de las reglas que gobiernan la inmutabi-
lidad del proceso; Segundo Medio: Motivos falsos y desna-
turalización de los hechos de la causa; Tercer Medio: Vio-
lación por desconocimiento del artículo 165 del Código de 
Procedimiento Civil y Falta de Base Legal; 

Considerando que en apoyo de los dos primeros medios 
de su recurso, a cuyo examen se procederá conjuntamente, 
el recurrente alega, en síntesis, que la Corte agua, al dic-
tar su decisión del 29 de abril de 1968, que anuló la dictada 

     

         

    

por la misma Corte, en defecto, en fecha 24 de mayo de 
1967 cuyo ordinal tercero dispuso la revocación de la dicta-
da( en primera instancia, en favor del actual recurrente, di-
cha Corte excedió sus poderes, pues las partes solamente 
estaban ligadas al recurso de oposición interpuesto por la 
recurrente contra la sentencia del 24 de mayo de 1967, 
por lo que, para conocer y juzgar el fondo de la apelación, 
precisaba que, después de pronunciada la nulidad de la 
sentencia ya mencionada, se fijara una nueva audiencia, a 
fin de que ambas partes concluyeran al fondo, no pudiendo 
quedar apoderada a tales fines, solamente por las conclu-
siones presentadas por su contra parte en tal sentido; que 
en las expresadas circunstancias procesales, es preciso admi-
que lo decidido en cuanto al fondo del litigio por el ordi-
nal tercero de la sentencia del 29 de abril de 1968, lo fue 
en defecto con respecto al actual recurrente, y, en conse-
ruencia admisible su recurso de oposición, contrariamente 
a lo decidido por la sentencia ahora imtugnada; que, por 
otra parte, la Corte a-qua, para considerar inadmisible el 
recurso de oposición intentado por el actual recurrente, con-
tra el expresado ordinal tercero de la sentencia del 29 de 
abril de 1968, varias veces citada, se funda en que ambas 
partes concluyeron al fondo del derecho discutido, incu-
rriendo así en una flagrante desnaturalización de sus con-
clusiones, pues el actual recurrente se concretó, como se 
comprueba consultando la sentencia correspondiente, a pe-
dir, pura y simplemente, la nulidad de la decisión del 24 
de mayo de 1967, tomada en defecto en su contra, pedi-
mento que fue acogido, debido a que no le había sido noti-
ficado, previamente a la audiencia de la apelación, el acto 
recordatorio correspondiente; pero, 

Considerando que la oposición interpuesta contra una 
sentencia dictada en defecto, en grado de apelación, no cons-
tituye una instancia independiente de dicha apelación, con-
tinuando, por lo tanto, los jueces de la alzada, en capacidad 
de resolver en la medida de su apoderamiento, del expresa- 
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do recurso; que, de consiguiente, el apelante puede, no so-
lamente proponer todos los medios y defensas que crea de 
lugar contra el recurso do oposición, sino también concluir 
al fondo del recurso de alzada, de que haya apoderado a 
la jurisdicción de segundo grado; que si en estos casos, el 
oponente, después de presentar los medios tendientes a la 
nulidad de la sentencia contra la cual ha recurrido en opo-
sición, no concluye expresamente al fondo de la causa, su 
silencio puede válidamente reputarse como ratificativo de 
las conclusiones de su demanda por ante el primer juez, si 
de algún modo, y por medio de conclusiones expresas, el 
oponente se vincula al fondo del debate; 

Considerando que el conocerse del recurso de oposición 
interpuesto por el actual recurrente, contra la sentencia en 
defecto de fecha 24 de mayo de 1967, el entonces apelante, 
después de presentar conclusiones principales, tendientes al 
rechazamiento de la oposición, concluyó subsidiariamente 
pidiendo se acogieran las conclusiones por él presentadas 
al conocerse originariamente su recurso de apelación, las 
que en su ordinal cuarto dicen así: "Subsidiariamente, para 
el caso en que no fuesen acogidos los pedimentos principa-
les antes señalados, revocando en todas sus partes la, sen-
tencia recurrida antes mencionada; y obrando por propio 
imperio, rechazando en todas sus partes la demanda intro-
ductiva de la presente litis"; que por su parte, y según se 
comprueba por sus conclusiones en la audiencia de oposi-
ción a la sentencia en defecto del 24 de mayo, el actual re-
currente, después de pedir la nulidad de dicha sentencia, 
por no habérsele notificado el correspondiente acto recor-
datorio, por el ordinal cuarto de las mismas conclusiones 
pidió se le concediera un plazo de diez días el cual le fue 
concedido "para replicar al contenido del Ordinal Segun-
do de las conclusiones de la Intimada", o sea las relativas 
al fondo, al no hacer provecho alguno de dicho plazo, se 
impone admitir, que en la especie su silencio pudo ser co-
rrectamente interpretado por los jueces del fondo, como una  

ratificación de las conclusiones primitivas de su demanda, 
y por tanto considerarse, como lo ha hecho la Corte a-qua, 
que la parte de la sentencia del 29 de abril de 1968 (ordinal 
tercero) que dispuso el rechazamiento al fondo de la de-
manda del entonces oponente y a su vez intimado en ape-
lación, se había hecho contradictoria, por lo cual en la 
sentencia impugnada no se ha incurrido en las violaciones 
invocadas, las cuales son desestimadas por carecer de fun-
damento; 

Considerando que por el tercero y último medio, el re-
currente alega en síntesis, que en el sexto Considerando de 
su decisión, la Corte a-gua para justificar también lo deci-
dido se apoya en el principio procesal de que oposición so-
bre oposición no vale, ignorando que dicho principio no tie-
ne aplicación en el caso, debido a que la materia decidida 
por la primera sentencia en defecto, o sea las varias ve-
ces mencionada del 24 de mayo simplemente fue relativa 
a la competencia, y la intervenida subsiguientemente lo fue 
sobre un objeto distinto, o sea el fondo del derecho contesJ 
tado, condiciones en las cuales la más arriba invocada re-
gla procesal no tiene aplicación; pero, 

Considerando que como ya se ha consignado antes, esta 
Suprema Corte de Justicia ha admitido que la sentencia del 
29 de abril, tal como lo ha afirmado la Corte a-qua, en la 
ahora impugnada, fue contradictoria; que, por otra parte, 
el examen del citado Considerando, en que el actual recu-
rrente apoya el presente medio, es simplemente un motivo 
de la Corte a-qua para desestimar una alegación del apelan-
te, ahora intimado en casación, y no un medio en apoyo de 
lo decidido por ella en su fallo; que por lo tanto el medio 
que se examina dobe ser desestimado, por carecer de per-
tinencia; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Dr. Miguel A. Báez Brito, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 6 de junio de 1969, en atribuciones civiles, 



tip 

do recurso; que, de consiguiente, el apelante puede, no so-
lamente proponer todos los medios y defensas que crea de 
lugar contra el recurso de oposición, sino también concluir 
al fondo del recurso de alzada, de que haya apoderado a 
la jurisdicción de segundo grado; que si en estos casos, el 
oponente, después de presentar los medios tendientes a la 
nulidad de la sentencia contra la cual ha recurrido en opo-
sición, no concluye expresamente al fondo de la causa, su 
silencio puede válido reputarse como ratificativo de 
las conclusiones de su demanda por ante el primer juez, si 
de algún modo, y por medio de conclusiones expresas, el 
oponente se vincula al fondo cl,e1 debate; 

Considerando que al conocerse del recurso de oposición 
interpuesto por el actual recurrente, contra la sentencia en 
defecto de fecha 24 de mayo de 1967, el entonces apelante, 
después de presentar conclusiones principales, tendientes al 
rechazamiento de la oposición, concluyó subsidiariamente 
pidiendo se acogieran las conclusiones por él presentadas 
al conocerse originariamente su recurso de apelación, las 
que en su ordinal cuarto dicen así: "Subsidiariamente, para 
el caso en que no fuesen acogidos los pedimentos principa-
les antes señalados, revocando en todas sus partes la sen-
tencia recurrida antes mencionada; y obrando por propio 
imperio, rechazando en todas sus partes la demanda intro-
ductiva de la presente litis"; que por su parte, y según se 
comprueba por sus conclusiones en la audiencia de oposi-
ción a la sentencia en defecto del 24 de mayo, el actual re-
currente, después de pedir la nulidad de dicha sentencia, 
por no habérsele notificado el correspondiente acto recor-
datorio, por el ordinal cuarto de las mismas conclusiones 
pidió se le concediera un plazo de diez días el cual le fue 
concedido "para replicar al contenido del Ordinal Segun-
do de las conclusiones de la Intimada", o sea las relativas 
al fondo, al no hacer provecho alguno de dicho plazo, se 
impone admitir, que en la especie su silencio pudo ser co-
rrectamente interpretado por los jueces del fondo, como una  

ratificación de las conclusiones primitivas de su demanda, 
y por tanto considerarse, como lo ha hecho la Corte a-qua, 
que la parte de sentencia del 29 de abril de 1968 (ordinal 
tercero) que dispuso el rechazamiento al fondo de la de-
manda del entonces oponente y a su vez intimado en ape-
lación, se había hecho contradictoria, por lo cual en la 
sentencia impugnada no se ha incurrido en las violaciones . 

 invocadas, las cuales son desestimadas 'por carecer de fun-
damento; 

Considerando que por el tercero y último medio, el re-
currente alega en síntesis, que en el sexto Considerando de 
su decisión, la Corte a-qua para justificar también lo deci-
dido se apoya en el principio procesal de que oposición so-
bre oposición no vale, ignorando que dicho principio no tie-
ne aplicación en el caso, debido a que la materia decidida 
por la primera sentencia en defecto, o sea las varias ve-
ces mencionada del 24 de mayo simplemente fue relativa 
a la competencia, y la intervenida subsiguientemente lo fue 
sobre un objeto distinto, o sea el fondo del derecho contes 2 

 tad°, condiciones en las cuales la más arriba invocada re-
gla: procesal no tiene aplicación; pero, 

Considerando que como ya se ha consignado antes, esta 
Suprema Corte de Justicia ha admitido que la sentencia del 
29 de abril, tal como lo ha afirmado la Corte a-qua, en la 
ahora impugnada, fue contradictoria; que, por otra parte, 
el examen del citado Considerando, en que el actual recu-
rrente apoya el presente medio, es simplemente un motivo 
de la Corte a-qua para desestimar una alegación del apelan-
te, ahora intimado en casación, y no un medio en apoyo de 
lo decidido por ella en su fallo; que por lo tanto el medio 
que se examina debe ser desestimado, por carecer de per-
tinencia; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Dr. Miguel A. Báez Brito, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 6 de junio de 1969, en atribuciones civiles, 
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cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Doctores Rafael Ml. Luciano P. y Darío O. Fernández F., 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama . —Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, sue 
certifsco. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impiugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 1ro. 

de noviembre de 1967 

Malerla: Tierras 

Recurrente: Maria Castillo Marmolejos y compartes 
Abogado: Dr. Jovino Herrera Amó 

Recurrido, Vidal Castillo de Jesús 

Abogados: Dres. Andrés Rodríguez M., y Adolfo O. Caraballo 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 20 del mes marzo de 1970, años 127° 
de la Independencia y 1079  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Cas-
tillo Marmolejos, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, domiciliada en la casa No. 15 de la calle 
Mella de la ciudad de Higüey, con cédula No. 13134, serie 
lra.; Adosinda Castillo Marmolejos, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada en esta 
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cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Doctores Rafael Ml. Luciano P. y Darío O. Fernández F., 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama . —Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, sue 
certifsco. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1970 

Tribunal Superior de Tierras, 
de noviembre de 1967 

de fecha lro. 

Materia: Tierras 

Recurrente: Maria Castillo Marmolejos y compartes 
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó 

Recurrido, Vidal Castillo de Jesús 

Abogados: Dres. Andrés Rodriguez M., y Adolfo O. Caraballo 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Cas-
tillo Marmolejos, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, domiciliada en la casa No. 15 de la calle 
Mella de la ciudad de Higüey, con cédula No. 13134, serie 
lra.; Adosinda Castillo Marmolejos, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada en esta 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 20 del mes marzo de 1970, años 127 9  
de la Independencia y 1079  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia: 
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ciudad, con cédula 33413, serie lra.; y Eligio Castillo, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, con 
cédula No. 8837, serie 1ra., contra la sentencia dictada por 
el Tribunal Superior de Tierras, el lro. de noviembre de 
1967, respecto del solar No. 8 de la manzana No. 21 (lel 
Distrito Catastral No. 1 del municipio de Higüey, cuyo dis-

, positivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al doctor Jovino Herrera Arnó, cédula No. 837G, 

serie 12, abogado de los recurrentes ,en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al doctor Adol-
fo Oscar Caraballo, cédula No. 9627, serie 28, por si y por 
el Doctor Andrés Rodríguez Martínez, cédula No. 9081, se-
rie 28, abogados del recurrido, que lo es Vidal Castill ) de 
Jesús, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado en la casa No. 17 de la calle "Juan de Esquivel", 
de la ciudad de Higüey, con cédula No. 12279, serie 28; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

 4 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 28 de 
noviembre de 1967, por el abogado de los recurrentes, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 18 de 
diciembre de 1967, por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 71, y 72 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de la instancia elevada al Tribunal Supe-
rior de Tierras, por los sucesores de la finada Mercedes 
Marmolejos Vda. Castillo, de fecha lro. de abril de 1966, 

fue apoderado un Juez de Jurisdicción Original para que 
conociera de dicha instancia en relación con el solar No. 8 
de la manzana No. 21 del Distrito Catastral No. 1 del Mu-
nicipio de Higüey, quien dictó su sentencia el 14 de febrero 
de 1967, la cual contiene el dispositivo siguiente: "Primero: 
Se Rechaza, por improcedente, la instancia de fecha 1ro. 
de abril de 1966, suscrita por el Dr. Jovino Herrera Arnó, 
a nombre de María Castillo, mediante la cual solicitó la 
designación de un Juez de Jurisdicción Original, para cono-
cer de revocación de sentencia y nulidad de acto de venta, 
en relación con el Solar No. 8 de la Manzana No. 21 del 
Distrito Catastral No. 1 (uno) del Municipio de Higüey"; 
b) que sobre la apelación interpuesta en fecha 17 de febre-
ro de 1967, por María Castillo Marmolejos, por sí y en re-
presentación de los demás herederos de la finada Mercedes 
Marmolejos Vda. Castillo, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Se Acoge en cuanto a la forma, y Se 
Rechaza, por improcedentes, las pretensiones contenidas en 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de febrero 
de 19671  por el Dr. Jovino Herrera Arnó, a nombre de la 
señora María Castillo de Marmolejos, por sí y en represen-
tación de los demás herederos de la finada Mercedes Mar-
molejos Vda. Castillo, contra la Decisión No. 1 dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 14 
de febrero de 1967, en relación con el Solar No. 8 de la 
Manzana No. 21 del Distrito Catastral No. 1 del Municipio 
de Higüey.— Segundo: Se Confirma, la Decisión No. 1 dic-
tada por el Tribunal d e Tierras de Jurisdicción Original en 
fecha 17 de febrero de 1967, cuyo dispositivo rdegirá así: 
Se Rechaza, por improcedente, la instancia de fecha 1ro. de 
abril de 1966, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por 
el Dr. Jovino Herrera Arnó, a nombre de la señora María 
Castillo Marmolejos, por sí y en representación de los de-
más sucesores de la finada Mercedes Marmolejos Vda. Cas-
tillo, mediante la cual solicitó la revocación de la Decisión 
No. 1 dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
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ciudad, con cédula 33413, serie lra.; y Eligio Castillo, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, con 
cédula No. 8837, serie ira., contra la sentencia dictada por 
el Tribunal Superior de Tierras, el 1ro. de noviembre de 
1967, respecto del solar No. 8 de la manzana No. 21 ael 
Distrito Catastral No. 1 del municipio de Higüey, cuyo dis-

, positivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al doctor Jovino Herrera Arnó, cédula No. 8376, 

serie 12, abogado de los recurrentes ,en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al doctor Adol-
fo Oscar Caraballo, cédula No. 9627, serie 28, por si y por 
el Doctor Andrés Rodríguez Martínez, cédula No. 9081, se-
rie 28, abogados del recurrido, que lo es Vidal Castill ) de 
Jesús, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado en la casa No. 17 de la calle "Juan de Esquivel", 
de la ciudad de Higüey, con cédula No. 12279, serie 28; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 	

4 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 28 de 
noviembre de 1967, por el abogado de los recurrentes, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 18 de 
diciembre de 1967, por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 71, y 72 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de la instancia elevada al Tribunal Supe-
rior de Tierras, por los sucesores de la finada Mercedes 
Marmolejos Vda. Castillo, de fecha 1ro. de abril de 1966, 

fue apoderado un Juez de Jurisdicción Original para que 
conociera de dicha instancia en relación con el solar No. 8 
de la manzana No. 21 del Distrito Catastral No. 1 del Mu-
nicipio de Higüey, quien dictó su sentencia el 14 de febrero 
de 1967, la cual contiene el dispositivo siguiente: "Primero: 
Se Rechaza, por improcedente, la instancia de fecha 1ro. 
de abril de 1966, suscrita por el Dr. Jovino Herrera Arnó, 
a nombre de María Castillo, mediante la cual solicitó la 
designación de un Juez de Jurisdicción Original, para cono-
cer de revocación de sentencia y nulidad de acto de venta, 
en relación con el Solar No. 8 de la Manzana No. 21 del 
Distrito Catastral No. 1 (uno) del Municipio de Higüey"; 
b) que sobre la apelación interpuesta en fecha 17 de febre-
ro de 1967, por María Castillo Marmolejos, por sí y en re-
presentación de los demás herederos de la finada Mercedes 
Marmolejos Vda. Castillo, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Se Acoge en cuanto a la forma, y Se 
Rechaza, por improcedentes, las pretensiones contenidas en 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de febrero 
de 19671  por el Dr. Jovino Herrera Arnó, a nombre de la 
señora María Castillo de Marmolejos, por sí y en represen-
tación de los demás herederos de la finada Mercedes Mar-
molejos Vda. Castillo, contra la Decisión No. 1 dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 14 
de febrero de 1967, en relación con el Solar No. 8 de la 
Manzana No. 21 del Distrito Catastral No. 1 del Municipio 
de Higüey.— Segundo: Se Confirma, la Decisión No. 1 dic-
tada por el Tribunal d e Tierras d ie Jurisdicción Original en 
fecha 17 de febrero de 1967, cuyo dispositivo rdegirá así: 
Se Rechaza, por improcedente, la instancia de fecha lro. de 
abril de 1966, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por 
el Dr. Jovino Herrera Arnó, a nombre de la señora María 
Castillo Marmolejos, por sí y en representación de los de-
más sucesores de la finada Mercedes Marmolejos Vda. Cas-
tillo, mediante la cual solicitó la revocación de la Decisión 
No. 1 dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
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8 de febrero de 1966, y la declaración de la nulidad del ac-
to bajo firma privada de fecha 3 de noviembre de 1965, 
intervenido entre los señores Mercedes Marmolejos y Vidal 
Castillo de Jesús"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 71 y 72 de la Ley de Registro de Tie-
rras; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil; Falta de base legal y falta de mo-
tivos; 

Considerando que los recurrentes alegan, en síntesis, en 
su primer medio, que el Tribunal Superior de Tierras incu-
rrió en la violación de los artículos 71 y 72 de la Ley de 
Registro de Tierras al expresar que: para "impugnar las 
aseveraciones que hace el Notario que certificó las firmas" 
en un acto bajo firma privada, "es tratar de probar que 
dicho funcionario cometió un fraude y alteró la verdad, y 
esa impugnación no puede hacerse", "sino inscribiéndose en 
falsedad"; pues los artículos señalados autorizan al Tribu-
nal de Tierras a investigar la veracidad de lo contenido en 
los actos sin restricción alguna ;por lo que ,a1 exigir la ins-
cripción en falsedad para impugnar las afirmaciones con-
tenidas en el acto y comprobadas por el Notario, ha viola-
do los artículos aludidos; pero, 

Considerando que los artículos 71 y 72 de la Ley de Re-
gistro de Tierras no autorizan al Tribunal de Tierras a de-
clarar la nulidad o falsedad de lo contenido en un acto au-
téntico y, en el caso ,la legalización de la firma hecha por 
el Notario, sin que previamente haga el procedimiento de 
inscripción en falsedad, que dichos artículos, tienen por ob-
jeto indicar los casos en que se deben considerar nulas cier-
tas pruebas sometidas al Tribunal, que no son las de la es-
pecie; que, el Tribunal aguo, al no admitir la nulidad de 
las firmas certificadas por el Notario actuante sobre el fun-
damento de que éstas fueron hechas por ante dicho fun- 

cionario y por tanto eran auténticas por lo que no podían 
ser destruídas por otro medio que el de la inscripción en 
falsedad, hizo una correcta interpretación de la Ley; que, 
en consecuencia, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando que los recurrentes alegan en síntesis, en 
su segundo y último medio, que el Tribunal a-quo violó el 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y que la sen-
tencia carece de base legal y de motivos, al rechazar los ale-
gatos hechos por ellos y negar eficacia a su instancia en la 
cual denuncian la existencia de un fraude, reiterando que 
nada se opone a que el Tribunal de Tierras, "apoyándose 
en las disposiciones de la Ley de Registro de Tierras" exa-
minara el caso, es decir, procediera a verificar si en reali-
dad la vendedora estampó su firma al pie del acto de venta 
delante del Notario que certificó las firmas; que, el Tribu-
nal a-quo, hace inexplicablemente un análisis de los testi-
monios aportados en el proceso, sin que dicho análisis ten-
ga relación con el dispositivo de la sentencia, el cual recha-
za la solicitud contenida en la instancia sobre el fundamento 
de que la veracidad de las firmas certificadas por el Nota-
rio sólo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 
que, además, es evidente que el Tribunal no ponderó debida-
mente las pruebas testimoniales ni ponderó las circunstan-
cias al caso; que no obstante haber entre ellas, dicen las 
recurrentes, el acta de defunción del esposo de Mercedes 
Marmolejos Vda. Castillo, el Tribunal a-quo no ponderó 
que en el caso no se llenaron los requisitos de la transfe-
rencias de bienes sucesorales, "y que ese inmueble perte-
necía a una comunidad legal formada con su esposo Lucas 
Castillo"; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
•muestra que el Tribunal a-quo hizo una investigación de 
los hechos señalados por los recurrentes y llegó a las si-
guientes conclusiones: "contrariamente a lo afirmado por 
los apelantes, por las declaraciones vertidas en la audien- 
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8 de febrero de 1966, y la declaración de la nulidad del ac-
to bajo firma privada de fecha 3 de noviembre de 1965, 
intervenido entre los señores Mercedes Marmolejos y Vidal 
Castillo de Jesús"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 71 y 72 de la Ley de Registro de Tie-
rras; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil; Falta de base legal y falta de mo-
tivos; 

Considerando que los recurrentes alegan, en síntesis, en 
su primer medio, que el Tribunal Superior de Tierras incu-
rrió en la violación de los artículos 71 y 72 de la Ley de 
Registro de Tierras al expresar que: para "impugnar las 
aseveraciones que hace el Notario que certificó las firmas" 
en un acto bajo firma privada, "es tratar de probar que 
dicho funcionario cometió un fraude y alteró la verdad, y 
esa impugnación no puede hacerse", "sino inscribiéndose en 
falsedad"; pues los artículos señalados autorizan al Tribu-
nal de Tierras a investigar la veracidad de lo contenido en 
los actos sin restricción alguna ;por lo que ,al exigir la ins-
cripción en falsedad para impugnar las afirmaciones con-
tenidas en el acto y comprobadas por el Notario, ha viola-
do los artículos aludidos; pero, 

Considerando que los artículos 71 y 72 de la Ley de Re-
gistro de Tierras no autorizan al Tribunal de Tierras a de-
clarar la nulidad o falsedad de lo contenido en un acto au-
téntico y, en el caso ,la legalización de la firma hecha por 
el Notario, sin que previamente haga el procedimiento de 
inscripción en falsedad, que dichos artículos, tienen por ob-
jeto indicar los casos en que se deben considerar nulas cier-
tas pruebas sometidas al Tribunal, que no son las de la es-
pecie; que, el Tribunal aguo, al no admitir la nulidad de 
las firmas certificadas por el Notario actuante sobre el fun-
damento de que éstas fueron hechas por ante dicho fun- 
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cionario y por tanto eran auténticas por lo que no podían 
ser destruídas por otro medio que el de la inscripción en 
falsedad, hizo una correcta interpretación de la Ley; que, 
en consecuencia, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando que los recurrentes alegan en síntesis, en 
su segundo y último medio, que el Tribunal a-quo violó el 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y que la sen-
tencia carece de base legal y de motivos, al rechazar los ale-
gatos hechos por ellos y negar eficacia a su instancia en la 
cual denuncian la existencia de un fraude, reiterando que 
nada se opone a que el Tribunal de Tierras, "apoyándose 
en las disposiciones de la Ley de Registro de Tierras" exa-
minara el. caso, es decir, procediera a verificar si en reali-
dad la vendedora estampó su firma al pie del acto de venta 
delante del Notario que certificó las firmas; que, el Tribu-
nal a-quo, hace inexplicablemente un análisis de los testi-
monios aportados en el proceso, sin que dicho análisis ten-
ga relación con el dispositivo de la sentencia, el cual recha-
za la solicitud contenida en la instancia sobre el fundamento 
de que la veracidad die las firmas certificadas por el Nota-
rio sólo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 
que, además, es evidente que el Tribunal no ponderó debida-
mente las pruebas testimoniales ni ponderó las circunstan-
cias al caso; que no obstante haber entre ellas, dicen las 
recurrentes, el acta de defunción del esposo de Mercedes 
Marmolejos Vda. Castillo, el Tribunal a-quo no ponderó 
que en el caso no se llenaron los requisitos de la transfe-
rencies de bienes sucesorales, "y que ese inmueble perte-
necía a una comunidad legal formada con su esposo Lucas 
Castillo"; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
•muestra que el Tribunal a-quo hizo una investigación de 
los hechos señalados por los recurrentes y llegó a las si-
guientes conclusiones: "contrariamente a lo afirmado por 
los apelantes, por las declaraciones vertidas en la audien- 



552 	 BOLETIN JUDICIAL 
	

BOLETIN JUDICIAL 
	

553 

cia celebrada en fecha 21 de agosto de 1967, por los testi-
gos Manuel Ubiera y Eustaquio Santana, bajo la fe del ju-
ramento, los hechos y circunstancias de la causa, el Tribu-
nal Superior ha formado su convicción en el sentido de que 
la señora Mercedes Marmolejos Vda. Castillo no se encon-
traba inválida ni imposibilitada para firmar con anteriori-
dad al día en que sufrió un accidente mientras se bañaba 
en su hogar, falleciendo 8 ó 10 días después, en fecha 17 
de diciembre de 1965, que antes del citado accidente la se-
ñora Mercedes Marmolejos Vda. Castillo hacía sus oficios, 
caminaba y leía revistas y periódicos, época para la cual fue 
legalizado el mencionado acto bajo firma privada de fecha 
3 de noviembre de 1965; que a juicio de este Tribunal en 
el expediente no consta ninguna prueba seria del alegado 
fraude cometido por el señor Castillo de Jesús"; 

Considerando que de lo anteriormente transcrito resul-
ta evidente que el Tribunal de Tierras ,en uso de su liber-
tad de investigación y del poder activo que se le atribuye, 
hizo las averiguaciones de los hechos denunciados por los 
recurrentes en su instancia del primero de abril de 1966, 
pera comprobar si, conforme ellos alegaban, el Notario que 
certificó las firmas en el acto bajo firma privada de fecha 
3 de noviembre de 1965 había cometido el fraude que se le 
imputaba es decir, que dicho Tribunal procedió a realizar 
las investigaciones propias del procedimiento de inscripción 
en falsedad; 

Considerando que, si bien es cierto que el Tribunal a-

guo ha dado motivos en su fallo en que se acoge al crite-
rio de que el Tribunal no puede, motu proprio, llevar a ca-
bo el procedimiento de inscripción en falsedad, y llega a 
sostener que éste debe seguirse conforme al procedimiento 
civil, no es menos cierto, que ante la instancia de referen-
cia, él procedió en uso de los poderes amplios de investiga-
ción que le son propios y de su papel activo en el proceso, 
a tomar las medidas de instrucción adecuadas para compro- 

bar si era cierto el fraude que se le denunciaba; que esa ac-
titud del Tribunal de Tierras está acorde con el propósito 
de la Ley de Registro de Tierras, y como consta en el ar-
tículo 7, párrafo I; "cada vez que la Ley atribuye compe-
tencia al Tribunal de Tierras para decidir acerca de un 
asunto y no le señale el procedimiento de derecho común, 
dicho Tribunal seguirá las reglas de su propio procedimien-
to"; por lo que, como lo hizo en definitiva, al disponer y 
realizar la investigación que consta en el considerando ter-
cero de ella, no incurrió en los vicios invocados por los re-
currentes, en relación con el procedimiento; que, por otra 
parte, el hecho de que, para realizar la venta no se llenaron 
los requisitos para e] caso de bienes sucesorales ,ese alega-
to carece de fundamento, pues el comprador adquirió el 
solar, después, que fue adjudicado a la vendedora, antes 
de la transferencia; situación ya definitivamente juzgada 
por el Tribunal de Tierras, como de la exclusiva propiedad 
de la vendedora y no de la comunidad que existiera con 
Lucas Castillo, el esposo difunto; todo lo cual consta en el 
expediente ;que ,en definitiva los motivos superabundantes 
o erróneos no dan motivo a la casación de la sentencia, 
cuando ésta contiene, como en el presente caso, motivos co-
rrectos que justifican su dispositivo; que, además, la sen-
tencia impugnada hace una exposición exacta de todos los 
puntos de hecho y de derecho, dando a éstos su verdadero 
sentido y alcance; en consecuencia, este último medio que 
se examina carece d e fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María y Adosinda Castillo Marmole-
jos y Eligio Castillo, contra la sentencia dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras el 1ro. d e noviembre de 1967, 
respecto del Solar No. 8 de la manzana No. 21 del Distrito 
Catatstral No. 1 del Municipio de Higüey, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, or-
denando su distracción en provecho de los doctores Andrés 
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cia celebrada en fecha 21 de agosto de 1967, por los testi-
gos Manuel Ubiera y Eustaquio Santana, bajo la fe del ju-
ramento, los hechos y circunstancias de la causa, el Tribu-
nal Superior ha formado su convicción en el sentido de que 
la señora Mercedes Marmolejos Vda. Castillo no se encon-
traba inválida ni imposibilitada para firmar con anteriori-
dad al día en que sufrió un accidente mientras se bañaba 
en su hogar, falleciendo 8 ó 10 días después, en fecha 17 
de diciembre de 1965, que antes del citado accidente la se-
ñora Mercedes Marmolejos Vda. Castillo hacía sus oficios, 
caminaba y leía revistas y periódicos, época para la cual fue 
legalizado el mencionado acto bajo firma privada de fecha 
3 de noviembre de 1965; que a juicio de este Tribunal en 
el expediente no consta ninguna prueba seria del alegado 
fraude cometido por el señor Castillo de Jesús"; 

Considerando que de lo anteriormente transcrito resul-
ta evidente que el Tribunal de Tierras ,en uso de su liber-
tad de investigación y del poder activo que se le atribuye, 
hizo las averiguaciones de los hechos denunciados por los 
recurrentes en su instancia del primero de abril de 1966, 
para comprobar si, conforme ellos alegaban, el Notario que 
certificó las firmas en el acto bajo firma privada de fecha 
3 de noviembre de 1965 había cometido el fraude que se le 
imputaba es decir, que dicho Tribunal procedió a realizar 
las investigaciones propias del procedimiento de inscripción 
en falsedad; 

Considerando que, si bien es cierto que el Tribunal a-

guo ha dado motivos en su fallo en que se acoge al crite-
rio de que el Tribunal no puede, motu proprio, llevar a ca-
bo el procedimiento de inscripción en falsedad, y llega a 
sostener que éste debe seguirse conforme al procedimiento 
civil, no es menos cierto, que ante la instancia de referen-
cia, él procedió en uso de los poderes amplios de investiga-
ción que le son propios y de su papel activo en el proceso, 
a tomar las medidas de instrucción adecuadas para compro- 

bar si era cierto el fraude que se le denunciaba; que esa ac-
titud del Tribunal de Tierras está acorde con el propósito 
de la Ley de Registro de Tierras, y como consta en el ar-
tículo 7, párrafo I; "cada vez que la Ley atribuye compe-
tencia al Tribunal de Tierras para decidir acerca de un 
asunto y no le señale el procedimiento de derecho común, 
dicho Tribunal seguirá las reglas de su propio procedimien-
to"; por lo que, como lo hizo en definitiva, al disponer y 
realizar la investigación que consta en el considerando ter-
cero de ella, no incurrió en los vicios invocados por los re-
currentes, en relación con el procedimiento; que, por otra 
parte, el hecho de que, para realizar la venta no se llenaron 
los requisitos para el caso de bienes sucesorales ,ese alega-
to carece de fundamento, pues el comprador adquirió el 
solar, después, que fue adjudicado a la vendedora, antes 
de la transferencia; situación ya definitivamente juzgada 
por el Tribunal de Tierras, como de la exclusiva propiedad 
de la vendedora y no de la comunidad que existiera con 
Lucas Castillo, el esposo difunto; todo lo cual consta en el 
expediente ;que ,en definitiva los motivos superabundantes 
o erróneos no dan motivo a la casación de la sentencia, 
cuando ésta contiene, como en el presente caso, motivos co-
rrectos que justifican su dispositivo; que, además, la sen-
tencia impugnada hace una exposición exacta de todos los 
puntos de hecho y de derecho, dando a éstos su verdadero 
sentido y alcance; en consecuencia, este último medio que 
se examina carece d e fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María y Adosinda Castillo Marmole-
jos y Eligio Castillo, contra la sentencia dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras el 1ro. d e noviembre de 1967, 
respecto del Solar No. 8 de la manzana No. 21 del Distrito 
Catatstral No. 1 del Municipio de Higüey, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, or-
denando su distracción en provecho de los doctores Andrés 
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Rodríguez Martínez y Adolfo Oscar Caraballo, quienes afir-
maron haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez .— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras .— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló — Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel h ijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmado, leído y publicado por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 29 de abril de 1969 

Materia:• Penal 

Recurrente: Farut Idelfonso Miguel Castillo 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo de 1970, años 127v 
de la Independencia y 107 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Farut Idel-
fonso Miguel Castillo, dominicano, mayor de edad, domici-
liado y residente en esta ciudad, en la casa No. 43, de la 
calle Félix María Ruiz, no porta cédula personal de iden-
tidad, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 29 de abril de 1969, en 
sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 21 de noviembre de 1968, por el acusado Fa- 
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Rodríguez Martínez y Adolfo Oscar Caraballo, quienes afir-
maron haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Larnarche Henríquez .— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel h ijo, Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmado, leído y publicado por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 29 de abril de 1969 

Materia:- Penal 

Recurrente: Farut Idelfonso Miguel Castillo 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-

11- dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo de 1970, años 127v 
de la Independencia y 1079  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Farut Idel-
fonso Miguel Castillo, dominicano, mayor de edad, domici-
liado y residente en esta ciudad, en la casa No. 43, de la 
calle Félix María Ruiz, no porta cédula personal de iden-
tidad, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 29 de abril de 1969, en 
sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 21 de noviembre de 1968, por el acusado Fa- 
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rut Idelfonso Miguel Cestillo, contra sentencia dictada por 
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 19 del mismo mes y año in-
dicados, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Que se desglose el expediente en cuanto al nombra-
do Heriberto de Peña Olivares, para iniciar el expediente 
en contumacia; Segundo: Que debe declarar como al efecto 
declara al nombrado Farut Idelfonso Miguel Castillo, de 
generales que constan en el expediente, culpable de violar 
la ley 36 sobre comercio porte y tenencia de armas, al por-4 
tar ilegalmente una ametralladora y en consecuencia, se le 
condena a sufrir (2) años de reclusión; Tercero: Se le con-
dena al pago de las costas penales; Cuarto: Se ordena la 
confiscación del arma cuerpo del delito"; por haberlo inter-
puesto en tiempo hábil y de acuerdo con las demás pres-
cripciones legales que regulan la materia; SEGUNDO: De-
clara al acusado Farut Idelfonso Miguel Castillo, culpable 
de haber cometido el delito de portar ilegalmente una ame-
tralladora (arma de guerra) y en consecuencia lo condena 
a sufrir la pena de dos años de reclusión y al pago de las 
costas, confirmando en este aspecto la sentencia recurrida 
en su ordinal, segundo; TERCERO: Confirma la sentencia 
apelada en sus demás aspectos; y CUARTO: Condena a di-
cho acusado Farut Ildefonso Miguel Castillo, al pago de las 
costas de alzada"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de cesación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, Farut Idelfonso Miguel Castillo, en fecha 6 de mayo de 
1969, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Vista el acta de desestimiento levantada en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 19 de marzo 
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de 1970, a requerimiento del recurrente, Farut Idelfonso 
Miguel Castillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que el recurrente Farut Idelfonso Miguel 
Castillo ha desistido pura y simplemente, del recurso de ca-
sación de que se trata; 

Por tales motivos, Da acta del desestimiento hecho por 
Farut Idelfonso Miguel Castillo, del recurso de casación por 
él interpuesto contra la sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo ,en fecha 29 de abril de 
1969, y en consecuencia declara que no ha lugar a estatuir 
sobre dicho recurso, y ordena que el presente expediente sea 
archivado. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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rut Idelfonso Miguel Cestillo, contra sentencia dictada por 
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 19 del mismo mes y año in-
dicados, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Que se desglose el expediente en cuanto al nombra-
do Heriberto de Peña Olivares, para iniciar el expediente 
en contumacia; Segundo: Que debe declarar como al efecto 
declara al nombrado Farut Idelfonso Miguel Castillo, de 
generales que constan en el expediente, culpable de violar 
la ley 36 sobre comercio porte y tenencia de armas, al por-e 
tar ilegalmente una ametralladora y en consecuencia, se le 
condena a sufrir (2) años de reclusión; Tercero: Se le con-
dena al pago de las costas penales; Cuarto: Se ordena la 
confiscación del arma cuerpo del delito"; por haberlo inter-
puesto en tiempo hábil y de acuerdo con las demás pres-
cripciones legales que regulan la materia; SEGUNDO: De-
clara al acusado Farut Idelfonso Miguel Castillo, culpable 
de haber cometido el delito de portar ilegalmente una ame-
tralladora (arma de guerra) y en consecuencia lo condena 
a sufrir la pena de dos años de reclusión y al pago de las 
costas, confirmando en este aspecto la sentencia recurrida 
en su ordinal, segundo; TERCERO: Confirma la sentencia 
apelada en sus demás aspectos; y CUARTO: Condena a di-
cho acusado Farut Ildefonso Miguel Castillo, al pago de las 
costas de alzada"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, Farut Idelfonso Miguel Castillo, en fecha 6 de mayo de 
1969, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Vista el acta de desestimiento levantada en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 19 de marzo  

de 1970, a requerimiento del recurrente, Farut Idelfonso 
Miguel Castillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que el recurrente Farut Idelfonso Miguel 
Castillo ha desistido pura y simplemente, del recurso de ca-
sación de que se trata; 

Por tales motivos, Da acta del desestimiento hecho por 
Farut Idelfonso Miguel Castillo, del recurso de casación por 
él interpuesto contra la sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo ,en fecha 29 de abril de 
1969, y en consecuencia declara que no ha lugar a estatuir 
sobre dicho recurso, y ordena que el presente expediente sea 
archivado. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: 

Materia: Penal 

Recurrente: Fernando Federico Fermín Honrado (Subsecretario de 
Estado) 

Abogado: Dr Miguel A. Vásquez Fernández 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiam.a, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo 
del año 1970, años 127^ de la Independencia y 107v de la 
Restauración, dicta en audiencia pública y en instancia 
única, la siguiente sentencia: 

En la causa seguida a Fernando Federico Fermín Hon-
rado, dominicano, mayor de edad, casado, Dr. en Medicina, 
Inspector General de Hospitales en la región del Cibao con 
rango de Subsecretario de Estado, domiciliado y residente 
en la casa No. 76 de la calle 27 de Febrero de la ciudad de 
San Francisco de Macorís, cédula No. 23601, serie 56, pre-
venido del delito de haber inferido golpes y heridas con 
el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por la 
Ley No. 241, de 1967, a Geraldo Mateo Colón; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al prevenido en sus generales de ley; 
Oído al Magistrado Procurador General de la Repú-

blica en la exposición de los hechos; 
Oída la lectura de los documentos del expediente; 
Oído al Dr. Luis A. Scheker O., cédula No. 79231, se-

rie ira., por sí y por el Dr. José A. Rodríguez Conde, cé-
dula No. 28590, serie 56, informar a la Suprema Corte de 
Justicia que tiene mandato de Gerardo Mateo Colón, quien 
se constituye en parte civil, para representarlo; 

Oído al Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, informar 
a la Suprema Corte de Justicia que tiene mandato del pre: 
venido y de la Compañía Unión de Seguros, S. A., para re-
presentarlo y ayudarlos en sus medios de defensa; 

Oídas las declaraciones del agraviado Gerardo Mateo 
Colón, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, do-
miciliado y residente en la casa No. 37 de la calle Gau-
treaux del Municipio de Constanza, cédula No. 422;., se-
rie 53; 

Oídas las declaraciones de los testigos Pablo Pichardo 
y Pedro Durán, cuyas generales constan en el acta de au-
diencia, y quienes prestaron juramento de decir "toda la 
verdad y nada más que la verdad en cuanto les fuera pre-
guntado"; 

Oídas las declaraciones del prevenido; 
Oído al Dr. Luis A. Scheker O., por sí y por el Dr. 

José A. Rodríguez Conde, abogados de la parte civil cons-
tituída, en sus conclusiones que dicen así: "Que se condene 
al prevenido a pagar una indemnización de RD$8,000.00 o 
cualquier otra suma que esta Corte estime y que se con-
dena al pago de los intereses legales; y Segundo: Que se 
condene al pago de las costas, con distracción en provecho 
de los abogados -que os hablan y que se declare la senten-
cia que intervenga oponible a la Compañía aseguradora del 
vehículo que lo es la Unión de Seguros, S. A."; 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1970 

Sentencia impugnada: 

Materia: Penal 

Recurrente: Fernando Federico Fermín Honrado (Subsecretario de 
Estado) 

Abogado: Dr Miguel A. Vásquez Fernández 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo 
del año 1970, años 1279 de la Independencia y 107 9  de la 
Restaur.ación, dicta en audiencia pública y en instancia 
única, la siguiente sentencia: 

En la causa seguida a Fernando Federico Fermín Hon-
rado, dominicano, mayor de edad, casado, Dr. en Medicina, 
Inspector General de Hospitales en la región del Cibao con 
rango de Subsecretario de Estado, domiciliado y residente 
en la casa No. 76 de la calle 27 de Febrero de la ciudad de 
San Francisco de Macorís, cédula No. 23601, serie 56, pre-
venido del delito de haber inferido golpes y heridas con 
el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por la 
Ley No. 241, de 1967, a Geraldo Mateo Colón; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al prevenido en sus generales de ley; 
Oído al Magistrado Procurador General de la Repú-

blica en la exposición de los hechos; 
Oída la lectura de los documentos del expediente; 
Oído al Dr. Luis A. Scheker O., cédula No. 79231, se-

rie lra., por sí y por el Dr. José A. Rodríguez Conde, cé-
dula No. 28590, serie 56, informar a la Suprema Corte de 
Justicia que tiene mandato de Gerardo Mateo Colón, quien 
se constituye en parte civil, para representarlo; 

Oído al Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, informar 
a la Suprema Corte de Justicia que tiene mandato del pre-
venido y de la Compañía Unión de Seguros, S. A., para re-
presentarlo y ayudarlos en sus medios de defensa; 

Oídas las declaraciones del agraviado Gerardo Mateo 
Colón, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, do-
miciliado y residente en la casa No. 37 de la calle Gau-
treaux del Municipio de Constanza, cédula No. 4221, se-
rie 53; 

Oídas las declaraciones de los testigos Pablo Pichardo 
y Pedro Durán, cuyas generales constan en el acta de au-
diencia, y quienes prestaron juramento de decir "toda la 
verdad y nada más que la verdad en cuanto les fuera pre-
guntado"; 

Oídas las declaraciones del prevenido; 
Oído al Dr. Luis A. Scheker O., por sí y por el Dr. 

José A. Rodríguez Conde, abogados de la parte civil cons-
tituída, en sus conclusiones que dicen así: "Que se condene 
al prevenido a pagar una indemnización de RD$8,000.00 o 
cualquier otra suma que esta Corte estime y que se con-
dena al pago de los intereses legales; y Segundo: Que se 
condene al pago de las costas, con distracción en provecho 
de los abogados que os hablan y que se declare la senten-
cia que intervenga oponible a la Compañía aseguradora del 
vehículo que lo es la Unión de Seguros, S. A."; 
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Oído al Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, abogado del 
prevenido y de la Compañía "Unión de Seguros, S. A.", en 
sus conclusiones que dice así: "Que se descargue al preve-
nido de los hechos puestos a su cargo, por ser la falta ex-
clusiva de la víctima la causa del accidente y que se rechace 
la demanda en daños y perjuicio; y que se declaren las cos-
tas de oficio"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República que termina asr: "Que se descargue al pre-
venido por ser la causa del accidente la falta exclusiva 
de la víctima; que se declaren las costas de oficio"; 

Oído al abogado de la parte civil en su réplica; 
Vistos los documentos del expediente; 

Autos Vistos: 

Resultando que en fecha 27 de enero de 1969, el 2do. 
Teniente de la P. N. destacado en Monseñor Nouel, levantó 
un acta en donde consta que ese día siendo las ocho de 
la noche, mientras Fernando Federico Fermín Honrado 
transitaba por la autopista Duarte, en el km. 84, condu-
ciendo su automóvil placa No. 7131, marca Fiat, modelo 
1964, el cual está asegurado por la Compañía "Unión de 
Seguros, S. A.", en el momento en que cuatro personas tra-
taron de cruzar de Este a Oeste dicha autopista, estropeó 
a Gerardo Mateo Colón, ocasionándole "fracturas en el fé-
mur, tibia y peroné, estas dos últimas comminutas, y di-
versas laceraciones en distintas partes del cuerpo"; 

Resultando que la Procuraduría Fiscal del Distrito Ju-
dicial de La Vega, apoderó del caso a la Primera Cámara 
de lo Penal de dicho Juzgado, la cual dictó en fecha 18 de 
agosto de 1969, una sentencia declinando el conocimiento 
del asunto en razón de ostentar el prevenido la investi-
dura de Subsecretario de Estado; 

Resultando que sometido el caso al Magistrado Pro-
curador General de la República, éste en fecha once de di- 

ciembre de 1969, apoderó del mismo a la Suprema Corte 
de Justicia en vista del artículo 67 de la Constitución de 
la República; 

Resultando que por Auto dictatdo por el Magistrado 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia en fecha 28 de 
enero de 1970, se fijó la audiencia pública del día diez de 
marzo de 1970, a las 9 de la mañana, para conocer de la 
referida causa; 

Resultando que en la fecha que acaba de indicarse se 
celebró la audiencia pública correspondiente, interrogán-
dose al agraviado Gerardo Mateo Colón, a los testigos Pa-
blo Pichardo y Pedro Durán, y al prevenido, y habiéndose 
oído las exposiciones y medios de defensa y las conclusio-
nes de los abogados de las partes en causa, las cuajes se 
copiaron precedentemente, así como el dictamen del Magis-
trado Procurador General de la República, fue aplazado el 
fallo para; una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia después d© 
haber deliberado 

Considerando que quedaron establecidos en el plena-
rio, los siguientes hechos: a) que el prevenido Dr. Fernan-
do Federico Fermín Honrado, el día 27 de enero de 1969, 
siendo como las ocho de La noche, cuando transitaba .por 
le) autopista Duarte, en el km. 84 de la misma, en el Muni-
cipio de Monseñor Nouel, en un sitio muy concurrido en 
donde hay una bomba para expendio de gasolina, y varias 
casas, y en donde en ese momento había algunos vehículos 
estacionados, frente a la fonda denominada "Don Raspa-
dura", cuatro personas trataron de atravesar la vía de 
Este a Oeste, y le ocasionó a Gerardo Mateo Colón (uno 
de ellos) con el automóvil de su propiedad que manejaba, 
los golpes y heridas que fueron precedentemente descritos, 
y como consecuencia de los cuales fue internado en el Hoz- 
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Oído al Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, abogado del 
prevenido y de la Compañía "Unión de Seguros, S. A.", en 
sus conclusiones que dice así: "Que se descargue al preve-
nido de los hechos puestos a su cargo, por ser la falta ex-
clusiva de la víctima la causa, del accidente y que se rechace 
la demanda en daños y perjuicio; y que se declaren las cos-
tas de oficio"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República que termina así: "Que se descargue al pre-
venido por ser la causa del accidente la falta exclusiva 
de la víctima; que se declaren las costas de oficio"; 

Oído al abogado de la parte civil en su réplica; 
Vistos los documentos del expediente; 

Autos Vistos: 

Resultando que en fecha 27 de enero de 1969, el 2do. 
Teniente de la P. N. destacado en Monseñor Nouel, levantó 
un acta en donde consta que ese día siendo las ocho de 
la noche, mientras Fernando Federico Fermín Honrado 
transitaba por la autopista Duarte, en el km. 84, condu-
ciendo su automóvil placa No. 7131, marca Fiat, modelo 
1964, el cual está asegurado por la Compañía "Unión de 
Seguros, S. A.", en el momento en que cuatro personas tral-
taron de cruzar de Este a Oeste dicha autopista, estropeó 
a Gerardo Mateo Colón, ocasionándole "fracturas en el fé-
mur, tibia y peroné, estas dos últimas comminutas, y di-
versas laceraciones en distintas partes del cuerpo"; 

Resultando que la Procuraduría Fiscal del Distrito Ju-
dicial de La Vega, apoderó del caso a la Primera Cámara 
de lo Penal de dicho Juzgado, la cual dictó en fecha 18 de 
agosto de 1969, una sentencia declinando el conocimiento 
del asunto en razón de ostentar el prevenido la investi-
dura de Subsecretario de Estado; 

Resultando que sometido el caso al Magistrado Pro-
curador General de la República, éste en fecha once de di- 
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ciembre de 1969, apoderó del mismo a la Suprema Corte 
de Justicia en vista del artículo 67 de la Constitución de 
la República; 

Resultando que por Auto dictatdo por el Magistrado 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia en fecha 28 de 
enero de 1970, se fijó la audiencia pública del día diez de 
marzo de 1970, a las 9 de la mañana, para conocer de la 
referida causa; 

Resultando que en la fecha que acaba de indicarse se 
celebró la audiencia pública correspondiente, interrogán-
dose al agraviado Gerardo Mateo Colón, a los testigos Pa-
blo Pichardo y Pedro Durán, y al prevenido, y habiéndose 
oído las exposiciones y medios de defensa y las conclusio-
nes de los abogados de las partes en causa, las cuales se 
copiaron precedentemente, así como el dictamen del Magis-
trado Procurador General de la República, fue aplazado el 
fallo para] una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado 

Considerando que quedaron establecidos en el plena-
rio, los siguientes hechos: a) que el prevenido Dr. Fernan-
do Federico Fermín Honrado, el día 27 de enero de 1969, 
siendo como las ocho de la noche, cuando transitaba por 
1p) autopista Duarte, en el km. 84 de la misma, en el Muni-
cipio de Monseñor Nouel, en un sitio muy concurrido en 
donde hay una bomba para expendio de gasolina, y varias 
casas, y en donde en ese momento había algunos vehículos 
estacionados, frente a la fonda denominada "Don Raspa-
dura", cuatro personas trataron de atravesar la vía de 
Este a Oeste, y le ocasionó a Gerardo Mateo Colón (uno 
de ellos) con el automóvil de su propiedad que manejaba, 
los golpes y heridas que fueron precedentemente descritos, 
y como consecuencia de los cuales fue internado en el Hoz- 
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a su vez, la víctima, cometió también imprudencia al no 
cerciorarse debidamente de si la vía estaba despejada para 
poder cruzarla, y al devolverse intempestivamente después 
de haber emprendido la marcha para el cruce de la misma; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, ocasio-
nados con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, y sancionado por ese 
mismo texto en su letra c), con la pena de seis meses a dos 
años de prisión y multa de cien pesos a quinientos pesos, si 
la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare 20 
días o más; que, en consecuencia, acogiendo circunstancias 
atenuantes, pero teniendo en cuenta también que la falta 
de la víctima no exime de responsabilidad penal al autor, 
siempre que a él le sea imputable alguna falta, procede 
condenar al prevenido a la pena que se señala en el dispo-
sitivo de la presente; 

Considerando que el hecho cometido por el prevenido 
Dr. Fernando Federico Fermín Honrado ha ocasionado a 
Gerardo Mateo Colón, parte civil constituída, daños mora- 
les y materiales, cuyo monto aprecia y fija soberanamente 
esta Suprema Corte de Justicia en tres mil pesos, teniendo 
en cuenta la magnitud de los golpes y heridas recibidas y 
el tiempo en que estuvo el agraviado recluido en un hospi- 

ipt 	tal y privado de su trabajo, pero teniendo en cuenta 
- también la falta concurrente de la víctima, reduce a las 

dos terceras partes la suma a cargo del prevenido, o sea, 
dos mil pesos, la cual deberá pagar a la parte civil cons- 

- tituída a título de indemnización, suma que a juicio de es-
ta Suprema Corte de Justicia responde al daño por él oca- 

• sionado con su falta y lo que excluye la necesidad de acor-
dar también intereses a título de indemnización complemen-
taria; todo, en virtud del artículo 1383 del Código Civil, dis-
poniéndose la oponibilidad de las condenaciones civiles que 
por esta sentencia se pronuncian, a la compañía asegurado- 

, ra que fue puesta en causa en virtud del artículo 10 de la 
Ley No. 4117 de 1955; 

pital de Monseñor Nouel, en donde le condujo el propio 
prevenido, quien como médico le prestó los primeros auxi-
lios, y en donde permaneció internado; b) que las heridas 
recibidas por Gerardo Mateo Colón, según el Certificado 
médico que obra en el expediente, de fecha 28 de enero de 
1970, expedido por el Director del Hospital "Dr. Pedro E. 
de Marchena", de Bonao, eran curables después de 60 días 
y antes de 90 días, "salvo complicaciones"; c) que el pre-
venido no tocó bocina, ni frenó, ni redujo la velocidad a 
que transitaba no obstante haber divisado a suficiente dis-
tancia al grupo de personas que se disponía a cruzar la 
vía; d) que el prevenido transitaba a una velocidad de apro-
ximadamente 40 a 50 kms. por hora; e) que el agraviado no 
se cercioró suficientemente si tenía tiempo para cruzar la 
vía frente a la proximidad del carro; f) que luego de inten-
tar cruzar dicha vía el agraviado se devolvió, momento en 
que recibió los golpes y heridas antes dichos; 

Considerando que la Ley No. 241, de 1967, sobre Trán-
sito de Vehículos, impone a todo conductor, en su artículo 
61, acápite 1, letra a (al final) el deber de conducir el 
vehículo a una velocidad adecuadamente reducida cuando 
"existieren riesgos especiales para los peatones y el tránsi-
to, o por razón de las condiciones del tiempo o de la vía 
pública"; que asimismo el artículo 125 de la misma ley im-
pone a todo conductor el deber de "dar aviso audible con 
bocina" en varios casos, entre ellos "cuando las circunstan-
cias del tránsito lo hicieren necesario por razones de segu-
ridad"; 

Considerando que en la especie el prevenido debió, 
puesto que transitaba con su vehículo por un lugar en don-
de frecuentemente hay concurrencia de personas y de otros 
vehículos, y puesto que divisó al grupo que se disponía a 
cruzar la autopista a una apreciable distancia reducir la 
marcha y aún detenerla, y tocar bocina, lo que no hizo; 
que con su actitud cometió una imprudencia e incurrió en 
inobservancia de las disposiciones legales antes dichas; que 
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pital de Monseñor Nouel, en donde le condujo el propio 
prevenido, quien como médico le prestó los primeros auxi-
lios, y en donde permaneció internado; b) que las heridas 
recibidas por Gerardo Mateo Colón, según el Certificado 
médico que obra en el expediente, de fecha 28 de enero de 
1970, expedido por el Director del Hospital "Dr. Pedro E. 
de Marchena", de Bonao, eran curables después de 60 días 
y antes de 90 días, "salvo complicaciones"; e) que el pre-
venido no tocó bocina, ni frenó, ni redujo la velocidad a 
que transitaba no obstante haber divisado a suficiente dis-
tancia al grupo de personas que se disponía a cruzar la 
vía; d) que el prevenido transitaba a una velocidad de apro-
ximadamente 40 a 50 kms. por hora; e) que el agraviado no 
se cercioró suficientemente si tenía tiempo para cruzar la 
vía frente a la proximidad del carro; f) que luego de inten-
tar cruzar dicha vía el agraviado se devolvió, momento en 
que recibió los golpes y heridas antes dichos; 

Considerando que la Ley No. 241, de 1967, sobre Trán-
sito de Vehículos, impone a todo conductor, en su artículo 
61, acápite 1, letra a (al final) el deber de conducir el 
vehículo a una velocidad adecuadamente reducida cuando 
"existieren riesgos especiales para los peatones y el tránsi-
to, o por razón de las condiciones del tiempo o de la vía 
pública"; que asimismo el artículo 125 de la misma ley im-
pone a todo conductor el deber de "dar aviso audible con 
bocina" en varios casos, entre ellos "cuando las circunstan-
cias del tránsito lo hicieren necesario por razones de segu-
ridad"; 

Considerando que en la especie el prevenido debió, 
puesto que transitaba con su vehículo por un lugar en don-
de frecuentemente hay concurrencia de personas y de otros 
vehículos, y puesto que divisó al grupo que se disponía a 
cruzar la autopista a una apreciable distancia reducir la 
marcha y aún detenerla, y tocar bocina, lo que no hizo; 
que con su actitud cometió una imprudencia e incurrió en 
inobservancia de las disposiciones legales antes dichas; que 
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a su vez, la víctima, cometió también imprudencia al no 
cerciorarse debidamente de si la vía estaba despejada para 
poder cruzarla, y al devolverse intempestivamente después 
de haber emprendido la marcha para el cruce de la misma; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, ocasio-
nados con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, y sancionado por ese 
mismo texto en su letra c), con la pena de seis meses a dos 
años de prisión y multa de cien pesos a quinientos pesos, si 
la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare 20 
días o más; que, en consecuencia, acogiendo circunstancias 

[ atenuantes, pero teniendo en cuenta también que la falta 
de la víctima no exime de responsabilidad penal al autor, 

'.1 siempre que a él le sea imputable alguna falta, procede 
'il condenar al prevenido a la pena que se señala en el dispo- 

sitivo de la presente; 
Considerando que el hecho cometido por el prevenido 

Dr. Fernando Federico Fermín Honrado ha ocasionado a 
Gerardo Mateo Colón, parte civil constituída, daños mora-
les y materiales, cuyo monto aprecia y fija soberanamente 

---- esta Suprema Corte de Justicia en tres mil pesos, teniendo 
- en cuenta la magnitud de los golpes y heridas recibidas y 

el tiempo en que estuvo el agraviado recluído en un hospi- 
t 	tal y privado de su trabajo, pero teniendo en cuenta 

también la falta concurrente de la víctima, reduce a las 
i dos terceras partes la suma a cargo del prevenido, o sea, ,, , 

dos mil pesos, la cual deberá pagar a la parte civil cons- 
tituída a título de indemnización, suma que a juicio de es- 

:k_ . ta Suprema Corte de Justicia responde al daño por él oca-
sionado  con su falta y lo que excluye la necesidad de acor-
dar también intereses a título de indemnización complemen-
taria; todo, en virtud del artículo 1383 del Código Civil, dis-
poniéndose la oponibilidad de las condenaciones civiles que 
por esta sentencia se pronuncian, a la compañía asegurado- 

. ra que fue puesta en causa en virtud del artículo 10 de la 
Ley No. 4117 de 1955; 
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Por tales motivos, y vistos los artículos 67, acápite 1ro., 
de la Constitución de la República; 49, 61 y 125 de la Ley 
No. 241 de Tránsito de Vehículos de 1967; 1383 del Código 
Civil; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 194 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 130 y 133 del Código de Pro-
cedimiento Civil, que dicen así: 

Artículo 67 de la Constitución: "Corresponde exclusi-
vamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de 
las demás atribuCiones que le confiere la Ley:— 1.— Co-
nocer en única instancia de la s causas penales seguidas al 
Presidente y al Vicepresidente de la República, a los Sena-
dores, Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios de 
Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procura-
dor General de la República, Jueces y Procuradores Gene-
rales de las Cortes de Apelación, Abogados del Estado ante 
el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplomático, de la Jun-
ta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas"; 

Artículo 49 dé la Ley No. 241, de 1967: "El que por 
torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o inobser-
vancia de las leyes y reglamentos, causare involuntaria-
mente con el manejo o conducción de un vehículo de motor, 
un accidente que ocasione golpes o heridas, se castigará 
con las penas siguientes: c) De seis (6) meses a dos (2) 
años de prisión y multa. de cien pesos RD$100.00) a qui-
nientos pesos (RD$500.00) si la enfermedad o imposibili-
dad para su trabajo dure veinte (20) días o más, el Juez 
además podrá ordenar la suspensión de la licencia por un 
período no mayor de seis (6) meses.— 4.— La falta im-
putable a la víctima del accidente no eximirá de responsa-
bilidad penal al autor del mismo, siempre que a éste le sea 
imputable alguna falta"; 

Artículo 61 de la Ley No. 241 de 1967: "a) La veloci-
dad de un vehículo deberá regularse con el debido cuidado, 
teniendo en cuenta el ancho ,tránsito, uso y condiciones 
de la vía pública. Nadie deberá guiar a una velocidad ma- 

a- 	Artículo 194 del Código de Procedimiento Criminal: 
"Toda sentencia de condena contra el procesado y contra 
las personas civilmente responsables del delito o contra la 
parte civil, los condenará a las costas. Las costas se liqui-
darán por la Secretaría"; 
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yor de la que le permita ejercer el debido dominio del ve-
hículo y reducir la velocidad o parar cuando sea necesario 
para evitar un accidente.— cuando existieren riesgos es-
peciales para los peatones y el tránsito, o por razón de las 
condiciones del tiempo o de la vía pública"; 

Artículo 125, letra a), de la Ley No. 241, de 1967: "a) 
Di todos aquellos lugares de la zona rural donde se care-
ciere de buena visibilidad o cuando las características de las 
vías públicas y las circunstancias del tránsito lo hicieren 
necesario per razones de seguridad, será obngación de to-
do conductor de vehículos dar aviso audible con bocina"; 

Articulo 1383 del Código Civil: "Cada cual es respon-
sable del perjuicio que ha causado, no solamente por un 
hecho suyo, sino también por su negligencia o su impru-
dencia"; 

Artículo 10 de la Ley 4117 de 1955: "La entidad ase-
guradora sólo estará obligada a hacer pagos con cargo a 
la póliza cuando se le notifique una sentencia judicial con 
autoridad de cosa irrevocablemente juzgada, que condene 
al asegurado a una indemnización por lesiones o /daños cau-
sados por un vehículo amparado por una póliza de seguro 
y por costas judiciales debidamente liquidadas, y siempre 
que la entidad haya sido puesta en causa en el proceso que 
hubiere dado lugar a la sentencia, por el asegurado o por 
los persiguientes de la indemnización. La entidad asegura-
dora tendrá calidad para alegar en justicia, en este caso, 
todo cuanto tienda a disminuir el cuántum de la responsa-
bilidad civil, o la no existencia de la misma"; 



564 	 BOLETIN JUDICIAL 

Por tales motivos, y vistos los artículos 67, acápite 1ro., 
de la Constitución de la República; 49, 61 y 125 de la Ley 
No. 241 de Tránsito de Vehículos de 1967; 1383 del Código 
Civil; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 194 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 130 y 133 del Código de Pro-
cedimiento Civil, que dicen así: 

Artículo 67 de la Constitución: "Corresponde exclusi-
vamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de 
las demás atribuCiones que le confiere la Ley:— 1.— Co-
nocer en única instancia de la s causas penales seguidas al 
Presidente y al Vicepresidente de la República, a los Sena-
dores, Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios de 

Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procura-
dor General de la República, Jueces y Procuradores Gene-
rales de las Cortes de Apelación, Abogados del Estado ante 
el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplomático, de la Jun-
ta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas"; 

Artículo 49 de-  la Ley No. 241, de 1967: "El que por 
torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o inobser-
vancia de las leyes y reglamentos, causare involuntaria-
mente con el manejo o conducción de un vehículo de motor, 
un accidente qué ocasione golpes o heridas, se castigará 
con las penas siguientes: e) De seis (6) meses a dos (2) 
años de prisión y multa, de cien pesos RD$100.00)• a qui-
nientos pesos (RD$500.00) si la enfermedad o imposibili-
dad para su trabajo dure veinte (20) días o más, el Juez 
además podrá ordenar la suspensión de la licencia por un 
período no mayor de seis (6) meses.— 4.— La falta im-
putable a la víctima del accidente no eximirá de responsa-
bilidad penal al autor del mismo, siempre que a éste le sea 
imputable alguna falta"; 

Artículo 61 de la Ley No. 241 de 1967: "a) La /veloci-
dad de un vehículo deberá regularse con el debido cuidado, 
teniendo en cuenta el ancho ,tránsito, uso y condiciones 
de la vía pública. Nadie deberá guiar a una velocidad ma- 
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yor de la que le permita ejercer el debido dominio del ve-
hículo y reducir la velocidad o parar cuando sea necesario 
para evitar un accidente.— cuando existieren riesgos es-
peciales para los peatones y el tránsito, o Dor razón de las 
condiciones del tiempo o de la vía pública"; 

Artículo 125, letra a), de la Ley No. 241, de 1967: "a) 
En todos aquellos lugares de la zona rural donde se care-
c iere de buena visibilidad o cuando las características de las 
vías públicas y las circtmstancias del tránsito lo hicieren 
necesario por razones de seguridad, será obligación de to-
do conductor de vehículos dar aviso audible con bocina"; 

Artículo 1383 del Código Civil: "Cada cual es respon-
sable del perjuicio Que ha causado, no solamente por un 
hecho suyo, sino también por su negligencia o su impru-
dencia"; 

- Artículo 10 de la Ley 4117 de 1955: "La entidad ase-
guradora sólo estará obligada a hacer pagos con cargo a 
fa póliza cuando se le notifique tiña sentencia judicial con 
autoridad de cosa irrevocablemente juzgada, que condene 
al asegurado a una indemnización por lesiones o daños cau-
sados por un vehículo amparado por una pólizá de seguro 
y por costas judiciales debidamente liquidadas, y siempre 
que la entidad haya sido puesta en causa en el proceso que 
hubiere dado lugar a la sentencia, por el asegurado o por 
los persiguientes de la indemnización. La entidad asegura-
dora tendrá calidad para alegar en justicia, en este caso, 
todo cuanto tienda a disminuir el cuántum de la responsa-
bilidad civil, o la no existencia de la misma"; 

Artículo 194 del Código de Procedimiento Criminal: 
"Toda sentencia de condena contra el procesado y contra 
las personas civilmente responsables del delito o contra la 
parte civil, los condenará a las costas. Las costas se liqui-
darán por la Secretaría"; 



     

--";: 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
,, señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo. 

. 

1, 
/ 
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Artículo 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil; 
"(ref. por la L. 507, del 25 de julio de 1941) (14). Toda 
parte que sucumba será condenada en las costas"; "(ref. 
por la L. 507, del 25 de julio de 1941) (16). Los abogados 
pueden pedir la distracción de las costas a su provecho 
afirmando antes del pronunciamiento de la sentencia que 
ellos han avanzado la mayor parte"; 

La Suprema Corte de Justicia, administrando justicia 
en Nombre de la República y por autoridad de la Ley: 

   

   

   

   

   

   

FALLA: 

 

   

Primero: Declara culpable al prevenido Dr. Fernando 
Federico Fermín Honrado, del delito puesto a su cargo, de 
haber ocasionado golpes y heridas por imprudencia con el 
manejo de un vehículo de motor a Gerardo Mateo Colón, 
lo que le privó de su trabajo por más de veinte días; y, en 
consecuencia, le condena a RD$50.00 de multa, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; 

Segundo: Condena al prevenido Dr. Fernando Federi-
co Fermín Honrado a pagar a título de indemnización a 
Gerardo Mateo Colón, parte civil constituída, la suma de 
dos mil pesos oro (RD$2,000.00), moneda nacional; 

Tercero: Condena a dicho prevenido al pago de las 
costas penales, y a las dos terceras partes de las civiles, 
distrayendo esas dos terceras partea de dichas costas ci-
viles en favor de los Doctores Luis A. Scheker O., y José 
A. Rodríguez Conde, quienes afirman haberlas avanzado; 

Cuarto: Declara oponible a la Unión de Seguros, C. 
por A., compañía aseguradora puesta en causa, las conde-
naciones civiles a que se refiere la presente sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama .— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 
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Artículo 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil; 
"(ref. por la L. 507, del 25 de julio de 1941) (14). Toda 
parte que sucumba será condenada en las costas"; "(ref. 
por la L. 507, del 25 de julio de 1941) (16). Los abogados 
pueden pedir la distracción de las costas a su provecho 
afirmando antes del pronunciamiento de la sentencia que 
ellos han avanzado la mayor parte"; 

La Suprema Corte de Justicia, administrando justicia 
en Nombre de la República y por autoridad de la Ley: 

FALLA : 

Primero: Declara culpable al prevenido Dr. Fernando 
Federico Fermín Honrado, del delito puesto a su cargo, de 
haber ocasionado golpes y heridas por imprudencia con el 
manejo de un vehículo de motor a Gerardo Mateo Colón, 
lo que le privó de su trabajo por más de veinte días; y, en 
consecuencia, le condena a RD$50.00 de multa, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; 

Segundo: Condena al prevenido Dr. Fernando Federi-
co Fermín Honrado a pagar a título de indemnización a 
Gerardo Mateo Colón, parte civil constituida, la suma de 
dos mil pesos oro (RD$2,000.00), moneda nacional; 

Tercero: Condena a dicho prevenido al pago de las 
costas penales, y a las dos terceras partes de las civiles, 
distrayendo esas dos terceras partea de dichas costas ci-
viles en favor de los Doctores Luis A. Scheker O., y José 
A. Rodríguez Conde, quienes afirman haberlas avanzado; 

Cuarto: Declara oponible a la Unión de Seguros, C. 
por A., compañía aseguradora puesta en causa, las conde-
naciones civiles a que se refiere la presente sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Ernesto J. Curiel hijo 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
21 de marzo de 1970 

5 

Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
el mes de Marzo de 1970 

A SABER: 

BOLETIN JUDICIAL 
OUGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

V 7 UNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRECTOR: 

SECRETARIO GENERAL DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA 


	Portadas Boletin Judicial 1970-1979 3
	Marzo
	Preliminares
	Page 1
	Page 2

	1_honorio_gonzalez,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8

	2_la_empacadora_dominicana_de_carnes,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	3_ramon_e._conde_mario
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	4_felix_arredonde_soto_y_compartes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9

	5_luis_alberto_diaz_ruiz
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	6_edalia_balbuena_y_compartes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8

	7_georgen_g._moller
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	8_jose_antonio_martinez_muniz
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	9_pascual_de_jesus_veras_caba
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8

	10_francisco_y_ramon_antonia_rodriguez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	11_la_compania_suc._de_meliton_gomez,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11

	12_bienvenido_ogando_matos
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	13_justiniano_del_orbe_castro
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	14_jose_ramirez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9

	15_yamil_boanerges_taveras_alvarez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	16_viviendas_y_construciones,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	17_sucs._de_jose_a._estrella_dura,
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	18_victor_ramon_almonte
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	19_jose_alberto_garcia_lopez_y_compartes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9

	20_americo_perez_mercedes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	21_carlos_anibal_mota
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	22_miguel_antonio_baez_brito
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9

	23_maria_castillo_marmolejos_y_compartes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8

	24_farut_idelfonso_miguel_castillo
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	25_fernando_federico_fermin_honrado
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10

	Final.
	Page 1



